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SENTENCIA DE FECHA 19  DE MARZO DEL 1972. 

, , riteneia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 21 de mayo de 1971. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Dr. Sergio A. Tavárez. 
Ahogado: Dr. Héctor Barón Goico. 

Recurrido: Lic. César de Castro G. 
Abogado: Lic. César de Castro G. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1ro. 
del mes de marzo del-ario 1972, años 129' de la Independen-
cia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, po-
mo corte de casación, la siguiente sentencia : 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sergio A. 
Tavárez Fermín, dominicano, mayor de edad, casado, mé-
dico, domiciliado en la avenida Bolívar No. 257, de esta 
ciudad, cédula No. 3916, serie 64; contra la sentencia de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 21 de 
mayo de. 1971, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Héctor Barón Goico, cédula No. 4804, se- 
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declara que no ha lugar a pronunciar la caducidad del recurso de 
casación interpuesto por los Sucesores de Roque y Adib Hued, pág. 
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Materia: Civil. 
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Ahogado: Dr. Héctor Barón Goico. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1ro. 
del mes de marzo del-año 1972, años 129' de la Independen-
cia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, Co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sergio A. 
Tavárez Fermín, dominicano, mayor de edad, casado, mé-
dico, domiciliado en la avenida Bolívar No. 257, de esta 
ciudad, cédula No. 3916, serie 64; contra la sentencia de 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 21 de 
mayo de 1971, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Héctor Barón Goico, cédula No. 4804, se- 
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rie 25, abogado del recurrente en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído al recurrido Lic. César A. de Castro Guerra, cé-
dula No. 4048, serie ira., abogado de su propia causa en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente, de fecha 30 de julio de 1971, en el que 3e 
proponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 27 de agosto de 
1971, suscrito por el Lic. César A. de Castro Guerra; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos que se indican más adelante 
citados por el recurrente, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda en nulidad de embargo 
ejecutivo en referimientos, intentada por el Dr. Sergio A. 
Tavárez Fermín, contra el Lic. César A. de Castro Guerra, 
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó, en fecha 9 de julio de 1970, una Ordenanza, 
con el siguiente dispositivo: "Resolvemos: Primero: Recha-
zar las conclusiones formuladas en audiencia por el Dr. 
Sergio A. Tavárez parte demandante por improcedentes e 
infundadas; Segundo: Acoger en todas sus partes las con-
clusiones presentadas en audiencia por el Lic. César A. de 
Castro Guerra, parte demandada, en la demanda civil en 
referimiento a fines de nulidad de embargo ejecutivo, de 
que se trata, incoada por Sergio A. Tavárez contra el 
Licdo. César A. de Castro Guerra, según acto de fecha 28 
de enero de 1970, del ministerial Valentín Mella, Alguacil 
Ordinario de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, y, en consecuencia decla- 

ramos nuestra incompetencia, como Juez de los Referi-
rnientos, para conocer y fallar la demanda de que se trata, 
Tercero: Condenar al Dr. Sergio A. Tavárez, parte sucum-
biente, al pago de las Costas"; b) que sobre la apelación 
del recurrente, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Decla-
ra regular y válido el recurso de apelación interpuesto por 
el Dr. Sergio A. Tavares F., contra sentencia de la Cámara 
de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fe-
cha 9 de julio ae 1970, cuyo dispositivo ha sido copiado an-
teriormente; Segundo: Revoca la sentencia apelada, y la 
Corte obrando por contrario imperio y autoridad propia, 
Declara la competencia tanto del Tribunal a-quo como de 
esta Corte para conocer y fallar el presente asunto; Terce-
ro: Rechaza, en cuanto al fondo, las conclusiones del ape-
lante, por improcedentes e infundadas; Cuarto: Acoge las 
conclusiones del intimado Lic. César A. de Castro Guerra, y 
en consecuencia, Rechaza la demanda en nulidad de embar-
go ejecutiva intentada por el intimante contra el intimada; 
Quinto: Condena al apelante al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes me-
dios: Primer Medio: Dualidad de embargos ejecutivos y.  
nulidad del último; Violación de los artículos 593 y 594 
del Código de Procedimiento Civil; Segundo Medio: Viola-
ción del artículo 130 del Código de Procedimiento Civil; 
Tercer Medio: Violación del doble grado de jurisdicción que 
es de orden público y el artículo 11 de la Ley 1\1 9  302 Sobre 
Honorarios; Cuarto Medio: Insuficiencia de motivos, y Quin-
to Medio: Falta de base legal; 

Considerando que el recurrente alega en síntesis, en 
sus cinco medios reunidos, lo siguiente: lo.— Que en fecha 
15 de noviembre de 1968, los sucesores de José R. Sanz, 
representados por su hija Ivonne Sanz Vda. Vega, traba-
ron contra Taveras, un embargo ejecutivo sobre los bienes 
muebles de su casa, para cobrar los alquiler& vencidos de 
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rie 25, abogado del recurrente en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído al recurrido Lic. César A. de Castro Guerra, cé-
dula No. 4048, serie ira., abogado de su propia causa en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
del recurrente, de fecha 30 de julio de 1971, en el que 3e 
proponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 27 de agosto de 
1971, suscrito por el Lic. César A. de Castro Guerra; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos que se indican más adelante 
citados por el recurrente, y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda en nulidad de embargo 
ejecutivo en referimientos, intentada por e] Dr. Sergio A. 
Tavárez Fermín, contra el Lic. César A. de Castro Guerra, 
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó, en fecha 9 de julio de 1970, una Ordenanza, 
con el siguiente dispositivo: "Resolvemos: Primero: Recha-
zar las conclusiones formuladas en audiencia por el Dr. 
Sergio A. Tavárez parte demandante por improcedentes e 
infundadas; Segundo: Acoger en todas sus partes las con-
clusiones presentadas en audiencia por el Lic. César A. de 
Castro Guerra, parte demandada, en la demanda civil en 
referimiento a fines de nulidad de embargo ejecutivo, de 
que se trata, incoada por Sergio A. Tavárez contra el 
Licdo. César A. de Castro Guerra, según acto de fecha 28 
de enero de 1970, del ministerial Valentí .n Mella, Alguacil 
Ordinario de la Cámara de Trabajo del .Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, y, en consecuencia decla- 
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ramos nuestra incompetencia, como Juez de los Referi-
mientos, para conocer y fallar la demanda de que se trata, 
Tercero: Condenar al Dr. Sergio A. Tavárez, parte sucum-
biente, al pago de las Costas"; b) que sobre la apelación 
del, recurrente, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispósitivo dice así: "Falla: Primero: Decla-
ra regular y válido el recurso de apelación interpuesto por 
el Dr. Sergio A. Tavares F., contra sentencia de la Cámara 
de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fe-
cha 9 de julio ae 1970, cuyo dispositivo ha sido copiado an-
teriormente; Segundo: Revoca la sentencia apelada, y la 
Corte obrando por contrario imperio y autoridad propia, 
Declara la competencia tanto del Tribunal a-quo como de 
esta Corte para conocer y fallar el presente asunto; Terce-
ro: Rechaza, en cuanto al fondo, las conclusiones del ape-
lante, por improcedentes e infundadas; Cuarto: Acoge las 
conclusiones del intimado Lic. César A. de Castro Guerra, y 
en consecuencia, Rechaza la demanda en nulidad de embar-
go ejecutiva intentada por el intimante contra el intimado; 
Quinto: Condena al apelante al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes me-
dios: Primer Medio: Dualidad de embargos ejecutivos y 
nulidad del último; Violación de los artículos 593 y 594 
del Código de Procedimiento Civil; Segundo Medio: Viola-
ción del artículo 130 del Código de Procedimiento Civil; 
Tercer Medio: Violación del doble grado de jurisdicción que 
es de orden público y el artículo 11 de la Ley N9 302 Sobre 
Honorarios; Cuarto Medio: Insuficiencia de motivos, y Quin-

to Medio: Falta de base legal; 

Considerando que el recurrente alega en síntesis, en 
sus cinco medios reunidos, lo siguiente: lo.— Que en fecha 
15 de noviembre de 1968, los sucesores de José R. Sanz. 
representados por su hija Ivonne Sanz Vda. Vega, traba-
ron contra Taveras, un embargo ejecutivo sobre los bienes 
muebles de su casa, para cobrar los alquileres vencidos de 
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una casa de la propiedad de la sucesión de que se trata; que, 
sobre ese embargo está pendiente una demanda en distrae- . 

 ción de los indicados muebles, hecha por Manuel Valerio 
Monegro; que ese embargo asciende a la suma de: $1500.00; 
que siendo el monto de los alquileres adeudados de: 
$160.00, en la suma total del embargo se incluía los esta-
dos de costas del abogado actuante, Lic. César de Castro 
Guerra; que no obstante ese primer embargo, el 27 de no-
viembre de 1969, dicho abogado intentó un embargo eje-

' cutivo en cobro de tres estados de costas a su favor, contra 
el expresado recurrente; por lo que, dice dicho recurrente, 
la sentencia impugnada admitió este último embargo; vio-
ló los artículos 593 y 594 del Código de Procedimiento Ci-
vil, que establecen que el mandamiento de pago es una 
formalidad previa al embargo, y el segundo embargo de 
que se trata, dice el recurrente, no llenó esa formalidad; 
2o.— que el artículo 130 del Código de Procedimiento Ci-
vil, indica con claridad, dice el recurrente, que para que 
los honorarios sean cobrados, tienen que tener la fuerza de 
la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada; que en 
la especie, estos honorarios no pueden liquidarse hasta tan-
to sean fallados los incidentes del primer embargo traba-
do, por lo que la sentencia impugnada debe ser casada; 
3o.— que los estados de costas de que se trata han sido im-
pugnados por el recurrente en virtud del artículo 11 de la 
Ley No. 302 sobre Honorarios; por lo que esos estados no 
tienen fuerza ejecutoria hasta tanto sean aprobados defi-
nitivamente por sentencia definitiva del tribunal compe-
tente; 4o.— que la sentencia de apelación carece de moti-
vos; 5o.— que dicha sentencia carece de base legal porque 
no examinó los documentos que le fueron presentados; por 
lo que debe ser casada; pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que Sergio A. Taveras Fermín, se limitó en apelación, a ale-
gar la falta de Título ejecutorio; 2.— que el 27 de noviem-
bre de 1969, el Lic. César A. de Castro Guerra, practicó un  

embargo ejecutivo contra Sergio A. Taveras Fermín, sobre 
un carro Wagon Fiat, propiedad del embargado; 3.— que 
ese embargo tuvo por causa el cobro de $672.00 monto de 
tres estados de costas puestos a cargo del indicado señor 
Taveras; 4.— que esos estados de costas fueron debida-
mente aprobados el primero por el Juez de Paz de la Pri-
mera Circunscripción (el 5 de diciembre de 1968), y los dos 
últimos por el Juez de la Cámara Civil y Comercial de la 
Primera Circunscripción del Distrito Nacional (4 de marzo 
de 1969, y 12 de junio de 1969); 

Considerando que respecto de la alegada dualidad en-
tre los embargos del 15 de noviembre de 1968 y del de fe-
cha 27 de noviembre de 1969; el primero se refiere al co-
bro de alquileres vencidos y fue hecho por los sucesores 
Sanz sobre el ajuar de la casa del recurrente; y el segun-
do está fundado en tres estados de costas propiedad del re-
currido; que en el acto de alguacil del 27 de noviembre de 
1969, consta que Castro, por acto del 9 de septiembre del 
mismo año, le había hecho a Taveras, formal intimación 
de pago, por lo que este primer alegato carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al No. 2, que el examen de los 
tres estados de costas que sirvieron de fundamento al em-
bargo a que se refiere la sentencia impugnada, se produ-
jeron con motivo de una litis sobre cobro de alquileres de 
una casa de la sucesión Sanz; litis que el recurrente no ha 
probado que está pendiente de solución y que, además, al 
impugnar el embargo de que se trata, no alegó ante los tri-
bunales del fondo la nulidad de dicho embargo sobre el fun-
damento de que la litis que dio lugar a esos estados de cos-
tas estuviera pendiente, sino que, por el contrario, en ape-
lación, sólo alegó la falta de título ejecutorio para apoyar 
el embargo ejecutivo; que, por tanto este alegato carece de 
fundamento; 

Considerando, en cuanto al No. 3, que el examen de 
los tres estados de costas en que se fundó el embargo eje-
cutivo de que se trata, se produjeron, como se ha dicho 
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una casa de la propiedad de la sucesión de que se trata; que, 
sobre ese embargo está pendiente una demanda en distrae.' 
ción de los indicados muebles, hecha por Manuel Valerio 
Monegro; que ese embargo asciende a la suma de: $1500.00; 
que siendo el monto de los alquileres adeudados de: 
$160.00, en la suma total del embargo se incluía los esta-
dos de costas del abogado actuante, Lic. César de Castro 
Guerra; que no obstante ese primer embargo, el 27 de no-
viembre de 1969, dicho abogado intentó un embargo eje-

' cutivo en cobro de tres estados de costas a su favor, contra 
el expresado recurrente; por lo que, dice dicho recurrente, 
la sentencia impugnada admitió este último embargo; vio-
ló los artículos 593 y 594 del Código de Procedimiento Ci-
vil, que establecen que el mandamiento de pago es una 
formalidad previa al embargo, y el segundo embargo de 
que se trata, dice el recurrente, no llenó esa formalidad; 
2o.— que el artículo 130 del Código de Procedimiento Ci-
vil, indica con claridad, dice el recurrente, que para que 
los honorarios sean cobrados, tienen que tener la fuerza de 
la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada; que en 
la especie, estos honorarios no pueden liquidarse hasta tan-
to sean fallados los incidentes del primer embargo traba-
do, por lo que la sentencia impugnada debe ser casada; 
3o.— que los estados de costas de que se trata han sido im-
pugnados por el recurrente en virtud del artículo 11 de la 
Ley No. 302 sobre Honorarios; por lo que esos estados no 
tienen fuerza ejecutoria hasta tanto sean aprobados defi-
nitivamente por sentencia definitiva del tribunal compe-
tente; 4o.— que la sentencia de apelación carece de moti-
vos; 5o.— que dicha sentencia carece de base legal porque 
no examinó los documentos que le fueron presentados; por 
lo que debe ser casada; pero, 

Considerando que en la sentencia impugnada consta 
que Sergio A. Taveras Fermín, se limitó en apelación, a ale-
gar la falta de Título ejecutorio; 2.— que el 27 de noviem-
bre de 1969, el Lic. César A. de Castro Guerra, practicó un 

embargo ejecutivo contra Sergio A. Taveras Fermín, sobre 
un carro Wagon Fiat, propiedad del embargado; 3.— que 
ese embargo tuvo por causa el cobro de $672.00 monto de 
tres estados de costas puestos a cargo del indicado señor 
Taveras; 4.— que esos estados de costas fueron debida-
mente aprobados el primero por el Juez de Paz de la Pri-
mera Circunscripción (el 5 de diciembre de 1968), y los dos 
últimos por el Juez de la Cámara Civil y Comercial de la 
Primera Circunscripción del Distrito Nacional (4 de marzo 
de 1969, y 12 de junio de 1969); 

Considerando que respecto de la alegada dualidad en-
tre los embargos del 15 de noviembre de 1968 y del de fe-
cha 27 de noviembre de 1969; el primero se refiere al co-
bro de alquileres vencidos y fue hecho per los sucesores 
Sanz sobre el ajuar de la casa del recurrente; y el segun-
do está fundado en tres estados de costas propiedad del re-
currido; que en el acto de alguacil del 27 de noviembre de 
1969, consta que Castro, por acto del 9 de septiembre del 
mismo año, le había hecho a Taveras, formal intimación 
de pago, por lo que este primer alegato carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al No. 2, que el examen de los 
tres estados de costas que sirvieron de fundamento al em-
bargo a que se refiere la sentencia impugnada, se produ-
jeron con motivo de una litis sobre cobro de alquileres de 
una casa de la sucesión Sanz; litis que el recurrente no ha 
probado que está pendiente de solución y que, además, al 
impugnar el embargo de que se trata, no alegó ante los tri-
bunales del fondo la nulidad de dicho embargo sobre el fun-
damento de que la litis que dio lugar a esos estados de cos-
tas estuviera pendiente, sino que, por el contrario, en ape-
lación, sólo alegó la falta de título ejecutorio para apoyar 
el embargo ejecutivo; que, por tanto este alegato carece de 
fundamento; 

Considerando, en cuanto al No. 3, que el examen de 
los tres estados de costas en que se fundó el embargo eje-
cutivo de que se trata, se produjeron, como se ha dicho 
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antes, como resultado de la litis surgida entre la sucesión 
Sanz y el actual recurrente; el primero, por ante el Juzga-
do de Paz de la Primera Circunscripció del Distrito Nacio-
nal; aprobado por el Juez de Paz el 5 de diciembre de 1968; 
el segundo estado de costas, por ante el Juez de la Cámara 
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Distri-
to Nacional, actuando como Juez de segundo grado; fue 
aprobado por dicho Juez, en fecha 4 de Marzo de 1969; y el 
tercero, producido ante este último Juez, en virtud de un 
recurso de oposición interpuesto por Taveras contra de 
Castro, que culminó en una sentencia del 27 de mayo de 
1969; estado de costas que fue aprobado el 12 de junio de 
1969; que, respecto a estos tres estados de costas no existe 
en el expediente, prueba alguna de que hayan sido impug-
nados en virtud del artículo 11 de la Ley sobre Honorarios 
de Abogados No. 302, por ante los tribunales correspon-
diente; que, por otra parte, el recurrente no señaló a los 
Jueces del fondo que esos estados de costas estaban pen-
dientes de fallo ante los Jueces correspondientes por haber 
sido impugnados; por lo que este tercer alegato debe ser 

desestimado; 

Considerando en cuanto al No. 4. que el recurrente se 
limita a decir que una sentencia que "resuelve un asunto 
de competencia y avoca el fondo de la misma, tiene 9ue te-
ner muchos motivos para justificarla"; sin señalar en qué 
puntos la sentencia incurre en el vicio denunciado; que el 
examen de la sentencia impugnada, muestra que, después 
de establecer los hechos no controvertidos, y de señalar 
que Taveras sólo funda, su apelación en la nulidad del em-
bargo sobre la afirmación de que los estados de costas no 
son títulos ejecutorios; la Corte contesta con estos moti-
vos: "sin embargo, entre los documentos depositados por el 
intimado se encuentran los tres estados de costas y hono-
rarios que sirvieron de base al embargo en referencia, re-
gularmente aprobados por el juez competente, los cuales 
constituyen un título suficiente justificativo del procedi- 

miento ejecutorio puesto en marcha; que el hecho de que 
el valor cobrado por el embargante excede en la suma de 
sesenta centavos el importe real de los tres estados de cos-
tos y honorarios en referencia, no es causa de nulidad del 
embargo varias veces repetido; que, por otra parte, el exa-
men de los documentos de la causa revela que en la eje-
cución del referido embargo, se ha observado todas las for-
malidades legales, todo por lo cual la demanda de nulidad 
de que se trata, carece de fundamento y debe ser recha-
zada"; que, por lo que se acaba de transcribir, se evidencia 
que la sentencia impugnada contiene motivos suficientes 
y pertinentes que justifican su dispositivo; por lo que, este 
alegato también carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considerando que en cuanto al alegato 5, el recurrente 
se refiere, principalmente a una instancia del 26 de sep-
tiembre de 1969, dirigida a la Corte a-qua, en la que hace 
saber que los estados de gastos y honorarios de que se tra-
ta, no tiene autoridad de cosa juzgada; que en los resultan-
dos de la sentencia impugnada, cuando se refiere a los do-
cumentos en que apoyó la apelación el actual recurrente, 
no se señala la referida instancia del 26 de septiembre de 
1969, entre esos documentos, ni tampoco dicho recurrente 
ha probado en la Suprema Corte que lo depositó en la Cor-
te a-qua, por lo que, la dicha Corte no tenía que hacer una 
indicación específica de ese documento, sobre todo, que, al 
dar motivos suficientes sobre la validez del embargo y 
avocar el fondo, contestó implícitamente a la instancia de 
que se trata; por lo que, este último alegato, como los an-
teriores, carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el Dr. Sergio A. Taverns Fermín, con-
tra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 21 de mayo de 1971, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 
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diente; que, por otra parte, el recurrente no señaló a los 
Jueces del fondo que esos estados de costas estaban pen-
dientes de fallo ante los Jueces correspondientes por haber 
sido impugnados; por lo que este tercer alegato debe ser 
desestimado; 

Considerando en cuanto al No. 4. que el recurrente se 
limita a decir que una sentencia que "resuelve un asunto 
de competencia y avoca el fondo de la misma, tiene 9ue te-
ner muchos motivos para justificarla"; sin señalar en qué 
puntos la sentencia incurre en el vicio denunciado; que el 
examen de la sentencia impugnada, muestra que, después 
de establecer los hechos no controvertidos, y de señalar 
que Taveras sólo funda, su apelación en la nulidad del em-
bargo sobre la afirmación de que los estados de costas no 
son títulos ejecutorios; la Corte contesta con estos moti-
vos: "sin embargo, entre los documentos depositados por el 
intimado se encuentran los tres estados de costas y hono-
rarios que sirvieron de base al embargo en referencia, re-
gularmente aprobados por el juez competente, los cuales 
constituyen un título suficiente justificativo del procedi- 

miento ejecutorio puesto en marcha; que el hecho de que 
el valor cobrado por el embargante excede en la suma de 
sesenta centavos el importe real de los tres estados de cos-
tos y honorarios en referencia, no es causa de nulidad del 
embargo varias veces repetido; que, por otra parte, el exa-
men de los documentos de la causa revela que en la eje-
cución del referido embargo, se ha observado todas las for-
malidades legales, todo por lo cual la demanda de nulidad 
de que se trata, carece de fundamento y debe ser recha-
zada"; que, por lo que se acaba de transcribir, se evidencia 
que la sentencia impugnada contiene motivos suficientes 
y pertinentes que justifican su dispositivo; por lo que, este 
alegato también carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considerando que en cuanto al alegato 5, el recurrente 
se refiere, principalmente a una instancia del 26 de sep-
tiembre de 1969, dirigida a la Corte a-qua, en la que hace 
saber que los estados de gastos y honorarios de que se tra-
ta, no tiene autoridad de cosa juzgada; que en los resultan-
dos de la sentencia impugnada, cuando se refiere a los do-
cumentos en que apoyó la apelación el actual recurrente, 
no se señala la referida instancia del 26 de septiembre de 
1969, entre esos documentos, ni tampoco dicho recurrente 
ha probado en la Suprema Corte que lo depositó en la Cor-
te a-qua, por lo que, la dicha Corte no tenía que hacer una 
indicación específica de ese documento, sobre todo, que, al 
dar motivos suficientes sobre la validez del embargo y 
avocar el fondo, contestó implícitamente a la instancia de 
que se trata; por lo que, este último alegato, como los an-
teriores, carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el Dr. Sergio A. Taveras Fermín, con-
tra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 21 de mayo de 1971, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 



(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 1 9  DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial del Seyto de fecha 6 de agosto de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Abraham Hoffis Fuentes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 19 de marzo del año 1972, años 129' de la Indepen-
dencia y 108' de la RestauraCión, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Abraham 
Hoffis Fuentes, dominicano, mayor de edad, casado, cédu-
la personal 37428, serie Ira., domiciliado y residente en la 
ciudad de Hato Mayor, contra la sentencia de fecha 6 de 
agosto de 1971, dictada en sus atribuciones correccionales, 
como tribunal de segundo grado, por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial del Seybo, cuyo dispositi-
vo se 2opia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General, 

de la República; 
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(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial del Seyt.o de fecha 6 de agosto de 1971. 

Materia: Correccional. 

licearrente: Abraham Fioffis Fuentes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la. Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer, Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 1 9  de marzo del año 1972, años 129' de la Indepen-
dencia y 108' de la Restauraeión, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Abraham 
Hoffis Fuentes, dominicano, mayor de edad, casado, cédu-
la personal 37428, serie lra., domiciliado y residente en la 
ciudad de Hato Mayor, contra la sentencia de fecha 6 de 
agosto de 1971, dictada en sus atribuciones correccionales, 
como tribunal de segundo grado, por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial del Seybo, cuyo dispositi-
vo se ;:opia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo en fecha 6 de agosto de 1971. 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca. 
sación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
1896 de 1948, sobre Seguros Sociales; y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo 'de un sometimiento hecho por el Inspector de la Caja 
Dominicana de Seguros Sociales, el Juzgado de Paz de Ha-
to Mayor dictó en fecha 28 de noviembre de 1969, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: Primero: Que 
debe -  pronunciar y pronuncia el defecto contra el señor 
Abraham Fuentes, por no haber comparecido a la audien-
cia para la cual fue legalmente citado; Segundo: Que de-
be declarar y declara al no compareciente culpable del he-
cho de: no haber hecho efectivo dentro del plazo corres-
pondiente las cotizaciones de Seguro Social Obligatorio, 
correspondientes a los meses de Agosto a Diciembre de 1968, 
y de Enero a Marzo de 1969, por tres asegurados fijos bajo 
su dependencia. con 105 semanas cotizables, por un valor 
de RD$292.60; y Tercero: Que debe condenar y condena a I 
señor Abraham Hoffis Fuentes, a sufrir un mes de prisión 
correccional, más la suma adeudada al Instituto Dominica-
no de Seguros Sociales"; b) Que sobre apelación del preve-
nido, el Juzgado a-quo dictó en fecha 6 de agosto de 1971, 
la sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se Rechaía las coclusio-
nes del abogado de la defensa por improcedente; SEGUN-
DO: Se reenvía a fin de obtener del Instituto Dominicano 
de Seguros Sociales los nombres de los trabajadores ins-
critos en esa por el prevenido según registro patronal No. 
14305303 y las cotizaciones dejadas de pagar por dicho pre-
venido; TERCERO: Se reservan las costas"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne  de manifiesto que el prevenido hoy recurrente en casa-
ción, fue condenado en defecto por el Juzgado de Paz de 
Hato Mayor, por violación a la Ley sobre Seguros Sociales; 
que no habiendo oposición en esta materia, según el Art. 
83, letra K de la Ley No. 1896, de 1948, apeló de dicho fa-
llo, y al conocerse de su recurso pidió al tribunal de alza-
da que declararan nula dicha sentencia porque él no había 
sido citado, es decir "porque no tuvo oportunidad de de-
fenderse ante el Juez" de primer grado; que para rechazar 
ese pedimento el tribunal aguo dijo lo siguiente: "Que en 
el expediente consta según el inventario que en las pági-
nas 4 y 5 contenía de citación al prevenido"; 

Considerando que al rechazar el pedimento el Juzga-
do a-quto en base a haber haber comprobado que en el ex-
pediente existía constancia de la citación, y al dispo-
ner el reenvío de la causa para otra audiencia a fin de ins-
truir mejor el caso, dicho Juzgado dejó bien fundamentado 
el fallo dictado, y además, en cuanto al reenvío hizo uso 
de los poderes soberanos de que están investidos los jue-
ces del fondo, de dictar las medidas de instrucción que esti-
men útiles para esclarecer los hechos; que, finapnente, exa-
minada la sentencia impugnada en sus demás aspectos, en 
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, ella 
no contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Abraham Hoffis Fuentes, contra la 
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia de 
El Seibo, en fecha 6 de agosto de 1971, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés ChuPani.— Joaquín M. Alvarez Per. elló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.— 

mesto Curiel hijo, Secretario General. 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo en fecha 6 de agosto de 1971. 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca- 
sación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
1896 de 1948, sobre Seguros Sociales; y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un sometimiento hecho por el Inspector de la Caja 
Dominicana de Seguros Sociales, el Juzgado de Paz de Ha-
to Mayor dictó en fecha 28 de noviembre de 1969, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: Primero: Que 
debe -  pronunciar y pronuncia el defecto contra el señor 
Abraham Fuentes, por no haber comparecido a la audien-
cia para la cual fue legalmente citado; Segundo: Que de-
be declarar y declara al no compareciente culpable del he-
cho de: no haber hecho efectivo dentro del plazo corres-
pondiente las cotizaciones de Seguro S(Jcial Obligatorio, 
correspondientes a los meses de Agosto a Diciembre de 1968 ; 

 y de Enero a Marzo de 1969, por tres asegurados fijos bajo 
su dependencia, con 105 semanas cotizables, por un valor 
de RD$292.60; y Tercero: Que debe condenar y condena a I 
señor Abraham Hoffis Fuentes, a sufrir un mes de prisión 
correccional, más la suma adeudada al Instituto Dominica-
no de Seguros Sociales"; 19) Que sobre apelación del preve-
nido, el Juzgado a-quo dictó en fecha 6 de agosto de 1971, 
la sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se Rechaza las coclusio-
nes del abogado de la defensa por improcedente; SEGUN-
DO: Se reenvía a fin de obtener del Instituto Dominicano 
de Seguros Sociales los nombres de los trabajadores ins-
critos en esa por el prevenido según registro patronal No. 
14305303 y las cotizaciones dejadas de pagar por dicho pre-
venido; TERCERO: Se reservan las costas"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el prevenido hoy recurrente en casa-
ción, fue condenado en defecto por el Juzgado de Paz de 
Hato Mayer por violación a la Ley sobre Seguros Sociales; 
que no habiendo oposición en esta materia, según el Art. 
83, letra K de la Ley No. 1896, de 1948, apeló de dicho fa-
llo, y al conocerse de su recurso pidió al tribunal de alza-
da que declararan nula dicha sentencia porque él no había 
sido citado, es decir "porque no tuvo oportunidad de de- 
fenderse ante el Juez" de primer grado; que para rechazar 
ese pedimento el tribunal aguo dijo lo siguiente: "Que en 
el expediente consta según el inventario que en las pági-
nas 4 y 5 contenía de citación al prevenido"; 

Considerando que al rechazar el pedimento el Juzga-
do a-qu.o en base a haber haber comprobado que en el ex-
pediente existía constancia de la citación, y al dispo-
ner el reenvío de la causa para otra audiencia a fin de ins-
truir mejor el caso, dicho Juzgado dejó bien fundamentado 
el fallo dictado, y además, en cuanto al reenvío hizo uso 
de los poderes soberanos de que están investidos los jue-
ces del fondo, de dictar las medidas de instrucción que esti-
men útiles para esclarecer los hechos; que. finalmente, exa-
minada la sentencia impugnada en sus demás aspectos, en 
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, ella 
no contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Abraham Hoffis Fuentes, contra la 
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia de 
El Seibo, en fecha 6 de agosto de 1971, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 19  DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 11 de enero de 1971. 

Materia: Correccional. 

urrentes: Luis B. Matos V., San Rafael, C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Berges 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día lro. de marzo del año 1972, años 
129' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis B. 
Matos V., cédula No. 5902 serie lra., residente en la calle 
El Número No. 52 de esta ciudad, San Rafael, C. por A., 
con domicilio social en la avenida Tiradentes esquina Ra-
fael Augusto Sánchez de esta ciudad, causa seguida a Os-
valdo Núñez, contra la sentencia de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, de fecha 11 de enero de 1971, en sus 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el señor Julio César Vargas Castillo, 
parte civil constituída, contra sentencia de la Quinta Cama- 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
. señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 11 de enero de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Luis B. Matos V., San Rafael, C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Berges 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día lro. de marzo del año 1972, años 
129' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis B. 
Matos V., cédula No. 5902 serie lra., residente en la calle 
El Número No. 52 de esta ciudad, San Rafael, C. por A., 
con domicilio social en la avenida Tiradentes esquina Ra-
fael Augusto Sánchez de esta ciudad, causa seguida a Os-
valdo Núñez, contra la sentencia de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, de fecha 11 de enero de 1971, en sus 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el señor Julio César Vargas Castillo, 
parte civil constituida, contra sentencia de la Quinta Cáma- 



ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, de fecha 20 del mes de febrero del 1970, cu. 
yo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Pronuncia el de-
fecto contra el nombrado Osvaldo Núñez, por no haber com. 
parecido no obstante haber sido legalmente citado; Segun.. 
do: Se Declara a Osvaldo Núñez, de generales anotadas cul-
pable del delito de violación al artículo 49 letra c de la ley 
No. 241, (golpes y heridas causadas involuntariamente con 
el manejo de conducción de vehículo de motor), curables 
después de 60 días y antes de 90 días, S. C., en perjuicio de 
Julio César Vargas Castillo, en consecuencia se le condena 
a sufrir la pena de un (1) año de prisión correccional y al 
pago de una multa de Cien Pesos Oro (RD$100.00) además 
de ordenar la suspensión de la licencia No. 57796, en la 
categoría de chófer, por un período de seis (6) meses; Ter-
cero: Se Condena a Osvaldo Núñez, al pago de las costas 
penales; Cuarto: Se Declara a Julio César Vargas Castillo, 
no culpable de violación ley No. 241, (sobre golpes y heri-
das causadas con el manejo o conducción de vehículo de 
motor), y en consecuencia se descarga de toda responsabili-
dad por no haber cometido falta de acuerdo a la ley; se De-
claran las costas penales de oficio; Quinto: Se declara bue-
na y válida en cuanto a la forma la constitución en parte 
civil hecha por el señor Julio César Vargas Castillo, por in-
termedio de sus abogados Dres. Abraham Vargas Rosario y 
Darío Dorrejo Espinal, contra el señor Luis Bienvenido Ma-
tos Vanderlinder, en su calidad de entidad aseguradora del 
vehículo que produjo el accidente; Sexto: En cuanto al fon-
do se declara la incompetencia Rationes-materia, del Tri-
bunal en cuanto a la constitución en parte civil por ser 
una demanda extraña a la prevención;Séptimo: Se Conde-
na a la parte civil constituida señor Julio César Vargas 
Castillo, al pago de las costas civiles'. Segundo: Rechaza 
las conclusiones formuladas por la persona civilmente res-
ponsable señor Luis Bienvenido Matos Vanderlinder, y la 
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por improce-
dentes e infundadas, y en consecuencia, admite en cuanto 

a la forma la constitución en parte civil hecha por el señor 
Julio César Vargas Castillo; Tercero: Condena a Luis Bien-
venido Matos Vanderlinder, y a la Compañía de Seguros 
San Rafael, C. por A., al pago de las costas del presente in-
cidente, ordenando su distracción en favor del Dr. Darío 
Dorrejo Espinal, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 12 de febrero de 
1971, a requerimiento del Dr. Abelardo E. de la Cruz Lan-
drau, abogado de los recurrentes, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la 
parte civil constituida o por la persona puesta en causa co-
mo civilmente responsable, el depósito de un memorial, con 
la exposición de los medios en que se funda, será obligatorio 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la de-
claración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, los recurrentes 
no expusieron al declarar su recurso de casación los me-
dios que le servirían de fundamento, ni ha presentado lue-
go, memorial alguno contentivo de dichos medios; por lo 
cual, en tales condiciones, el recurso que se examina, re-
sulta nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Luis B. Matos V: y San Rafael, 
C. por A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apela- 
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ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, de fecha 20 del mes de febrero del 1970, cu-
yo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Pronuncia el de-
fecto contra el nombrado Osvaldo Núñez, por no haber com. 
parecido no obstante haber sido legalmente citado; Segun. 
do: Se Declara a Osvaldo Núñez, de generales anotadas cul-
pable del delito de violación al artículo 49 letra c de la ley 
No. 241, (golpes y heridas causadas involuntariamente con 
el manejo de conducción de vehículo de motor), curables 
después de 60 días y antes de 90 días, S. C., en perjuicio de 
Julio César Vargas Castillo, en consecuencia se le condena 
a sufrir la pena de un (1) año de prisión correccional y al 
pago de una multa de Cien Pesos Oro (RD$100.00) además 
de ordenar la suspensión de la licencia No. 57796, en la 
categoría de chófer, por un período de seis (6) meses; Ter-
cero: Se Condena a Osvaldo Núñez, al pago de las costas 
penales; Cuarto: Se Declara a Julio César Vargas Castillo, 
no culpable de violación ley No. 241, (sobre golpes y heri-
das causadas con el manejo o conducción de vehículo de 
motor), y en consecuencia se descarga de toda responsabili-
dad por no haber cometido falta de acuerdo a la ley; se De-
claran las costas penales de oficio; Quinto: Se declara bue-
na y válida en cuanto a la forma la constitución en parte 
civil hecha por el señor Julio César Vargas Castillo, por in-
termedio de sus abogados Dres. Abraham Vargas Rosario y 
Darío Dorrejo Espinal, contra el señor Luis Bienvenido Ma-
tos Vanderlinder, en su calidad de entidad aseguradora del 
vehículo que produjo el accidente; Sexto: Eli cuanto al fon-
do se declara la incompetencia Rationes-materia, del Tri-
bunal en cuanto a la constitución en parte civil por ser 
una demanda extraña a la prevención;Séptimo: Se Conde-
na a la parte civil constituida señor Julio César Vargas 
Castillo, al pago de las costas civiles'. Segundo: Rechaza 
las conclusiones formuladas por la persona civilmente res-
ponsable señor Luis Bienvenido Matos Vanderlinder, y la 
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por improce-
dentes e infundadas, y en consecuencia, admite en cuanto 

a la forma la constitución en parte civil hecha por el señor 
Julio César Vargas Castillo; Tercero: Condena a Luis Bien-
venido Matos Vanderlinder, y a la Compañía de Seguros 
San Rafael, C. por A., al pago de las costas del presente in-
cidente, ordenando su distracción en favor del Dr. Darío 
Dorrejo Espinal, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 12 de febrero de 
1971, a requerimiento del Dr. Abelardo E. de la Cruz Lan-
drau, abogado de los recurrentes, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la 
parte civil constituida o por la persona puesta en causa co-
mo civilmente responsable, el depósito de un memorial, con 
la exposición de los medios en que se funda, será obligatorio 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la de-
claración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, los recurrentes 
no expusieron al declarar su recurso de casación los me-
dios que le servirían de fundamento, ni ha presentado lue-
go, memorial alguno contentivo de dichos medios; por lo 
cual, en tales condiciones, el recurso que se examina, re-
sulta nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Luis B. Matos V: y San Rafael, 
C. por A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apela- 
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ción de Santo Domingo, de fecha 11 de enero de 1971, en 
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena a los recurrentes al pago ,de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Jo-
sé A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  
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SENTENCIA DE FECHA 1 9  DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 28 
de Junio de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Florentino R. Torres Guzmán, y Unión de Seguros, 
C. por A. 

,11 Abogado: Dr. Claudio Isidoro Acosta García. 

Interviniente: Isabel Rodríguez Tejada Vda. Lora. 

Abogado: Lic. Luis Alberto Mora Guzmán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 1ro. del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Florenti-
no R. Torres Guzmán, cédula No. 420 serie 89, con domici-
lio en José Contreras, Kilómetro 14, Moca, República Do-
minicana y Unión de Seguros, C. por A., con domicilio so-
cial en la calle San Luis No. 48, Santiago, República Domi-
nicana, causa seguida a Juan de Dios Vargas, contra la se-n- 



ción de Santo Domingo, de fecha 11 de enero de 1971, en 
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena a los recurrentes al pago \de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Jo-
sé A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 1 9  DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 28 
de Junio de 1971. 

'Materia: Correccional. 

Recurrentes: Florentino R. Torres Guzmán, y Unión de Seguros, 
C. por A. 

Abogado: Dr. Claudio Isidoro Acosta García. 

interviniente: Isabel Rodríguez Tejada Vda. Lora. 
Abogado: Lic. Luis Alberto Mora Guzmán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día lro. del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Florenti-
no R. Torres Guzmán, cédula No. 420 serie 89, con domici-
lio en José Contreras, Kilómetro 14, Moca, República Do-
minicana y Unión de Seguros, C. por A., con domicilio so-
cial en la calle San Luis No. 48, Santiago, República Domi-
nicana, causa seguida a Juan de Dios Vargas, contra la se-n- 
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tencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 28 cle 
Junio de 1971, dictada en sus atribuciones correccionales 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara, regu-
lar y válido en la forma el recurso de apelación interpues-
to por la parte Civil Constituida Isabel Rodríguez Vda. Lo-
ra, y José Antonio Lora, a través de su abogado el Dr. Luis 
Mora G. de la persona civilmente civilmente responsable 
Florentino Ramón Torres Guzmán y la Cía. Unión de S9- 
guros C. por A., por órgano de su abogado el Dr. Claudio 
Isidoro Acosta, en contra de la sentencia correccional Núm. 
472, de fecha 14 de septiembre de 1970, dictado por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espai-
llat, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Se de-
clara al prevenido Juan de Dios Vargas, culpable de violar 
la Ley 241, y en consecuencia se le condena a pagar una 
multa de RD$50.00 y al pago de las costas; Segundo: Se 
declara buena y válida la constitución hecha en parte 
vil por el Dr. Luis Mora G., a nombre y representación de 
José Antonio Lora R. e Isabel Rodríguez, en contra del pre-
venido, la persona civilmente responsable señor Florenti-
no Ramón Torres Guzmán y la Cía. Unión de Seguros C. 
por A., y en consecuencia se le condena a pagar una indem-
nización de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro) en favor de 
Isabel Rodríguez T., y de RD$1,000.00 (Mil Pesos Oro), en 
favor de José Antonio Lora Rodríguez; Tercero: Se le con-
dena además al pago de los intereses legales y de las costas 
civiles; Cuarto: Se declara esta sentencia oponible a la Cía. 
de Seguros Unión de Seguros C. por A.' por haber sido he-
chos de conformidad a la Ley, no mencionándose nada en 
relación al recurso de apelación interpuesto por el preve-
nido Juan de Dios Vargas al haber desistido de dicho recur-
so en la audiencia de fecha 3 de junio de 1971 y en la cual 
se le dio acta correspondiente de su desistimiento. Segun-
do: Confirma el Ordinal Segundo de la sentencia apelada, 
que es de lo que limitativamente está apoderada esta Corte 
por el desistimiento hecho por el prevenido Juan de Dios 
Vargas de su apelación a excepción de la indemnización que 

se reduce a RD$3,000.00 para Isabel Rodríguez Vda. Lora 
y de RD$500.00 para José Antonio, sumas éstas que son la 
que esta Corte estima las ajustadas para el resarcimiento 
de los daños morales y materiales sufridos por las dichas 
partes civiles con la muerte en el accidente de Angel Ma-
ría Lora, al consignarse en contra de éste faltas que admi-
tió el Juez a-quo y no lo indicó en el dispositivo.— Terce-
ro: Confirma además de la sentencia apelada el Ordinal 
Cuarto que se réfiere a la oponibilidad de la sentencia a 
la Cía. Unión de Seguros C. por A.— Cuarto: Condena a 
la persona civilmente responsable Florentino Ramón To-
rres Guzmán y la Cía. Unión de Seguros C por A.,, al pa-
go de las costas civiles del procedimiento, distrayéndolas 
en favor del Lic. Luis Mora Guzmán quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 6 de julio de 1971, a 
requerimiento del Dr. Claudio Isidoro Acosta García, abo-
gado de los recurrentes, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el escrito de intervención, de fecha 18 de febre-
ro de 1972, suscrito por el Lic. Luis Alberto Mora Guz-
mán, abogado de Isabel Rodríguez Tejada Vda. Lora, par-
te interviniente en esta instancia; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituída o por la persona puesta en causa como 
Civilmente responsable, el depósito de un memorial, con la 
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tencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 28 de. 
Junio de 1971, dictada en sus atribuciones correccionales 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara, regu-
lar y válido en la forma el recurso de apelación interpues-
to por la parte Civil Constituída Isabel Itodríguez Vda. Lo-
ra, y José Antonio Lora, a través de su abogado el Dr. Luis 
Mora G. de la persona civilmente civilmente responsable 
Florentino Ramón Torres Guzmán y la Cía. Unión de S9- 
guros C. por A., por órgano de su abogado el Dr. Claudio 
Isidoro Acosta, en contra de la sentencia correccional Núm. 
472, de fecha 14 de septiembre de 1970, dictado por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espai-
llat, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Se de-
clara al prevenido Juan de Dios Vargas, culpable de violar 
la Ley 241, y en consecuencia se le condena a pagar una 
multa de RD$50.00 y al pago de las costas; Segundo: Se 
declara buena y válida la constitución hecha en parte ci-
vil por el Dr. Luis Mora G., a nombre y representación de 
José Antonio Lora R. e Isabel Rodríguez, en contra del pre-
venido, la persona civilmente responsable señor Florenti-
no Ramón Torres Guzmán y la Cía. Unión de Seguros C. 
por A., y en consecuencia se le condena a pagar una indem-
nización de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro) en favor de 
Isabel Rodríguez T., y de RD$1,000.00 (Mil Pesos Oro), en 
favor de José Antonio Lora Rodríguez; Tercero: Se le con-
dena además al pago de los intereses legales y de las costas 
civiles; Cuarto: Se declara esta sentencia oponible a la Cía. 
de Seguros Unión de Seguros C. por A.' por haber sido he-
chos de conformidad a la Ley, no mencionándose .nada en 
relación al recurso de apelación interpuesto por el preve-
nido Juan de Dios Vargas al haber desistido de dicho recur-
so en la audiencia de fecha 3 de junio de 1971 y en la cual 
se le dio acta correspondiente de su desistimiento. Segun-
do: Confirma el Ordinal Segundo de la sentencia apelada, 
que es de lo que limitativamente está apoderada esta Corte 
por el desistimiento hecho por el prevenido Juan de Dios 
Vargas de su apelación a excepción de la indemnización que 

se reduce a RD$3,000.00 para Isabel Rodríguez Vda. Lora 
y de RD$500.00 para José Antonio, sumas éstas que son la 
que esta Corte estima las ajustadas para el resarcimiento 
de los daños morales y materiales sufridos por las dichas 
partes civiles con la muerte en el accidente de Angel Ma-
ría Lora, al consignarse en contra de éste faltas que admi-
tió el Juez a-quo y no lo indicó en el dispositivo.— Terce-
ro: Confirma además de la sentencia apelada el Ordinal 
Cuarto que se réfiere a la oponibilidad de la sentencia a 
la Cía. Unión de Seguros C. por A.— Cuarto: Condena a 
la persona civilmente responsable Florentino Ramón To-
rres Guzmán y la Cía. Unión de Seguros C por A.,, al pa-
go de las costas civiles del procedimiento, distrayéndolas 
en favor del Lic. Luis Mora Guzmán quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 6 de julio de 1971, a 
requerimiento del Dr. Claudio Isidoro Acosta García, abo-
gado de los recurrentes, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el escrito de intervención, de fecha 18 de febre-
ro de 1972, suscrito por el Lic. Luis Alberto Mora Guz-
mán, abogado de Isabel Rodríguez Tejada Vda. Lora, par-
te interviniente en esta instancia; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-

- te civil constituida o por la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, el depósito de un memorial, con la 



OIL 
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exposición de los medios en que se funda, será obligatorio 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la 
declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, los recurrentes 
no expusieron al declarar su recurso de casación los medios 
que les servirían de fundamento, ni han presentado luego, 
memorial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual, 
en tales condiciones, el recurso que se examina, resulta nu-
lo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Isabel Rodríguez Tejada Vda. Lora; Segundo: Declara 
nulo el recurso de casación interpuesto por Florentino R. 
Torres Guzmán y Unión de Seguros, C. por A., contra la 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
28 de junio de 1971, dictada en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Tercero: Condena a los recurrentes al 
pago de las costas, con distracción de las mismas en prove-
cho del Lic. Luis Alberto Mora Guzmán, abogado de la in-
terviniente, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene 
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año én él expresados, 
y fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

HOLETIN JUDICIAL 	 469 

SENTENCIA DE FECHA 19  DE MARZO DEL 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Sadik Baba hijo, 
Abogado: Dr. Raúl Reyes Vásquez 

Prevenido: Carlos Miguel Ceballos 
Abogado: Dr. Félix A. Brito Mata. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra suu audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 1 9  de mazo del año 1972, años 129' de la Indepen-
dencia y 108' de la Retauración, dicta en audiencia pú-
blica y en única instancia, la siguiente sentencia: 

En la causa correccional seguida a Sadik Baba hijo, 
dominicano, mayor de edad, casado, funcionario público, 
cédula 1008, serie 54, domiciliado y residente en Moca, Ase-
sor Comercial del Poder Ejecutivo, con rango de Secretario 
de Estado; y Carlos Miguel Ceballos, dominicano, mayor de 
edad, soltero, cédula 76, serie 95, domiciliado y residente 
en Licey, prevenidos de violación a la Ley No. 241, de 
1967; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído a los prevenidos en sus generales de ley; 
Oído al Magistrado Procurador General de la Repúbli- 

ca en la exposición de los hechos; 
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SENTENCIA DE FECHA 1 9  DE MARZO DEL 1972. 

3iateria: Correccional. 

Recurrente: Sadik Baba hijo, 
• Abogado: Dr. Raúl Reyes Vásquez 

Prevenido: Carlos Miguel Ceballos 
Abogado: Dr. Félix A. Brito Mata. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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exposición de los medios en que se funda, será obligatorio 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la 
declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, los recurrentes 
no expusieron al declarar su recurso de casación los medios 
que les servirían de fundamento, ni han presentado luego, 
memorial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual, 
en tales condiciones, el recurso que se examina, resulta nu-
lo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Isabel Rodríguez Tejada Vda. Lora; Segundo: Declara 
nulo el recurso de casación interpuesto por Florentino R. 
Torres Guzmán y Unión de Seguros, C. por A., contra la 
sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
28 de junio de 1971, dictada en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Tercero: Condena a los recurrentes al 
pago de las costas, con distracción de las mismas en prove-
cho del Lic. Luis Alberto Mora Guzmán, abogado de la in-
terviniente, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene 
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada pJr 
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año é ►  él expresados, 
y fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra suu audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 1Q de mazo del año 1972, años 129' de la Indepen-
dencia y 108' de la Retauración, dicta en audiencia pú-
blica y en única instancia, la siguiente sentencia: 

En la causa correccional seguida a Sadik Baba hijo, 
dominicano, mayor de edad, casado, funcionario público, 
cédula 1008, serie 54, domiciliado y residente en Moca, Ase-
sor Comercial del Poder Ejecutivo, con rango de Secretario 
de Estado; y Carlos Miguel Ceballos, dominicano, mayor de 
edad, soltero, cédula 76, serie 95, domiciliado y residente 
en Licey, prevenidos de violación a la Ley No. 241, de 
1967; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído a los prevenidos en sus generales de ley; 
Oído al Magistrado Procurador General de la Repúbli- 

ca en la exposición de los hechos; 
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Ceballos Martínez y Sadik Babá hijo, por violación a la 
ley 241, por ante la Suprema Corte de Justicia, por no ser 
de la competencia de este Juzgado de Paz, SEGUNDO: Se 
reservan las costas de oficios"; 

Resulta que en fecha 6 de diciembre de 1971, el Magis-
trado Procurador General de la República, apoderó del ca-
so a la Suprema Corte de Justicia.en instancia única y en 
atribuciones correccionales, en vista de la sentencia de de-
clinatoria anteriormente indicada; 

Resulta que por auto de fecha 10 de enero de 1972, dic-
tado por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia se fijó la audiencia pública del día lunes 14 de fe-
brero de 1970, a las 9 de la mañana, para conocer del caso; 

Resulta que dicha audiencia pública tuvo efecto en el 
día arriba indicado, compareciendo los prevenidos Sadik 
Babá hijo y Carlos M. Ceballos, y el testigo Juan Antonio 
Ureña Polanco, quienes prestaron sus declaraciones en con-
formidad a la ley; según consta en el acta de audiencia le-
vantada al efecto, desarrollándose dicha audiencia en la for-
ma precedentemente expuesta; 

Resulta que el abogado defensor del prevenido Carlos 
M. Ceballos, al ofrecérsele la palabra pidió el reenvío de 
la audiencia para citar testigos, pedimento al que se opuso 
el abogado defensor del prevenido Baba hijo, pero al que 
se unió en su dictamen, pidiendo también el reenvío, el re-
presentante del Ministerio Público; 

Resulta que la Suprema Corte dio un receso de unos 
minutos para decidir acerca del pedimento, y reabierta la 
audiencia, dictó la siguiente sentencia: "La Suprema Cor-
te de Justicia, después de haber deliberado, Falla: Se des-
estima el pedimento de reenvío y se invita al abogado de 
la defensa del prevenido Carlos Miguel Ceballos y al Mi-
nisterio Público, a concluir al fondo; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 del Decreto No. 4037, de 
1969; 67, inciso 1 4  de la Constitución de la República; 1 y 
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Oído al Dr. Raúl Reyes Vásquez, manifestar que ayn.. 
dará al prevenido Sadik Badía hijo en sus medios de de-
fensa; 

Oído al Dr. Félix Brito Mata expresar que ayudará al 
prevenido Carlos Miguel Ceballos, en sus medios de de-
fensa; 

Oído al Secretario actuante en la lectura de los docu-
mentos del expediente; 

Oídas las declaraciones del testigo Juan Antonio Ure-
ña Polanco, quien prestó juramento de conformidad a la 
ley, de decir toda la verdad y nada más que la verdad; 

Oídas las declaraciones de los prevenidos; 

Oído al Dr. Raúl Reyes Vásquez, en la exposición de 
la defensa del prevenido Sadik Babá hijo, y en sus conclu-
siones que dicen así: "Que Sadik Baba hijo sea descarga-
do por no haber cometido ninguna violación a la ley 241 
ni ningún texto de ley"; 

Oído al Dr. Félix Brito Mata, en la exposición de la 
defensa del prevenido Carlos Miguel Ceballos, y en sus 
conclusiones por medio de las cuales "deja a la apreciación 
de la Suprema Corte el resultado del presente caso"; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistos los documentos del especiante; 

Resulta que con motivo de un accidente automovilís-
tico ocurrido el día 8 de marzo de 1970, en el Km. 8 1  de 
la carretera de Moca a Santiago, en el cual resultaron le-
sionados ambos prevenidos y Emilia Badía de Babá, el Juz-
gado de Paz del Municipio de Moca, apoderado del caso en 
vista de la función pública que desempeña uno de los pre-
venidos, (Asesor Comercial del Poder Ejecutivo, con rango 
de Secretario de Estado) dictó en fecha 2 de abril de 1971, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe declinar, como al efecto declina, el pre-
sente expediente, a cargo de los nombrados Carlos Miguel 
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Oído al Dr. Raúl Reyes Vásquez, manifestar que ayu. 
dará al prevenido Sadik Badía hijo en sus medios de de-
fensa; 

Oído al Dr. Félix Brito Mata expresar que ayudará al 
prevenido Carlos Miguel Ceballos, en sus medios de de-
fensa; 

Oído al Secretario actuante en la lectura de los docu-
mentos del expediente; 

Oídas las declaraciones del testigo Juan Antonio Ure-
ña Polanco, quien prestó juramento de conformidad a la 
ley, de decir toda la verdad y nada más que la verdad; 

Oídas las declaraciones de los prevenidos; 

Oído al Dr. Raúl Reyes Vásquez, en la exposición de 
la defensa del prevenido Sadik Babá hijo, y en sus conclu-
siones que dicen así: "Que Sadik Baba hijo sea descarga-
do por no haber cometido ninguna violación a la ley 241 
ni ningún texto de ley"; 

Oído al Dr. Félix Brito Mata, en la exposición de la 
defensa del prevenido Carlos Miguel Ceballos, y en sus 
conclusiones por medio de las cuales "deja a la apreciación 
de la Suprema Corte el resultado del presente caso"; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistos los documentos del especiante; 

Resulta que con motivo de un accidente automovilís-
tico ocurrido el día 8 de marzo de 1970, en el Km. 8 1  de 
la carretera de Moca a Santiago, en el cual resultaron le-
sionados ambos prevenidos y Emilia Badía de Babá, el Juz-
gado de Paz del Municipio de Moca, apoderado del caso en 
vista de la función pública que desempeña uno de los pre-
venidos, (Asesor Comercial del Poder Ejecutivo, con rango 
de Secretario de Estado) dictó en fecha 2 de abril de 1971, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe declinar, como al efecto declina, el pre-
sente expediente, a cargo de los nombrados Carlos Miguel 

Ceballos Martínez y Sadik Babá hijo, por violación a la 
ley 241, por ante la Suprema Corte de Justicia, por no ser 
de la competencia de este Juzgado de Paz, SEGUNDO: Se 
reservan las costas de oficios"; 

Resulta que en fecha 6 de diciembre de 1971, el Magis-
trado Procurador General de la República, apoderó del ca-
so a la Suprema Corte de Justicia.en instancia única y en 
atribuciones correccionales, en vista de la sentencia de de-
clinatoria anteriormente indicada; 

Resulta que por auto de fecha 10 de enero de 1972, dic-
tado por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia se fijó la audiencia pública del día lunes 14 de fe-
brero de 1970, a las 9 de la mañana, para conocer del caso; 

Resulta que dicha audiencia pública tuvo efecto en el 
día arriba indicado, compareciendo los prevenidos Sadik 
Babá hijo y Carlos M. Ceballos, y el testigo Juan Antonio 
Ureña Polanco, quienes prestaron sus declaraciones en con-
formidad a la ley; según consta en el acta de audiencia le-
vantada al efecto, desarrollándose dicha audiencia en la for-
ma precedentemente expuesta; 

Resulta que el abogado defensor del prevenido Carlos 
M. Ceballos, al ofrecérsele la palabra pidió el reenvío de 
la audiencia para citar testigos, pedimento al que se opuso 
el abogado defensor del prevenido Baba hijo, pero al que 
se unió en su dictamen, pidiendo también el reenvío, el re-
presentante del Ministerio Público; 

Resulta que la Suprema Corte dio un receso de unos 
minutos para decidir acerca del pedimento, y reabierta la 
audiencia, dictó la siguiente sentencia: "La Suprema Cor-
te de Justicia, después de haber deliberado, Falla: Se des-
estima el pedimento de reenvío y se invita al abogado de 
la defensa del prevenido Carlos Miguel Ceballos y al Mi-
nisterio Público, a concluir al fondo; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 del Decreto No. 4037, de 
1969; 67, inciso 1 9  de la Constitución de la República; 1 y 
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49 de la Ley No. 241, de 1967; y 191 y 194 del Código de 
Procedimiento Criminal; 

Considerando que por las declaraciones del testigo y 
las de ambos prevenidos, y por los demás documentos y 
circunstancias del expediente, se infiere: a) Que el día 8 de 
marzo de 1970, ocurrió un choque entre la camioneta que 
manejaba Sadik Babá hijo y el automóvil que conducía 
Carlos M. Ceballos; b) Que el choque tuvo lugar cerca de 
las diez de la noche y como consecuencia del mismo resultó 
con heridas curables en menos de diez días Emilia Badia 
de Babá y también sufrieron lesiones ambos conductores; 
c) Que el accidente se debió exclusivamente a falta del pre-
venido Carlos M. Ceballos, pues no tomó todas las pre-
cauciones que aconsejaba la prudencia en el caso, pues él 
admite que en dirección contraria venía otro vehículo a 
su derecha, y que él tenía de frente un hoyo cuya existen-
cia conocía, y que no obstante, en vez de detener la mar-
cha, trató de pasar, desviándose un poco hacia la izquier-
da, e interceptando así al otro vehículo, produciendo el ac-
cidente; 

Considerando que en tales condiciones procede decla-
rar culpable al prevenido Carlos M. Ceballos del hecho que 
se le imputa de haber producido lesiones por imprudencia 
con el manejo de un vehículo de motor a Emilia Badía de 
Babá, los que curaron antes de diez días, condenándolo, 
después de admitir circunstancias atenuantes, a la pena 
que se indica más adelante; y procede, a su vez, descargar 
de toda responsabilidad en el hecho por no haberlo come-
tido, al prevenido Sadik Babá hijo; 

Por tales motivos, y vistos los textos legales que a 
continuación se indican, los que dicen así: Art. 67, inciso 
1 9  de la Constitución: "Corresponde exclusivamente a la 
Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de las demás atri-
buciones que le confiere la Ley:— 1.—Conocer en única 
instancia de las causas penales seguidas al Presidente y al 
Vicepresidente de la República, a los Senadores, Diputa- 

dos, Secretarios de Estado, Subsecretarios de Estado, Jue-
ces de la Suprema Corte de Justicia, Procurador General 
de la República, Jueces y Procuradores Generales de las 
Cortes de Apelación, Abogado del Estado ante el Tribunal 
de Tierras, Jueces del Tribunal Superior de Tierras, a los 
miembros del Cuerpo Diplomático, de la Junta Central 
Electoral y de la Cámara de Cuentas"; Art. 49 de la Ley 
No. 241, de 1967, primer párrafo y•letra a): "El que por 
torpeza, imprudencia, inadvertencia, negligencia o inob 
servancia de las leyes y reglamentos, causare involuntaria-
mente con el manejo e conducción de un vehículo de mo-
tor, un accidente que ocasione golpes o heridas, se castiga-
rá con las penas siguientes: a) De seis (6) días a seis (6) 
meses de prisión y multa de seis pesos (RD$6.00) a ciento 
cchenta pesos (RD$180.00), si del accidente resultare al le-
sionado una enfermedad o imposibilidad de dedicarse a su 
trabajo por un tiempo menor de diez días (10)"; Art. 463 
párrafo 6o. del Código Penal: "Cuando en favor del acu-
sado existan circunstancias atenuantes, los tribunales mo-
dificarán las penas, conforme a la siguiente escala:— 6o. 
cuando el Código pronuncie simultáneamente las penas de 
prisión los tribunales correccionales, en el caso de que 
existan circunstancias atenuantes, están autorizados para 
reducir el tiempo de la prisión, a menos de seis días, y la 
multa a menos de cinco pesos, aún en el caso de reinciden-
cia. También podrán imponerse una u otra de las penas de 
que trata este párrafo, y aún sustituir la prisión con la de 
multa, sin que en ningún caso puedan imponerse penas in-
feriores a las de simple policía (231V'; Art. 191 del Código 
de Procedimiento Criminal: "Si el hecho no se reputare de-
lito ni contravención de policía, el tribunal anulará la ins-
trucción, la citación y todo lo que hubiere seguido, descar-
gará al procesado y fallará sobre las demandas de daños y 
perjuicios. Y Art. 194 del mismo Código: "Toda sentencia 
de condena contra el procesado y contra las personas civil-
mente responsables del delito o contra la parte civil, los 
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49 de la Ley No. 241, de 1967; y 191 y 194 del Código de 
Procedimiento Criminal; 

Considerando que por las declaraciones del testigo y 
las de ambos prevenidos, y por los demás documentos 
circunstancias del expediente, se infiere: a) Que el día 8 de 
marzo de 1970, ocurrió un choque entre la camioneta que 
manejaba Sadik Babá hijo y el automóvil que conducía 
Carlos M. Ceballos; b) Que el choque tuvo lugar cerca de 
las diez de la noche y como consecuencia del mismo resultó 
con heridas curables en menos de diez días Emilia Badía 
de Babá y también sufrieron lesiones ambos conductores; 
c) Que el accidente se debió exclúsivamente a falta del pre-
venido Carlos M. Ceballos, pues no tomó todas las pre-
cauciones que aconsejaba la prudencia en el caso, pues él 
admite que en dirección contraria venía otro vehículo a 
su derecha, y que él tenía de frente un hoyo cuya existen-
cia conocía, y que no obstante, en vez de detener la mar-
cha, trató de pasar, desviándose un poco nacia la izquier-
da, e interceptando así al otro vehículo, produciendo el ac-
cidente; 

Considerando que en tales condiciones procede decla-
rar culpable al prevenido Carlos M. Ceballos del hecho que 
se le imputa de haber producido lesiones por imprudencia 
con el manejo de un vehículo de motor a Emilia Badía de 
Babá, los que curaron antes de diez días, condenándolo, 
después de admitir circunstancias atenuantes, a la pena 
que se indica más adelante; y procede, a su vez, descargar 
de toda responsabilidad en el hecho por no haberlo come-
tido, al prevenido Sadik Babá hijo; 

Por tales motivos, y vistos los textos legales que a 
continuación se indican, los que dicen así: Art. 67, inciso 
19  de la Constitución: "Corresponde exclusivamente a la 
Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de las demás atri-
buciones que le confiere la Ley:— 1.—Conocer en única 
instancia de las causas penales seguidas al Presidente y al 
Vicepresidente de la República, a los Senadores, Diputa- 

dos, Secretarios de Estado, Subsecretarios de Estado, Jue-
ces de la Suprema Corte de Justicia, Procurador General 
de la República, Jueces y Procuradores Generales de las 
Cortes de Apelación, Abogado del Estado ante el Tribunal 
de Tierras, Jueces del Tribunal Superior de Tierras, a los 
miembros del Cuerpo Diplomático, de la Junta Central 
Electoral y de la Cámara de Cuentas"; Art. 49 de la Ley 
No. 241, de 1967, primer párrafo y•letra a): "El que por 
torpeza, imprudencia, inadvertencia, negligencia o inob 
servancia de las leyes y reglamentos, causare involuntaria-
mente con el manejo e conducción de un vehículo de mo-
tor, un accidente que ocasione golpes o heridas, se castiga-
rá con las penas siguientes: a) De seis (6) días a seis (6) 
meses de prisión y multa de seis pesos (RD$6.00) a ciento 
cchenta pesos (RD$180.00), si del accidente resultare al le-
sionado una enfermedad o imposibilidad de dedicarse a su 
trabajo por un tiempo menor de diez días (10)"; Art. 463 
párrafo 6o. del Código Penal: "Cuando en favor del acu-
sado existan circunstancias atenuantes, los tribunales mo-
dificarán las penas, conforme a la siguiente escala:— 6o. 
cuando el Código pronuncie simultáneamente las penas de 
prisión los tribunales correccionales, en el caso de que 
existan circunstancias atenuantes, están autorizados para 
reducir el tiempo de la prisión, a menos de seis días, y la 
multa a menos de cinco pesos, aún en el caso de reinciden-
cia. También podrán imponerse una u otra de las penas de 
que trata este párrafo, y aún sustituir la prisión con la de 
multa, sin que en ningún caso puedan imponerse penas in-
feriores a las de simple policía (231)"; Art. 191 del Código 
de Procedimiento Criminal: "Si el hecho no se reputare de-
lito ni contravención de policía, el tribunal anulará la ins-
trucción, la citación y todo lo que hubiere seguido, descar-
gará al procesado y fallará sobre las demandas de daños y 
perjuicios. Y Art. 194 del mismo Código: "Toda sentencia 
de condena contra el procesado y contra las personas civil-
mente responsables del delito o contra la parte civil, los 
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condenará a las costas. Las costas se liquidarán por la se.. 
cretaría". 

FALLA: 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE MARZO DEL 1972. 

entencia impugnada: Cámara de Trabajo del. Distrito Nacional 
de fecha 20 de abril de 1971. 

Primero: Declara culpable al prevenido Carlos M. Ce-
ballos del delito puesto a su cargo de haber producido gol-
pes y heridas por imprudencia, con el manejo de un vehícu-
lo de motor a Emilia Badía de Baba, las que curaron en 
menos de diez días; y le condena por ese hecho, acogiendo 
circunstancias atenuantes, a diez pesos de multa, y al pa-
go de las costas; y Segundo: Descarga de toda responsabi-
lidad en el, hecho puesto a su cargo a Sadik Baba hijo, por 
no haberlo cometido. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada. —Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Industria del Acero, C. por A. 
Abogados: Dres. Antonio Martínez Ramírez, Enrique Manuel de 

Moya Grullón y Leonardo de Moya Suárez. 

Recurrido: Dhimas Rojas y Durán: 
Abogado: Dr. Juan Luperón Vásquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 3 de marzo del año 1972, años 129' de la Independencia 
y 108' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La In-
dustria del Acero, C. por A., con su domicilio y asiento so-
cial en la casa número 161 de la calle Nicolás de Ovando 
esquina a la calle 35, de esta ciudad, contra la sentencia de 
fecha 20 de abril de 1971, dictada en sus atribuciones la-
borales por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 
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condenará a las costas. Las costas se liquidarán por la se-
cretaría". 

FALLA: 

Primero: Declara culpable al prevenido Carlos M. Ce-
ballos del delito puesto a su cargo de haber producido gol-
pes y heridas por imprudencia, con el manejo de un vehícu-
lo de motor a Emilia Badía de Baba, las que curaron en 
menos de diez días; y le condena por ese hecho, acogiendo 
circunstancias atenuantes, a diez pesos de multa, y al pa-
go de las costas; y Segundo: Descarga de toda responsabi-
lidad en el , hecho puesto a su cargo a Sadik Baba hijo, por 
no haberlo cometido. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada. —Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Industria del Acero, C. por A. 
Abogados: Dres. Antonio Martínez Ramírez, Enrique Manuel de 

Moya Grullón y Leonardo de Moya Suárez. 

Recurrido: Dhimas Rojas y Durán: 
Abogado: Dr. Juan Luperón Vásquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 3 de marzo del año 1972, años 129' de la Independencia 
y 108' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La In-
dustria del Acero, C. por A., con su domicilio y asiento so-
cial en la casa número 161 de la calle Nicolás de Ovando 
esquina a la calle 35, de esta ciudad, contra la sentencia de 
fecha 20 de abril de 1971, dictada en sus atribuciones la-
borales por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Enrique Ml. de Moya G., cédula 11444, se-

rie 56 por sí y en representación de los Doctores Antonio 
Martínez Ramírez y Leonardo de Moya Suárez, cédulas Nos. 
22494, serie 31 y 120762, serie 1, respectivamente, aboga. 
dos de la recurrente en la lectura de sus conclusiones; 

Oída a la Dra. Ana Mercedes Hernández de Quezada, 
en representación del Dr. Juan Luperón Vásquez, cédula 
24229, serie 18, abogado del recurrido que lo es Darío Ro-
jas Durán, dominicano, mayor de edad, soltero, tractorista, 
portador de la cédula personal de identidad 4325, serie 66, 
domiciliado y residente en la casa No. 4 de la calle Juan 
José Duarte (antigua 27), de esta ciudad en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 22 de ju-
nio de 1971, y suscrito por los abogados de la recurrente, 
en el cual se invocan los medios de casación que se indi-
carán más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 26 de julio de 
1971, suscrito por el abogado del recurrido; 

Vistas las ampliaciones de la recurrente y del recurri-
do de fechas 26 de noviembre de 1971 y 6 de diciembre de 
1971, respectivamente, suscritas por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados poz la recurren-
te que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 69 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser con-
ciliada el Juzgado de Paz del Distrito Nacional, dict óen fe-
cha 3 de agosto de 1970, una sentencia cuyo dispositivo di-
ce así: "FALLA: Primero: Se declara resuelto por despido 
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injustificado, el contrato de trabajo que existo entre las 
partes en causa, por culpa del patrono, y con responsabili-
dad para el mismo;— Segundo: Se condena a la Industria 
del Acero, C. por A., a pagar al reclamante Dhimas Rojas, 
las prestaciones siguientes: a) 24 días de preaviso; b) 30 
días de auxilio de cesantía; c) 15 días de vacaciones, la Re-
galía Pascual año 1969, y la proporción correspondiente al 
año 1970, y más tres meses de salario por aplicación del or-
dinal 3o. artículo 84 del Código de Trabajo; todo calculado 

a base de un salario de RD$10.00 diarios;— Tercero: Se 
condena a la empresa demandada al pago de las costas, y 
se ordena la distracción de las mismas en favor del Dr. 
Juan Luperón Vásquez, que afirma haberlas avanzado en 
¡su totalidad"; b) que contra esa sentencia recurrió en ape-
lación la actual recurrente y la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional dictó en fecha 20 de abril de 1971, el fa-
llo ahora impugnado en casación cuyo dispositivo dice tex-
tualmente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto 
por Industria del Acero C. por A., contra sentencia del 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 
3 de agosto del 1970, dictada en favor de Dhimas Rojas v 
Durán, cuyo dispositivo ha sido opiado en parte anterior de 
esta misma sentencia;— SEGUNDO:: Relativamente al 
fondo rechaza dicho recurso de alzada y en consecuencia 
confirma dicha sentencia impugnada, y Ordena que la em-
presa Industria del Acero C. por A., expida al trabajador 
Dhimas Rojas y Durán, la certificación a aue se refiere el 
art. 63de 1 Código de Trabajo;— TERCERO: Condena a la 
parte que sucumbe Industria del Acero C. por A., al pago de 
las costas del procedimiento de conformidad con los artícu-
los 5 y -6 de la ley No. 302 del 10 de juni odel 1964, y 691 
del Código de Trabajo, ordenando su distracción en favor 
del Dr. Juan Luperón Vásquez, que afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial la recurrente pro-
pone los siguientes medios: Primer Medio: Violación de la 

• 
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en el cual se invocan los medios de casación que se indi-
carán más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 26 de julio de 
1971, suscrito por el abogado del recurrido; 

Vistas las ampliaciones de la recurrente y del recurri-
do de fechas 26 de noviembre de 1971 y 6 de diciembre de 
1971, respectivamente, suscritas por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados pox la recurren-
te que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 69 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser con-
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cha 3 de agosto de 1970, una sentencia cuyo dispositivo di-
ce así: "FALLA: Primero: Se declara resuelto por despido 
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injustificado, el contrato de trabajo que existe, entre las 
partes en causa, por culpa del patrono, y con responsabili-
dad para el mismo;— Segundo: Se condena a la Industria 
del Acero, C. por A., a pagar al reclamante Dhimas Rojas, 
las prestaciones siguientes: a) 24 días de preaviso; b) 30 
días de auxilio de cesantía; e) 15 días de vacaciones, la Re-
galía Pascual año 1969, y la proporción correspondiente al 
año 1970, y más tres meses de salario por aplicación del or-
dinal 3o. artículo 84 del Código de Trabajo; todo calculado 
a base de un salario de RD$10.00 diarios;— Tercero: Se 
condena a la empresa demandada al pago de las costas, y 
se ordena la distracción de las mismas en favor del Dr. 
Juan Luperón Vásquez, que afirma haberlas avanzado en 
s'u totalidad"; b) que contra esa sentencia recurrió en ape-
lación la actual recurrente y la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional dictó en fecha 20 de abril de 1971, el fa-
llo ahora impugnado en casación cuyo dispositivo dice tex-
tualmente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto 
por Industria del Acero C. por A., contra sentencia del 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 
3 de agosto del 1970, dictada en favor de Dhimas Rojas v 
Durán, cuyo dispositivo ha sido opiado en parte anterior de 
esta misma sentencia;— SEGUNDO:: Relativamente al 
fondo rechaza dicho recurso de alzada y en consecuencia 
confirma dicha sentencia impugnada, y Ordena que la em-
presa Industria del Acero C. por A., expida al trabajador 
Dhimas Rojas y Durán, la certificación a que se refiere el 
art. 63de 1 Código de Trabajo;— TERCERO: Condena a la 
parte que sucumbe Industria del Acero C. por A., al pago de 
las costas del procedimiento de conformidad con los artícu-
los 5 y -6 de la ley No. 302 del 10 de juni odel 1964, y 691 
del Código de Trabajo, ordenando su distracción en favor 
del Dr. Juan Luperón Vásquez, que afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial la recurrente pro-
pone los siguientes medios: Primer Medio: Violación de la 
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ley propiamente dicha y del derecho de defensa. (Violación 
de los artículos 51, 56 y 57 de la Ley número 637, sobre 
contratos de trabajo del 16 de junio de 1944; y errada apli-
cación de los artículos 282, 283, 284 y 413 del Código de 
Procedimiento Civil.— Segundo Medio: Omisión de esta-
tuir, insuficiencia de motivos y falta de base legal (Viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil).— 
Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos y documen-
tos del proceso, contradicción de motivos y violación de las 
reglas de la prueba (Violación de los artículos 77 del Có-
digo de Trabajo; 1315 del Código de Procedimiento Civil); 

Considerando que en el desarrollo de los medios 
propuestos, los cuales se resumen para su examen, la re-
currente sostiene en síntesis: que las únicas causas de ta-
cha de los testigos en materia sumaria son las establecidas 
en el artículo 413 del Código de Procedimiento Civil, y que 
por consiguiente son las aplicables en los tribunales de Tra-
bajo por regirse éstas por el procedimiento sumario; que 
al disponer el tribunal a-quo en el informativo celebrado 
y de una "manera arbitraria" la tacha de dos de los tres 
testigos señalados por la actual recurrente, en base a que 
que ellos habían "emitido anteriormente opinión sobre el 
caso en su condición de asalariados o dependientes del pa-
trono" violó el citado artículo 413 del código de procedi-
miento civil, por cuanto dicha causa está excluída de las 
previsiones del citado artículo; que además, el tribunal 
a-quo violó el artículo 284 del código de procedimiento ci-
vil, "al prohibir que los testigos tachados continuaran de-
clarando", ni tampoco dio motivos para justificar que el 
testigo del recurrido le mereciera más crédito que el único 
testigo que permitió deponer en favor de la recurrente"; 
que por otra parte, al "recurrido le correspondía probar el 
despido de que alega fue objeto como a la exponente de-
muestra su justa causa". Y la recurrente depositó en el 
tribunal a-quo varios documentos emanados de las autori-
dades laborales", que prueban que "el recurrido era un tra- 
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bajador móvil u ocasional y no fijo, como lo ha pretendi-
do", que sin embargo, el tribunal a-quo no obstante esa do-

cumentación consideró al recurrido como sujeto a un con-
trato por tiempo indefinido, lo que debió hacer sólo ante 
la  prueba incontrovertible que incumbía aportar al tribu-
nal"; que todo lo anteriormente expuesto muestra que en 
la sentencia impugnada se ha incurrido en una desnatura-
lización de los hechos de la causa, contradicción de moti-
vo y violación a la regla de la prueba, por lo cual debe ser 
casada; pero, 

Considerando que la sentencia impugnada pone de ma-
nifiesto que el Juez a-quo apoderado de la totalidad del 
asunto por el efecto devolutivo de la apelación, realizó su 
propia instrucción y celebró con las debidas garantías de 
derecho para las partes en litis, un informativo y un con-
tra-informativo de acuerdo con las normas del artículo 413 
del código de Procedimiento Civil, que rige la materia en 
los asuntos sumarios, aplicables por mandato del Código de 
Trabajo a la materia laboral; que contrariamente a como 
lo sostiene la recurrente, las causas para la tacha o repro-
che de los testigos en el informativo sumario son las mis-
mas del informativo ordinario, que la Cámara a-qua, al fa-
llar y tachar los testigos Rogelio Martínez y Rafael Melo, 
en base a que dichos testigos habían "emitido opiniones en 
relación con los hechos del proceso", procedió correctamen-
te y dio los motivos pertinentes para ello; que por otra 
parte, el examen del fallo impugnado revela que la litis 
planteada se concretó a decidir si el trabajador demandan-
te había sido despedido injustificadamente como él alega-
ba o si éste había abandonado su trabajo sin ofrecer expli-
caciones, y que se trataba de un trabajador móvil, confor-
me sostuvo la demandada; que el Juez a-quo, para edifi-
carse en lo que se refiere tanto al despido como a la natu-
raleza del contrato de trabajo en cuestión, analizó en forma 
exhaustiva tanto el testimonio vertido en el informativo 
como en el contra-informativo celebrados por él, como por 
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caso en su condición de asalariados o dependientes del pa-
trono" violó el citado artículo 413 del código de procedi-
miento civil, por cuanto dicha causa está excluída de las 
previsiones del citado artículo; que además, el tribunal 
a-quo violó el artículo 284 del código de procedimiento ci-
vil, "al prohibir que los testigos tachados continuaran de-
clarando", ni tampoco dio motivos para justificar que el 
testigo del recurrido le mereciera más crédito que el único 
testigo que permitió deponer en favor de la recurrente"; 
que por otra parte, al "recurrido le correspondía probar el 
despido de que alega fue objeto como a la exponente de-
muestra su justa causa". Y la recurrente depositó en el 
tribunal a-quo varios documentos emanados de las autori-
dades laborales", que prueban que "el recurrido era un tra- 
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bajador móvil u ocasional y no fijo, como lo ha pretendi-
do", que sin embargo, el tribunal a-quo no obstante esa do-
cumentación consideró al recurrido como sujeto a un con-
trato por tiempo indefinido, lo que debió hacer sólo ante 
la prueba incontrovertible que incumbía aportar al tribu-
nal"; que todo lo anteriormente expuesto muestra que en 
la sentencia impugnada se ha incurrido en una desnatura-
lización de los hechos de la causa, contradicción de moti-
vo y violación a la regla de la prueba, por lo cual debe ser 
casada; pero, 

Considerando que la sentencia impugnada pone de ma-
nifiesto que el Juez a-quo apoderado de la totalidad del 
asunto por el efecto devolutivo de la apelación, realizó su 
propia instrucción y celebró con las debidas garantías de 
derecho para las partes en litis, un informativo y un con-
tra-informativo de acuerdo con las normas del artículo 413 
del código de Procedimiento Civil, que rige la materia en 
los asuntos sumarios, aplicables por mandato del Código de 
Trabajo a la materia laboral; que contrariamente a como 
lo sostiene la recurrente, las causas para la tacha o repro-
che de los testigos en el informativo sumarlo son las mis-
mas del informativo ordinario, que la Cámara a-qua, al fa-
llar y tachar los testigos Rogelio Martínez y Rafael Melo, 
en base a que dichos testigos habían "emitido opiniones en 
relación con los hechos del proceso", procedió correctamen-
te y dio los motivos pertinentes para ello; que por otra 
parte, el examen del fallo impugnado revela que la litis 
planteada se concretó a decidir si el trabajador demandan-
te había sido despedido injustificadamente como él alega-
ba o si éste había abandonado su trabajo sin ofrecer expli-
caciones, y que se trataba de un trabajador móvil, confor-
me sostuvo la demandada; que el Juez a-quo, para edifi-
carse en lo que se refiere tanto al despido como a la natu-
raleza del contrato de trabajo en cuestión, analizó en forma 
exhaustiva tanto el testimonio vertido en el informativo 
como en el contra-informativo celebrados por él, como por 
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los documentos que fueron aportados al debate, llegando 
a la conclusión de que el trabajador fue despedido injusti-
ficadamente por la empresa requrrente y de que además 
en la especie se trataba de un contrato de trabajo por tiem-
po indefinido, según consta, en resumen de los consideran-
dos 4, 5, 7 y 10, dél fallo impugnado en los cuales se con-
signa "que según consta en el acto de no acuerdo No. 328 
del 25 de mayo de 1970, la empresa recurrente por medio 
de su representante Rafael Melo Peña, manifestó que "el 
señor Dhimas Rojas Durán al abandonar sus labores fue 
suprimido su contrato de trabajo ya que éste se fue a un 
paro ilegal"; que la empresa al comunicar esto al Departa-
mento de Trabajo admitió el despido del trabajador, lo cual 
está robustecido por la declaración del testigo Carlos Anto-
nio Morillo Pascual, a quien el Juez a-quo atribuyó ente-
ro crédito, formando su convicción de que en la especie, hu-
bo despido y que el contrato de trabajo era por tiempo in-
definido; que en este mismo orden de ideas, quedó por es-
tablecido por dichas declaraciones y los documentos de la 
causa, que Dhimas Rojas Durán, realizaba trabajos como 
tractorista en las instalaciones de extracción de cobre que 
tiene la empresa recurrente en las minas de San José de 
las Matas; que estuvo trabajando durante más de 2 años, 
devengando un salario de $10.00 diarios; que residía en 
una casa propiedad de la compañía, y que su contrato de 
trabajo fue "suprimido" el día 22 de abril de 1970; que 
en su labor "nunca se paraba", que el tractor realizaba la-
bor de limpieza del terreno cuando como consecuencia de 
las explosiones de la mina había que limpiar y despejar 
continuamente el material amontonado y que aún cuando 
el trabajador pudo haberse parado en algunas ocasiones du-
rante uno o más días entre una y otra tirada de dinamita 
"no quita a su contrato de trabajo el carácter de tiempo 
indefinido; que la Cámara a-qua ha admitido en el fallo 
impugnado que ha quedado caracterizado, que lo que hubo 
en el presente caso fue un despido del trabajador y no un 
abandono de éste en sus labores y que la compañía recu- 

rrente no ha aportado la prueba de que dicho recurrido 
abandonó su trabajo como estaba en el deber de hacerlo; 
que por otra parte, el Juez ponderó la certificación expedi-
da por el representante local del trabajo de San José de 
las Matas de fecha 26 de mayo de 1970, en donde se hace 
constar "que la empresa no comunicó el despido del recla-
mante"; 

Considerando que el Juez a-quo es soberano para apre-
ciar el valor de los medios que se le someten y cuando en 
un informativo o contra-informativo, como en el caso ocu-
rrente, de más crédito a aquellas declaraciones que estima 
más sinceras y verosímiles, no incurre con ello en el vicio 
de desnaturalización como lo sostiene la recurrente; que 
por todo cuando se ha expuesto precedentemente se advier-
te que la sentencia impugnada contiene motivos suficien-
tes, pertinentes y congruentes, que jusifican su dispositivo, 
y una exposición completa de los hechos y circunstancias 
de la causa que ha permitido a esta Suprema Corte de Jus-
ticia verificar que en la especie, se ha hecho una correcta 
aplicación de la Ley y que en dicho fallo no se ha incurri-
do en los vicios y violaciones denunciadas por la recurren-
te; que por tanto, los medios de casación propuestos care-
cen de fundamento y deben ser desestimados"; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por La Industria del Acero, C. por A , 
contra la sentencia de fecha 20 de abril de 1971, dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas, dis-
trayéndolas en favor del Doctor Juan Luperón Vásquez, 
abogado del recurrido, quien afirma haberlat avanzado en 
su totalidad. 

(Firmados).— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 
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da por el representante local del trabajo de San José de 
las Matas de fecha 26 de mayo de 1970, en donde se hace 
constar "que la empresa no comunicó el despido del recla-
mante"; 

Considerando que el Juez a-quo es soberano para apre-
ciar el valor de los medios que se le someten y cuando en 
un informativo o contra-informativo, como en el caso ocu-
rrente, de más crédito a aquellas declaraciones que estima 
más sinceras y verosímiles, no incurre con ello en el vicio 
de desnaturalización como lo sostiene la recurrente; que 
por todo cuando se ha expuesto precedentemente se advier-
te que la sentencia impugnada contiene motivos suficien-
tes, pertinentes y congruentes, que jusifican su dispositivo, 
y una exposición completa de los hechos y circunstancias 
de la causa que ha permitido a esta Suprema Corte de Jus-
ticia verificar que en la especie, se ha hecho una correcta 
aplicación de la Ley y que en dicho fallo no se ha incurri-
do en los vicios y violaciones denunciadas por larecurren-
te; que por tanto, los medios de casación propuestos care-
cen de fundamento y deben ser desestimados"; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por La Industria del Acero, C. por A , 
contra la sentencia de fecha 20 de abril de 1971, dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas, dis-
trayéndolas en favor del Doctor Juan Luperón Vásquez, 
abogado del recurrido, quien afirma haberla avanzado en 
su totalidad. 

(Firmados).— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 3 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 7 de 
febrero de 1971. 

Materia: Correccional. 

•Recurrente: Luis Antonio Gómez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la. 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 3 de marzo del año 1972, años 129' de la Independencia 
y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis An-
tonio Gómez, dominicano, mayor de edad, cédula No. 24870 
serie 56, residente en la calle Eduardo Brito No. 35, del 
Barrio 27 de Febrero, de esta ciudad, contra la sentencia de 
fecha 17 de febrero de 1971, dictada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Se declara bueno y válido 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
por la señora Rosante Herrera, contra sentencia dictada en 
fecha (3) del mes de noviembre del año 1970, por el Juz- 
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tonio Gómez, dominicano, mayor de edad, cédula No. 24870 
serie 56, residente en la calle Eduardo Brito No. 35, del 
Barrio 27 de Febrero, de esta ciudad, contra la sentencia de 
fecha 17 de febrero de 1971, dictada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Se declara bueno y válido 
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gado de Paz de la Tercera Circunscripción de] Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Condena 
al señor Luis Antonio Gómez, de generales que constan, 
culpable de violación a la Ley No. 2402; Segundo: Condena 
a Luis Antonio Gómez, a dos años de prisión y se le fija una 
pensión alimenticia de RD$15.00, para la menor procreada 
con la señora Rosante Herrera, que esta sentencia sea eje-
cutoria no obstante cualquier recurso que se interponga 
contra la misma, a partir de la querella'; Segundo: En 
cuanto al fondo, se confirma en todas sus partes la senten-
cia objeto del presente recurso. Tercero: Se declaran las 
costas de oficio"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Procura-

dor General de la República; 

Vista el acta del recurso de casación. levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 17 de febrero de 
1971, a requerimiento del prevenido recurrente en la cual 
no se invoca ningún medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
2402, de 1950, y 1, 36 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que según el artículo 36 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación "los condenados a una pena que 
exceda de seis meses de prisión correccional no podrán re-
currir en casación, si no estuvieren presos o en libertad 
provisional bajo fianza"; 

Considerando que el recurrente fue condenado a dos 
años de prisión correccional; que no se ha establecido que 
él se encuentra en prisión o en libertad provisional bajo 
fianza; ni tampoco que haya prestado sumisión a la senten-
cia que le fue impuesta para lograr la suspensión de la mis-
ma al tenor de lo que disponen los Artículos 7 y 8 de la 
Ley No. 2402, de 1950, por la cual fue condenado; que, en 
tales condiciones su recurso resulta inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Luis Antonio Gómez, con-
tra la sentencia de fecha 17 de febrero de 1971, dictada en 
sus atribuciones correccionales por la Tercera Cámara de 

lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 

del presente fallo; Segundo: Condena al prevenido al pa-
go de las costas. 

(FirmIdos): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Luis Antonio Gómez, con-
tra la sentencia de fecha 17 de febrero de 1971, dictada en 

sus atribuciones correccionales por la Tercera Cámara de 
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Condena al prevenido al pa-
go de las costas. 

(Firmádos): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Justicia Policial de 
fecha 29 de septiembre de 1970. 

Materia: Criminal. 

Recurrente: Persio de Jesús Núñez Fermín. 
Abogado: Dr. César A. Cornielle Carrasco. 

" Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada. Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 3 del mes de marzo del año 1972, 
años 129' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Persio de 
Jesús Núñez Fermín, dominicano, mayor de edad, soltero, 
ex miembro de la Policía Nacional, domiciliado y residen-
te en la Penitenciaría Nacional de La Victoria, cédula No. 
7545 serie 40, contra la sentencia de fecha 29 de septiem-
bre de 1970, dictada en sus atribuciones criminales por (a 
Corte de Apelación de Justicia Policial, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en sus conclusiones al Dr. César A. Cornielle Ca-

rrasco, abogado del recurrente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador  General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo en fecha 30 de septiembre de 
1970, a requerimiento del acusado, en la cual no se expo-
ne ningún medio determinado de casación; 

Visto el Memorial de Casación de fecha 14 de enero 
de 1972, sometido por el acusado y suscrito por su aboga-
do Dr. César A. Cornielle Carrasco, en el cual se invocan 
los medios que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se indican más adelante; y los artículos 18 y 
295 del Código Penal y 1 y 65 de la Ley Sob;re Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de la muerte violenta de Manuel Darío Nin Batista, 
Cabo P. N., ocurrida el 28 de octubre de 1969, en el Mamey 
(Los Hidalgos), Provincia de Puerto Plata, el Juzgado de 
Instrucción del Tribunal de Primera Instancia de Justicia 
Policial, regularmente requerido, procedió a instruir la su-
maria correspondiente, y en fecha 17 de febrero de 1970, 
dictó una Providencia Calificativa con el siguiente dispo-
positivo: "Resolvemos Declarar: Como en efecto declara, 
que existen cargos precisos, graves y concordantes para con-
siderar al Raso Persio de Jesús Núñez Fermín, 14ta. Cía. 
P. N., autor del crimen de Homicidio Voluntario, en per-
juicio de quien en vida respondió al nombre de Cabo Ma-
nuel Darío Nin Batista, 14ta. Cía. P. N., hecho ocurrido en 
fecha 28-10-69. en el Distrito Municipal de Los Hidalgos, 
jurisdicción de Puerto Plata, R. D. Mandamos y Ordena-
mos Primero: Que el prevenido Raso Persio de Jesús Nú-
ñez Fermín, 14ta. Cía. P. N., de generales anctadas, sea en-
viado por ante el Juzgado de Primera Instancia Justicia 
Policial, en sus atribuciones Criminales, con asiento en la 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo en fecha 30 de septiembre de 
1970, a requerimiento del acusado, en la cual no se expo-
ne ningún medio determinado de casación; 
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do Dr. César A. Cornielle Carrasco, en el cual se invocan 
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rrente, que se indican más adelante; y los artículos 18 y 
295 del Código Penal y 1 y 65 de la Ley Sob;re Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de la muerte violenta de Manuel Darío Nin Batista, 
Cabo P. N., ocurrida el 28 de octubre de 1969, en el Mamey 
(Los Hidalgos), Provincia de Puerto Plata, el Juzgado de 
Instrucción del Tribunal de Primera Instancia de Justicia 
Policial, regularmente requerido, procedió a instruir la su-
maria correspondiente, y en fecha 17 de febrero de 1970, 
dictó una Providencia Calificativa con el siguiente dispo-
positivo: "Resolvemos Declarar: Como en efecto declara, 
que existen cargos precisos, graves y concordantes para con-
siderar al Raso Persio de Jesús Núñez Fermín, 14ta. Cía. 
P. N., autor del crimen de Homicidio Voluntario, en per-
juicio de quien en vida respondió al nombre de Cabo Ma-
nuel Darío Nin Batista, 14ta. Cía. P. N., hecho ocurrido en 
fecha 28-10-69. en el Distrito Municipal de Los Hidalgos, 
jurisdicción de Puerto Plata, R. D. Mandamos y Ordena-
mos Primero: Que el prevenido Raso Persio de Jesús Nú-
ñez Fermín, 14ta. Cía. P. N., de generales anctadas, sea en-
viado por ante el Juzgado de Primera Instancia Justicia 
Policial, en sus atribuciones Criminales, con asiento en la 
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ciudad de Santiago, R. D., inculpado del Crimen de Homi-
cidio Voluntario en perjuicio de quien en vida respondía al 
nombre de Cabo Manuel Darío Nin Batista, 14ta. Cía. P. N. 
Segundo: Que una copia de la presente Providencia Cali-
ficativa, sea notificada al Magistrado Procurador Fiscal, 
del Juzgado de Primera Instancia de Justicia Policial, con 
asiento en la ciudad de Santiago, R. D., así como al incul-
pado Raso Persi ode Jesús Núñez Fermín, 14ta. Cía. P. N., 
para sus respectivos conocimientos y Tercero: Que venci-
do el plazo de la apelación, que establece el artículo 13 del 
Código de Justicia Policial, el expediente contentivo de la 
Instrucción del proceso y un estado de los documentos que 
hayan de obrar como pieza de convicción sean transmitidos 
inmediatamente al Magistrado Procurador Fiscal, del Juz-
gado de Primera Instancia de Justicia Policial, con asiento 
en la ciudad de Santiago, para los fines correspondientes"; 
b) Que el Tribunal de Justicia Policial de Primera Instancia 
d eSantiago, regularmente apoderado del caso, dictó en fe-
cha 7 de julio de 1970 una sentencia condenando al acusa-
do hoy recurrente en casación, a diez años de trabajos pú-
blicos; c) Que sobre apelación del acusado, la Corte a-qua 
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "Falla: PriMero: Declara bueno y vá-
lido en cuanto a las formas, los recursos de apelaciones in-
terpuestos por el Fiscal del Tribunal de Primera Instancia 
de Justicia Policial, con asiento en Santiago de los Caba-
lleros y por el acusado Raso Persio de Jesú Núñez Fer-
mín, P. N., en contra de la sentencia No. 20 de fecha 7 de 
julio de 1970, de dicho Tribunal, que condene al raso Per-
sio de Jesús Núñez Fermín, P. N., a cumplir la pena de (10) 
años de trabajos públicos; Segundo: En cuanto al fondo se 
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida. Terce-
ro: Se condena al acusado al pago de las costas"; 

Considerando que en su Memorial de Casación, el 
acusado recurrente propone los siguientes medios: Primer 
Medio: "Desnaturalización de los hechos y falta de base le-
gal".— Segundo Medio: "Violación de los artículos 15 y 17  

del Código de Justicia Policial, G. O. No. 8992 de fecha 29 
de junio de 1966, Pág. No. 26. ViolaCión del artículo 89 de 
la Ley No. 285, que crea el Código de Justicia Policial". 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
el cual se trata en primer término porque se refiere a una 
cuestión procesal, sostiene en resumen el acusado recurren-
te, que según los artículos 15 y 17 del Código de Justicia 
Policial, de 1966, el Tribunal de Apelación debe estar cons-
tituído por cinco jueces, y en la especie sólo figuraron tres; 
y que, además, cuando ocurrió el crimen, el Presidente del 
Tribunal de Apelación era Consultor Jurídico de la Policía 
Nacional y de acuerdo con las normas policiales era el fun-
cionario a quien correspondía emitir una opinión califica-
tiva sobre el caso, lo que le hacía incompatible con sus fun-
ciones ulteriores de Juez; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que el Tribunal de apelación estuvo constituido por 
5 Jueces, quienes dictaron y firmaron la sentencia que se 
impugna; que, finalmente, el hecho de que el Presidente 
de la Corte a-qua fuera anteriormente Consultor Jurídicc 
de la Policía Nacional, daba derecho al acusado a proponer 
su recusación a los jueces del fondo, lo que no hizo; que, 
por todo ello, el segundo y último medio del recurso se 
desestima también por infundado; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio de 
III ohm  su recurso, sostiene en síntesis el acusado recurrente que 

en el fallo impugnado se incurrió en los vicios de desnatu-
ralización de los hechos y falta de base legal, porque "no 
se tuvo en cuenta el estado actual de legítima defensa", 
ni tampoco la provocación, ni se atenuó la pena, todo lo 
cual él solicitó al tribunal a-quo; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado no 
revela que se planteara formalmente por conclusiones la 

v «  7 legítima defensa, ni la excusa legal de la provocación, ni 
ellas resultaron establecidas en la instrucción de la causa, 
conforme a los hechos que se expondrán más adelante; que, 

• 
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ciudad de Santiago, R. D., inculpado del Crimen de Homi-
cidio Voluntario en perjuicio de quien en vida respondía al 
nombre de Cabo Manuel Darío Nin Batista, 14ta. Cía. P. N. 
Segundo: Que una copia de la presente Providencia Cali-
ficativa, sea notificada al Magistrado Procurador Fiscal, 
del Juzgado de Primera Instancia de Justicia Policial, con 
asiento en la ciudad de Santiago, R. D., así como al incul-
pado Raso Persi ode Jesús Núñez Fermín, 14ta. Cía. P. N., 
para sus respectivos conocimientos y Tercero: Que venci-
do el plazo de la apelación, que establece el artículo 13 del 
Código de Justicia Policial, el expediente contentivo de la 
Instrucción del proceso y un estado de los documentos que 
hayan de obrar como pieza de convicción sean transmitidos 
inmediatamente al Magistrado Procurador Fiscal, del Juz-
gado de Primera Instancia de Justicia Policial, con asiento 
en la ciudad de Santiago, para los fines correspondientes"; 
b) Que el Tribunal de Justicia Policial de Primera Instancia 
d eSantiago, regularmente apoderado del caso, dictó en fe-
cha 7 de julio de 1970 una sentencia condenando al acusa-
do hoy recurrente en casación, a diez años de trabajos pú-
blicos; c) Que sobre apelación del acusado, la Corte a-qua 
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "Falla: PriMero: Declara bueno y vá-
lido en cuanto a las formas, los recursos de apelaciones in-
terpuestos por el Fiscal del Tribunal de Primera Instancia 
de Justicia Policial, con asiento en Santiago de los Caba-
lleros y por el acusado Raso Persio de Jesú Núñez Fer-
mín, P. N., en contra de la sentencia No. 2-0 de fecha 7 de 
julio de 1970, de dicho Tribunal, que condené al raso Per-
sio de Jesús Núñez Fermín, P. N., a cumplir la pena de (10) 
años de trabajos públicos; Segundo: En cuanto al fondo se 
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida. Terce-
ro: Se condena al acusado al pago de las costas"; 

Considerando que en su Memorial de Casación, el 
acusado recurrente propone los siguientes medios: Primer 
Medio: "Desnaturalización de los hechos y falta de base le-
gal".— Segundo Medio: "Violación de los artículos 15 y 17  

del Código de Justicia Policial, G. O. No. 8992 de fecha 29 
de junio de 1966, Pág. No. 26. ViolaCión del artículo 89 de 
la Ley No. 285, que crea el Código de Justicia Policial". 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
el cual se trata en primer término porque se refiere a una 
cuestión procesal, sostiene en resumen el acusado recurren-
te, que según los artículos 15 y 17 del Código de Justicia 
Policial, de 1966, el Tribunal de Apelación debe estar cons-
tituido por cinco jueces, y en la especie sólo figuraron tres; 
y que, además, cuando ocurrió el crimen, el Presidente del 
Tribunal de Apelación era Consultor Jurídico de la Policía 
Nacional y de acuerdo con las normas policiales era el fun-
cionario a quien correspondía emitir una opinión califica-
tiva sobre el caso, lo que le hacía incompatible con sus fun-
ciones ulteriores de Juez; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que el Tribunal de apelación estuvo constituido por 
5 Jueces, quienes dictaron y firmaron la sentencia que se 
impugna; que, finalmente, el hecho de que el Presidente 
de la Corte a-qua fuera anteriormente Consultor Jurídico 
de la Policía Nacional, daba derecho al acusado a proponer 
su recusación a los jueces del fondo, lo que no hizo; que, 
por todo ello, el segundo y último medio del recurso se 
desestima también por infundado; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio de 
su recurso, sostiene en síntesis el acusado recurrente que 
en el fallo impugnado se incurrió en los vicios de desnatu-
ralización de los hechos y falta de base legal, porque "no 
se tuvo en cuenta el estado actual de legítima defensa", 
ni tampoco la provocación, ni se atenuó la pena, todo lo 
cual él solicitó al tribunal a-quo; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado no 
revela que se planteara formalmente por conclusiones la 
legítima defensa, ni la excusa legal de la provocación, ni 
ellas resultaron establecidas en la instrucción de la causa, 
conforme a los hechos que se expondrán más adelante; que, 



además el recurrente no ha señalado a cuál declaración e 
a cuál hecho se le dio un alcance o un sentido que no tie-
nen, lo que configuraría el vicio de desnaturalización denun-
ciado, ni tampoco ha expuesto en qué consiste la falta de 
base legal invocada; que, en cuanto a la admisión de cir-
cunstancias atenuantes, ello era optativo y no obligatorio 
para los jueces del fondo; que, por tanto, el primer medio 
del recurso carece también de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, el Tribunal a-quo dio por establecido que 
el día 28 de octubre de 1969, el acusado Persio de Jesús 
Núñez Fermín, Raso Policía Nacional, le hizo voluntaria-
mente un disparo a quema ropa a Nin Batista, Cabo Policía 
Nacional, ocasionándole la muerte inmediatamente, y que 
luego de caído al suelo se retiró haciéndole otros disparos; 

Considerando que el hecho así establecido, configura 
el crimen de homicidio voluntario, previsto por el artículo 
295 del Código Penal, y sancionado por los artículos 181 y 
187 del Código de Justicia Policial, en combinación con el 
artículo 18 del antes citado Código Penal, con la pena de 
tres a veinte años de trabajos públicos; que, en consecuen-
cia, al condenar al acusado recurrente a diez años de traba-
jos públicos, después de declararlo culpable, el Tribunal 
a-quo le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
acusado recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Persio de Jesús Fermín, contra la 
sentencia de fecha 29 de septiembre de 1970, dictada en 
sus atribuciones criminales por la Corte de Apelación de 
Justicia Policial, cuyo dispositivo ha sido ocpiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al acusado 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Francisco 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A Paniagua.—  Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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además el recurrente no ha señalado a cuál declaración c 
a cuál hecho se le dio un alcance o un sentido que no tie-
nen, lo que configuraría el vicio de desnaturalización denun-
ciado, ni tampoco ha expuesto en qué consiste la falta de 
base legal invocada; que, en cuanto a la admisión de cir-
cunstancias atenuantes, ello era optativo y no obligatorio 
para los jueces del fondo; que, por tanto, el primer medio 
del recurso carece también de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, el Tribunal a-quo dio por establecido que 
el día 28 de octubre de 1969, el acusado Persio de Jesús 
Núñez Fermín, Raso Policía Nacional, le hizo voluntaria-
mente un disparo a quema ropa a Nin Batista, Cabo Policía 
Nacional, ocasionándole la muerte inmediatamente, y que 
luego de caído al suelo se retiró haciéndole otros disparos; 

Considerando que el hecho así establecido, configura 
el crimen de homicidio voluntario, previsto por el artículo 
295 del Código Penal, y sancionado por los artículos 181 y 
187 del Código de Justicia Policial, en combinación con el 
artículo 18 del antes citado Código Penal, con la pena de 
tres a veinte años de trabajos públicos; que, en consecuen-
cia, al condenar al acusado recurrente a diez años de traba-
jos públicos, después de declararlo culpable, el Tribunal 
a-quo le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
acusado recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Persio de Jesús Fermín, contra la 
sentencia de fecha 29 de septiembre de 1970, dictada en 
sus atribuciones criminales por la Corte de Apelación de 
Justicia Policial, cuyo dispositivo ha sido ocpiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al acusado 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Francisco 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE MARZO DEL 1972. 

 

guros San Rafael, C. por A., domiciliada en esta ciudad, 
contra la sentencia dictada en fecha 30 de marzo de 1971, 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, cuyo dispositivo S2 copia más ade- 

lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Miguel Melgen, por sí y por los Dres. Ariel 

Acosta Cuevas y Julio Ibarra Ríos, todos abogados de la 
interviniente en esta causa, en la lectura de sus conclusio-
nes; interviniente que es María Núñez, dominicana, mayor 
de edad, soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada en 
esta ciudad, cédula 1506 serie 60; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 23 de abril de 1971, 
a requerimiento del Dr. José María Díaz Alles, abogado, 
cédula 36606 serie 31, en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación; 

Visto el escrito de intervención de María Núñez, de 
fecha 28 de enero de 1972, suscrito por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 56 de 11 Ley sobre Trán-
sito de Vehículos de Motor, No. 241, de 1967; 1383 y 1384 
del Código Civil; 1 y siguientes de la Ley No. 4117, de 
1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido el 
3de agosto de 1970 en esta ciudad, en el cual resultó con 
lesiones curables en más de 20 días María Núñez, la Ter-
cera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional dictó en fecha 2 de octubre de 1970 
una sentencia cuyo dispositivo figura más adelante inser-
to en el de la ahora impugnada; b) que sobre apelación de 

    

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 30 de marzo de 1971. 

 

    

Materia: Correccional. 

    

          

    

Recurrentes: Félix Eladio Sosa Paulino, Onésimo Ceballos y la 
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A. 

 

     

    

Interviniente: María Núñez. 
Abogados: Dres. Miguel Melgen, Ariel Acosta Cuevas y Julio 

Ibarra Ríos. 

  

     

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

    

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A."1/aniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 3 del mes de marzo del año 1972, 
años 129' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como certe de casación, la si- 

 

     

    

    

    

guiente sentencia: 

   

       

    

Sobre los recursos de casación interpuestos por Félix 
Eladio Sosa Paulino, chófer, domiciliado en la calle Res-
paldo 14 No. 20 del Barrio Los Molinos, de esta ciudad, cé-
dula 27877 serie 54; Onésimo Ceballos; domiciliado en la 
calle Olegario Vargas No. 16, del Barrio Los Molinos, de 
esta ciudad, cédula 39603 serie 31; y la Compañía de Se- 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 30 de marzo de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Félix Eladio Sosa Paulino, Onésimo Ceballos y la 
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A. 

línterviniente: María Núñez. 

Abogados: Dres. Miguel Mélgen, Ariel Acosta Cuevas y Julio 
Ibarra Ríos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A."Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 3 del mes de marzo del año 1972, 
años 129' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Félix 
Eladio Sosa Paulino, chófer, domiciliado en la calle Res-
paldo 14 No. 20 del Barrio Los Molinos, de esta ciudad, cé-
dula 27877 serie 54; Onésimo Ceballos; domiciliado en la 
calle Olegario Vargas No. 16, del Barrio Los Molinos, de 
esta ciudad, cédula 39603 serie 31; y la Compañía de Se- 

guros San Rafael, C. por A., domiciliada en esta ciudad, 
contra la sentencia dictada en fecha 30 de marzo de 1971, 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, cuyo dispositivo s'a copia más ade- 

lante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Miguel Melgen, por sí y por los Dres. Ariel 

Acosta Cuevas y Julio Ibarra Ríos, todos abogados de la 
interviniente en esta causa, en la lectura de sus conclusio-
nes; interviniente que es María Núñez, dominicana, mayor 
de edad, soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada en 
esta ciudad, cédula 1506 serie 60; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 23 de abril de 1971, 
a requerimiento del Dr. José María Díaz Alles, abogado, 
cédula 36606 serie 31, en la cual no se propone ningún me-
dio determinado de casación; 

Visto el escrito de intervención de María Núñez, de 
fecha 28 de enero de 1972, suscrito por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 56 de Di. Ley sobre Trán-
sito de Vehículos de Motor, No. 241, de 1967; 1383 y 1384 
del Código Civil; 1 y siguientes de la Ley No. 4117, de 
1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido el 
3de agosto de 1970 en esta ciudad, en el cual resultó con 
lesiones curables en más de 20 días María Núñez, la Ter-
cera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional dictó en fecha 2 de octubre de 1970 
una sentencia cuyo dispositivo figura más adelante inser-
to en el de la ahora impugnada; b) que sobre apelación de 
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los actuales recurrentes intervino en fecha 30 de marzo 
de 1971 la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo di.. 
ce así: "Falla: Primero: Declara regular y válido el recurso 
de apelación interpuesto por el Dr. Eladio Lozada Grullón, 
a nombre y en representación del prevenido Félix Eladio 
Sosa Paulino, de la persona civilmente responsable, señor 
Onésimo Ceballos, y de la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., contra sentencia de la Tercera Cámara de 
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha 2 del mes de octubre del 1970, cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido 
en la forma, la constitución en parte civil hecha en audien-
cia por la señora María Núñez, en contra del señor Onési-
mo Antonio Ceballos, y de la Compañía de Seguros San Ra-
fael, C. por A., por mediación de sus abogados Dres. Julio 
Ibarra Ríos y Miguel Melgen Hezny; Segundo: Condena al 
prevenido Félix Eladio Sosa Paulino, de generales que coxis. 
tan, al pago de una multa de Veinticinco Pesos Oro (RD$ 
25:00) por el delito de golpes involuntarios producidos con 
el manejo de vehículo de motor en perjuicio de la señora 
María Núñez (Violación a los artículos 61, párrafo "A y 49 
párrafo C., de la Ley No. 241), así como al pago de las cos-
tas; Tercero: En cuanto al fondo de dicha constitución en 
parte civil condena al señor Onésimo Antonio Ceballos, en 
su calidad de comitente del prevenido Feiix Eladio Sosa 
Paulino, al pago de una indemnización de (Tres Mil Pesos 
Oro), en favor de la señora María Núñez; Cuarto: Condena 
al señor Onésimo Antonio Ceballos, al pago de las costas 
civiles con distracción en provecho de los Dres. Julio Iba-, 
rra Ríos y Miguel Melgen Hezny, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad; Quinto: En su aspecto civil, 
declara esta sentencia oponible a la Compañía de Seguros 
San Rafael, C. por A., de acuerdo al artículo 10 de la Ley 
No. 4117, sobre seguro obligatorio contra daños ocasionados 
por vehículos de motor". Segundo: Pronuncia el defecto 
contra el prevenido Félix Eladio Sosa Paulino, por no com-
parecer no obstante estar legalmente citado; Tercero: Mo- 

difica el ordinal tercero de la sentencia apelada, en el sen- 
tido de rebajar a la suma de RD$2,000.00 (dos mil pesos) 

el monto de la indemnización acordada en favor de la par-
te civil constituída señora María Uúñez; Cuarto: Condena 
a los apelantes al pago de las costas civiles, ordenando su 
distracción en favor de los Doctores Miguel Melgen Hez-
ny, Julio Ibarra Ríos, y Ariel Acosta, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada, la Cor-
te a-qua ha dado por establecidos los siguientes hechos: a) 
que más o menos las doce del día 3 de agosto de 1970, tran-
sitaba de Sur a Norte por la calle Real barrio Villa Duarte, 
de esta ciudad, él prevenido Félik Eladio Sosa Paulino, con-
duciendo el automóvil placa pública No. 50026, marca Peu-
geot, color azul y blanco, modelo 1959, motor N9  X260702-
3X, propiedad del señor Onésimo Antonio Ceballos; b) que 
al llegar frente al Cuartel del Destacamento de la Policía 
Nacional, en Villa Duarte, estropeó a la señora María Nú-
ñez, en momentos en que ésta trataba de cruzar la referida 
artería del lado oeste hacia el Este; c) que a consecuencia 
de ese accidente la agraviada recibió lesiones que curaron 
después de 30 y antes de cuarenta y cinco días; d) que el 
prevenido manejaba su vehículo a una velocidad moderada; 
e) que el accidente ocurrió cuando ya la víctima había lo-
grado cruzar más de la mitad de la vía, lo cual se revela 
por la circunstancia de que el propio prevenido admite que 
cuando la alcanzó a ver hizo un giro hacia su derecha y sin 
embargo la golpeó; f) que también admite el prevenido que 
vio a la agraviada cuando se disponía a cruzar la calle, pero 
a una distancia de apenas cinco metros; g) que, sin embar-
go, el hecho de que la víctima alcanzara a cruzar más de 
la mitad de la vía, la cual por lo demás es bastante amplia, 
pone de manifiesto que necesariamente el inculpado hubo 
de percatarse de la presencia de la agraviada, a una distan-
cia mucho mayor que la que afirman; h) que la única ma-
niobra realizada por el conductor del vehículo para evitar 
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los actuales recurrentes intervino en fecha 30 de marzo 
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al llegar frente al Cuartel del Destacamento de la Policía 
Nacional, en Villa Duarte, estropeó a la señora María Nú-
ñez, en momentos en que ésta trataba de cruzar la referida 
artería del lado oeste hacia el Este; c) que a consecuencia 
de ese accidente la agraviada recibió lesiones que curaron 
después de 30 y antes de cuarenta y cinco días; d) que el 
prevenido manejaba su vehículo a una velocidad moderada; 
e) que el accidente ocurrió cuando ya la víctima había lo-
grado cruzar más de la mitad de la vía, lo cual se revela 
por la circunstancia de que el propio prevenido admite que 
cuando la alcanzó a ver hizo un giro hacia su derecha y sin 
embargo la golpeó; f) que también admite el prevenido que 
vio a la agraviada cuando se disponía a cruzar la calle, pero 
a una distancia de apenas cinco metros; g) que, sin embar-
go, el hecho de que la víctima alcanzara a cruzar más de 
la mitad de la vía, la cual por lo demás es bastante amplia, 
pone de manifiesto que necesariamente el inculpado hubo 
de percatarse de la presencia de la agraviada, a una distan-
cia mucho mayor que la que afirman; h) que la única ma-
niobra realizada por el conductor del vehículo para evitar 



el accidente fue la de girar hacia su derecha; que el exa-
men de los hechos relatados evidencia que el accidente en 
cuestión tuvo su causa generadora y eficiente en la falta 
po rtorpeza cometida por el prevenido, al girar hacia la de-
recha cuando observó la presencia de la víctima cruzando 
la calle, cuando la maniobra aconsejable era detener el ve-
hículo mediante la aplicación de los frenos, ya que dada la 
velocidad moderada a que transitaba, le era posible reali-
zar esa maniobra en tan corto espacio de terreno y con ello 
se hubiera evitado el accidente"; 

Considerando, que los hechos así establecidos por la 
Corte a-qua, mediante la ponderación de los elementos de 
juicio que fueron aportados regularmente en la instruc-
ción de la causa, configuran el delito previsto por el ar-
tículo 49 de la Ley sobre Tránsito de Vehículos, No. 241 
de 1967, y castigado por el mismo artículo en su apartado 
C con las penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de 
RD$100.00 a RD$150.00 si la enfermedad o imposibilidad 
para el trabajo de parte de la víctima durare 20 días o 
más; que, al imponer al prevenido ahora recurrente una 
multa de RD$25.00 por el delito puesto a su cargo, después 
de declararlo culpable del mismo, y de acoger en su favor 
circunstancias atenuantes, la Corte a-qua, en la especie, im-
puso una pena ajustada a la ley; que, exan.inada la senten-
cia en todo cuanto fuere de interés para el prevenido, no 
se ha encontrado nada en ella que justifique su casación; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente 
responsable y de la aseguradora: 

Considerando, que ni en la declaración del recurso en 
la Secretaría de la Corte a-qua ni posteriormente por es-
crito a la Suprema Corte los recurrentes Onésimo Antonio 
Ceballos y la Compañía de Seguras San Rafael, C. por A., 
han expuesto los medios en que fundan su recurso, como lo 
exige la Ley sobre Procedimiento de Casación, obviamen- 

aplicable a las Compañía de Seguros que figuran en es. 
tos casos en virtud de la Ley sobre Seguro Obligatorio de 
Vehículo de Motor; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien. 
le a María Núñez; Segundo: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el prevenido Félix Eladiu Sosa Paulino, 
contra la sentencia dictada en fecha 30 de mayo de 1971 
en sus tribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, cuyo dispo sitivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo, y lo condena al pago de las 
costas penales; Tercero: Declara nulos lo:, recursos inter-
puestos contra la misma sentencia por Onésimo Antonio 
Ceballos y la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., 
y los condena al pago de las costas civiles, disponiendo su 
distracción en provecho de los Dres. Miguel Melgen, Ariel 
Acosta Cuevas y Julio Ibarra Ríos, abogados de la intervi-
niente, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.—F ernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiarna.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado 'le 
Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega de

, 

fecha 9 de Julio de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Ramón Teófilo Isaac. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando Ravelo de la 
Fuente, primer sustituto de Presidente; Manuel A. Amiama, 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, 
Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua Mateo, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 3 de Marzo del año 1972, años 
129' de la Independencia y 108' de la Restauración, dicta, 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Teófilo Isaac, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 
personal No. 34801, serie 47, domiciliado y residente en La 
Vega; contra la sentencia correccional dictada por la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, de fecha 9 de julio de 1971, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación de fecha 22 de ju-
lio de 1971, en la que no se invoca ningún medio determi-

nadoLda s  de casación; 
Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 1896 
sobre Seguros Sociales de 1948, y 1, 43 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y los do-
cumentos a que ella se refiere, consta )a que con motivo 
de un sometimiento hecho por el Instituto Dominicano de 
Seguros Sociales a Ramón Teófilo Isaac en virtud de la Ley 
1896 sobre Seguros Sociales, el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción de La Vega, dictó en fecha 23 de ju-
nio de 1969, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "PRI-
MERO: Se pronuncia defecto contra el nombrado Ramón 
Teófilo Isaac, de las generales ignoradas, por no compare-
cer a la audiencia para la cual fue citado. Se le declara 
culpable de violar Ley Seguro Social en consecuencia se 
condena a (3) meses de prisión y costas; Segundo: Se con-
dena además a pagar al Seguro Social lo que adeuda'; b) 
que sobre apelación del prevenido, la Cámara a-qua, dictó 
la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo se Copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Se acoge como bueno 
y válido el recurso de Apelación intentado por Ramón Teó-
filo Isaac por ser regular en la forma.— SEGUNDO: En 
cuanto al fondo se confirma en todas sus mutes la Senten-
cia recurrida que condenó al nombrado Ramón Teófilo 
Isaac a sufrir la pena de Tres (3) meses de prisión correc-
cional y al pago de la deuda adeudada al Seguro Social.-- 
TRECERO: Se condena además al pago de has costas"; 

Considerando que los tribunales represivos están en 
el deber de establecer en sus sentencias de una manera cla-
ra, precisa y suficiente, los motivos tanto de hecho como 
de derecho en que fundamentan sus decisiones; que el exa-
men de la sentencia impugnada, pone de manifiesto que 
ella carece totalmente de motivos; que, por otra parte, la 
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Considerando que en la sentencia impugnada y los do-
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de un sometimiento hecho por el Instituto Dominicano de 
Seguros Sociales a Ramón Teófilo Isaac en virtud de la Ley 
1896 sobre Seguros Sociales, el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción de La Vega, dictó en fecha 23 de ju-
nio de 1969, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "PRI-
MERO: Se pronuncia defecto contra el nombrado Ramón 
Teófilo Isaac, de las generales ignoradas, por no compare-
cer a la audiencia para la cual fue citado. Se le declara 
culpable de violar Ley Seguro Social en consecuencia se 
condena a (3) meses de prisión y costas; Segundo: Se con-
dena además a pagar al Seguro Social lo que adeuda'; b) 
que sobre apelación del prevenido, la Cámara a-qua, dictó 
la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a 
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y válido el recurso de Apelación intentado por Ramón Teó-
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cia recurrida que condenó al nombrado Ramón Teófilo 
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cional y al pago de la deuda adeudada al Seguro Social.-- 
TRECERO: Se condena además al pago de las costas"; 

Considerando que los tribunales represivos están en 
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sentencia del primer grado tampoco contiene motivo algo_ 
no, como lo ha comprobado esta Suprema Corte de Justicia 
por lo que la sentencia impugnada debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia correc-
cional dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgad o 

 de Primera Instancia de La Vega, de fecha 9 de julio de 
1971, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo y envía el conocimiento del asunto por an-
te la Primera Cámara Penal del indicado Juzgado de La 
Vega, actuando como Tribunal de segundo grado; y Segun. 
do: Declara las costas de oficio. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente. —Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de 
fecha 5 de marzo de 1971. 

3fateria: Trabajo. 

Recurrente: Granja Mora, C. por A. 
Abogado: Dr. Víctor E. Ruiz. 

Recurrido: Reyes Paulino. 

Abogado: Dr. A. Ulises Cabrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 8 del mes de marzo del año 1972, años 
19' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Gran-
ja Mora C. por A., con su domicilio en Mendoza, jurisdic-
ción del Distrito Nacional, contra sentencia de fecha 5 de 
marzo de 1971, dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en sus conclusiones al Dr. José María Díaz Alles, 

cédula 36606 serie 31, en representación del Dr. Víctor E. 
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sentencia del primer grado tampoco contiene motivo algu. 
no, como lo ha comprobado esta Suprema Corte de Justicia ; 

 por lo que la sentencia impugnada debe Fer casada; 
Por tales motivos, Primero: Casa la Fentencia correc-

cional dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia de La Vega, de fecha 9 de julio de 
1971, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo y envía el conocimiento del asunto por an-
te la Primera Cámara Penal del indicado Juzgado de La 
Vega, actuando como Tribunal de segundo grado; y Segun. 
do: Declara las costas de oficio. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente. —Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de 
fecha 5 de marzo de 1971. 

Nfateria: Trabajo. 

Recurrente: Granja Mora, C. por A. 
Abogado: Dr. Víctor E. Ruiz. 

Recurrido: Reyes Paulino. 

Abogado: Dr. A. Ulises Cabrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Manuel D. Bergés Chupani, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió, Juan 
Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 8 del mes de marzo del año 1972, años 
19' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Gran-
ja Mora C. por A., con su domicilio en Mendoza, jurisdic-
ción del Distrito Nacional, contra sentencia de fecha 5 de 
marzo de 1971, dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en sus conclusiones al Dr. José María Díaz Alles, 

cédula 36606 serie 31, en representación del Dr. Víctor E. 
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Ruiz, cédula 8163 serie 10, abogado de la empresa recu-
rrente; 

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Numitor 
Veras, cédula 48062 serie 31, en representación del Dr. A. 
Ulises Cabrera, cédula 12215 serie 48, abogado del recurri-
do que es, Reyes Paulino, dominicano, mayor de edad, cé-
dula 1983 serie 18, domiciliado en esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por su abogado, depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia el día 14 de mayo de 1971, y en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada, los medios 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por su abogado; 

Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y del 
recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te, que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 20 y 
65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y .en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
intentada por Reyes Paulino contra la hoy recurrente, el 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 
día 10 de septiembre de 1969, una sentencia cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Se rechaza por improcedente y mal 
fundada la demanda laboral intentada por Reyes Paulino, 
contra la Granja Mora, C. por A., ya que el reclamante no 
ha probado la existencia del contrato de trabajo por él ale-
gado; Segundo: Se condena a la parte demandante al pago 
de las costas"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Paulino contra ese fallo, y después de ordenada 
una información testimonial, intervino la sentencia ahora  

impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Declarar regular y válido tanto en la forma como en 
el fondo el recurso de apelación interpuesto por Reyes Pau-
lino contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, de fecha 10 de septiembre del 1969, en 
favor de la Granja Mora, C. por A., cuyo dispositivo figu-
ra copiado en parte anterior de esta misma sentencia y en 
consecuencia Revoca íntegramente dicha áecisión impug-
nada; Segundo: Declara injustificado el despido y resuelto 
el contrato intervenido entre las partes, por la voluntad 
del patrono y con responsabilidad para el mismo; Tercero: 
Condena al patrono Granja Mora, C. por A., a pagarle al 
trabajador Reyes Paulino, los valores siguientes: veinticua-
tro (24) días de salario por concepto de preaviso; quince 
(15) días de salarios por concepto de auxilio de cesantía; 
catorce (14) días de vacaciones, la regalía pascual propor-
cional de 1969, así como una suma igual a los salarios que 
habría devengado el trabajador desde el día de la deman-
da y hasta la sentencia definitiva dictada en última instan-
cia, sin que exceaan ae los salarlos corresponaientes a tres 
meses, todo calculado a base de dos (RD$2.00) pesos dia-
rios; Cuarto: Condena a la parte que sucumbe Granja Mo-
ra, C. por A., al pago de las costas del procedimiento, de 
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302, de 
Gastos y Honorarios y 691 del Código de Trabajo, orde-
nando su distracción en provecho del Dr. Ulises Cabrera 
L., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación, la em- 
411  presa recurrente invoca los siguientes medios: Falta de ba- 

se legal y Desnaturalización de los hechos y documentos 
de la causa.— Falta de motivos.— Falsa interpretación de 
las reglas que rigen la prueba (art. 1315 del Código Civil). 

Considerando que en su primer medio de casación, la 
empresa recurrente alega en síntesis, que desde la audien-
cia de la conciliación ella ha venido sosteniendo que Pau-
lino no era su empleado, sino que éste trabajaba en otra 
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Ruiz, cédula 8163 serie 10, abogado de la empresa recu-
rrente; 

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Numitor 
Veras, cédula 48062 serie 31, en representación del Dr. A. 
Ulises Cabrera, cédula 12215 serie 48, abogado del recurri-
do que es, Reyes Paulino, dominicano, mayor de edad, cé-
dula 1983 serie 18, domiciliado en esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, •uscri-
to por su abogado, depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia el día 14 de mayo de 1971, y en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada, los medios 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por su abogado; 

Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y del 
recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te, que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 20 y 
65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
intentada por Reyes Paulino contra la hoy recurrente, el 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 
día 10 de septiembre de 1969, una sentencia cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "Se rechaza por improcedente y mal 
fundada la demanda laboral intentada por Reyes Paulino, 
contra la Granja Mora, C. por A., ya que el reclamante no 
ha probado la existencia del contrato de trabajo por él ale-
gado; Segundo: Se condena a la parte demandante al pago 
de las costas"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Paulino contra ese fallo, y después de ordenada 
una información testimonial, intervino la sentencia ahora  

impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Declarar regular y válido tanto en la forma como en 
el fondo el recurso de apelación interpuesto por Reyes Pau-
lino contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, de fecha 10 de septiembre del 1969, en 
favor de la Granja Mora, C. por A., cuyo dispositivo figu-
ra copiado en parte anterior de esta misma sentencia y en 
consecuencia Revoca íntegramente dicha cecisión impug-
nada; Segundo: Declara injustificado el despido y resuelto 
el contrato intervenido entre las partes, por la voluntad 
del patrono y con responsabilidad para el mismo; Tercero: 
Condena al patrono Granja Mora, C. por A., a pagarle al 
trabajador Reyes Paulino, los valores siguientes: veinticua-
tro (24) días de salario por concepto de preaviso; quince 
(15) días de salarios por concepto de auxilio de cesantía; 
catorce (14) días de vacaciones, la regalía pascuál propor-
cional de 1969, así como una suma igual a los salarios que 
habría devengado el trabajador desde el día de la deman-
da y hasta la sentencia definitiva dictada en última instan-
cia, sin que exceaan ae ios salarios corresponaientes a tres 
meses, todo calculado a base de dos (RD$2.00) pesos dia-
rios; Cuarto: Condena a la parte que sucumbe Granja Mo-
ra, C. por A., al pago de las costas del procedimiento, de 
conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302, de 
Gastos y Honorarios y 691 del Código de Trabajo, orde-
nando su distracción en provecho del Dr. Ulises Cabrera 
L., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación, la em-
presa recurrente invoca los siguientes medios: Falta de ba-
se legal y Desnaturalización de los hechos y documentos 
de la causa.— Falta de motivos.— Falsa interpretación de 
las reglas que rigen la prueba (art. 1315 del Código Civil). 

Considerando que en su primer medio de casación, la 
empresa recurrente alega en síntesis, que desde la audien-
cia de la conciliación ella ha venido sosteniendo que Pau-
lino no era su empleado, sino que éste trabajaba en otra 
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Granja; que él no era su patrono; que si bien la recurren-
te ante el Juzgado de Paz de Trabajo, pidió que le permi-
tieran probar la "justa causa del despido", tales conclusio-
nes "equívocas", no pueden significar que él admitió la 
existencia del Contrato, pues los testigos oídos declararon 
que Paulino trabajaba en la Granja Maritze. y no en la 
Granja de la recurrente; que el Juez a-quo ha desnatura-
lizado la realidad del litigio, pues la recurrente nunca ha 
confesado ser patrono de Paulino, y es a éste a quien le co-
rresponde probar la existencia del contrato de trabajo; que 
es un hecho cierto que la recurrente no ha admitido la re-
lación de trabajo entre ella y Paulino, pues éste pidió al 
juez de la alzada, que le permitiera probar los hechos ale-
gados en su demanda, lo que significaba sin dudas, que la 
empresa demandada no los había admitido, y que él tam-
poco los había probado; que si el juez pondera la declara-
ción de los testigos que afirmaron que Paulino trabajaba 
en otra granja, y la relaciona con lo que la recurrente ha-
bía venido sosteniendo, habría admitido que en la especie 
no ha habido prueba de los hechos que pudiera justificar 
las condenaciones pronunciadas; que como el trabajador 
demandante sucumbió en primera instancia y apeló, a él le 
correspondía seguir aportando la prueba de los hechos ale-
gados; que él pidió, y se le concedió, la oportunidad de ha-
cer esa prueba, pero renunció a ella; que, sin embargo, el 
Juez a-quo, le dio ganancia de causa, sobre la única base 
de que la recurrente no probó el despido ae un trabajador 
que no era suyo; que al fallar de ese modo, sostiene la re-
currente, que la sentencia que se impugna debe ser casada; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que el Juez a-quo para condenar 
a la empresa expuso lo siguiente: "que de las declaraciones 
del testigo Pedro Antonio Vargas García y Mario Lora, que 
deponen en el informativo de fecha 26 de agosto de 1970, 
celebrada ante el Juzgado a-quo y ordenado a cargo de la 
empresa para probar la justa causa del despido, según cons- 

ta en la primera página de la sentencia impugnada, no se 
desprende el más leve indicio de que el reclamante haya 
cometido falta alguna que justifique su despido, toda vez 
que dichos testigos lo único que dicen es que el reclaman-
te no era trabajador de la empresa demandada, sino de otra 
empresa, no expresando más nada respecto al caso; pero 
es que, desde el momento en que la empi:Isa alegó pura y 
simplemente la justa causa del despido, estaba admitiendo 
todos los aspectos de hecho alegados por el reclamante, re-
sultando extraño que dichos testigos digan aue el recla-
mante nunca fue trabajador de la Granja Mora C. por A.; 

Considerando que como se advierte el Juez a-quo da 
como confesados por la recurrente los hechos de la deman-
da, sin tomar en cuenta que desde la conciliación, la em-
presa ha venido sosteniendo que Paulino no es su trabaja-
dor, según consta en el expediente, y que los testigos afir-
maron que el trabajador demandante no prestaba servicios 
en la Granja Mora C. por A., sino en otra empresa; que si 
esas afirmaciones le resultaron extrañas al Juez a-qua, pu-
do, dentro del poder activo de que goza en esa materia, rea-
lizar cualquiera medida de instrucción que le sirviera para 
una recta administración de justicia, especialmente en es-
te caso en que el propio trabajador pidió que le permitieran 
probar los hechos de la causa; que, en esas condiciones, pro-
cede casar la sentencia impugnada por falta de base legal, 
sin que sea necesario ponderar los demás medios y alega-
tos de la recurrente; 

Considerando que cuando una sentencia es casada por 
falta de base legal, las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 
5 de marzo de 1971, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo, y envía el asunto ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal, en atribuciones laborales; y, Segundo: Compen-

sa las costas entre las partes. 



BOLETIN JUDICIAL 	 505 504 	 130LETIN JUDICIAL 

Granja; que él no era su patrono; que si bien la recurren-
te ante el Juzgado de Paz de Trabajo, pidió que le permi-
tieran probar la "justa causa del despido", tales conclusio-
nes "equívocas", no pueden significar que él admitió la 
existencia del Contrato, pues los testigos oklos declararon 
que Paulino trabajaba en la Granja Maritza y no en la 
Granja de la recurrente; que el Juez a-quo ha desnatura-
lizado la realidad del litigio, pues la recurrente nunca ha 
confesado ser patrono de Paulino, y es a éste a quien le co-
rresponde probar la existencia del contrato de trabajo; que 
es un hecho cierto que la recurrente no ha admitido la re-
lación de trabajo entre ella y Paulino, pues éste pidió al 
juez de la alzada, que le permitiera probar los hechos ale-
gados en su demanda, lo que significaba sin dudas, que la 
empresa demandada no los había admitido, y que él tam-
poco los había probado; que si el juez pondera la declara-
ción de los testigos que afirmaron que Paulino trabajaba 
en otra granja, y la relaciona con lo que la recurrente ha-
bía venido sosteniendo, habría admitido que en la especie 
no ha habido prueba de los hechos que pudiera justificar 
las condenaciones pronunciadas; que como el trabajador 
demandante sucumbió en primera instancia y apeló, a él le 
correspondía seguir aportando la prueba de los hechos ale-
gados; que él pidió, y se le concedió, la oportunidad de ha-
cer esa prueba, pero renunció a ella; que, sin embargo, el 
Juez a-quo, le dio ganancia de causa, sobre la única base 
de que la recurrente no probó el despido ae un trabajador 
que no era suyo; que al fallar de ese modo, sostiene la re-
currente, que la sentencia que se impugna debe ser casada; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que el Juez a-quo para condenar 
a la empresa expuso lo siguiente: "que de las declaraciones 
del testigo Pedro Antonio Vargas García y Mario Lora, que 
deponen en el informativo de fecha 26 de agosto de 1970, 
celebrada ante el Juzgado a-quo y ordenado a cargo de la 
empresa para probar la justa causa del despido, según cons- 

ta en la primera página de la sentencia impugnada, no se 
desprende el más leve indicio de que el reclamante haya 
cometido falta alguna que justifique su despido, toda vez 
que dichos testigos lo único que dicen es que el reclaman-
te no era trabajador de la empresa demandada, sino de otra 
empresa, no expresando más nada respecto al caso; pero 
es que, desde el momento en que la emprdsa alegó pura y 
simplemente la justa causa del despido, estaba admitiendo 
todos los aspectos de hecho alegados por el reclamante, re-
sultando extraño que dichos testigos digan que el recla-
mante nunca fue trabajador de la Granja Mora C. por A.; 

Considerando que como se advierte el Juez a-quo da 
como confesados por la recurrente los hechos de la deman-
da, sin tomar en cuenta que desde la conciliación, la em-
presa ha venido sosteniendo que Paulino no es su trabaja-
dor, según consta en el expediente, y que los testigos afir-
maron que el trabajador demandante no prestaba servicios 
en la Granja Mora C. por A., sino en otra empresa; que si 
esas afirmaciones le resultaron extrañas al Juez a-qua, pu-
do, dentro del poder activo de que goza en esa materia, rea-
lizar cualquiera medida de instrucción que le sirviera para 
una recta administración de justicia, especialmente en es-

ai caso en que el propio trabajador pidió que le permitieran 
probar los hechos de la causa; que, en esas condiciones, pro-
cede casar la sentencia impugnada por falta de base legal, 
sin que sea necesario ponderar los demás medios y alega-
tos de la recurrente; 

Considerando que cuando una sentencia es casada por 
falta de base legal, las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 
5 de marzo de 1971, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo, y envía el asunto ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Cristóbal, en atribuciones laborales; y, Segundo: Compen-

sa las costas entre las partes. 
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(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— M a. 	 SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1972. 
nuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francis- 
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 15 

Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.-- de diciembre de 1970. 

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

:1,1ateria: Tierras: 

Recurrente: Cesáreo Pimentel Toribio. 
Abogado: Lic. Ricardo Francisco Thevenin. 

Recurrido: Félix Mora. 
Abogado: Dr. Bienvenido Leonardo G. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces. Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rajas Al-
mánzar, Santiago. Osvaldo Rojo Carbuccia, y José A. Pa-
magua Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de mar-
zo de 1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cesáreo 
Pimentel Toribio, dominicano, mayor de edad, agricultor, 
cédula No. 1480, serie 45, domiciliado en "Bohío Viejo", 
Municipio de Guayubín, contra sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras, del 15 de diciembre de 1970, dictada en 
relación con las Parcelas No. 41-B-1 y 41-B-3 del Distrito 
Catastral No. 9 del Municipio de Guayubín cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 
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(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Juece. -.. Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, Santiago. Osvaldo Rojo Carbuccia, y José A. Pa-
magua Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de mar-
zo de 1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cesáreo 
Pimentel Toribio, dominicano, mayor de edad, agricultor, 
cédula No. 1480, serie 45, domiciliado en "Bohío Viejo", 
Municipio de Guayubín, contra sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras, del 15 de diciembre de 1970, dictada en 
relación con las Parcelas No. 41-B-1 y 41-B-3 del Distrito 
Catastral No. 9 del Municipio de Guayubín cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 15 

de diciembre de 1970. 

Tierras: 

Recurrente: Cesáreo Pimentel Toribio. 
Abogado: Lic. Ricardo Francisco Thevenin. 

Recurrido: Félix Mora. 
Abogado: Dr. Bienvenido Leonardo G. 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. R. Fran-

cisco R. Thevenin, cédula No. 15914, serie ira., abogado del 
recurrente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito el 15 de febre-
ro del 1971 por el abogado del recurrente, en el cual se in-
vocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 30 de 
abril del 1971 por el Dr. Bienvenido Leonardo G., cédula 
No. 25089, serie 23, abogado del recurrido, que es Félix 
Mora, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 410, serie 
41, domiciliado en la Sección de Las Matas de Santa Cruz, 
Municipio de Guayubín; 

Visto el memorial de ampliación suscrito en fecha 15 
de febrero del 1971, por el abogado del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos invocados por el recurrente en 
el memorial de casación, que se indican más adelante, y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una instancia dirigida al Tribunal Superior 
de Tierras el 23 de enero del 1969, por Félix Mora, tendien-
te a que se ordenara en su favor el registro de una servi-
dumbre de paso por la Parcela No. 41-B-3, del Distrito Ca-
tastral No. 9 del Municipio de Guayubín, el Juez de Juris-
dicción Original designado al efecto dictó el 20 de noviem-
bre del 1969 una sentencia por la cual rechazó el pedimen-
to contenido en la instancia antes indicada; b) que sobre el 
recurso de apelación de Félix Mora intervino la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: lro. 
Se Admite en la forma y se acoge en cuanto al fondo, el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 15 de Diciembre 
del 1969, por el señor Félix Mora, contra la Decisión Nú- 
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mero 1 de fecha 20 de Noviembre del 1969, relativa a la 
Parcela No. 41-B-1 y 41-B-3, del Distrito Catastral Núme-
ro 9 del Municipio de Guayubín; 2.— Se Revoca, en todas 
sus partes, la Decisión recurrida; 3.— Se Ordena, de acuer-
do con las disposiciones de los Artículos 682 y siguientes del 
Código Civil, el establecimiento de una servidumbre de pa-
so o de tránsito en beneficio del propietario de la Parcela 
No. 41-B-1, del Distrito Catastral No. 9 del Municipio de 
Guayubín, a través de la Parcela Número 41-B-3, del mis-
mo Distrito Catastral, por sobre todo el lindero Este de la 
Parcela No. 41-B-3, en su colindancia con la Parcela No. 
42 del mismo Distrito Catastral, hasta llegar al camino que 
conduce a Guayubín; 4.— Se Reserva, al señor Cesáreo Pi-
mentel derecho a que la acción en indemnización que con-
sagra el Artículo 685 del Código Civil, por los daños que 
pueda ocasionar el señor Félix Mora, como consecuencia 
de la apertura del camino que representa la servidumbre 
de tránsito citada, bien sea por destrucción de plantacio-
nes, cercas, construcciones, mejoras de cualquiera otra na-
turaleza que allí puedan existir; 5.— Se Ordena, al Regis-
trador de Títulos del Departamento de Santiago, registrar 
en el Certificado de Título No. 36, relativo a la Parcela No. 
41-B-3, del Distrito Catastral No. 9 del Municipio de Gua-
yubín, la servidumbre de paso en favor del propietario de 
la Parcela No. 41-b-1 del mismo Distrito Catastral, dispues-
ta en el Ordinal 3ro. del Dispositivo de esta Decisión"; 

Considerando que el recurrente ha propuesto en su 
memorial los siguientes medios de casación: Primer Me-

dio: Violación de los artículos 174 y 175 de la Ley de Re-
gistro de Tierras.— Errada interpretación de los mismos. 
Segundo Medio: Violación y errada interpretación de las 
disposiciones de los artículos 682, 683 y 684 del Código Ci-
vil.— Tercer Medio: Violación del sagrado derecho de de-
fensa, y desnaturalización de los hechos de la causa; 

Considerando que en el primer medio de su memorial 
el recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: que el artícu-
lo 174 de la Ley de Registro de Tierras dispone que toda 
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persona en cuyo favor se hubiere expedido un certificado 
de título, retendrá dicho título libre de las cargas y gra-
vámenes que no figuran en el certificado, excepto: lro. 
Cualquier carretera o camino público que establezca la ley, 
cuando el certificado no indique colindancias de éstos. 
2do. Todos los derechos y servidumbres que existan o se 
adquieran de acuerdo con las leyes de Aguas y Minas; que, 
por tanto, él, (el recurrente) debe retener la Parcela No. 
41-B-3, sobre el cual fue expedido en su favor el Certifica-
do de Título correspondiente, libre de toda servidumbre o 
derecho que no figure en dicho Certificado de Título, y, 
por consiguiente, Félix Mora, propietario de la Parcela 
41-B-1, no puede pretender ahora que se ordene en su fa-
vor el derecho de tránsito que establece el artículo 682 
del Código Civil; pero 

Considerando que conforme el artículo 682 del Códi-
go Civil "El propietario cuyas fincas estén situadas dentro 
de otras y no tengan ninguna salida a la vía pública, pue-
de reclamar un tránsito a través de los predios contiguos 
para la explotación de su propiedad, con la obligación de 
satisfacer indemnización proporcional al daño que ocasio-
ne"; y que conforme al artículo 683 del mismo Código "El 
tránsito debe tomarse por lo regular del lado en que sea 
más corto al trayecto a la vía pública" y de acuerdo con 
el artículo 684 de dicho Código "Sin embargo, debe fijarse 
en el sitio menos perjudicial para el propietario de la fin-
ca que haya de gravarse"; 

Considerando, que el examen de la sentencia impug-
nada muestra que en ella se expresa lo siguiente: "que el 
artículo 682 del Código Civil expresa: "Que el propietario 
cuyas fincas estén situadas dentro de otra y no tenga nin-
guna salida a la vía pública, puede reclamar un tránsito a 
ti avés de los predios contiguos para la explotación de su 
propiedad, con la obligación de satisfacer indemnización 
proporcional al daño que ocasione"; Que en la especie, es 
una cuestión que no amerita discusión el hecho de que la 

Parcela 41-B-1— propiedad del apelante, Félix Mora, se 
encuentra enclavada dentro de las Parcelas 41-A, 41-B-3, 
42, 41-B-2, 41-B-2 y 40, sin salida a la vía pública, que en 
este caso viene a ser el camino a Guayubín; Que ésta es 
una comprobación hecha por el Tribunal Superior a la vis-
ta del plano general del sitio en donde se encuentra situa-
da dicha Parcela; Que la única prueba que tiene que hacer 
el demandante es la demostración de que su predio está en-
cerrado dentro de otros sin salida a la vía pública; Que so-
bre el particular ha sido juzgado que el Tribunal puede por 
sí mismo hacer esta comprobación sin necesidad de exper-
ticio alguno; Que aún cuando el Juez de Jurisdicción Ori-
ginal al estatutir el caso mediante su sentencia interveni-
da, estimó que la presente reclamación "no es jurídica ni 
de derecho", el Tribunal Superior aprecia, contrariamente 
a ese criterio, que la situación derivada de la ubicación de 
la Parcela 41-B-1 hace a ésta caer dentro de la definición 
que trae el Artículo 682 del Código Civil citado; Que se ha 
comprobado, asimismo, que dicha Parcela es continuamen-
te objeto de explotación, y en la actualidad se encuentra 
en proceso de producción agrícola, puesto que existen cul-
tivos de arroz, y otra de las condiciones indispensables que 
señala el mencionado artículo, para el establecimiento de 
la servidumbre de paso reclamada, es el relativo a la "ex-
plotación de la propiedad", para descartar toda idea de 
coveniencia personal de parte del propietario del predio 
dominante; Que la razón básica de esta servidumbre de 
tránsito, está afincada en la necesidad que tiene todo due-
ño de una heredad, de tener una salida a la vía pública, pa-
ra el completo ejercicio de su derecho de propiedad, con 
fines de devengar utilidades de la misma"; 

Considerando, que se expresa también en el fallo im-
pugnado lo siguiente: que las disposiciones del artículo 174 
de la Ley de Registro de Tierras no pueden ser un obstácu-
lo para que pueda ordenarse el registro de esa servidum-
bre establecida en la Ley "Ya que no puede haber motivo 
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Parcela 41-B-1— propiedad del apelante, Félix Mora, se 
encuentra enclavada dentro de las Parcelas 41-A, 41-B-3, 
42, 41-B-2, 41-B-2 y 40, sin salida a la vía pública, que en 
este caso viene a ser el camino a Guayubín; Que ésta es 
una comprobación hecha por el Tribunal Superior a la vis-

ta del plano general del sitio en donde se encuentra situa-
da dicha Parcela; Que la única prueba que tiene que hacer 
el demandante es la demostración de que su predio está en-
cerrado dentro de otros sin salida a la vía pública; Que so-
bre el particular ha sido juzgado que el Tribunal puede por 
sí mismo hacer esta comprobación sin necesidad de exper-
ticio alguno; Que aún cuando el Juez de Jurisdicción Ori-
ginal al estatutir el caso mediante su sentencia interveni-
da, estimó que la presente reclamación "no es jurídica ni 
de derecho", el Tribunal Superior aprecia, contrariamente 
a ese criterio, que la situación derivada de la ubicación de 
la Parcela 41-B-1 hace a ésta caer dentro de la definición 
que trae el Artículo 682 del Código Civil citado; Que se ha 
comprobado, asimismo, que dicha Parcela es continuamen-
te objeto de explotación, y en la actualidad se encuentra 
en proceso de producción agrícola, puesto que existen cul-
tivos de arroz, y otra de las condiciones indispensables que 
señala el mencionado artículo, para el establecimiento de 
la servidumbre de paso reclamada, es el relativo a la "ex-
plotación de la propiedad", para descartar toda idea de 
coveniencia personal de parte del propietario del predio 
dominante; Que la razón básica de esta servidumbre de 
tránsito, está afincada en la necesidad que tiene todo due-
ño de una heredad, de tener una salida a la vía pública, pa-
ra el completo ejercicio de su derecho de propiedad, con 
fines de devengar utilidades de la misma"; 

Considerando, que se expresa también en el fallo im-
pugnado lo siguiente: que las disposiciones del artículo 174 
de la Ley de Registro de Tierras no pueden ser un obstácu-
lo para que pueda ordenarse el registro de esa servidum-
bre establecida en la Ley "Ya que no puede haber motivo 
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alguno que impida a los propietarios llegar a los predios 
de los cuales son sus legítimos dueños, pues admitir lo con-
trario constituiría una merma injustificada al libre ejer-
cicio del derecho de propiedad"; 

Considerando, que, en efecto, esta Corte estima co-
rrecta la decisión dada al respecto por el Tribunal a-quo, ya 
que el artículo 174 de la Ley de Registro de Tierras no ha 
derogado las disposiciones del Código Civil sobre el régi-
men de la propiedad, entre ellas, las que se refieren a las 
servidumbres directamente establecidas por la ley como 
ocurre con el derecho de tránsito consagrado por el artícu-
lo 682 antes transcrito, la cual se basa en principios de uti-
lidad pública de los particulares pues el negar el registro 
de esa servidumbre conduciría a hacer de ejecución impo-
sible el derecho de propiedad del dueño del fundo encla-
vado, quien se vería privado del pleno goce del mismo; que 
el interés general que exige que todas las propiedades pue-
dan ser explotadas justifica este criterio; que además, tal 
como lo expresa la sentencia impugnada el propietario del 
fundo sirviente tiene derecho a una indemnización, propor-
cionada al daño que dicha servidumbre le pueda ocasionar, 
según lo dispone el artículo 682, antes transcrito; que, por 
estas razones y salvo lo que se decida más adelante sobre la 
especie debatida, el primer medio del recurso carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la 
servidumbre de paso a que se refiere el artículo 682 del 
Código Civil sólo puede ser reclamada por el propietario del 
fundo enclavado; que Félix Mora no ha probado sus dere-
chos en la Parcela 41-B-1, por lo que el Tribunal Superior 
de Tierras, al ordenar el registro del derecho de una servi-
dumbre de paso en provecho de la Parcela No. 41-B-1, sin 
investigar si el que reclamaba este derecho era el propieta-
rio de dicha parcela, violó las disposiciones del menciona-
do artículo 682, pero 

Considerando que contrariamente a lo que alegan los 
recurrentes en el expediente existe una certificación del 
Registrador de Títulos de Santiago, expedido el 2 de junio 
del 1970 en la cual consta que la Parcela No. 41-B-1 del 
Distrito Catastral No. 9 del Municipio de Guayubín, se en-
cuentra registrada en favor de Félix Mora, según Certifi-
cado de Título No. 5 del 26 de •septiembre del 1968, por lo 
cual este alegato del segundo medio carece de fundamento; 

Considerando que, el recurrente alega también en el 
segundo medio de su memorial, en síntesis, lo siguiente: 
que conforme al artículo 683 del Código Civil "el tránsito 
debe tomarse por lo regular del lado en que sea más corto 
el trayecto a la vía pública"; que, sin embargo, si se exa-
mina el plano catastral de las parcelas No. 41-B-1 y 41-B-3 
se comprueba que el Tribunal a-quo escogió para trazar cl 
trayecto de la vía al camino a Gnayubín el lindero Este de 
la Parcela 41-B-3, que es por donde hay mayor distancia, 
a pesar de que el trayecto es más corto por el lindero de 
la Parcela No. 41-A; 

Considerando que en la sentencia impugnada se ex-
presa al respecto lo siguiente: "que esa servidumbre debe 
ser tomada por sobre el lindero Este de la Parcela No. 
41-B-3, en su colindancia con la Parcela No. 42 del mismo 
Distrito Catastral hasta llegar al camino citado, al tenor 
de lo que dispone el artículo 683 del Código Civilá reser-
vándose al señor Cesáreo Pimentel, el derecho a la acción 
en indemnización que consagra el Artículo 685 del citado 
Código Civil, por los daños que pueda ocasionar el señor 
Félix Mora, como consecuencia de la apertura del camino 
mencionado, bien sea por destrucción de plantaciones, cer-
cas, construcciones, o mejoras de cualquiera otra natura-
leza que allí puedan existir, revocándose consecuencial-
mente la Decisión recurrida, por ser contraria al derecho 

y a la Ley"; 
Considerando, que, por lo antes transcrito es evidente 

que los jueces del fondo para ordenar que el trayecto de 
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Considerando que contrariamente a lo que alegan los 
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cual este alegato del segundo medio carece de fundamento; 

Considerando que, el recurrente alega también en el 
segundo medio de su memorial, en síntesis, lo siguiente: 
que conforme al artículo 683 del Código Civil "el tránsito 
debe tomarse por lo regular del lado en, que sea más corto 
el trayecto a la vía pública"; que, sin embargo, si se exa-
mina el plano catastral de las parcelas No. 41-B-1 y 41-B-3 
se comprueba que el Tribunal a-quo escogió para trazar cl 
trayecto de la vía al camino a Gnayubín el lindero Este de 
la Parcela 41-B-3, que es por donde hay mayor distancia, 
a pesar de que el trayecto es más corto por el lindero de 
la Parcela No. 41-A; 

Considerando que en la sentencia impugnada se ex-
presa al respecto lo siguiente: "que esa servidumbre debe 
ser tomada por sobre el lindero Este de la Parcela No. 
41-B-3, en su colindancia con la Parcela No. 42 del mismo 
Distrito Catastral hasta llegar al camino citado, al tenor 
de lo que dispone el artículo 683 del Código Civilá reser-
vándose al señor Cesáreo Pimentel, el derecho a la acción 
en indemnización que consagra el Artículo 685 del citado 
Código Civil, por los daños que pueda ocasionar el señor 
Félix Mora, como consecuencia de la apertura del camino 
mencionado, bien sea por destrucción de plantaciones, cer-
cas, construcciones, o mejoras de cualquiera otra natura-
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y a la Ley"; 
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que los jueces del fondo para ordenar que el trayecto de 
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alguno que impida a los propietarios llegar a los predios 
de los cuales son sus legítimos dueños, pues admitir lo con-
trario constituiría una merma injustificada al libre ejer-
cicio del derecho de propiedad"; 
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que el artículo 174 de la Ley de Registro de Tierras no ha 
derogado las disposiciones del Código Civil sobre el régi-
men de la propiedad, entre ellas, las que se refieren a las 
servidumbres directamente establecidas por la ley como 
ocurre con el derecho de tránsito consagrado por el artícu-
lo 682 antes transcrito, la cual se basa en principios de uti-
lidad pública de los particulares pues el negar el registro 
de esa servidumbre conduciría a hacer de ejecución impo-
sible el derecho de propiedad del dueño del fundo encla-
vado, quien se vería privado del pleno goce del mismo; que 
el interés general que exige que todas las propiedades pue-
dan ser explotadas justifica este criterio; que además, tal 
como lo expresa la sentencia impugnada el propietario del 
fundo sirviente tiene derecho a una indemnización, propor-
cionada al daño que dicha servidumbre le pueda ocasionar, 
según lo dispone el artículo 682, antes transcrito; que, por 
estas razones y salvo lo que se decida más adelante sobre la 
especie debatida, el primer medio del recurso carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la 
servidumbre de paso a que se refiere el artículo 682 del 
Código Civil sólo puede ser reclamada por el propietario del 
fundo enclavado; que Félix Mora no ha probado sus dere-
chos en la Parcela 41-B-1, por lo que el Tribunal Superior 
de Tierras, al ordenar el registro del derecho de una servi-
dumbre de paso en provecho de la Parcela No. 41-B-1, sin 
investigar si el que reclamaba este derecho era el propieta-
rio de dicha parcela, violó las disposiciones del menciona-
do artículo 682, pero 
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la servidumbre de tránsito se estableciera. en el lindero Es-
te de la Parcela 41-B-3, se fundaron, únicamente, en la 
apreciación que ellos hicieron de que ese era el trayecto 
más corto al camino de Guayubín, vía de acceso que se en-
cuentra más próxima a la Parcela 41-B-1; que, sin embar-
go, dichos jueces no tuvieron en cuenta las disposiciones, 
antes transcritas, del artículo 684 del Código Civil, es de-
cir, si habían estimado que ese sitio era el menos perjudi-
cial a la finca que había sido gravada por la servidumbre, 
o sea a la Parcela No. 41-B-3; que como la sentencia im-
pugnada no contiene motivos al respecto, es claro que esta 
Corte no se encuentra en condiciones de verificar si en di-
cho fallo se hizo una aplicación correcta de las disposicio-
nes legales antes transcritas, por lo cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada en este aspecto; 

Considerando, que en el tercer medio de su memorial 
el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que Félix Mo-
ra, el recurrido no presentó conclusiones al fondo ante el 
Tribunal Superior de Tierras en la audiencia celebrada pa-
ra conocer de su demanda; que dicho Tribunal le otorgó 
plazos para presentar escritos y no hizo uso de ellos; que 
tampoco presentó documentos probatorios del derecho de 
propiedad alegado, ni solicitó formalmente que se le adju-
dicara una servidumbre de paso por la Parcela No. 41-B-5; 
pero 

Considerando, que no era indispensable que Félix Mo-
ra presentara conclusiones formales sobre el fondo de su 
demanda ante el Tribunal Superior de Tierras, ya que bas-
taban las que formuló en su instancia introductiva de la de-
manda y además el hecho de haber apelado de la sentencia 
de jurisdicción original que rechazó su demanda y haber 
comparecido a audiencia ante el Tribunal Superior de Tie-
rras era suficiente para que los jueces estimaran que man-
tenía el pedimento hecho en su instancia, todo lo que, asi-
mismo, es procedente dentro del sistema liberal del proce-
dimiento ante la jurisdicción del Tribunal de Tierras, so- 
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bre todo en la especie, en que, se trata del registro de una 
servidumbre establecido por la propia ley; que, por tanto 
el tercer y último medio del recurso carece de fundamento 
y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Casa en el aspecto delimi-
tado en los motivos del presente fallo, la sentencia dictada 
por el Tribunal Superior de Tierras, el 15 de diciembre del 
1970, en relación con las Parcelas Nos. 41-B-1 y 41-B-3 del 
Distrito Catastral No. 9 del Municipio de Guayubín, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo, y 
envía el asunto por ante el mismo Tribunal Superior de 
tierras, y se rechaza en los demás aspectos el recurso de 
casación contra dicha sentencia interpuesto por Cesáreo 
Pimentel Toribio, Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— José A. Pania-
gua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los Se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 
5 de agosto de 1970. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Marino Polanco y Compañia de Seguros "Seguros" 
Pepín, S. A." 

Abogado: Dr. Berto A. Veloz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel 
A. Amiama, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Pa-
niagua Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de marzo del 
año 1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Mari-
no Polanco, dominicano, mayor de edad, portador de la Cé-
dula Personal de Identidad No. 5141, serie 33, domiciliado 
y residente en la ciudad de La Vega y la Compñaía de Se-
guros "Seguros Pepín, S. A.", compañía comercial estable-
cida de acuerdo con las Leyes de la República, contra la 
sentencia de fecha 5 de agosto de 1970, dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de La Ve-
ga, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en a lectura del rol; 
Oído al Dr. Radhamés Maldonado Pinales en represen-

tación del Dr. Berto E. Veloz, abogado de los recurrentes, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la.  República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 6 de agosto de 1970, 
a requerimiento del Dr. Gregorio de Js. Batista Gil a nom-
bre de los recurrentes, en la cual no se expone ningún me-
dio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 14 de enero de 
1972, sometido por los recurrentes y suscrito por su aboga-
do Dr. Berto E. Veloz, en el cual se invoca el medio que se 
indica más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 67 de la Ley No. 241 de 
1967; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley N 9  4117 de 
1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilísticos ocurrido en La Vega el 
día 26 de marzo de 1969, en el cual resultaron lesionadas 
tres personas, el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Vega, regularmente apoderado del caso, 
dictó en fecha 16 de diciembre de 1969, una sentencia cuyo 
dispositivo se copia más adelante; b) Que sobre los recur-
sos interpuestos, y frente al desistimiento que de su recur-
so hizo el prevenido Bienvenido Acevedo Popa, la Corte de 
Apelación de La Vega, dictó en fecha 5 de agosto de 1970, 
la sentencia ahora impugnada en casación, con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara, regulares y 
válidos, en la forma, los recursos de apelación interpuestos 
por el Dr. Gregorio de Jesús Batista Gil, a nombre y repre-
sentación del prevenido Bienvenido Acevedo Popa, de la 
Compañía de Seguros Pepín S. A. y la persona civilmente 
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responsable Marino Polanco, por el prevenido Bienvenido 
Acevedo Popa y por el Licdo. Ramón B. García, a nombre 
y representación de la parte civil constituida Aquilino An-
tonio Cepeda y Ramona Méndez Rodríguez contra senten-
cia de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 16 de 
diciembre de 1969, cuyo dispositivo es el siguiente: 'PRI-
MERO: Se acoge como bueno y válido la constitución en 
parte civil intentada por Aquilino Antonio Cepeda y Ramo-
na Méndez Rodríguez en contra de Marino Polanco al tra-
vés del Lic. Ramón B. García por ser regular en la forma. 
Segundo: Se declara culpable al nombrado Bienvenido Ace-
vedo Popa de Viol. las disposiciones de la Ley 241 en per-
juicio de Ramona Méndez Julián Méndez y Aquilino Anto-
nio Cepeda y en consecuencia se le condena al pago de una 
multa de RD$15.00 acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes. Tercero: Se condena además al pago de las cos-
tas. Cuarto: Se descarga a Aquilino Cepeda por no haber 
violado el Art. 49 de la Ley 241 y he declaran las costas de 
oficio. Quinto: Se condena a Marino Polanco al pago de • 

 una indemnización de RD$900.00 en favor de Aquilino An-
tonio Cepeda, Ramona Méndez Rodríguez y Julián Mén-
dez por los daños morales y materiales que le causara. 
Sexto: Se condena a Marino Polanco al pago de las costas 
civiles con distracción de las mismas en provecho del Lic. 
Ramón B. García quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte.— Séptimo: La presente sentencia es común 
y oponible a la compañía de Seguros Pepín S. A.'— por 
haber sido hechos de conformidad a la ley.— SEGUNDO: 
Da acta de desistimiento hecho por el prevenido Bienveni-
do Acevedo Popa ratificada, en audiencia de su recurso de 
apelación así como de cualquier recurso hecho por el abo-
gado de la Cía. de Seguros Pepín S. A. Dr. Gregorio de Je-
sús Batista Gil y en consecuencia lo condena al pago de 
las costas hasta el momento del desistimiento;— TERCE-
RO: Confirma los ordinales Primero, Quinto, éste a excep-
ción de la indemnización que la fija en RD$1,000.00 por 

considerar esta Corte que es la suma adecuada para resar-
cir los daños morales y materiales sufridos por la parte ci-
vil constituída y confirma además el ordinal Séptimo de la 
sentencia apelada, al estar esta corte apoderada solamente 

de estos aspectos por el desistimiento de su apelación he-
cho por el prevenido Bienvenido Acevedo Popa.— CUARTO: 
Condena a la persona civilmente responsable Marino Po-
lanco y Cía. de Seguros Pepín S. A. al pago solidario de 
las costas civiles, con distracción de las mismas en prove-
cho del Lic. Ramón B. García, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte.—"; 

Considerando que los recurrentes en su memorial de 
- casación, proponen el siguiente medio: Medio Unico: Falta 
e insuficiencia de motivos y falta de base legal (Violación 
al Art. 141 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desarrollo del único medio 
propuesto, los recurrentes sostienen en síntesis que la Cor-
te a-qua sobre la apelación de las personas constituidas en 
parte civil aumentó a RD$1,000.00 (mil pesos) la indemni-
zación de RD$900.00 (novecientos pesos) que había sido 
acordada en primera instancia, sin dar motivos que indi-
quen cuáles circunstancias fueron ponderadas para acordar 
una indemnización global a los demandantes y que justi-
ficara el aumento de las indemnizaciones, pues frente a tres 
lesionados debió indicar en cuánto justipreció los daños 
morales y materiales acordados a cada uno de ellos, sobre 
todo que habiendo un menor a él no se le privó de ningu-
na actividad lucrativa; que cuando un tribunal de alzada 
aumenta una indemnización debe dar motivos que lo jus-
tifiquen, precisando las circunstancias que ha ponderado 
para ello; que, además, la sentencia impugnada se basa en 
los Arts. 1382 y 1383 del Código Civil cuando debió aplicar 
el Art. 1384 del mismo Código, pues el recurrente Marino 
Polanco fue accionado como comitente del prevenido Bie-
venido Acevedo; que por ello en dicho fallo se incurrió en 
el vicio de falta de base legal y en falta e insuficiencia de 
motivos; pero, 
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zación de RD$900.00 (novecientos pesos) que había sido 
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quen cuáles circunstancias fueron ponderadas para acordar 
una indemnización global a los demandantes y que justi-
ficara el aumento de las indemnizaciones, pues frente a tres 
lesionados debió indicar en cuánto justipreció los daños 
morales y materiales acordados a cada uno de ellos, sobre 
todo que habiendo un menor a él no se le privó de ningu-
na actividad lucrativa; que cuando un tribunal de alzada 
aumenta una indemnización debe dar motivos que lo jus-
tifiquen, precisando las circunstancias que ha ponderado 
para ello; que, además, la sentencia impugnada se basa en 
los Arts. 1382 y 1383 del Código Civil cuando debió aplicar 
el Art. 1384 del mismo Código, pues el recurrente Marino 
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Considerando que las personas constituidas en parte 
civil fueron los lesionados Aquilino Antonio Cepeda y Ra-
mona Méndez y el hijo de éstos, de tres años de edad, Ju-
lián Ramón Cepeda; que desde primera instancia ellos re-
clamaron una indemnización global de dos mil pesos, y al 
acordársele sólo RD$900.00, apelaron y concluyeron a fines 
de que la indemnización les fuera aumentada, aumento que 
acordó la Corte a-qua sólo en cien pesos, o sea, fijando mil 
pesos para los tres, después de apreciar sóberanamente no 
sólo que recibieron daños corporales consistentes en golpes 
y heridas que curaron en más de diez días y antes de vein-
te, sino también daños morales; que para hacer esa apre-
ciación los jueces de alzada hicieron uso del poder sobera-
no de que están investidos; y, además, es obvio que por el 
efecto devolutivo de los recursos interpuestos, la Corte 
a-qua podía hacer su propia apreciación en cuanto al mon-
to de los daños morales y materiales experimentados por 
las personas constituidas en parte civil; que, por tanto, al 
acordar mil pesos para los tres, suma que no resulta irra-
zonable dados los daños antes dichos, el fallo que se impug-
na no puede ser invalidado por esa causa; que, en cuanto 
a que la Corte a-qua acordó una indemnización global a los 
tres lesionados (tal como ellos lo solicitaron al tratarse de 
padres e hijo), esto no le fue discutido por los ahora recu-
rrentes; que, en cuanto a que la Corte señaló erróneamente 
los Arts. 1382 y 1383 del Código Civil, en vez del Art. 1384 
del mismo Código, que es el que se refiere a la comitencia, 
tal omisión en el señalamiento del texto aplicable tampoco 
puede invalidar el fallo dictado, pues el concepto jurídico 
de la comitencia, base de la condenación, fue correctamen-
te señalado, y sobre dicha comitencia no hubo discusión 
entre las partes, que, finalmente, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto que él contiene motivos sufi-
cientes y pertinentes que justifican su dispositivo, y una 
relación de hechos que permite apreciar que la ley fue bien 
aplicada; 

Considerando que no procede estatuir sobre las cos-
tas civiles, porque las personas con interés en ello no lo 
han solicitado, pues no han intervenido en esta instancia 
de casación; 

Por tales motivos, Unico: Rechaza los recursos de ca-
sación interpuestos por Marino Polanco y la Compañía de 
Seguros "Seguros Pepín, S. A." contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de La Vega en sus atribuciones 
correccionales, en fecha 5 de agosto del 1970, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado_ en parte anterior del presente fallo. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal 
fecha 16 de Junio de 1971. 

Materia: Criminal. 

Recurrentes: Sergio Ubiera y la Gulf and Western Americas 
Corporation "División Central Romana". 

Abogados: Dres. Mario Carbuccia Ramírez y Otto B. Goico (abo-
gados de Sergio Ubiera); Lic. Ramón de Windt Lavandier 
y Lic. Andrés E. Bobadilla (abogados de la Corporación 
recurrente). 

Intervinientes: Jorge Ramón Aníbal y Providencia Félix Mora. 
Abogados: Dres. Andrés G. Saldívar, Víctor E. Ruiz, Hipólito R] 

vera y José Díaz Alles y Lic. Luis Gómez Tavárez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 8 de marzo del año 1972, años 
129' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Sergio 
Ubiera, dominicano, mayor de edad, casado, Guarda-Cara- 

pestre, domiciliado en el Batey Lechugas, de la Sección 
Campiña, del Municipio del Seibo, y la Gulf and Western 
Americas Corporation "División Central Romana",  unidad 
agrícola e industrial organizada Re acuerdo con las leyes 
del Estado de New York, Estados Unidos de Norteamérica, 
con domicilio en el país, en la ciudad de La Romana, contra 
la sentencia dictada en sus atribuciones criminales, por la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha 16 de junio 
de 1971, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Mario Carbuccia Ramírez, cédula No. 

23012, serie 23, por sí y por el Dr. Otto B. Goico, cédula 
No. 15284, serie 25, abogados de Sergio Ubiera,, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído al Lic. Ramón de Windt Lavandier, cédula No. 
1659, serie 23, por sí y por el Lic. Andrés E. Bobadilla, cé-
dula No. 9229, serie 1 1, abogados de la Corporación recu-
rrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Andrés G. Saldívar, cédula No. 27057, se-
rie 47, por sí y por el Lic. Luis Gómez Tavárez, cédula No. 
1792, serie 11, y por los Doctores Víctor E. Ruiz, cédula 
8169, serie 10, Hipólito Rivera, cédula No. 6128, serie 27, 
y José María Díaz Alles, cédula No. 36606, serie 31, aboga-
dos de Jorge, Ramón Aníbal y Providencia Félix Mora, 
personas constituídas en parte civil, intervinientes en esta 
instancia; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación de la Corporación 
recurrente, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, 
el día 23 de junio de 1971, a requerimiento de sus aboga-
dos, y en la cual se invocan los medios que luego se indi-
can; 

Vista el acta del recurso de casación del acusado Ubie-
ra, levantada en la Secretaría de la Corte •-qua, el día 25 
de junio de 1971, a requerimiento del Dr. Mario Carbuccia 
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Ramírez, én representación del recurrente, acta en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de la Corporación recurrente, sus-
crito por sus abogados, depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia el día 26 de noviembre de 1971, 
y en el cual se invocan, contra la sentencia impugnada, los 
medios que luego se indican; 

Visto el memorial del acusado recurrente, firmado por 
sus abogados, depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia el día 26 de noviembre de 1971, y en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada, los medios 
que luego se indican; 

Visto el escrito de los intervinientes, firmado por sus 
abogados; 

Vistos los escritos de ampliación de la Corporación y 
del acusado, firmados por sus respectivos abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 
20, 57 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
31 de enero de 1967, el Magistrado Juez de Instrucción del 
Distrito Judicial del Seibo, requerido y apoderado por el 
Ministerio Público, dictó, después de haber hecho la su-
maria correspondiente, una Providencia Calificativa cuyo 
dispositivo dice así: "Resolvemos: Declarar como al efec-
to declaramos, que existen indicios y cargos suficientes pa-
ra inculpar al nombrado Sergio Ubiera, como autor del cri-
men de homicidio voluntario en perjuicio del nombrado 
Norberto Henríquez Feliz, hecho ocurrido en el Batey Le-
chugas, de la Sección Campiñas, del Municipio de El Sei-
bo; Mandamos y Ordenamos: Primero: que el nombrado 
Sergio Ubiera, de generales que constan en el expediente, 
sea enviado al Tribunal criminal, para que allí responda de 
los hechos puestos a su cargo y se le juzgue de acuerdo a 

la ley; Segundo: Que de las actuaciones de las instruccio-
nes y un estado de los objetos que han de obrar como ele-
mentos de convicción sean pasados por nuestro Secretario, 
al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial 
del Seibo, para los fines legales; Tercero: Que el infrascri-
to Secretario proceda a la notificación de la presente pro-
videncia calificativa al Magistrado Procurador Fiscal de es-
te Distrito Judicial, al nombrado Sergio Ubiera y a la parte 
civil legalmente constituída"; b) que el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Seibo, regularmente apoderado del caso, 
dictó, en fecha 7 de marzo de 1968, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y 
-válido en cuanto a la forma la constitución en parte civil 
hecha por los señores Jorge Félix Mora, Ramón Félix Mo-
ra, Aníbal Félix Mora y Providencia Félix Mora, contra el 
acusado Sergio Ubiera y la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, la Central Romana Corporation, en 
calidad de hermanos del finado Norberto Henríquez Fé-
lix también conocido por Norberto Félix Mora o Máximo 
Mora; SEGUNDO: Declara al nombrado Sergio Ubiera, no 
culpable del crimen de homicidio que se le imputa, en la 
persona del que en vida respondía a los nombres de Má-
ximo Mora, Norberto Henríquez Félix o Norberto Félix 
Mora, porque en el momento de la comisión del hecho, ac-
tuó en estado de legítima defensa, y en consecuencia orde-
na que el procesado sea puesto inmediatamente en libertad 
a no ser que se haya retenido por otra causa; TERCERO: 
Desestimar en cuanto al fondo las conclusiones de las par-
tes civiles tendientes a que se les acuerde una indemniza-
ción de RD$60,000.00, a cargo de la Central Romana Cor-
poration, a la persona civilmente responsable de los hechos 
a cargo del procesado Sergio Ubiera, por ser dicha recla-
mante improcedente y mal fundada; CUARTO: Ordena la 
confiscación del arma blanca (machete) que portaba la víc-
tima Norberto Henríquez Félix, y la devolución del revól-
ver No. 4429, marca S. M. a su propietario la Central Ro-
mana Corporation; QUINTO: Condena a las partes civiles 
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mentos de convicción sean pasados por nuestro Secretario, 
al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial 
del Seibo, para los fines legales; Tercero: Que el infrascri-
to Secretario proceda a la notificación de la presente pro-
videncia calificativa al Magistrado Procurador Fiscal de es-
te Distrito Judicial, al nombrado Sergio Ubiera y a la parte 
civil legalmente constituída"; b) que el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Seibo, regularmente apoderado del caso, 
dictó, en fecha 7 de marzo de 1968, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y 
-válido en cuanto a la forma la constitución en parte civil 
hecha por los señores Jorge Félix Mora, Ramón Félix Mo-
ra, Aníbal Félix Mora y Providencia Félix Mora, contra el 
acusado Sergio Ubiera y la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, la Central Romana Corporation, en 
calidad de hermanos del finado Norberto Henríquez Fé-
lix también conocido por Norberto Félix Mora o Máximo 
Mora; SEGUNDO: Declara al nombrado Sergio Ubiera, no 
culpable del crimen de homicidio que se le imputa, en la 
persona del que en vida respondía a los nombres de Má-
ximo Mora, Norberto Henríquez Félix o Norberto Félix 
Mora, porque en el momento de la comisión del hecho, ac-
tuó en estado de legítima defensa, y en consecuencia orde-
na que el procesado sea puesto inmediatamente en libertad 
a no ser que se haya retenido por otra causa; TERCERO: 
Desestimar en cuanto al fondo las conclusiones de las par-
tes civiles tendientes a que se les acuerde una indemniza-
ción de RD$60,000.00, a cargo de la Central Romana Cor-
poration, a la persona civilmente responsable de los hechos 
a cargo del procesado Sergio Ubiera, por ser dicha recla-
mante improcedente y mal fundada; CUARTO: Ordena la 
confiscación del arma blanca (machete) que portaba la víc-
tima Norberto Henríquez Félix, y la devolución del revól-
ver No. 4429, marca S. M. a su propietario la Central Ro-
mana Corporation; QUINTO: Condena a las partes civiles 
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constituidas al pago de las costas civiles; SEXTO: Decla-
ra, las costas penales, en cuanto al inculpado Sergio Ubie-
ra de oficio"; e) que, sobre las apelaciones del Magistrado 
Procurador General de la Corte de Apelación de San Pe. 
dro de Macorís, y de los intervinientes, partes civiles cons-
tituídas, la Corte a-qua dictó el 22 de agosto de 1969, un a 

 sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Admite como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los 
recursos de apelación interpuestos por lo9 Doctores An-
drés Guaroa Saldívar Rojas, Víctor E. Ruiz y José María 
Díaz Alles, abogados, a nombre y en representación de Jor-
ge Félix Mora, Ramón Félix Mora, Aníbal Félix Mora y 
Providencia Félix Mora, parte civil constituida; y el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de El Sei-
bo, a nombre y en representación del Magistrado Procura-
dor General de esta Corte, respectivamente, contra senten- - 
cia dictada, en sus atribuciones criminales y en fecha 7 de 
marzo de 1968, por el Juzgado de Primera Instancia del re-
ferido Distrito Judicial de El Seibo, que declaró regular en 
cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha por 
Jorge Félix Mora, Ramón Félix Mora, Aníbal Félix Mora 
y Providencia Félix Mora, contra el acusado Sergio Ubiera 
y la parte civilmente responsable puesta en causa la Gulf 
and Western Americas Corporation (División Central Ro-
mana), desestimándola en cuanto al fondo, por improceden-
te y mal fundada; declaró al referido acusado Sergio Ubie-
ra, no culpable del crimen de homicidio voluntario, puesto 
a su cargo, en la persona de Máximo Mora, Norberto En-
ríquez Félix o Norberto Félix Mora, por haber actuado en 
estado de legítima defensa, ordenando su libertad, a no ser 
que se hallare retenido por otra causa; ordenó la confisca-
ción del arma blanca que portaba la víctima, consistente en 
un machete y la devolución al mismo tiempo, del cuerpo 
del delito que obra en el expediente consistente en un re-
vólver marca Enriquillo No. 4429, a su propietario la Gulf 
and Western Americas Corporation (División Central Roma-
na); declaró las costas penales de oficio; y condenó a la re- 
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ferida parte civil constituida, al nago de las costas civiles; 
SEGUNDO: Revoca la sentencia objeto de los presentes re-
cursos de apelación en sus ordinales segundo, tercero, cuar-
to, éste en cuanto ordenó la confiscación del arma blanca, 
consistente en un machete, quinto y sexto; TERCERO: De-
clara por propia autoridad al acusado Sergio Ubiera, culpa-
ble del crimen de homicidio voluntario en la persona de Má-
ximo Mora, Norberto Henríquez Félix o Norberto Félix Mo-
ra y, en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de dos 
(2) años de prisión correccional, que deberá agotar en la 
cárcel pública de esta ciudad, acogiendo en su favor la ex-
cusa legal de la provocación; CUARTO: Rechaza, por im-
procedente y mal fundada, las conclusiones formuladas por 
la parte civilmente responsable puestas en causa, la Gulf 
and Western Americas Corporation (División Central Ro-
mana); QUINTO: Acoge en parte, las conclusiones presen-
tadas por la parte civil constituida y condena al acusado 
Sergio Ubiera y la Gulf and Western Americas Corpora-
tion (División Central Romana, parte civilmente respon-
sable puesta en causa, a pagar una indemnización de doce 
mil pesos oro (RD$12,000.00), a razón de tres mil pesos 
RD$3,000.00) para cada uno de los señores Jorge Félix Mo-
ra, Ramón Félix Mora, Aníbal Félix Mora y Providencia 
Félix Mora, constituídos en parte civil, como justa repa-
ración a los daños morales y materiales por ellos recibidos, 
con motivo del hecho personal del primero —Sergio Ubie-
ra y la segunda la Gulf and Western Americas Corporation 
(División Central Romana), en su calidad de comitente de 
aquél; SEXTO: Condena al acusado Sergio Ubiera al pago 
de las costas penales de ambas instancias; SEPTIMO: Con-
firma en sus demás aspectos apelados la sentencia dictada, 
en atribuciones criminales y en fecha 7 de marzo de 1968, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de El Seibo, relativa al presente expediente; OCTAVO: 
Condena al aludido acusado Sergio Ubiera y la Gulf and 
'Western Americas Corporation (División Central Romana), 
éste en su calidad de parte civilmente responsable puesta 
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constituídas al pago de las costas civiles; SEXTO: Decla-
ra, las costas penales, en cuanto al inculpado Sergio Ubie-
ra de oficio"; c) que, sobre las apelaciones del Magistrad o 

 Procurador General de la Corte de Apelación de San P. 
dro de Macorís, y de los intervinientes, partes civiles cons-
tituídas, la Corte a-qua dictó el 22 de agosto de 1969, un a 

 sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Admite como regulares y válidos, en cuanto a la forma, los 
recursos de apelación interpuestos por log Doctores An-
drés Guaroa Saldívar Rojas, Víctor E. Ruiz y José María 
Díaz Alles, abogados, a nombre y en representación de Jor-
ge Félix Mora, Ramón Félix Mora, Aníbal Félix Mora y 
Providencia Félix Mora, parte civil constituida; y el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de El Sei-
bo, a nombre y en representación del Magistrado Procura-
dor General de esta Corte, respectivamente, contra senten-
cia dictada, en sus atribuciones criminales y en fecha 7 de 
marzo de 1968, por el Juzgado de Primera Instancia del re-
ferido Distrito Judicial de El Seibo, que declaró regular en 
cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha por 
Jorge Félix Mora, Ramón Félix Mora, Aníbal Félix Mora 
y Providencia Félix Mora, contra el acusado Sergio Ubiera 
y la parte civilmente responsable puesta en causa la Gulf 
and Western Americas Corporation (División Central Ro-
mana), desestimándola en cuanto al fondo, por improceden-
te y mal fundada; declaró al referido acusado Sergio Ubie-
ra, no culpable del crimen de homicidio voluntario, puesto 
a su cargo, en la persona de Máximo Mora, Norberto En-
ríquez Félix o Norberto Félix Mora, por haber actuado en 
estado de legítima defensa, ordenando su libertad, a no ser 
que se hallare retenido por otra causa; ordenó la confisca-
ción del arma blanca que portaba la víctima, consistente en 
un machete y la devolución al mismo tiempo, del cuerpo 
del delito que obra en el expediente consistente en un re-
vólver marca Enriquillo No. 4429, a su propietario la Gulf 
and Western Americas Corporation (División Central Roma-
na); declaró las costas penales de oficio; y condenó a la re- 
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ferida parte civil constituida, al nago de las costas civiles; 
SEGUNDO: Revoca la sentencia objeto de los presentes re-
cursos de apelación en sus ordinales segundo, tercero, cuar-
to, éste en cuanto ordenó la confiscación del arma blanca, 
consistente en un machete, quinto y sexto; TERCERO: De-
clara por propia autoridad al acusado Sergio Ubiera, culpa-
ble del crimen de homicidio voluntario en la persona de Má-
ximo Mora, Norberto Henríquez Félix o Norberto Félix Mo-
ra y, en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de dos 
(2) años de prisión correccional, que deberá agotar en la 
cárcel pública de esta ciudad, acogiendo en su favor la ex-
cusa legal de la provocación; CUARTO: Rechaza, por im-
procedente y mal fundada, las conclusiones formuladas por 
la parte civilmente responsable puestas en causa, la Gulf 
and Western Americas Corporation (División Central Ro-
mana); QUINTO: Acoge en parte, las conclusiones presen-
tadas por la parte civil constituida y condena al acusado 
Sergio Ubiera y la Gulf and Western Americas Corpora-
tion (División Central Romana, parte civilmente respon-
sable puesta en causa, a pagar una indemnización de doce 
mil pesos oro (RD$12,000.00), a razón de tres mil pesos 
RD$3,000.00) para cada uno de los señores Jorge Félix Mo-
ra, Ramón Félix Mora, Aníbal Félix Mora y Providencia 
Félix Mora, constituidos en parte civil, como justa repa-
ración a los daños morales y materiales por ellos recibidos, 
con motivo del hecho personal del primero —Sergio Ubie-
ra y la segunda la Gulf and Western Americas Corporation 
(División Central Romana), en su calidad de comitente de 
aquél; SEXTO: Condena al acusado Sergio Ubiera al pago 
de las costas penales de ambas instancias; SEPTIMO: Con-
firma en sus demás aspectos apelados la sentencia dictada, 
en atribuciones criminales y en fecha 7 de marzo de 1968, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de El Seibo, relativa al presente expediente; OCTAVO: 
Condena al aludido acusado Sergio Ubiera y la Gulf and 
Western Americas Corporation (División Central Romana), 
éste en su calidad de parte civilmente responsable puesta 
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en causa, al pago de las costas civiles de ambas instancias, 
cort distracción de las mismas en provecho del Licenciado 
Luis Gómez Tavárez y los Doctores Andrés Guaroa Saldí-
var Rojas, Víctor E. Ruiz, Hipólito Rivera y José María 
Díaz Alles, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad"; 

• d) que sobre los recursos de casación interpuestos por el 
acusado y la Corporación, contra ese fallo, la Suprema Cor-
te de Justicia dictó el día 17 de junio de 1970, una senten-
cia cuyo dispositivo- es el siguiente: "Por tales motivos, 
Primero: Admite como intervinientes a Jorge Félix Mora, 
Ramón Félix Mora, Aníbal Félix Mora y Providencia Fé-
lix Mora; Segundo: Casa en todas sus partes la sentencia 
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, dicta-
da el 22 de agosto de 1969, en sus atribuciones criminales, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del .pre-
sente fallo, y envía el conocimiento del asunto a la Corte 
de Apelación de San Cristóbal; Tercero: Declara las costas 
penales de oficio, y condena a los intervinientes al pago de 
las civiles, ordenando la distracción de aquellas causadas 
al recurrente Sergio Ubiera, en provecho de los Doctores 
Mario Carbuccia Ramírez y Otto B. Goico, quienes afirma-
ron haberlas avanzado"; e) que sobre ese envío intervino 
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositi-
vo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declaran regulares y 
válidos los recursos de apelación interpuestos por los Doc-
tores Andrés Guaroa Saldívar Rojas, Víctor M. Ruiz y Jo-
sé María Díaz Alles, a nombre y en representación de Jor-
ge Félix Mora, Ramón Félix Mora, Aníbal Félix Mora y 
Providencia Félix Mora, parte civil constituída, y al Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de El Sei-
bo, a nombre y en representación del Magistrado Procu-
rador General de la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, respectivamente, contra sentencia dictada, en atri-
buciones criminales en fecha 7 de marzo del año 1968, por 
el Juzgado de Primera Instancia del referido Distrito Ju-
dicial de El Seibo, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Prime-,  
ro: Declara regular y válido en cuanto a la forma la cons- 
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titución en parte civil hecha por los señores Jorge Félix 
Mora, Ramón Félix Mera, Aníbal Félix Mora y Providen- 
cia Félix Mora, contra el acusado Sergio Ubiera y la per- 
sona puesta en causa como civilmente responsable, la Cen- 
tral Romana Corporation, en calidad de hermanos del fi- 
nado Norberto Henríquez Félix también conocido por Nor- 
berto Félix Mora, o Máximo Mora; Segundo: Declara al 
nombrado Sergio Ubiera, no culpable del crimen de homi-
cidio que se le imputaba, en la persona del que en vida 
respondía a los nombres de Máximo Mora, Norberto Hen-
ríquez Félix .o Norberto Félix Mora, porque en el momento 
de la comisión del hecho, actuó en estado de legítima de-

' fensa, y en consecuencia ordena que el procesado sea pues-
to inmediatamente en libertad a no ser que se haya reteni-
do por otra causa; Tercero: Desestimár en cuanto al fon-
do las conclusiones de la parte civiles tendientes a que se 
les acuerde una indemnización de RD$60,000.00, a cargo 
de la Central Romana Corporation, a la persona civilmen-

' te responsable de los hechos a cargo del procesado Sergic 
Ubiera, por ser dicha reclamación improcedente y mal fun-
dada; Cuarto: Ordena la confiscación del arma blanca; 
(machete) que portaba la víctima Norberto Henríquez Fé-
lix, y la devolución del revólver No. 4429 marca S. M., a 
su propietaria la Central Romana Corporation; Quinto: 
Condena a las partes civiles constituídas al pago de las cos-
tas civiles; Sexto: Declara, las costas penales, en cuanto al 
inculpado Sergio Ubiera de oficio'; por haberlos intentado 
en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales; 
asunto del cual se encuentra apoderada esta Corte por en-
vío que hiciera la Suprema Corte de Justicia por su sen-
tencia de fecha 17 de junio de 1970;SEGUNDO: Revoca la 
referida sentencia, y la Corte, obrando por propia autori-
dad y contrario imperio, declara al nombrado Sergio Ubie-
ra culpable del crimen de homicidio voluntario, en la per-
sona de quien en vida respondía al nombre de Norberto 
Henríquez Félix o Máximo Mora, y, en consecuencia, con-
dena al mencionado acusado Sergio Ubiera, a un año de 
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en causa, al pago de las costas civiles de ambas instancias, 
con distracción de las mismas en provecho del Licenciado 
Luis Gómez Tavárez y los Doctores Andrés Guaroa Saldí-
var Rojas, Víctor E. Ruiz, Hipólito Rivera y José María 
Díaz Alles, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad"; 

• d) que sobre los recursos de casación interpuestos por el 
acusado y la Corporación, contra ese fallo, la Suprema Cor-
te de Justicia dictó el día 17 de junio de 1970, una senten-
cia cuyo dispositivo- es el siguiente: "Por tales motivos, 
Primero: Admite como intervinientes a Jorge Félix Mora, 
Ramón Félix Mora, Aníbal Félix Mora y Providencia Fé-
lix Mora; Segundo: Casa en todas sus partes la sentencia 
de la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, dicta-
da el 22 de agosto de 1969, en sus atribuciones criminales, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del .pre-
sente fallo, y envía el conocimiento del asunto a la Corte 
de Apelación de San Cristóbal; Tercero: Declara las costas 
penales de oficio, y condena a los intervinientes al pago de 
las civiles, ordenando la distracción de aquellas causadas 
al recurrente Sergio Ubiera, en provecho de los Doctores 
Mario Carbuccia Ramírez y Otto B. Goico, quienes afirma-
ron haberlas avanzado"; e) que sobre ese envío intervino 
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositi-
vo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declaran regulares y 
válidos los recursos de apelación interpuestos por los Doc-
tores Andrés Guaroa Saldívar Rojas, Víctor M. Ruiz y Jo-
sé María Díaz Alles, a nombre y en representación de Jor-
ge Félix Mora, Ramón Félix Mora, Aníbal Félix Mora y 
Providencia Félix Mora, parte civil constituída, y al Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de El Sei-
bo, a nombre y en representación del Magistrado Procu-
rador General de la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, respectivamente, contra sentencia dictada, en atri-
buciones criminales en fecha 7 de marzo del año 1968, por 
el Juzgado de Primera Instancia del referido Distrito Ju-
dicial de El Seibo, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Prime-
ro: Declara regular y válido en cuanto a la forma la cons- 
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titución en parte civil hecha por los señores Jorge Félix 
Mora, Ramón Félix Mera, Aníbal Félix Mora y Providen-
cia Félix Mora, contra el acusado Sergio Ubiera y la per-
sona puesta en causa como civilmente responsable, la Cen-
tral Romana Corporation, en calidad de hermanos del fi-
nado Norberto Henríquez Félix también conocido por Nor-
berto Félix Mora, o Máximo Mora; Segundo: Declara al 
nombrado Sergio Ubiera, no culpable del crimen de homi-
cidio que se le imputaba, en la persona del que en vida 
respondía a los nombres de Máximo Mora, Norberto Hen-
ríquez Félix 'o Norberto Félix Mora, porque en el momento 
de la comisión del hecho, actuó en estado de legítima de-
fensa, y en consecuencia ordena que el procesado sea pues-
to inmediatamente en libertad a no ser que se haya reteni-
do por otra causa; Tercero: Desestimár en cuanto al fon-
do las conclusiones de la parte civiles tendientes a que se 
les acuerde una indemnización de RD$60,000.00, a cargo 
de la Central Romana Corporation, a la persona civilmen-

' te responsable de los hechos a cargo del procesado Sergio 
Ubiera, por ser dicha reclamación improcedente y mal fun-
dada; Cuarto: Ordena la confiscación del arma blanca; 
(machete) que portaba la víctima Norberto Henríquez Fé-
lix, y la devolución del revólver No. 4429 marca S. M., a 
su propietaria la Central Romana Corporation; Quinto: 
Condena a las partes civiles constituídas al pago de las cos-
tas civiles; Sexto: Declara, las costas penales, en cuanto al 
inculpado Sergio Ubiera de oficio'; por haberlos intentado 
en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales; 
asunto del cual se encuentra apoderada esta Corte por en-
vío que hiciera la Suprema Corte de Justicia por su sen-
tencia de fecha 17 de junio de 1970;SEGUNDO: Revoca la 
referida sentencia, y la Corte, obrando por propia autori-
dad y contrario imperio, declara al nombrado Sergio Ubie-
ra culpable del crimen de homicidio voluntario, en la per-
sona de quien en vida respondía al nombre de Norberto 
Henríquez Félix o Máximo Mora, y, en consecuencia, con-
dena al mencionado acusado Sergio Ubiera, a un año de 
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prisión correccional acogiendo en su favor la excusa legal 
de la provocación; TERCERO: Declara regular y válida la 
constitución en parte civil hecha por los señores Jorge Fé-
lix Mora, Ramón Félix Mora, Aníbal Félix Mora y Provi-
dencia Félix, en su calidad de hermanos de la víctima Nor-
berto Henríquez Félix o Máximo Mora, contra el acusado 
Sergio Ubiera y contra la Gulf and Western Americas Cor-
poration (División Central Romana); CUARTO: Declara 
que la Gulf and Western Americas Corporation es persona 
civilmente responsable de los daños y perjuicios morales 
causados a la referida parte civil constituída con el hecho 
delictuoso cometido por su preposé Sergio Ubiera, en con-
secuencia condena a est€ último y la Gulf and Western 
Americas Corporation, en su indicada calidad de persona ci-
vilmente responsable a pagar una indemnización de RD$ 
10,000 00, en favor de la mencionada parte civil constituí-
da; QUINTO: Rechaza las conclusiones presentadas en au-
diencia por los abogados del acusado y de la persona civil-
mente responsable, puesta en causa, por improcedentes y 
mal fundadas; SEXTO: Condena al mencionado acusado 
Sergio Ubiera, al pago de las costas penales; SEPTIMO: 
Condena al acusado Sergio Ubiera y a la persona civilmen-
te responsable puesta en causa, la Gulf and Western Ame-
ricas Corporation (División Central Romana), al pago de las 
costas civiles y ordena que dichas costas sean distraídas en 
provecho de los abogados Licenciado Luis Gómez Tavárez, 
doctores José María Díaz Alles, Víctor E. Ruiz, Andrés 
Guaroa Saldívar Rojas e Hipólito Rivera, por haberlas 
avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el acusado recurrente invoca en su 
memorial, los siguientes medios: Primer Medio: Desnatu-
ralización de los hechos y circunstancias de la causa; Se-
gundo Medio: Falta de base legal necesaria para el control 
de los hechos en el papel verificador de la Corte de Casa-
ción; 

Considerando que en su memorial, la Corporación re-
currente invoca los siguientes medios de casación: Primer 
Medio: Desnaturalización de los hechos, testimonios y cir-
cunstancias del proceso.— Motivación errónea o falsa y co-
mo consecuencia mala aplicación de los artículos 1382, 1383 
y 1384 párrafo 3ro. sobre la responsabilidad civil, tanto de 
la derivada del hecho personal como de la de quienes de-
ben responder por otro; Segundo Medio: Omisión de esta-

' tuir sobre pedimentos formales contenidos en las conclusio-
nes, relativas a la nulidad, falsedad, irregularidad e inva-
lidez de la documentación con la cual se pretende probar 
las calidades impugnadas, y por vía de consecuencia viola-
ción del art. 141 del Código de Procedimiento Civil; des-
conocimiento del art. 1315 del Código Civil en cuanto a los 
-principios que rigen la prueba, y violación de las artículos 
'39, 40, 41 y 43 de la Ley No. 659 sobre actos del Estado Ci-
vil; Tercer Medio: Falsa aplicación al art. 1384 párrafo 
3ro., en razón de que, en la comisión del hecho imputado a 
Sergio Ubiera, éste no estaba actuando frente al occiso co-

-mo preposé de la Gulf and Western Americas Corporation, 
División Central Romana, sino para proteger su integri-
dad física, por su cuenta personal, al sufrir una agresión 
inesperada e injusta, que se vio precisado a repeler frente 
a un extraño; Cuarto Medio: Violación de los artículos 5, 
6 y 7 del Decreto 45 que regula el nombramiento, obliga-
ciones y la condición de los Guarda Campestres y conse-
cuentemente, errada aplicación del artículo 1384 párrafo 
3ro. del Código Cija en otro aspecto; 

En cuanto al aspecto penal del asunto: 

Considerando que tanto el acusado como la Gulf and 
Western, alegan en síntesis, lo siguiente: a) que la Corte 
a-qua para descartar la legítima defensa invocada por cl 
acusado Ubiera, desnaturalizó las declarciones de Oscar 
Nicolás Pérez y Santa Margarita Sánchez, únicos testigos 
presenciales del hecho, pues de esas declaraciones resulta 
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prisión correccional acogiendo en su favor la excusa legal 
de la provocación; TERCERO: Declara regular y válida la 
constitución en parte civil hecha por los señores Jorge Fé-
lix Mora, Ramón Félix Mora, Aníbal Félix Mora y Provi-
dencia Félix, en su calidad de hermanos de la víctima Nor-
berto Henríquez Félix o Máximo Mora, contra el acusado 
Sergio Ubiera y contra la Gulf and Western Americas Cor-
poration (División Central Romana); CUARTO: Declara 
que la Gulf and Western Americas Corporation es persona 
civilmente responsable de los daños y perjuicios morales 
causados a la referida parte civil constituída con el hecho 
delictuoso cometido por su preposé Sergio Ubiera, en con-
secuencia condena a est€ último y la Gulf and Western 
Americas Corporation, en su indicada calidad de persona ci-
vilmente responsable a pagar una indemnización de RD$ 
10,000 00, en favor de la mencionada parte civil constituí-
da; QUINTO: Rechaza las conclusiones presentadas en au-
diencia por los abogados del acusado y de la persona civil-
mente responsable, puesta en causa, por improcedentes y 
mal' fundadas; SEXTO: Condena al mencionado acusado 
Sergio Ubiera, al pago de las costas penales; SEPTIMO: 
Condena al acusado Sergio Ubiera y a la persona civilmen-
te responsable puesta en causa, la Gulf and Western Ame-
ricas Corporation (División Central Romana), al pago de las 
costas civiles y ordena que dichas costas sean distraídas en 
provecho de los abogados Licenciado Luis Gómez Tavárez, 
doctores José María Díaz Alles, Víctor E. Ruiz, Andrés 
Guaroa Saldívar Rojas e Hipólito Rivera, por haberlas 
avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el acusado recurrente invoca en su 
memorial, los siguientes medios: Primer Medio: Desnatu-
ralización de los hechos y circunstancias de la causa; Se-
gundo Medio: Falta de base legal necesaria para el control 
de los hechos en el papel verificador de la Corte de Casa-
ción; 

Considerando que en su memorial, la Corporación re-
currente invoca los siguientes  medios de casación: Primer 
Medio: Desnaturalización de los hechos, testimonios  y cir-
cunstancias del proceso.— Motivación errónea o falsa y co-
mo consecuencia mala aplicación de los artículos 1382, 1383 
y 1384 párrafo 3ro. sobre la responsabilidad civil, tanto de 
la derivada del hecho personal como de la de quienes de-
ben responder por otro; Segundo Medio: Omisión de esta-
tuir sobre pedimentos formales contenidos en las conclusio-
nes, relativas a la nulidad, falsedad, irregularidad e inva-
lidez de la documentación con la cual se pretende probar 
las calidades impugnadas, y por vía de consecuencia viola-
ción del art. 141 del Código de Procedimiento Civil; des-
conocimiento del art. 1315 del Código Civil en cuanto a los 
principios que rigen la prueba, y violación de los artículos 
39, 40, 41 y 43 de la Ley No. 659 sobre actos del Estado Ci-
vil; Tercer Medio: Falsa aplicación al art. 1384 párrafo 
3ro., en razón de que, en la comisión del hecho imputado a 
Sergio Ubiera, éste no estaba actuando frente al occiso co-
mo preposé de la Gulf and Western Americas Corporation, 
División Central Romana, sino para proteger su integri-
dad física, por su cuenta personal, al sufrir una agresión 
inesperada e injusta, que se vio precisado a repeler frente 
a un extraño; Cuarto Medio: Violación de los artículos 5, 

6 y 7 del Decreto 45 que regula el nombramiento, obliga-
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cuentemente, errada aplicación del artículo 1384 párrafo 
3ro. del Código CiA7i1 en otro aspecto; 

En cuanto al aspecto penal del asunto: 

Considerando que tanto el acusado como la Gulf and 
Western, alegan en síntesis, lo siguiente: a) que la Corte 
a-qua para descartar la legítima defensa invocada por cl 
acusado Ubiera, desnaturalizó las declarciones de Oscar 
Nicolás Pérez y Santa Margarita Sánchez, únicos testigos 
presenciales del hecho, pues de esas declaraciones resulta 
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que Ubiera fue víctima de una agresión injusta de parte 
de Máximo Mora, quien, armado de un machete puntiagu-
do le lanzó varias estocadas a Ubiera que le colocaron en 
inminente peligro de muerte, y que sólo mediante el últi-
mo disparo de revólver hecho por Ubiera pudo detener a 
Mora, quien cayó muerto a los pies de Ubiera; que el ma-
chete es un arma que en manos de un agresor resulta pe-
ligrosa y puede segar la vida o afectar la integridad hsica 
de una persona; que la Corte a-qua para admitir en la es-
pecie, la excusa legal de la provocación y no la legítima de-
fensa, mutiló las referidas declaraciones y no se ajustó a 
la realidad de los hechos y circunstancias del proceso, pues 
tanto el testigo Pérez como los demás oídos en el proceso 
están contestes en que Ubiera se defendía de la agresión 
de Mora; b) que la sentencia impugnada carece de base le-
gal pues en ella no se ponderan globalmente, las declaracio-
nes de los testigos; que los hechos y circunstancias del pro-
ceso no son tomados en cuenta en forma conjunta, relacio-
nándolos entre sí, como corresponde,' a fin de determinar 
si estuvo o no el acusado en inminente peligro de muerte, 
o si en cambio se trataba de una simple actitud agresiva de 
la víctima; que la Corte a-qua omite ponderar una 'serie de 
hechos que de haber sido ponderados hubieran podido con-
ducir a los jueces del fondo a darle al proceso, una solución 
distinta; pero, 

Considerando que del examen de la sentencia dictada 
por esta Suprema Corte el día 17 de junio de 1970, resulta 
que la sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís dictada en relación con el presente proceso, fue 
casada sobre la base esencial de que "la Corte a-qua al afir-
mar que la distancia entre los contendientes era tal que 
el victimario no corría ningún peligro en su vida, está en 
contradicción con los hechos y circunstancias de la causa 
tal como se revelan a través de las declaraciones de los 
únicos testigos de visu citados"; 

Considerando que la Corte de envío, después  de reali-
Sar su propia instrucción del caso, precisó, en resumen, lo 
siguiente: a) que Mora provocó a Ubiera mediante gestos 
o por su actitud agresiva; b) que Ubiera nunca estuvo en 
inminente peligro de muerte como consecuencia de la ac-
titud agresiva asumida por Mora; 

Considerando que para formar su convicción en ese 
sentido los jueces del fondo ponderaron no sólo las decla-
raciones de los testigos que habían depuesto en las juris-- 
dicciones anteriores, sino también las declaraciones pro-
ducidas ante la Corte a-qua; que si la Corte a-qua entendió 
que Mora, no obstante haber provocado a Ubiera, no lo pu-
so en peligro inminente de muerte, es obvio que cualquier 
divergencia en los testimonios no puede constituir el vicio 
de desnaturalización que haga anulable la sentencia, ya 
que la apreciación de un testimonio en un sentido distinto 
al que invoca una parte, no significa desnaturalización; 
que, el examen de dichas declaraciones no revela que a las 
mismas se les haya dado una significación o un alcance que 
en esencia no tengan, pues lo que en definitiva ha venido 
sosteniendo la testigo Santa Margarita Sánchez, es que Mo-
ra no blandió el machete contra Ubiera, versión que dicha 
Corte acoge como la más verosímil; que en esas condicio-
nes, la referida Corte pudo, dentro de sus facultades sobe-
ranas de apreciación, llegar, como llegó, a la íntima con-
vicción de que, aunque el acusado Ubiera fue objeto de una 
provocación por la actitud agresiva de Mora, su vida nun-
ca estuvo en inminente peligro que justificara, en todo su 
alcance, la legítima defensa invocada; que, en consecuen-
cia los medios que se examinan carecen de fundamento y 
deben ser desestimados; 

Considerando que los hechos así establecidos constitu-
yen a cargo del acusado Sergio Ubiera, el crimen de homi-
cidio voluntario con la excusa legal de la provocación, en 
la persona de Máximo Mora o Norberto Henríquez Félix, 
previsto por los artículos 295 y 321 del Código Penal y cas- 
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que Ubiera fue víctima de una agresión injusta de parte 
de Máximo Mora, quien, armado de un machete puntiagu-
do le lanzó varias estocadas a Ubiera que le colocaron en 
inminente peligro de muerte, y que sólo mediante el últi-
mo disparo de revólver hecho por Ubiera pudo detener a 
Mora, quien cayó muerto a los pies de Ubiera; que el ma-
chete es un arma que en manos de un agresor resulta pe-
ligrosa y puede segar la vida o afectar la integridad hsica 
de una persona; que la Corte a-qua para admitir en la es-
pecie, la excusa legal de la provocación y no la legítima de-
fensa, mutiló las referidas declaraciones y no se ajustó a 
la realidad de los hechos y circunstancias del proceso, pues 
tanto el testigo Pérez como los demás oídos en el proceso 
están contestes en que Ubiera se defendía de la agresión 
de Mora; b) que la sentencia impugnada carece de base le-
gal pues en ella no se ponderan globalmente, las declaracio-
nes de los testigos; que los hechos y circunstancias del pro-
ceso no son tomados en cuenta en forma conjunta, relacio-
nándolos entre sí, como corresponde,' a fin de determinar 
si estuvo o no el acusado en inminente peligro de muerte, 
o si en cambio se trataba de una simple actitud agresiva de 
la víctima; que la Corte a-qua omite ponderar una 'serie de 
hechos que de haber sido ponderados hubieran podido con-
ducir a los jueces del fondo a darle al proceso, una solución 
distinta; pero, 

Considerando que del examen de la sentencia dictada 
por esta Suprema Corte el día 17 de junio de 1970, resulta 
que la sentencia de la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís dictada en relación con el presente proceso, fue 
casada sobre la base esencial de que "la Corte a-qua al afir-
mar que la distancia entre los contendientes era tal que 
el victimario no corría ningún peligro en su vida, está en 
contradicción con los hechos y circunstancias de la causa 
tal como se revelan a través de las declaraciones de los 
únicos testigos de visu citados"; 
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tigado por los artículos 18, 304 párrafo II y 326 del mismo 
Código, con prisión correccional de 6 meses a dos años; que, 
por consiguiente, la referida Corte al condenarlo a un año 
de prisión correccional, después de declararlo culpable de 
la indicada infracción, le aplicó una sanción ajustada a la 
ley; 

Considerando que la Corte a-qua dio también por esta-
blecido que el hecho cometido por el acusado Ubiera causó 
a las personas constituidas en parte civil, daños y perjui-
cios que apreció soberanamente en diez mil pesos a razón 
de RD$2,500.00 para cada uno; que, en consecuencia al con-
denar al acusado a pagar esa suma a títulto de indemniza-
ción en favor de la parte civil constituída, la referida Cor-
te hizo en la especie una correcta aplicación del artículo 
1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, no contiene, en lo concerniente al 
interés del acusado recurrente, vicio alguno que justifique 
su casación; 

En cuanto a la responsabilidad civil de la 
corporación recurrente: 

Considerando que en su segundo medio de casación, 
la Corporación recurrente alega en síntesis, que ella pre-
sentó ante los jueces del fondo las siguientes conclusiones: 
"PRIMERO: que rechacéis el recurso de apelación inter-
puesto por los señores Jorge Félix Mora, Ramón Félix Mo-
ra, Aníbal Félix Mora y Providencia Félix Mora, constituí-
dos en parte civil en el proceso a cargo del inculpado Ser-
gio Ubiera, contra la sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de El Seybo, dictada el 7 de 
Marzo de 1967, que declaró absuelto a dicho procesado por 
haber actuado en legítima defensa de sí mismo, desesti-
mando en consecuencia en cuanto al fondo, la constitución 
de las partes civiles así como sus respectivas demandas, 
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por no haber probado en forma fehaciente la calidad invo-
cada por ellos, ni haber recibido los daños y perjuicios ale-
gados; y muy especialmente en lo que se refiere a la cali-
dad: 1.— porque Norberto Henríquez Félix, Máximo Mora 
o Enrique Félix Mora, (occiso), según es constante se ha-
bía hecho expedir dos actas de nacimiento, como ocurrido 
éste en lugares distintos, uno en San Rafael de Yuma, ju-
risdicción de Higüey y otro en Ramón Santana, Jurisdic-
ción de San Pedro de Macorís, indicándose en su acta de 
defunción que era nativo de San Juan de la Maguana, y a 
mayor abundamiento usaba dos cédulas de identidad mar-
cadas con los números 3419, serie 25 y 11811, serie 30 en 
donde hace constar que nació en "Palmarito" (y no en "Re-
gajo") siendo tales actas evidentemente nulas, carentes de 
valor probatorio, por tardías, irregulares o falsas e inefi-
caces para probar su filiación o su posesión de estado de 
hijo legítimo.— 2.— Porque Ramón Félix Mora, constituí-
do en parte civil, con su cédula No. 75457, serie 1°, decla-
ró su propio nacimiento ante el Oficial del Estado Civil de 
Ramón Santana, el 18 de mayo de 1967, como ocurrido en 
"Regajo" en 1938; 3.— Porque este mismo Ramón Félik 
Mora, también declaró el mismo día, al mismo Oficial del 
Estado Civil, como nacida en 1936 a Providencia, que le 
sobrepasa en edad, con quien tiene un interés común en el 
proceso, prueba documental ineficaz, tardía, sospechosa y 
no aprobada por tribunal competente; 4.— porque en to-
dos los casos las declaraciones de nacimiento no fueron he-
chas por ninguna de las personas calificadas, ni cumplidas 
las formalidades exigidas en los artículos 39, 40, 41 y 43 
de la Ley 659 sobre Actos del Estado Civil, vigente, espe-
cialmente las declaraciones de nacimiento atribuídas a un 
Jesús Medina, supuesto agricultor del "Regajo", y por tan-
to tales documentos con los cuales pretenden probar las 
partes civiles su calidad de hermanos legítimos de la vícti-
ma, carecen de toda eficacia jurídica.— 5.— Por falta ab-
soluta de prueba; SEGUNDO: que en cualquier caso man-
tengáis, en lo que concierne a la Central Romana Corpo- 
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ration, (hoy Gulf and Western Americas Corporation, Divi-
sión Central Romana), puesta en causa como persona pre. 
tendida civilmente responsable del hecho imputado a Ser-
gio Ubiera, la sentencia apelada, y en consecuencia recha-. 
céis la reclamación de RD$60,000.00 solicitada por las per-
sonas constituidas en parte civil, por ser improcedentes y ; 
mal fundadas tanto en hecho como en derecho tales pre!,  • 
tensiones, particularmente; a) porque habiendo actuado en 
el caso el acusado Sergio Ubiera en su legítima defensa, co-
mo se ha establecido y se os pide que proclaméis, tal hecho 
justificativo hace desaparecer en absoluto, en el hecho 
puesto a su cargo, la falta o la culpa, fundamento de la res-
ponsabilidad, tanto de la derivada del hecho ajeno, como 
de la resultante del hecho personal; b) porque siendo los 
Guarda-Campestres Oficiales Públicos en cuanto a la pre-
vención y persecución de crímenes, delitos y contravencio- - 
nes, cuando actúan en funciones policiales, como en el pre-
sente caso, ningún particular puede ser considerado comi-
tente de tales Oficiales Públicos; c) porque al penetrar la 
víctima Máximo Mora, o Norberto Henríquez Félix Mora, 
a la casa, para armarse de un machete terminado en pun-
ta, con el cual salió a enfrentarse al Guarda Campestre Ser-
gio Ubiera, era ya un delincuente contraventor de la Ley 
sobre porte de armas, a quien el Guarda Campestre en sus 
funciones policiales estaba en la obligación y en el derecho 
de someter a la obediencia, perseguir y arrestar, aprehen-
der y traducir a la justicia represiva y en las indicadas cir-
cunstancias no estaba actuando como empleado o preposé 
de ningún particular o empresa privada sino como un Ofi-
cial Público; d) porque habiendo agredido Norberto Hen-
ríquez Félix, con un maéhete que portaba ilegalmente, aI 
Guarda Campestre Sergio Ubiera, mientras estaba en .el 
ejercicio de sus funciones, los medios utilizados por él pa-
ra defender su persona o para restablecer el orden público 
alterado o para someter a la obediencia un infractor delin-
cuente, no pueden comprometer la responsabilidad civil de 
la Central Romana Corporation, ya que en esas circunstan- 
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cias estaba actuando "como miembro de la Policía Judi-
cial a quien se le ha agredido" y "cuyo deber era evitar la 
comisión de cualquier infracción en su perjuicio"; e) por-
que no hay relación directa de causalidad entre el hecho 
imputado al procesado, agredido, y sus funciones, suscep-
tibles de comprometer la responsabilidad de la empresa, 
como comitente; y TERCERO: Condenéis a las partes civi-
les sucumbientes, al pago de los costos"; que la única prue-
ba aportada por la parte civil para justificar su calidad dé 
hermanos de la víctima, consiste en las copias de sus ac-
tas de declaraciones tardías de nacimiento, expedidas por el 
Oficial del Estado Civil, sin que se hubiese cumplido con 
el procedimiento de la ratificación por el Juzgado de Pri-
mera Instancia prevista en el artículo 41 de la Ley 659 de 
1944; que no obstante esas conclusiones sostenidas desde 
primera instancia, la Corte a-qua en la sentencia impugna-
da admite la referida calidad sobre la única base de que 
ellos apartaron la prueba de la misma, sin dar ningún mo-
tivo acerca de los puntos en que la recurrente impugnaba 
tales actas, motivos que en la especie eran necesarios pues 
la víctima tenía dos nombres distintos y también aparecía 
con dos cédulas distintas de identidad personal; que si la 
Corte a-qua entendía que esas actas eran sinceras debió dar 
los motivos pertinentes, frente a la .impugnación formal 
que se había presentado; que al no hacerlo así, es claro, 
sostiene la recurrente que en ese punto la sentencia impug-
nada debe ser casada; 

Considerando que la parte civil interviniente sostiene 
que el alegato de la Corporación relativo a la falta de cali-
dad de dicha parte civil no puede ser suscitado en casación, 
pues la sentencia de Primera Instancia admitió dicha ca-
lidad y contra ese ordinal no apeló la Corporación, lo que 
significa que ese punto adquirió la autoridad de la cosa juz-
gada; que, además, la Corporación presentó conclusiones 
alternativas y si el juez de primer grado acogió las relati-
vas al fondo y desestimó las concernientes a la calidad, de 
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ration, (hoy Gulf and Western Americas Corporation, Divi.. 
Sión Central Romana), puesta en causa como persona pre, 
tendida civilmente responsable del hecho imputado a Ser-
gio Ubiera, la sentencia apelada, y en consecuencia recha 
céis la reclamación de RD$60,000.00 solicitada por las per-
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de la resultante del hecho personal; 19 ►  porque siendo los 
Guarda-Campestres Oficiales Públicos en cuanto a la pre-
vención y persecución de crímenes, delitos y contravencio-
nes, cuando actúan en funciones policiales, como en el pre-
sente caso, ningún particular puede ser considerado comi-
tente de tales Oficiales Públicos; e) porque al penetrar la 
víctima Máximo Mora, o Norberto Henríquez Félix Mora, 
a la casa, para armarse de un machete terminado en pun-
ta, con el cual salió a enfrentarse al Guarda Campestre Ser-
gio Ubiera, era ya un delincuente contraventor de la Ley 
sobre porte de armas, a quien el Guarda Campestre en su-
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cial Público; d) porque habiendo agredido Norberto Hen-
ríquez Félix, con un machete que portaba ilegalmente, al 
Guarda Campestre Sergio Ubiera, mientras estaba en .el 
ejercicio de sus funciones, los medios utilizados por él pa-
ra defender su persona o para restablecer el orden público 
alterado o para someter a la obediencia un infractor delin-
cuente, no pueden comprometer la responsabilidad civil de 
la Central Romana Corporation, ya que en esas circunstan- 

cias estaba actuando "como miembro de la Policía Judi-
cial a quien se le ha agredido" y "cuyo deber era evitar la 
comisión de cualquier infracción en su perjuicio"; e) por-
que no hay relación directa de causalidad entre el hecho 
imputado al procesado, agredido, y sus funciones, suscep-
tibles de comprometer la responsabilidad de la empresa, 
como comitente; y TERCERO: Condenéis a las partes civi-
les sucumbientes, al pago de los costos"; que la única prue-
ba aportada por la parte civil para justificar su calidad dé 
hermanos de la víctima, consiste en las copias de sus ac-
tas de declaraciones tardías de nacimiento, expedidas por el 
Oficial del Estado Civil, sin que se hubiese cumplido con 
el procedimiento de la ratificación por el Juzgado de Pri-
mera Instancia prevista en el artículo 41 de la Ley 659 de 
1944; que no obstante esas conclusiones sostenidas desde 
primera instancia, la Corte a-qua en la sentencia impugna-
da admite la referida calidad sobre la única base de que 
ellos apartaron la prueba de la misma, sin dar ningún mo-
tivo acerca de los puntos en que la recurrente impugnaba 
tales actas, motivos que en la especie eran necesarios pues 
la víctima tenía dos nombres distintos y también aparecía 
con dos cédulas distintas de identidad personal; que si la 
Corte a-qua entendía que esas actas eran sinceras debió dar 
los motivos pertinentes, frente a la .impugnación formal 
que se había presentado; que al no hacerlo así, es claro, 
sostiene la recurrente que en ese punto la sentencia impug-
nada debe ser casada; 

Considerando que la parte civil interviniente sostiene 
que el alegato de la Corporación relativo a la falta de cali-
dad de dicha parte civil no puede ser suscitado en casación, 
pues la sentencia de Primera Instancia admitió dicha ca-
lidad y contra ese ordinal no apeló la Corporación, lo que 
significa que ese punto adquirió la autoridad de la cosa juz-
gada; que, además, la Corporación presentó conclusiones 
alternativas y si el juez de primer grado acogió las relati-
vas al fondo y desestimó las concernientes a la calidad, de 
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las personas constituídas en parte civil, es claro que dicha 
Corporación no tiene derecho a quejarse de que. no le aco-
gieron estas últimas, si no apeló, como ha ocurrido en la 
especie; pero, 

Considerando que como el Juez de Primera Instancia 
había admitido la legítima defensa y rechazado la demanda 
civil al fondo, la Corporación gananciosa al fondo no tenía 
que apelar de ese fallo en lo relativo a la calidad que había 
discutido, puesto que no tendría interés; pero frente a la 
apelación de la parte civil y del Ministerio Público, la Cor-
poración como apelada, podía reiterar, como medio de de-
fensa, como lo hizo, las conclusiones de primera instancia 
qué tendían, en primer lugar y sin renunciar a los otros 
puntos, a eliminar del debate a los acusadores privados, so-
bre la base de que ellos no habían probado fehacientemen-
te, la calidad de hermanos de la víctima que alegaban; 
que, por tanto, la inadmisión propuesta carece de funda-
mento, por lo que se examinará si procede o no el referido 
alegato de la Corporación recurrente; 

Considerando que el artículo 31 de la ley 659 de 1944, 
dispone lo siguiente: "Cualquiera persona podrá pedir copia 
de las actas asentadas en los registros del Estado Civil. Es-
tas copias libradas conforme a los registros legalizados por 
el Juez de Paz de la jurisdicción o por el que haga sus ve-
ces, se tnedrán por fehacientes, mientras no sea declarada 
la falsedad de dichas actas, siempre que sus originales ha-
yan sido redactados en los plazos legales. Las actas sobre 
declaraciones tardías para las cuales no se hubiese usado 
procedimiento correspondiente, podrán ser impugnadas por 
todos los medios de derecho, y su sinceridad será aprecia-
da por los jueces"; 

Considerando que de ese texto legal resulta que el so-
lo hecho de que una acta de nacimiento sea declarada tar-
díamente y sin que se cumpla con el procedimiento de la 
ratificación previsto en el artículo 41 de la misma ley, no 
la descarta totalmente como medio de prueba; que en esos  

casos cuando alguien impugna la veracidad de esa acta de-
be aportar toaos los medios que sean de derecho, reserván-
dole la ley a los jueces del fondo, la facultad soberana de 
apreciar la sinceridad de dichas actas, esto es, su eficacia 
probatoria; 

Considerando que el artículo 43 de la Ley 659 de 1944, 
modificado por la Ley 498 de 1969, dispone lo siguiente: 
"El nacimiento del niño será declarado por el padre o a fal-
ta de éste, por la madre, o por los médicos, cirujanos, par-
teraf u otras personas que hubieren asistido al parto; y en 
el caso de que éste hubiera ocurrido fuera de la residencia 
de la madre, la declaración se hará además por la persona 
en cuya casa se hubiese verificado"; 

Considerando que el hecho de que una declaración tar-
día de nacimiento sea hecha por una persona distinta a las 
señaladas en el artículo 43 antes transcrito, no le convierte 
por ese solo hecho en ineficaz como medio de prueba; 

Considerando que en la especie la Corte a-qua admitió 
la eficacia probatoria de las actas sobre el fundamento de 
que las personas constituídas en parte civil demostraron 
ser hermanos de la víctima, de acuerdo con piezas que 
obran en el presente expediente"; que esos motivas, en la 
especie, justifican lo decidido al respecto, pues la Corpora-
ción recurrente se ha limitado a afirmar la no credibilidad 
de las referidas actas, pero en el expediente no consta que 
haya aportado ninguna prueba de la no veracidad del con-
tenido de las actas que impugna; que, por tanto, el medio 
que se examina carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considerando que en los medios tercero y cuarto de ca-
sación, reunidos, la Corporación recurrente alega en sínte-
sis: a) que cuando el acusado Ubiera repelió la agresión de 
que fue víctima, estaba actuando no como empleado de la 
Corporación, sino por su cuenta personal, y por tanto no po-
día comprometer la responsabilidad de la empresa; que la 
víctima sabía que tan pronto como agrediera al Guarda- 
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dispone lo siguiente: "Cualquiera persona podrá pedir copia 
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procedimiento correspondiente, podrán ser impugnadas por 
todos los medios de derecho, y su sinceridad será aprecia-
da por los jueces"; 

Considerando que de ese texto legal resulta que el so-
lo hecho de que una acta de nacimiento sea declarada tar-
diamente y sin que se cumpla con el procedimiento de la 
ratificación previsto en el artículo 41 de la misma ley, no 
la descarta totalmente como medio de prueba; que en esos 
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Campestre éste tenía que defenderse, y si en su defensa 
causaba algún daño, la reparación no podía estar a cargo 
de la empresa, pues la víctima era un extraño que había 
provocado un lance personal, una lucha armada iniciada y 
provocada por él, de manera que sus supuestos herederos 
no pueden prevalerse de esa falta para reclamar repara-
ción; que nada hay más personal para un ser humano que 
la defensa frente a un ataque injusto, no provocado, que 
amenaza la vida o la integridad del agredido; que la Cor-
poración no puede responder de la actitud asumida por su 
empleado cuando se defiende de una agresión injusta; b) que, 
cuando el Guarda-Campestre fue a requerir la desocupa-
ción de la casa al hermano de la víctima, estaba realizan-
do actuaciones propias de la Policía frente a la comisión de 
un delito de violación o usurpación de una propiedad cuya 
vigilancia la ley pone bajo su responsabilidad; que el acu-
sado estaba allí para preservar el orden público frente a 
individuos que indebidamente ocupaban esa casa; que tan 
pronto como la víctima se procuró el machete puntiagudo 
y en forma agresiva se abalanzó sobre el Guarda-Campes-
tre, ya es un delincuente, violador de la ley que prohibe el 
porte de arma blanca, a quien el Guarda-Campestre en el 
ejercicio de sus funciones policiales estaba en el deber de 
arrestar y someterlo a la justicia represiva; que si en esas 
circunstancias causa algún daño, ese hecho, extraño a la 
empresa, no puede comprometer la responsabilidad de la 
Corporación recurrente; que al no entenderlo así, la Cor-
te a-qua incurrió en la sentencia impugnada en los vicios 
y violaciones en los medios que se examinan; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que la Corte -a-qua para declarar la 
responsabilidad civil de la corporación recurrente, expuso 
lo siguiente: "que Sergio Ubiera, en el momento de come-
ter el crimen de homicidio voluntario en la persona de 
quien respondía al nombre de Norberto Henríquez Félix o 
Máximo Mora, desempeñaba las funciones de guardacam- 

pestre y además era asalariado de la Gulf and Wester9 
Americas Corporation a favor de la cual, el primero pres-
taba servicios; que conforme laá declaraciones del acusado 
Sergio Ubiera, él recibió instrucciones de Mister Francis, 
quien era Encargado o Administrador de Campos del Cen-
tral Romana para que desalojara de una habitación a Ra-
món Félix Mora, hermano de la víctima, quien permanecía 
durante esos días en la misma casa o habitación que ocupa-
ba su hermano; circunstancia, que comprometen la respon-
sabilidad civil de la Gulf and Western Americas Corpora-
tion por haber incurrido en falta, tanto el nombrado Ser-
gio Ubiera, con su hecho delictuoso de dar muerte a Nor-
berto Henríquez Félix, como la Gulf and Western Ameri-
cas Corporation, por haber escogido a través de Mister 
Francis un funcionario suyo, a Sergio Ubiera persona de 
impulsos violentos y capaz de generar daños, para obtener 
que los ocupantes de una habitación de su propiedad fuera 
desocupada por éstos. Como se advierte, en el momento 
de la comisión del crimen cometido por el nombrado Ser-
gio Ubiera, éste no actuaba en funciones de guardacampes-
tre o como encargado del orden público, sino en activida-
des econcomendádales específicamente por el representan-
te de la referida empresa Mr. Francis, y en labores como 
empleado de la Gulf and Western Corporation"; 

Considerando que habiéndose establecido que el acu-
sado en el momento del hecho, en que cumplía como asala-
riado un encargo de la compañía, fue agredido por una per-
sona extraña al encargo que iba a cumplir, es evidente que 
lo que hizo fue defenderse de esa provocación, circunstan-
cia en la cual, aunque podía retenerse a su cargo, en la es-
pecie, un hecho que comprometía su responsabilidad per-
sonal, tal hecho no podía comprometer a su vez a la empre-
sa a la cual servía; que, en consecuencia, la sentencia im-
pugnada debe ser casada en cuanto extiende las condena-
ciones civiles pronunciadas contra el acusado, a la compa-
ñía recurrente; 
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vigilancia la ley pone bajo su responsabilidad; que el acu-
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individuos que indebidamente ocupaban esa casa; que tan 
pronto como la víctima se procuró el machete puntiagudo 
y en forma agresiva se abalanzó sobre el Guarda-Campes-
tre, ya es un delincuente, violador de la ley que prohibe el 
porte de arma blanca, a quien el Guarda-Campestre en el 
ejercicio de sus funciones policiales estaba en el deber de 
arrestar y someterlo a la justicia represiva; que si en esas 
circunstancias causa algún daño, ese hecho, extraño a la 
empresa, no puede comprometer la responsabilidad de la 
Corporación recurrente; que al no entenderlo así, la Cor-
te a-qua incurrió en la sentencia impugnada en los vicios 
y violaciones en los medios que se examinan; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que la Corte -a-qua para declarar la 
responsabilidad civil de la corporación recurrente, expuso 
lo siguiente: "que Sergio Ubiera, en el momento de come-
ter el crimen de homicidio voluntario en la persona de 
quien respondía al nombre de Norberto Henríquez Félix o 
Máximo Mora, desempeñaba las funciones de guardacam- 
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pestre y además era asalariado de la Gulf and Westerr) 
Americas Corporation a favor de la cual, el primero pres-
taba servicios; que conforme las declaraciones del acusado 
Sergio Ubiera, él recibió instrucciones de Mister Francis, 
quien era Encargado o Administrador de Campos del Cen-
tral Romana para que desalojara de una habitación a Ra-
món Félix Mora, hermano de la víctima, quien permanecía 
durante esos días en la misma casa o habitación que ocupa-
ba su hermano; circunstancia, que comprometen la respon-
sabilidad civil de la Gulf and Western Americas Corpora-
tion por haber incurrido en falta, tanto el nombrado Ser-
gio Ubiera, con su hecho delictuoso de dar muerte a Nor-
berto Henríquez Félix, como la Gulf and Western Ameri-
cas Corporation, por haber escogido a través de Mister 
Francis un funcionario suyo, a Sergio Ubiera persona de 
impulsos violentos y capaz de generar daños, para obtener 
que los ocupantes de una habitación de su propiedad fuera 
desocupada por éstos. Como se advierte, en el momento 
de la comisión del crimen cometido por el nombrado Ser-
gio Ubiera, éste no actuaba en funciones de guardacampes-
tre o como encargado del orden público, sino en activida-
des econcomendádales específicamente por el representan-
te de la referida empresa Mr. Francis, y en labores como 
empleado de la Gulf and Western Corporation"; 

Considerando que habiéndose establecido que el acu-
sado en el momento del hecho, en que cumplía como asala-
riado un encargo de la compañía, fue agredido por una per-
sona extraña al encargo que iba a cumplir, es evidente que 
lo que hizo fue defenderse de esa provocación, circunstan-
cia en la cual, aunque podía retenerse a su cargo, en la es-
pecie, un hecho que comprometía su responsabilidad per-

- sonal, tal hecho no podía comprometer a su vez a la empre-
sa a la cual servía; que, en consecuencia, la sentencia im-
pugnada debe ser casada en cuanto extiende las condena-
ciones civiles pronunciadas contra el acusado, a la compa-
ñía recurrente; 
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Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Jorge, Ramón Aníbal y Providencia Félix Mora; Se-
gundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Ser-
gio Ubiera contra la sentencia dictada en sus atribuciones 
criminales, por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en 
fecha 16 de junio de 1971, cuyo dispositivo se ha copiado 
en parte anterior del presente fallo, y lo condena al pago 
de las costas penales y civiles, ordenándose la distracción 
de las civiles en provecho del Lic. Luis Gómez Tavárez y 
de los Doctores Andrés G. Saldívar R., Víctor E. Ruiz, Hi-
pólito Rivera y José María Díaz Alles, quienes afirman es-
tarlas avanzando en su mayor parte; Tercero: Casa la in-
dicada sentencia en lo relativo a las condenaciones civiles 
pronunciadas contra la Gulf and Western Americas Cor-
poration, y envía el asunto así delimitado, ante la Corte de 
Apelación de La Vega; Cuarto: Condena a los intervinien-
tes al pago de las costas en lo concerniente a la Gulf and 
Western Americas Corportion, División Central Romana. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua. —Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado Y: Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 5 de mayo de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Celio Ravelo Nivar y Compañía Unión de Seguros, 
C. por A. 

Intervinientes: Orfelina Pilier Vda. Castillo y compartes. 
Abogados: Lic. Quírico Elpidio Pérez y Dr. M. A. Báez Brito. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de marzo de 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Celio 
Ravelo Nivar, dominicano, mayor de edad, casado, de pro-
fesión chófer, cédula No. 56015, serie ira., domiciliado y 
residente en la calle 2da., casa No. 10 del Ensanche La Paz 
de esta ciudad, y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., 
contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, dictada en atribuciones correccionales de fecha 5 de 
mayo de 1971; cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Jorge, Ramón Aníbal y Providencia Félix Mora; Se-
gundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Ser-
gio Ubiera contra la sentencia dictada en sus atribuciones 
criminales, por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en 
fecha 16 de junio de 1971, cuyo dispositivo se ha copiado 
en parte anterior del presente fallo, y lo condena al pago 
de las costas penales y civiles, ordenándose la distracción 
de las civiles en provecho del Lic. Luis Gómez Tavárez y 
de los Doctores Andrés G. Saldívar R., Víctor E. Ruiz, Hi-
pólito Rivera y José María Díaz Alles, quienes afirman es-
tarlas avanzando en su mayor parte; Tercero: Casa la in-
dicada sentencia en lo relativo a las condenaciones civiles 
pronunciadas contra la Gulf and Western Americas Cor-
poration, y envía el asunto así delimitado, ante la Corte de 
Apelación de La Vega; Cuarto: Condena a los intervinien-
tes al pago de las costas en lo concerniente a la Gulf and 
Western Americas Corportion, División Central Romana. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua. —Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1972. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de marzo de 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Celio 
Ravelo Nivar, dominicano, mayor de edad, casado, de pro-
fesión chófer, cédula No. 56015, serie ira., domiciliado y 
residente en la calle 2da., casa No. 10 del Ensanche La Paz 
de esta ciudad, y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., 
contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, dictada en atribuciones correccionales de fecha 5 de 
mayo de 1971; cuyo dispositivo se copia más adelante; 



544 	 BOLETIN JUDICIAL 
BOLETIN JUDICIAL 	 545 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Quírico Elpidio Pérez por sí y por el Dr. 

M. A. Báez Brito, cédulas Nos. 3726, serie lra., y 31853, se-
rie 26, respectivamente, abogados de la interviniente que 
lo es Orfelina Pilier Vda. Castillo, dominicana, mayor de 
edad, soltera, ocupada en los quehaceres del hogar, de es-
te domicilio y residencia en el número 77 de la calle Peña 
Batlle, cédula No. 3910, serie 28, que actúa por sí, como 
cónyuge superviviente del finado Julio Castillo r  como suce-
sora legal de su finada hija Julia Castillo Pillier de Ramí-
rez, y de tutora y administradora legal de Milagros Alta-
gracia, Esther Berlida, Maritza Amelia y Xiomara Mari-
na Castillo Pillier, Migdalia Castillo Pillier de Borrás y 
Eunice Castillo Pillier de Cordero, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, el día 13 de mayo de 1971, a 
requerimiento del Dr. Miguel Arcángel Vásquez Fernán-
dez, a nombre y representación de Cecilio Ravelo Nivar y 
de la Unión de Seguros, C. por A., en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 17 de diciem-
bre de 1971, suscrito por el Dr. Miguel Arcángel Vásquez 
F., abogado de los recurrentes en el cual se invocan los me-
dios que se indicarán más adelante; 

Visto el escrito de la interviniente de fecha 17 de di-
ciembre de 1971, suscrito por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales citados por los recurren-
tes que se mencionan más adelante y los artículos 1, 8, 10 
y 11 de la Ley 5439 de 1915 sobre Libertad Provisional Ba-
jo Fianza y 1, 36, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

dIgh 	Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en la Avenida 
Lope de Vega esquina calle 18 de esta ciudad el día 25 de 
diciembre de 1966, en el cual resultaron 3 personas muer-
tas y una gravemente lesionada, la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
apoderada por el Ministerio Público, dictó en defecto con-
tra el prevenido Cecilio Rivero Nivar, la sentencia de fe-
cha 23 de diciembre de 1968, cuyo dispositivo se encuentra 
más adelante; b) que luego el 4 de junio de 1969, la misma 
Cámara Penal dictó una sentencia cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; c) que sobre los recursos interpuestos, 

t • la Corte a-qua dictó una primera sentencia en fecha 26 de 
octubre de 1970, cuyo dispositivo también figura copiado 

aw., más adelante; d) que sobre recursos de oposición ínter- 
puestos, la misma Corte a-qua dictó la sentencia ahora im- 

bre del año 1970, a nombre y representación de Celio Ra- 
velo Nivar y de la Unión de Seguros, C. por A., contra sen- 
tencia 

 fecha 26 de octubre de 1970, cuyo dispositivo dice así: 

tencia de esta misma Corte de Apelación de fecha 26 de 
octubre de 1970; SEGUNDO: En cuanto al fondo, rechaza 

'Falla: Primero: Declara regulares y válidos en la forma, 
los recursos de apelación interpuestos por el prevenido, Ce-
lio Ravelo Nivar y la Compañía Unión de Seguros, C. por 

forma, el recurso de oposición interpuesto por el Dr. José 
Enrique Hernández Machado, en fecha 30 del mes de octu-

el mencionado recurso de oposición y en consecuencia, con-
firma en todas sus partes la sentencia de esta misma Corte 

pugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la 

• 
A., contra sentencia de fecha 23 de diciembre de 1968, y 
por el prevenido Celio Ravelo Nivar, contra sentencia de 
fecha 4 de junio de 1969, ambas dictadas por la Primera 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, conteniendo la última el dispositivo si- 
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ciembre de 1971, suscrito por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales citados por los recurren-
tes que se mencionan más adelante y los artículos 1, 8, 10 
y 11 de la Ley 5439 de 1915 sobre Libertad Provisional Ba-
jo Fianza y 1, 36, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en la Avenida 
Lope de Vega esquina calle 18 de esta ciudad el día 25 de 
diciembre de 1966, en el cual resultaron 3 personas muer-
tas y una gravemente lesionada, la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
apoderada por el Ministerio Público, dictó en defecto con-
tra el prevenido Cecilio Rivero Nivar, la sentencia de fe-
cha 23 de diciembre de 1968, cuyo dispositivo se encuentra 
más adelante; b) que luego el 4 de junio de 1969, la misma 
Cámara Penal dictó una sentencia cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; c) que sobre los recursos interpuestos, 
la Corte a-qua dictó una primera sentencia en fecha 26 de 
octubre de 1970, cuyo dispositivo también figura copiado 
más adelante; dl que sobre recursos de oposición inter-
puestos, la misma Corte a-qua dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la 
forma, el recurso de oposición interpuesto por el Dr. José 
Enrique Hernández Machado, en fecha 30 del mes de octu-
bre del año 1970, a nombre y representación de Celio Ra-
velo Nivar y de la Unión de Seguros, C. por A., contra sen-
tencia de esta misma Corte de Apelación de fecha 26 de 
octubre de 1970; SEGUNDO: En cuanto al fondo, rechaza 
el mencionado recurso de oposición y en consecuencia, con-
firma en todas sus partes la sentencia de esta misma Corte 
de fecha 26 de octubre de 1970, cuyo dispositivo dice así: 
'Falla: Primero: Declara regulares y válidos en la forma, 
los recursos de apelación interpuestos por el prevenido, Ce-
lio Ravelo Nivar y la Compañía Unión de Seguros, C. por 
A., contra sentencia de fecha 23 de diciembre de 1968, y 
por el prevenido Celio Ravelo Nivar, contra sentencia de 
fecha 4 de junio de 1969, ambas dictadas por la Primera 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 

, Distrito Nacional, conteniendo la última el dispositivo si- 
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guiente; en el cual se encuentra transcrito el de la prime.. 
ra: "Falla: Primero: Se declara nulo el recurso de oposi-
ción por no haber comparecido la parte recurrente a pesar 
de estar legalmente citado; Segundo: Se ordena la ejecu-
ción pura y simplemente de la sentencia dictada por esta 
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-, , 

 tancia del Distrito Nacional, de fecha 23 del mes de diciem-
bre del 1968, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se 
pronuncia el defecto contra Celio Ravelo Nivar, por no ha-
ber comparecido a esta audiencia a pesar de que fuera le-
galmente citado; Segundo: Se declara a Celio Ravelo Ni-
var culpable del delito de homicidio involuntario causado 
con el manejo o conducción de vehículo de motor en per-
juicio de quienes en vida respondían a los nombres de Ju-
lio Ramírez,. Julio Castillo de Ramírez y Julio Castillo, y 
de golpes y heridas involuntarios en perjuicio de Orfelina 
Pillier de Castillo, y en consecuencia se le condena a su-
frir la pena de Cinco (5) años de prisión correccional y al 
pago de una multa de un mil pesos oro (RD$1,000.00); Ter-
cero: Se ordena la cancelación de la licencia por un perío-
do de dos (2) años a partir de la extinción de la pena prin-
cipal impuéstale; Cuarto: Se declara vencida la fianza ju-
dicial F-J No. 1110, de fecha 22 de marzo de 1967, fijada en 
la suma de Setenta y Cinco Mil Pesos Oro (RD$75,000.00), 
para garantizar la libertad provisional de Celio Ravelo Ni-
var según contrato intervenido entre éste y la Compañía de 
Seguros "Unión de Seguros, C. por A.," de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley No. 643, de fe-
cha 20 de diciembre de 1941; Quinto: Se declara regular y 
válida en cuanto a la forma la constitución en parte civil 
hecha contra el inculpado Celio Ravelo Nivar por Orfeli-
na Pillier Vda. Castillo y por sus hijos menores Milagros 
Altagracia, Esther Berlida, Maritza Amelia y Xiomara Ma-
rina Castillo Pillier, y de Migdalia Amelia Castillo de Bo-
rras y Eunice Castillo de Cordero, en sus calidades éstas dos 
últimas de hijas de la víctima Julio Castillo, por conducto 
de sus abogados Dr. M. A. Báez Brito y Lic. Quírico Elpi- 

dio Pérez B.; Sexto: En cuanto al fondo se condena a Celio 
Ravelo Nivar al pago de una indemnización de Cuarenta 
Mil Pesos Oro (RD$40,000.00) en favor de la parte civil 
constituída como justa reparación por los daños morales y 
materiales sufridos por éstos a consecuencia del hecho cul-
poso cometido por dicho inculpado; Séptimo: Se condena a 
Celio Ravelo Nivar al pago de las costas, con distracción 
de las civiles en favor del Dr. M. A. Báez Brito y Lic. Quí-
rico Elpidio Pérez B., quienes afirman haberlas avanzado 
en su mayor parte". Tercero: Se condena a la parte recu-
rrente al pago de las costas".— SEGUNDO: Pronuncia el 
defecto contra los apelantes por no haber comparecido, es-
tando legalmente citados; TERCERO: Confirma en todas 
sus partes las sentencias recurridas; Cuarto: Condena a los 
apelantes al pago de las costas civiles, ordenando su dis-
tracción en favor del Dr. M. A. Báez Brito y Lic. Quírico 
Elpidio Pérez B., quienes afirman haberlas avanzado en su 
mayor parte". TERCERO: Condena al prevenido Celio Ra-
velo Nivar y la Unión de Seguros, C. por A., al pago de las 
costas civiles, ordenando su distracción en provecho de los 
abogados Dr. M. A. Báez Brito y Lic. Quírico Elpidio Pérez 
B., quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte; 
CUARTO: Condena al prevenido Celio Ravelo Nivar, al pa-
go de las costas penales"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que al tenor del artículo 36 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación "los condenados a una pe-
na que exceda de 6 meses de prisión correccional no po-
drán recurrir en casación, si no estuvieren presos o en li-
bertad provisional bajo fianza"; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de cinco años de prisión correccional; que no se ha es-
tablecido que dicho recurrente esté en prisión ni tampoco 
que esté gozando de la libertad provisional bajo fianza que 
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pago de una multa de un mil pesos oro (RD$1,000.00); Ter-
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para garantizar la libertad provisional de Celio Ravelo Ni-
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con lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley No. 643, de fe-
cha 20 de diciembre de 1941; Quinto: Se declara regular y 
válida en cuanto a la forma la constitución en parte civil 
hecha contra el inculpado Celio Ravelo Nivar por Orfeli-
na Pillier Vda. Castillo y por sus hijos menores Milagros 
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rina Castillo Pillier, y de Migdalia Amelia Castillo de Bo-
rras y Eunice Castillo de Cordero, en sus calidades éstas dos 
últimas de hijas de la víctima Julio Castillo, por conducto 
de sus abogados Dr. M. A. Báez Brito y Lic. Quírico Elpi- 
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dio Pérez B.; Sexto: En cuanto al fondo se condena a Celio 
Ravelo Nivar al pago de una indemnización de Cuarenta 
Mil Pesos Oro (RD$40,000.00) en favor de la parte civil 
constituída como justa reparación por los daños morales y 
materiales sufridos por éstos a consecuencia del hecho cul-
poso cometido por dicho inculpado; Séptimo: Se condena a 
Celio Ravelo Nivar al pago de las costas, con distracción 
de las civiles en favor del Dr. M. A. Báez Brito y Lic. Quí-
rico Elpidio Pérez B., quienes afirman haberlas avanzado 
en su mayor parte". Tercero: Se condena a la parte recu-
rrente al pago de las costas".— SEGUNDO: Pronuncia el 
defecto contra los apelantes por no haber comparecido, es-
tando legalmente citados; TERCERO: Confirma en todas 
sus partes las sentencias recurridas; Cuarto: Condena a los 
apelantes al pago de las costas civiles, ordenando su dis-
tracción en favor del Dr. M. A. Báez Brito y Lic. Quírico 
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mayor parte". TERCERO: Condena al prevenido Celio Ra-
velo Nivar y la Unión de Seguros, C. por A., al pago de las 
costas civiles, ordenando su distracción en provecho de los 
abogados Dr. M. A. Báez Brito y Lic. Quírico Elpidio Pérez 
B., quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte; 
CUARTO: Condena al prevenido Celio Ravelo Nivar, al pa-
go de las costas penales"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que al tenor del artículo 36 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación "los condenados a una pe-
na que exceda de 6 meses de prisión correccional no po-
drán recurrir en casación, si no estuvieren presos o en li-
bertad provisional bajo fianza"; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de cinco años de prisión correccional; que no se ha es-
tablecido que dicho recurrente esté en prisión ni tampoco 
que esté gozando de la libertad provisional bajo fianza que 
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le fue otorgada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, con motivo de haber sido recurrido en cuanto al mon-
to, por sentencia del 24 de enero de 1967, por cuanto que, 
la fianza de que se trata cesó en sus efectos, tan pronto el 
Juez del Primer Grado conoció del fondo del proceso y pa-
ra que el prevenido pudiera continuar gozando de libertad 
provisional, debió prestar nueva fianza, lo que no ha ocu-
rrido en la especie; que por tanto el presente recurso de 
casación debe ser declarado inadmisible; 

En cuanto al recurso de la Compañía Unión de Seguros, 
C. por A. 

Considerando que en los tres medios propuestos los 
que se reúnen para su examen, la recurrente, sostiene, en-
tre otros alegatos, que la fianza que ella prestó para que el 
prevenido obtuviera su libertad no podía declararse venci-
da a menos que dicho prevenido dejara de comparecer sin 
motivo legítimo de excusa; que en la audiencia del 19 de 
marzo de 1970, ella "solicitó el reenvío de la causa para que 
fuera nuevamente citado el prevenido", y darle la opor-
tunidad de probar "una confabulación fraudulenta entre el 
prevenido y la parte civil" tendiente a que fuera declarada 
vencida la fianza, con graves perjuicios para la recurren-
te, y que la Corte a-qua, sin hacer las debidas ponderacio-
nes frente a esos alegatos y olvidando además el principio 
general "que el fraude todo lo corrompe", desestimó su pe-
dimento sin dar razones valederas para ello, violando así 
el derecho de defensa; que por todo ello, estima que el fa-
llo impugnado debe ser casado en lo que concierne a su in-
terés; 

Considerando que el texto del artículo 10 de la Ley 
No. 5439 de 1915, expresa: "si el procesado, sin un motivo 
legítimo de excusa, estuviere en defecto de presentarse en 
cualquier acto del procedimiento, o para la ejecución de la 
sentencia, se declarará vencida la fianza; y en tal caso que- 

dará perdido el derecho del depositante al valor del depó-
sito, o autorizado el Ministerio Público a requerir y obte-
ner de la compañía de seguros el pago de la suma garanti-
zada por ella o a ejecutar la hipoteca. La legitimidad de la 
excusa o el vencimiento de la fianza serán declarados, a 
pedimento del Ministerio Público o de la parte civil, por el 
Presidente del Tribunal o de la Corte de Apelación, según 
que no se esté en grado de apelación o que se esté en él. 
Este fallo será susceptible de alzada por ante la Corte de 
Apelcaeoinósni

'; d

' 

erando que a su vez el artículo 71 de la Ley No. 
126 del lro. de mayo de 1971, que estaba en vigor cuando 

i se falló el caso en apelación, dice así: "Artículo 71.— Cuan-
do un afianzado judicial no compareciera ante el Juez o 
Tribunal competente, dentro de los plazos legales fijados, 
dicho Juez o Tribunal deberá, antes de proceder a la cance-
lación de la fianza, notificar al Asegurador la no compare-
cencia del afianzado y el ministerio público ordenará ya 
sea de oficio o a petición del Asegurador, las providencias 
que a su juicio fueren conducentes a la obtención de la 
comparecencia del afianzado, concediendo para ello un pla-
zo no menor de quince (15) días, ni mayor de cuarenticinco 
durante el cual se mantendrá en vigor la fianza"; 

Considerando que según resulta del contexto de los ar-
tículos precedentemente transcritos, el pedimento de ven-
cimiento de la fianza prestada por una compañía asegura-
dora para que una persona inculpada de un delito pueda ob-
tener su libertd, está supeditado a que se establezca en jui-
cio si se ha dado o no las condiciones que justifican dicho 
pedimento; y en caso afirmativo, si hay o no motivos de 
excusa en relación con la no comparecencia del prevenido 
que ha prestado fianza, todo lo cual supone cuestiones de 
hecho que deben ser ponderadas y apreciadas sobremane-
ra por los jueces del fondo; que la Corte a-qua al haber con-
firmado lo resuelto por el Juez de Primer Grado sobre el 
vencimiento de la fianza, sin dar motivos para rechazarle 
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le fue otorgada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, con motivo de haber sido recurrido en cuanto al mon-
to, por sentencia del 24 de enero de 1967, por cuanto que, 
la fianza de que se trata cesó en sus efectos, tan pronto el 
Juez del Primer Grado conoció del fondo del proceso y pa.. 
ra que el prevenido pudiera continuar gozando de libertad 
provisional, debió prestar nueva fianza, lo que no ha ocu-
rrido en la especie; que por tanto el presente recurso de 
casación debe ser declarado inadmisible; 

En cuanto al recurso de. la Compañía Unión de Seguros, 
C. por A. 

Considerando que en los tres medios propuestos los 
que se reúnen para su examen, la recurrente, sostiene, en-
tre otros alegatos, que la fianza que ella prestó para que el 
prevenido obtuviera su libertad no podía declararse venci-
da a menos que dicho prevenido dejara de comparecer sin 
motivo legítimo de excusa; que en la audiencia del 19 de 
marzo de 1970, ella "solicitó el reenvío de la causa para que 
fuera nuevamente citado el prevenido", y darle la opor-
tunidad de probar 'una confabulación fraudulenta entre el 
prevenido y la parte civil" tendiente a que fuera declarada 
vencida la fianza, con graves perjuicios para la recurren-
te, y que la Corte a-qua, sin hacer las debidas ponderacio-
nes frente a esos alegatos y olvidando además el principio 
general "que el fraude todo lo corrompe", desestimó su pe-
dimento sin dar razones valederas para ello, violando así 
el derecho de defensa; que por todo ello, estima que el fa-
llo impugnado debe ser casado en lo que concierne a su in-
terés; 

Considerando que el texto del artículo 10 de la Ley 
No. 5439 de 1915, expresa: "si el procesado, sin un motivo 
legítimo de excusa, estuviere en defecto de presentarse en 
cualquier acto del procedimiento, o para la ejecución de la 
sentencia, se declarará vencida la fianza; y en tal caso que- 
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dará perdido el derecho del depositante al valor del depó-
sito, o autorizado el Ministerio Público a requerir y obte-
ner de la compañía de seguros el pago de la suma garanti-
zada por ella o a ejecutar la hipoteca. La legitimidad de la 
excusa o el vencimiento de la fianza serán declarados, a 
pedimento del Ministerio Público o de la parte civil, por el 
Presidente del Tribunal o de la Corte de Apelación, según 
aue no se esté en grado de apelación o que se esté en él. 
Este fallo será susceptible de alzada por ante la Corte de 
Apelación"; 

Considerando que a su vez el artículo 71 de la Ley No. 
126 del 1ro. de mayo de 1971, que estaba en vigor cuando 
se falló el caso en apelación, dice así: "Artículo 71.— Cuan-
do un afianzado judicial no compareciera ante el Juez o 
Tribunal competente, dentro de los plazos legales fijados, 
dicho Juez o Tribunal deberá, antes de proceder a la cance-
lación de la fianza, notificar al Asegurador la no compare-
cencia del afianzado y el ministerio público ordenará ya 
sea de oficio o a petición del Asegurador, las providencias 
que a su juicio fueren conducentes a la obtención de la 
comparecencia del afianzado, concediendo para ello un pla-
zo no menor de quince (15) días, ni mayor de cuarenticinco 
durante el cual se mantendrá en vigor la fianza"; 

Considerando que según resulta del contexto de los ar-
tículos precedentemente transcritos, el pedimento de ven-
cimiento de la fianza prestada por una compañía asegura-
dora para que una persona inculpada de un delito pueda ob-
tener su libertd, está supeditado a que se establezca en jui-
cio si se ha dado o no las condiciones que justifican dicho 
pedimento; y en caso afirmativo, si hay o no motivos de 
excusa en relación con la no comparecencia del prevenido 
que ha prestado fianza, todo lo cual supone cuestiones de 
hecho que deben ser ponderadas y apreciadas sobremane-
ra por los jueces del fondo; que la Corte a-qua al haber con-
firmado lo resuelto por el Juez de Primer Grado sobre el 
vencimiento de la fianza, sin dar motivos para rechazarle 

yi 
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a la compañía el pedimento por ella formulado y sin otor-
garle los plazos correspondientes, según lo establece la ley 
citada y sin tomar las providencias "que a su juicio fue-
ran conducentes a la comparecencia del afianzado", lesio-
nó con todo ello el derecho de defensa de la compañía re-
currente; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la recurrente no lo ha solicitado; 

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
te a Orfelina Pillier Vda. Castillo, Segundo: Declara inad-
misible el recurso de casación interpuesto por Celio Rave-
lo Nivar contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo en fecha 5 de mayo de 1971, en 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; y lo condena al pa-
go de las costas penales; Tercera: Casa la referida senten-
cia únicamente en lo que concierne al vencimiento de la 
fianza prestada por la Compañía Unión de Seguros, C. por 
A., y en interés de ésta, y envía el asunto así delimitado 
por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama-  .— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat de fecha 16 de marzo de 1970. 

Recurrente: Plinio Braudilio Maceo Pérez y Compañía de Seguros 
"San Rafael" C. por A. 

Abogado: Dr. Hugo Alvarez V. 

Interviniente: Moraima Idalia Aybar y Danilo Medina. 
Ahogado: Dr. J. Crispiniano Vargas Suárez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo. Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua. 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de marzo del año 1972, 
años 129' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Plinio 
Braudilio Maceo Pérez, Ingeniero Civil, dominicano, ma-
yor de edad, casado, domiciliado en esta ciudad de Santo 
Domingo, cédula No. 7492, serie 13, y la Compañía de Se-
guros "San Rafael C. por A." con domicilio social en la ave-
nida Tiradentes, esquina Rafael Augusto Sánchez, de esta 
ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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a la compañía el pedimento por ella formulado y sin otor-
garle los plazos correspondientes, según lo establece la ley 
citada y sin tomar las providencias "que a su juicio fue-
ran conducentes a la comparecencia del afianzado", lesio-
nó con todo ello el derecho de defensa de la compañía re-
currente; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la recurrente no lo ha solicitado; 

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
te a Orfelina Pillier Vda. Castillo, Segundo: Declara inad-
misible el recurso de casación interpuesto por Celio Rave-
lo Nivar contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo en fecha 5 de mayo de 1971, en 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; y lo condena al pa-
go de las costas penales; Tercer»: Casa la referida senten-
cia únicamente en lo que concierne al vencimiento de la 
fianza prestada por la Compañía Unión de Seguros, C. por 
A., y en interés de ésta, y envía el asunto así delimitado 
por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiamá.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

o  

SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Espaillat de fecha 16 de marzo de 1970. 

Recurrente: Plinio Braudilio Maceo Pérez y Compañía de Seguros 
"San Rafael" C. por A. 

Abogado: Dr. Hugo Alvarez V. 

Interviniente: Moraima Idalia Ayhar y Danilo Medina. 
Abogado: Dr. J. Crispiniano Vargas Suárez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo. Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua. 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de marzo del año 1972, 
años 129' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Plinio 
Braudilio Maceo Pérez, Ingeniero Civil, dominicano, ma-
yor de edad, casado, domiciliado en esta ciudad de Santo 
Domingo, cédula No. 7492, serie 13, y la Compañía de Se-
guros "San Rafael C. por A." con domicilio social en la ave-
nida Tiradentes, esquina Rafael Augusto Sánchez, de esta 
ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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Judicial de Espaillat en fecha 16 de marzo de 1970, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. J. Crispiniano Vargas Suárez, abogado de 

los intervinientes Moraima Idalia Aybar, como tutora legal 
de hu hijo menor, Rafael Feo. García Aybar, y Danilo Me-
dina, mayores de edad, dominicanos, domiciliados en Bo-
nao y esta ciudad, respectivamente, cédulas Nos. 65007 y 
15775, serie lra. y 68, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría 
del Juzgado de Primera Instancia de Espaillat el día 20 de 
Marzo de 1970, a requerimiento del Dr. Hugo Alvarez Va-
lencia, en representación de los recurrentes, acta en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de los recurretes, suscrito por su 
abogado, Dr. Hugo Alvarez Valencia, depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia el 17 de diciem-
bre de 1971, en el cual se invocan los medios de casación 
que luego se indican; 

Visto el escrito de fecha 17 de diciembre de 1971, fir-
mado por el Dr. J. Crispiniano Vargas Suárez, abogado de 
los intervinientes; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistas las leyes 5771 de 1961, 4809 de 1957, vigen-
te entonces, y la Ley 4117 de 1955, los artículos 141 dél Có-
digo de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y.en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)—
que con motivo de un accidente automovilístico el Juzgado 
de Paz de Monseñor Nouel, dictó en fecha 2 de setiembre 
de 1966 una sentencia, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"Falla: Primero: Que debe descargar y descarga al nom- 
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brado Plinio Maceo Pérez, del hecho puesto a su cargo por 
' no haber violado ninguna de las disposiciones establecidas 
en la ley 5771; Segundo: Se reservan las costas; Tercero: 
Que debe declarar y declara culpable al nombrado Lázaro 
García Zámber, del hecho puesto a su cargo y en conse-
cuencia se condena a pagar una multa de RD$6.00 y al pa-
go de las costas; Cuarto: Se rechaza la petición en parte ci-
vil por inoperante"; b) que sobre los recursos de apelación 
de Danilo Medina y Lázaro Francisco García Zámber, y del 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, inter-
vino una sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
pronunciada en sus atribuciones correccionales, en fecha 
20 de octubre de 1966, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Se declara regular y válido en cuanto a la forma 
el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia No. 
347, de fecha 2 del mes de septiembre de 1966, del Juzgado 
de Paz del Municipio de Monseñor Nouel, por el Dr. J. 
Crispiniano Vargas, en representación de los señores Dani-
lo Medina y Lázaro Francisco García Zámber, que condenó 
al pago de una multa de RD$6.00 al nombrado Lázaro Fco. 
García y al pago de las costas y descargó al nombrado Pli-
nio Braudilio Maceo Pérez y asimismo rechazó la parte ci-
vil constituída por el Dr. J. Crispiniano Vargas García 
Zámber, por haberlos hecho en tiempo hábil; Segundo: Se 
declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto contra la misma sentencia por el Ma-
gistrado Fiscalizador del Juzgado de Paz de Monseñor 
Nouel a nombre y representación del Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, por haberlo he-
cho en tiempo hábil; Tercero: En cuanto al fondo se revo-
ca la sentencia objeto de los anteriores recursos; Cuarto: 
Se pronuncia el defecto contra Plinio Braudilio Maceo Pé-
rez por no haber comparecido a la audiencia estando le-
galmente citado; Quinto: Se considera al nombrado Plinio 
Braudilio Maceo Pérez culpable de violar la ley 5771 
y en consecuencia se condena al pago de una multa de 
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brado Plinio Maceo Pérez, del hecho puesto a su cargo por 
no haber violado ninguna de las disposiciones establecidas 
en la ley 5771; Segundo: Se reservan las costas; Tercero: 
Que debe declarar y declara culpable al nombrado Lázaro 
García Zámber, del hecho puesto a su cargo y en conse-
cuencia se condena a pagar una multa de RD$6.00 y al pa-
go de las costas; Cuarto: Se rechaza la petición en parte ci-
vil por inoperante"; b) que sobre los recursos de apelación 
de Danilo Medina y Lázaro Francisco García Zámber, y del 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, inter-
vino una sentencia de la Primera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
pronunciada en sus atribuciones correccionales, en fecha 
20 de octubre de 1966, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Se declara regular y válido en cuanto a la forma 
el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia No. 
347, de fecha 2 del mes de septiembre de 1966, del Juzgado 
de Paz del Municipio de Monseñor Nouel, por el Dr. J. 
Crispiniano Vargas, en representación de los señores Dani-
lo Medina y Lázaro Francisco García Zámber, que condenó 
al pago de una multa de RD$6.00 al nombrado Lázaro Feo. 
García y al pago de las costas y descargó al nombrado Pli-
nio Braudilio Maceo Pérez y asimismo rechazó la parte ci-
vil constituída por el Dr. J. Crispiniano Vargas García 
Zámber, por haberlos hecho en tiempo hábil; Segundo: Se 
declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto contra la misma sentencia por el Ma-
gistrado Fiscalizador del Juzgado de Paz de Monseñor 
Nouel a nombre y representación del Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, por haberlo he-
cho en tiempo hábil; Tercero: En cuanto al fondo se revo-
ca la sentencia objeto de los anteriores recursos; Cuarto: 
Se pronuncia el defecto contra Plinio Braudilio Maceo Pé-
rez por no haber comparecido a la audiencia estando le-
galmente citado; Quinto: Se considera al nombrado Plinio 
Braudilio Maceo Pérez culpable de violar la ley 5771 
y en consecuencia se condena al pago de una multa de 

   

          

Judicial de Espaillat en fecha 16 de marzo de 1970, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. J. Crispiniano Vargas Suárez, abogado de 

los intervinientes Moraima Idalia Aybar, como tutora legal 
de hu hijo menor, Rafael Feo. García Aybar, y Danilo Me-
dina, mayores de edad, dominicanos, domiciliados en Bo-
nao y esta ciudad, respectivamente, cédulas Nos. 65007 y 
15775, serie lra. y 68, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría 
del Juzgado de Primera Instancia de Espaillat el día 20 de 
Marzo de 1970, a requerimiento del Dr. Hugo Alvarez Va-
lencia, en representación de los recurrentes, acta en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de los recurretes, suscrito por su 
abogado, Dr. Hugo Alvarez Valencia, depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia el 17 de diciem-
bre de 1971, en el cual se invocan los medios de casación 
que luego se indican; 

Visto el escrito de fecha 17 de diciembre de 1971, fir-
mado por el Dr. J. Crispiniano Vargas Suárez, abogado de 
los intervinientes; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistas las leyes 5771 de 1961, 4809 de 1957, vigen-
te entonces, y la Ley 4117 de 1955, los artículos 141 dél Có-
digo de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y.en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)—
que con motivo de un accidente automovilístico el Juzgado 
de Paz de Monseñor Nouel, dictó en fecha 2 de setiembre 
de 1966 una sentencia, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"Falla: Primero: Que debe descargar y descarga al nom- 
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RD$6.00 y al pago de las costas y se descarga al nombrado 
Lázaro Fco. García Zámber de los mismos hechos por no 
haber violado las disposiciones de la ley No. 5771, se de-
clara para él las costas de oficio; Sexto: Se declara regular 
y válida la constitución en parte civil hecha por los señores 
Lázaro Fco. García Zámber y Danilo Medina contra el nom-
brado Plinio Braudilio Maceo Pérez por conducto del Dr. J. 
Crispiniano Vargas Suárez, en cuanto a la forma y en cuan-
to al fondo se condena al nombrado Plinio Braudilio Maceo 
Pérez al pago de una indemnización de RD$1,000.00 para 
cada uno de los señores Danilo Medina y Lázaro Fco. Gar-
cía Zámber, por ser justas sus pretensiones; Séptimo: Se 
declara oponible la presente sentencia en todas sus partes 
a la Cía. de Seguros San Rafael C. por A. en su calidad de 
entidad aseguradora del vehículo conducido por Plinio 
Braudilio Maceo Pérez; Octavo: Se condena al nombrado 
Plinio Braudilio Maceo Pérez y a la Cía. de Seguros San Ra-
fael C. por A. al pago solidario de las costas civiles distra-
yendo las mismas en provecho del Dr. J. Crispiniano Vargas 
Suárez quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; cl 
que sobre los recursos de casación interpuestos por Plinio 
Maceo Pérez y la San Rafael, C. por A., la Suprema Corte 
de Justicia dictó en fecha 12 de julio de 1967, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "Primero: Casa en todas sus 
partes la sentencia pronunciada en sus atribuciones correc-
cionales ;  en fecha 20 de octubre de 1966, por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto por an-
te la Segunda Cámara Penal del mismo Distrito JUdicial; 
Segundo: Se condena a Lázaro García Zámber al pago de 
las costas penales; y, Tercero: Se declaran las costas de ofi 
cio en cuanto al prevenido Plinio Braudilio Maceo Pérez"; 
d) que la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, como Tribunal 
de envío, dictó en fecha 6 de noviembre de 1967, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se 

acoge como bueno y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el Magistrado Procurador Fiscal y Lázaro Gar-
cía Zámber por ser regular en la forma: Segndo: En cuan-
to al fondo se pronuncia el defecto contra el nombrado Lá-
zaro F. Zámber por no haber comparecido a la audiencia 
no obstante estar legalmente citado; Tercero: Se confirma 
en todas sus partes la sentencia recurrida que descargó 9 

Plinio Maceo Pérez y condenó a Lázaro García Zámber al 
pago de una multa de RD$6.00 por violáción a la Ley No. 
5771 en perjuicio de Gladys María; Cuarto: Se pronuncia el 
defecto contra la parte civil por falta de comparecer; Quin-
to: Se condena además al pago de las costas"; e) que sobre 
los recursos de casación interpuestos por Lázaro Francisco 
García Zámber y Emilio Medina, la Suprema Corte de Jus-
ticia, dictó la sentencia siguiente: "Por tales motivos, Uni-
co: Casa la sentencia de fecha 6 de noviembre de 1967, dic 
tada en materia correccional por la Segunda Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Vega, como Tribunal de Apelación, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo, y envía 
el conocimiento del asunto por ante el Tribunal de Prime-
ra Instancia de Moca"; f)— que el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Espaillat, como Tribunal de 
envío, dictó en fecha 16 de marzo de 1970, la sentencia aho-
ra impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Se declaran buenos y válidos los recursos 
de apelación interpuestos por el coprevenido Lázaro Fco. 
García Zámber y por la parte civil constituída señores Da-
nilo Medina y Lázaro Feo. García Zámber, contra la sen-
tencia 347 de fecha 2 del mes de septiembre del año 1966, 
dictada por el Juzgado de Paz de Monseñor Nouel, que des-
cargó de toda responsabilidad a Plinio Braudilio Maceo Pé-
rez, y condenó a Lázaro Fco. Zámber a pagar una multa de 
RD$6.00 y al pago de las costas y rechazó las conclusiones 
de la parte civil constituida, en cuanto a la forma; Segun-
do: Se declara también bueno y válido en cuanto a la for-
ma el recurso de apelación interpuesto contra la misma 
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"Falla: Primero: Se declaran buenos y válidos los recursos 
de apelación interpuestos por el coprevenido Lázaro Fco. 
García Zámber y por la parte civil constituída señores Da-
nilo Medina y Lázaro Feo. García Zámber, contra la sen-
tencia 347 de fecha 2 del mes de septiembre del año 1966, 
dictada por el Juzgado de Paz de Monseñor Nouel, que des-
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RD$6.00 y al pago de las costas y se descarga al nombrado 
Lázaro Fco. García Zámber de los mismos hechos por no 
haber violado las disposiciones de la ley No. 5771, se de-
clara para él las costas de oficio; Sexto: Se declara regular 
y válida la constitución en parte civil hecha por los señores 
Lázaro Fco. García Zámber y Danilo Medina contra el nom-
brado Plinio Braudilio Maceo Pérez por conducto del Dr. J. 
Crispiniano Vargas Suárez, en cuanto a la forma y en cuan-
to al fondo se condena al nombrado Plinio Braudilio Maceo 
Pérez al pago de una indemnización de RD$1,000.00 para 
cada uno de los señores Danilo Medina y Lázaro Fco. Gar-
cía Zámber, por ser justas sus pretensiones; Séptimo: Se 
declara oponible la presente sentencia en todas sus partes 
a la Cía. de Seguros San Rafael C. por A. en su calidad de 
entidad aseguradora del vehículo conducido por Plinio 
Braudilio Maceo Pérez; Octavo: Se condena al nombrado 
Plinio Braudilio Maceo Pérez y a la Cía. de Seguros San Ra-
fael C. por A. al pago solidario de las costas civiles distra-
yendo las mismas en provecho del Dr. J. Crispiniano Vargas 
Suárez quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; c) 
que sobre los recursos de casación interpuestos por Plinio 
Maceo Pérez y la San Rafael, C. por A., la Suprema Corte 
de Justicia dictó en fecha 12 de julio de 1967, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "Primero: Casa en todas sus 
partes la sentencia pronunciada en sus atribuciones correc-
cionales ;  en fecha 20 de octubre de 1966, por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto por an-
te la Segunda Cámara Penal del mismo Distrito J -udicial; 
Segundo: Se condena a Lázaro García Zámber al pago de 
las costas penales; y, Tercero: Se declaran las costas de ofi 
cio en cuanto al prevenido Plinio Braudilio Maceo Pérez"; 
d) que la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, como Tribunal 
de envío, dictó en fecha 6 de noviembre de 1967, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se 
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sentencia por el Magistrado Fiscalizador del Juzgado de 
Paz de Monseñor Nouel, a nombre y representación del 
Mag. Proc. Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, por ha-
berlo hecho en tiempo hábil: Tercero: Se pronuncia el de-
fecto en contra de Plinio Braudilio Maceo Pérez, por no ha-
ber comparecido a esta audiencia estando regularmente ci-
tado; Cuarto: Se da constancia del fallecimiento del copre-
venido y parte civil constituída Lázaro Fco. García Zám-
ber, en fecha 31 de diciembre del año 1969, debidamente 
comprobado por acta de defunción depositada en el expe-
diente por inventario; y por consiguiente se declara inte-
rrumpida la instancia por causa del fallecimiento de una de 
las partes; Quinto: Se declara renovada la instancia, y con-
secuentemente, buena y válida la continuación de la mis-
ma en cuanto se refiere al fenecido Lázaro Fco. García 
Samber, por su heredero menor Rafael Fco. García Aybar 
de 12 años de edad en su calidad de hijo natural reconoci-
do, representado por su madre Moraima Idalia Aybar, en 
su condición de tutora legal; Sexto: En cuanto al fondo de 
los recursos de apelación, se declaran justos y actuando por 
autoridad propia y por contrario imperio, se revoca la sen-
tencia recurrida en todas sus partes y se declara buena y 
válida en cuanto a la forma la constitución hecha en parte 
civil por los señores Danilo Medina y Moraima Idalia Ay-
bar, como tutora legal a nombre de su hijo menor Rafael 
Francisco García Aybar, en sustitución de su padre Lázaro 
Fco. García Samber, contra el señor Plinio Braudilio Ma-
ceo Pérez;Séptimo: Se declara al prevenido Plinio Braudi-
lio Maceo Pérez culpable de violar la ley 5771, en su ar-
tículo 1ro. por su falta exclusiva (torpeza), y en consecuen-
cia se le condena a pagar una multa de RD$6.00 y al pago 
de las costas; b) Se declara extinguida la acción pública por 
causa de fallecimiento en lo que respecta al coprevenido 
Lázaro Fco. García Samber, e) Se condena a Braudilio Ma-
ceo Pérez, al pago de las siguientes indemnizaciones: RD$ 
600.00 (Seiscientos Pesos Oro), en favor de Danilo Medina; 
y RD$600.00 (Seiscientos Pesos Oro), en favor de el menor 

Rafael Francisco García Aybar, representado este último 
tal como se indica anteriormente, oponible a la Cía de Se-
guros "San Rafael", C. por A., en su calidad de entidad ase-
guradora del vehículo conducido por Braudilio Maceo Pé-
rez, puesto en causa, hasta la concurrencia de la póliza; 
Noveno: Se condena al señor Plinio Braudilio Maceo Pérez, 
y a la Cía. de Seguros "San Rafael", C. por A., en sus cali-
dades indicadas, al pago solidario de las costas, distrayén-
dolas en provecho del Dr. Crispiniano Vargas Suárez, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en apoyo de sus recursos, los recu-
rrentes invocan en su memorial el siguiente único medio: 
Falta de base legal; 

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de 
su único medio de casación, se limita en síntesis a criticar 
la sentencia impugnada, alegando que ésta se concreta a 
ponderar los puntos que favorecen al conductor "García 
Zámber", como cuando dice: que éste hizo la indicación 
de que iba a doblar hacia la izquierda; que el carro, que 
venía detrás de su Jeep, paró sin ninguna clase de entorpe-
cimiento; que en ningún momento el Jeep que conducía 
éste, traspasó la línea media que separa los carriles de la 
autopista; que la maniobra torpe del conductor Maceo Pé-
rez, fue frenar en una autopista mojada, lo que motivó que 
su vehículo, resbalara, yendo a estrellarse contra el Jeep 
de García Zámber, etc.; pero en cambio, alegan los recu-
rrentes, el Juez •-quo no se adentró al momento síquico vi-
vido por "Maceo" en el momento del accidente"; que el 
conductor "García Zámber", vino a dar la indicación de que 
iba a doblar hacia la izquierda, cuando ya estaba a poca 
distancia del vehículo del actual recurrente; que al no pon-
derar el Juez a-quo, todas esas circunstancias, concluyen los 
recurrentes, la sentencia impugnada carece de base legal; 
pero, 

Considerando que la sentencia impugnada revela que 
mediante la ponderación de los elementos de juicio que fue-
ron sometidos al debate, quedaron establecidos los siguien- 
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Rafael Francisco García Aybar, representado este último 
tal como se indica anteriormente, oponible a la Cía de Se-
guros "San Rafael", C. por A., en su calidad de entidad ase-
guradora del vehículo conducido por Braudilio Maceo Pé-
rez, puesto en causa, hasta la concurrencia de la póliza; 
Noveno: Se condena al señor Plinio Braudilio Maceo Pérez, 
y a la Cía. de Seguros "San Rafael", C. por A., en sus cali-
dades indicadas, al pago solidario de las costas, distrayén-
dolas en provecho del Dr. Crispiniano Vargas Suárez, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en apoyo de sus recursos, los recu-
rrentes invocan en su memorial el siguiente único medio: 
Falta de base legal; 

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de 
su único medio de casación, se limita en síntesis a criticar 
la sentencia impugnada, alegando que ésta se concreta a 
ponderar los puntos que favorecen al conductor "García 
Zámber", como cuando dice: que éste hizo la indicación 
de que iba a doblar hacia la izquierda; que el carro, que 
venía detrás de su Jeep, paró sin ninguna clase de entorpe-
cimiento; que en ningún momento el Jeep que conducía 
éste, traspasó la línea media que separa los carriles de la 
autopista; que la maniobra torpe del conductor Maceo Pé-
rez, fue frenar en una autopista mojada, lo que motivó que 
su vehículo, resbalara, yendo a estrellarse contra el Jeep 
de García Zámber, etc.; pero en cambio, alegan los recu-
rrentes, el Juez .a-quo no se adentró al momento síquico vi-
vido por "Maceo" en el momento del accidente"; Que el 
conductor "García Zámber", vino a dar la indicación de que 
iba a doblar hacia la izquierda, cuando ya estaba a poca 
distancia del vehículo del actual recurrente; que al no pon-
derar el Juez a-quo, todas esas circunstancias, concluyen los 
recurrentes, la sentencia impugnada carece de base legal; 
pero, 

Considerando que la sentencia impugnada revela que 
mediante la ponderación de los elementos de juicio que fue-
ron sometidos al debate, quedaron establecidos los siguien- 
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tes hechos; a\ Que en fecha 31 de julio del año 1966, mien-
tras Plinio Braudilio Maceo Pérez, conducía el carro placa 
privada para el año 1966 No. 12022, en el Km. 84 de la au-
topista Duarte, tramo La Vega-Bonao, sufrió una colisión 
con el Jeep placa pública No. 35815, conducido por el se-
ñor Lázaro Feo. García Zámber, el cual transitaba en di-
rección contraria; b) que como consecuencia del accidente, 
sufrieron lesiones curables antes de 10 días, además de am-
bos conductores, los nombrados Gladys María González de 
Maceo, esposa del primero de los conductores, quien viaja-
ba en el vehículo de éste, y Danilo Medina, quien viajaba 
como pasajero en el vehículo de García Zámber, sufriendo 
ambo' vehículos desperfectos de cierta consideración; que 
ese accidente ocurrió como sigue:— mientras García Zám-
ber. hacía la señal de que giraría hacia la izquierda, con su 
mano izquierda, detrás de él venía un carro Wolkwagen, 
acercándose al carro conducido por Plinio Braudilio Ma-
ceo Pérez, que transitaba en dirección contraria; que el 
jeep de García Zámber, se fue acercando gradualmente a 
la línea divisora de las dos vías deteniéndose en ésta sin 
traspasarla para permitir el paso al carro de Maceo Pérez; 
que Maceo Pérez vio el jeep de García Zámber, haciendo 
la señal de que giraría hacia la izquierda a una distancia 
considerable; que el accidente ocurrió en una recta prolon-
gada; que Maceo Pérez, sin motivos reales frenó dejando 
una marca larga en el pavimento de los neumáticos; que al 
estar el pavimento mojado el carro de Maceo Pérez fre-
nando, perdió ligeramente el control dando un viraje y es-
trellándose en contra del jeep de García Zámber que esta-
ba detenido en la vía contraria; que la vía de Maceo Pé-
rez quedó libre; que el carro de Maceo Pérez, chocó el jeep 
en la parte delantera izquierda (del lado del conductor), 
donde resultó con desperfectos; que el propio Maceo Pérez, 
admite que se turbó un poco ante la inminencia del caso; 
que el accidente ocurrió por la falta exclusiva de Maceo 
Pérez, ya que siendo una recta el lugar donde ocurrió, y 
por tanto viendo Maceo Pérez las señales de García Zám- 

ber indicadoras de que iba a doblar a la izquierda, debió 
pensar que éste lo haría cuando la otra vía estuviera libre, 
es decir cuando ya él (Maceo Pérez) hubiera sobrepasado, 
siguiendo su trayectoria normal, lugar por donde García 
Zámber giraría hacia la izquierda; que al frenar su vehícu-
lo en forma violenta, en esas circunstancias, con el pavi-
mento mojado, cometió una torpeza, lo que provocó que el 
carro zizageara y se estrellara contra el jeep conducido 
por García Zámber al perder el control de manejo de su ca-
rro; Que por k precedenteInente expuesto se evidencia que 
el accidente de que se trata ocurrió como consecuencia de 
la torpeza de Maceo Pérez, por lo que le es aplicable el ar-
tículo primero de la ley 5771, vigente en el momento de 
ocurrir el accidente; 

Considerando que una vez establecidos los hechos arri-
ba señalados en la sentencia impugnada, frente a los cua-
les el Juez a-quo, apreció soberanamente, que toda la falta 
en el accidente de que se trata, era imputable al prevenido 
"Maceo Pérez"; el hecho de que dicho Juez al fallar como 
lo hizo, no diera motivos especiales en la sentencia impug-
nada, sobre el aspecto subjetivo de la impresión que pudo 
producirle al conductor "Maceo Pérez", la conducta obser-
vada por el otro conductor, "García Zámber", al momento 
del accidente, no era implicativo de que dicha circunstan-
cia no fuera ponderada por el Juez de la causa, como lo ale-
gan erróneamente los recurrentes; por lo que el medio que 
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que los hechos así establecidos por el 
Juez a-quo configuran el delito de golpes y heridas, causa-
dos involuntariamente con el manejo de un vehículo de 
motor, previsto y sancionado, en la época en que ocurrió el 
accidente, por el Artículo lo. letra a) de la ley 5771 de 1961, 
sobre Tránsito de Vehículos de Motor, entonces vigente, con 
la pena de (6) seis días a (6) seis meses de prisión y multa 
de seis pesos a ciento cincuenta pesos, si del accidente re-
sultare el lesionado una enfermedad o 'imposibilidad para 
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tes hechos; a) Que en fecha 31 de julio del año 1966, mien. 
tras Plinio Braudilio Maceo Pérez, conducía el carro placa 
privada para el año 1966 No. 12022, en el Km. 84 de la au-
topista Duarte, tramo La Vega-Bonao, sufrió una colisión 
con el Jeep placa pública No. 35815, conducido por el se-
ñor Lázaro Fco. García Zámber, el cual transitaba en di-
rección contraria; b) que como consecuencia del accidente, 
sufrieron lesiones curables antes de 10 días, además de am-
bos conductores, los nombrados Gladys María González de 
Maceo, esposa del primero de los conductores, quien viaja-
ba en el vehículo de éste. y Danilo Medina, quien viajaba 
como pasajero en el vehículo de García Zámber, sufriendo 
ambo' vehículos desperfectos de cierta consideración; que 
ese accidente ocurrió como sigue:— mientras García Zám-
ber. hacía la señal de que giraría hacia la izquierda, con su 
mano izquierda, detrás de él venía un carro Wolkwagen, 
acercándose al carro conducido por Plinio Braudilio Ma-
ceo Pérez, que transitaba en dirección contraria; que el 
jeep de García Zámber, se fue acercando gradualmente a 
la línea divisora de las dos vías deteniéndose en ésta sin 
traspasarla para permitir el paso al carro de Maceo Pérez; 
que Maceo Pérez vio el jeep de García Zámber, haciendo 
la señal de que giraría hacia la izquierda a una distancia 
considerable; que el accidente ocurrió en una recta prolon-
gada; que Maceo Pérez, sin motivos reales frenó dejando 
una marca larga en el pavimento de los neumáticos; que al 
estar el pavimento mojado el carro de Maceo Pérez fre-
nando, perdió ligeramente el control dando un viraje y es-
trellándose en contra del jeep de García Zámber que esta-
ba detenido en la vía contraria; que la vía de Maceo Pé-
rez quedó libre; que el carro de Maceo Pérez, chocó el jeep 
en la parte delantera izquierda (del lado del conductor), 
donde resultó con desperfectos; que el propio Maceo Pérez, 
admite que se turbó un poco ante la inminencia del caso; 
que el accidente ocurrió por la falta exclusiva de Maceo 
Pérez, ya que siendo una recta el lugar donde ocurrió, y 
por tanto viendo Maceo Pérez las señales de García Zám- 

ber indicadoras de que iba a doblar a la izquierda, debió 
pensar que éste lo haría cuando la otra vía estuviera libre, 
es decir cuando ya él (Maceo Pérez) hubiera sobrepasado, 
siguiendo su trayectoria normal, e: lugar por donde García 
Zámber giraría hacia la izquierda; que al frenar su vehícu-
lo  en forma violenta, en esas circunstancias, con el pavi-
mento mojado, cometió una torpeza, lo que provocó que el 
carro zizageara y se estrellara contra el jeep conducido 
por García Zámber al perder el control de manejo de su ca-
rro; Que por k precedentelnente expuesto se evidencia que 
el accidente de que se trata ocurrió como consecuencia de 
la torpeza de Maceo Pérez, por lo que le es aplicable el ar-
tículo primero de la ley 5771, vigente en el momento de 
ocurrir el accidente; 

Considerando que una vez establecidos los hechos arri-
ba señalados en la sentencia impugpada, frente a los cua-
les el Juez a-quo, apreció soberanamente, que toda la falta 
en el accidente de que se trata, era imputable al prevenido 
"Maceo Pérez"; el hecho de que dicho Juez al fallar como 
lo hizo, no diera motivos especiales en la sentencia impug-
nada, sobre el aspecto subjetivo de la impresión que pudo 
producirle al conductor "Maceo Pérez", la conducta obser-
vada por el otro conductor, "García Zámber", al momento 
del accidente, no era implicativo de que dicha circunstan-
cia no fuera ponderada por el Juez de la causa, como lo ale-
gan erróneamente los recurrentes; por lo que el medio que 
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que los hechos así establecidos por el 
Juez a-quo configuran el delito de golpes y heridas, causa-
dos involuntariamente con el manejo de un vehículo de 
motor, previsto y sancionado, en la época en que ocurrió el 
accidente, por el Artículo lo. letra a) de la ley 5771 de 1961, 
sobre Tránsito de Vehículos de Motor, entonces vigente, con 
la pena de (6) seis días a (6) seis meses de prisión y multa 
de seis pesos a ciento cincuenta pesos, si del accidente re-
sultare el lesionado una enfermedad o 'imposibilidad para 
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dedicarse al trabajo menor de diez días; que en consecuen-
cia, al condenar al prevenido a la pena de $6.00 pesos de 
multa, después de declararlo culpable, y sin haber acogido 
circunstancias atenuantes, le aplicó una sanción inferior a 
la que establece la ley, pero como no hubo recurso del Mi-
nisterio Público, la sentencia impugnada no puede ser ca-
sada por ese solo motivo; 

Considerando que el hecho cometido por el prevenido 
ocasionó a Danilo Medina, como a Rafael Francisco García 
Aybar, constituidos en partes civiles, daños materiales y 
morales, cuyo monto estimó soberanamente el Juez a-quo, 
en la suma de $600.00 seiscientos pesos, en favor de Danilo 
Medina; y $600.00 seiscientos pesos, en favor del menor Ra-
fael Francisco García Aybar, representado como se ha di-
cho; que en consecuencia al condenar al prevenido, Plinio 
Braudilio Maceo Pérez, al pago de dichas sumas, con opo-
nibilidad a la Compañía aseguradora "San Rafael C. por A", 
puesta en causa, el Juez a-quo, hizo en el presente caso una 
ajustada aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto conciere al 
iterés del prevenido, vicio alguno que justifique su casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Rafael Francisco García Aybar, representado por su 
madre, y tutora legal Moraima Idalia Aybar, y a Danilo 
Medina; Segundo: Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Plinio Braudilio Maceo Pérez y la Compañía de 
Seguros "San Rafael C. por A.", contra la sentencia dicta-
da en sus atribuciones correccionales por el Juzgado de - 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, de fe-
cha 16 de marzo de 1970, cuyo dispositivo se copia e npar-
te anterior del presente fallo; Tercero: Condena al preve-
nido al pago de las costas penales, y a ambos recurrentes al 
pago de las costa civiles, distrayendo estas últimas en favor 
del Dr. J. Crispiniano Vargas Suárez, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma- 4 1 1, 
corís de fecha 2 de abril de 1971. 	 V 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Barbarín del Carmen. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y J'osé A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la ReG'Laura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Barbarín 
del Carmen, dominicano, mayor de edad, soltero, comer-
ciante, cédula 18452, serie 27, domiciliado y residente en 
la calle principal del Ingenio Consuelo de esta jurisdicción 
de San Pedro de Macorís, contra la sentencia de fecha 2 de 
abril de 1971, dictada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 15 de abril de 1971, 
a requerimiento del Dr. Barón del Giudice y de Marchena, 
cédula 2700 serie 23. abogado del prevenido recurrente, en 
la cual no se expone ningún medio determinado de casa-
ción; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos del 367 al 372 del Código Pe-
nal; 1 y siguientes de la Ley No. 6132, de 1962, sobre Ex-
presión y Difusión del Pensamiento y 1 y 65 de la Ley So-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una querella por difamación presentada por Juanita 
Vásquez contra Barbarín del Carmen, hecho ocurrido en 
el Ingenio Consuelo, de San Pedro de Macorís el día 20 de 
diciembre de 1969, fue regularmente apoderado del caso el 
Juzgado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís, 
y en la audiencia en que se conocía dicho proceso, el pre-
venido pidió que se declarara nulo el procedimiento que se 
le seguía por difamación porque la Ley No. 6132 sobre Ex-
presión y Difusión del Pensamiento había derogado el Có-
digo Penal al respecto; b) Que sobre ese pedimento, hecho 
in limini litis, el Juzgado de Primera Instancia de San Pe-
dro de Macorís dictó en fecha 12 de febrero de 1970, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se 
rechaza el pedimento del prevenido Barbarín del Carmen; 
Segundo: Se declara la vigencia de los artículos 367 y si-
guientes del Código Penal; Tercero: Se reservan las costas 
para fallarlas cónjuntamente con el fondo; Cuarto: Se or-
dena la continuación de la causa"; c) Que sobre apelación 
del prevenido, la Corté a-qua dicté la sentencia ahora im-
pugnada en casación con el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Admite como regular y válido, en cuanto a la for-
ma, el recurso de apelación interpuesto por el Doctor Ba-
rón del Giudice Marchena, abogado, a nombre y en repre- 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una querella por difamación presentada por Juanita 
Vásquez contra Barbarín del Carmen, hecho ocurrido en 
el Ingenio Consuelo, de San Pedro de Macorís el día 20 de 
diciembre de 1969, fue regularmente apoderado del caso el 
Juzgado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís, 
y en la audiencia en que se conocía dicho proceso, el pre-
venido pidió que se declarara nulo el procedimiento que se 
le seguía por difamación porque la Ley No. 6132 sobre Ex-
presión y Difusión del Pensamiento había derogado el Có-
digo Penal al respecto; b) Que sobre ese pedimento, hecho 
in limini litis, el Juzgado de Primera Instancia de San Pe-
dro de Macorís dictó en fecha 12 de febrero de 1970, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se 
rechaza el pedimento del prevenido Barbarín del Carmen; 
Segundo: Se declara la vigencia de los artículos 367 y si-
guientes del Código Penal; Tercero: Se reservan las costas 
para fallarlas conjuntamente con el fondo; Cuarto: Se or-
dena la continuación de la causa"; e) Que sobre apelación 
del prevenido, la Corté a-qua dictó la sentencia ahora im-
pugnada en casación con el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Admite como regular y válido, en cuanto a la for-
ma, el recurso de apelación interpuesto por el Doctor Ba-
rón del Giudice Marchena, abogado, a nombre y en repre- 
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sentación del inculpado Barbarín del Carmen (a) Nin, con-
tra sentencia dictada, en atribuciones correccionales y en 
fecha 12 de febrero de 1970, por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, 
que rechazó el pedimento hecho por el referido inculpado 
Barbarín del Carmen (a) Nin, a través de su abogado cons-
tituído, en la causa seguida contra él, por difamación e in-
jurias, en perjuicio de Juana Vásquez (a) Juanita, tendien-
te a que el procedimiento de que se trata fuera declarado 
nulo, por haberse violado la Ley No. 6132, de fecha 15 de 
diciembre de 1962; ordenó la continuación de la causa a car-
go de dicho inculpado Barbarín del Carmen (a) Nin; y re_ 
servó las costas. Segundo: Rechaza, por improcedentes y 
mal fundadas, las conclusiones presentadas en audiencia 
por el aludido inculpado Barbarín del Carmen (a) Nin, por 
mediación de su abogado constituido Doctor Barón del Giu-
dice Marchena y, en consecuencia, confirma dicha senten-
cia recurrida. Tercero: Condena al recurrente Barbarín del 
Carmen (a) Nin, al pago de las costas. Cuarto: Ordena la 
devolución del presente expediente, por ante el juzgado de 
su procedencia, para los fines correspondientes"; 

Considerando que el pedimento hecho por el preveni-
do y resuelto por la Corte a_qua fue el siguiente, según re-
sulta del examen del fallo impugnado: "Respetuosamente, 
ratificamos en todas sus partes, nuestro escrito de medios 
y conclusiones presentado por ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Pristrito Judicial de San Pedro de Macorís, 
en fecha 5 de febrero de 1970, que termina de la manera 
siguiente: Primero: Que los artículos 367 y siguientes del 
Código Penal Dominicano no están derogados por la Ley 
No. 6132 sobre difusión y expresión del pensamiento y que 
el procedimiento en perjuicio del concluyente está viciado 
de nulidad por violación a la preindicada ley"; 

Considerando que para rechazar el citado pedimento 
la Corte a-qua se expresó así: "que del estudio minucioso, 
tanto de la motivación, como del contenido de su articula- 

do no se desprende que la Ley No. 6132, de fecha 15 de di-
ciembre de 1962, sobre Expresión y Difusión del Pensa-
miento, derogara los artículos 367 al 372 del Código Penal, 
que prevén y sancionan los delitos de difamación e injuria 
en nuestro País, sino que de su contexto se desprende que 
la misma fue dictada en orden a regular la libertad de ex-
presión y difusión del pensamiento en la República Domi-
nicana"; 

Considerando que evidentemente el objeto específico 
de la Ley No. 6132, de 1962, sobre Expresión y Difusión 
del Pensamiento, según resulta de su contexto, no es otro, 
tal como lo apreció la Corte a-qua, que reglamentar el li-
bre uso de la expresión y difusión de las ideas, y el de san-
cionar el mal uso que se haga de ese derecho; y aún cuan-
do en el artículo 29 de la citada Ley se define la difama-
ción casi con los mismos términos empleados por nuestro 
Código Penal en el artículo 367, no se puede inferir de ello 
que el legislador tuviera el propósito de abrogar ese texto 
del Código Penal, pues obviamente el objeto de la referi_ 
da Ley no abarca la difamación y la injuria ya sancionada 
por el Código Penal en el Párrafo II, Sección 7ma. de di-
cho Código, previsiones legales estas últimas que se refie-
ren específicamente a hechos cometidos y que por tanto se 
configuran como infracción, en las circunstancias y condi-
ciones previstas en dicho Código, y no a los que resulten 
del libre derecho, consagrado por la Constitución, de expre-
sar el pensamiento públicamente sin sujeción a censura 
previa, en los órganos de información en que esas ideas se 
difunden; que, por consiguiente, el pddimento incidental 
propuesto, fue resuelto correctamente en derecho; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés .  del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca_ 
sación interpuesto por Barbarín del Carmen, colitra la sen-
tencia de fecha 2 de abril de 1971, dictada en sus atribucio- 
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do no se desprende que la Ley No. 6132, de fecha 15 de di-
ciembre de 1962, sobre Expresión y Difusión del Pensa-
miento, derogara los artículos 367 al 372 del Código Penal, 
que prevén y sancionan los delitos de difamación e injuria 

en nuestro País, sino que de su contexto se desprende que 

la misma fue dictada en orden a regular la libertad de ex-
presión y difusión del pensamiento en la República Domi-
nicana"; 

Considerando que evidentemente el objeto específico 
de la Ley No. 6132, de 1962, sobre Expresión y Difusión 
del Pensamiento, según resulta de su contexto, no es otro, 
tal como lo apreció la Corte a-qua, que reglamentar el li-
bre uso de la expresión y difusión de las ideas, y el de san-
cionar el mal uso que se haga de ese derecho; y aún cuan-
do en el artículo 29 de la citada Ley se define la difama-
ción casi con los mismos términos empleados por nuestro 
Código Penal en el artículo 367, no se puede inferir de ello 
que el legislador tuviera el propósito de abrogar ese texto 
del Código Penal, pues obviamente el objeto de la referi_ 
da Ley no abarca la difamación y la injuria ya sancionada 
por el Código Penal en el Párrafo II, Sección 7ma. de di-
cho Código, previsiones legales estas últimas que se refie-
ren específicamente a hechos cometidos y que por tanto se 
configuran como infracción, en las circunstancias y condi-
ciones previstas en dicho Código, y no a los que resulten 
del libre derecho, consagrado por la Constitución, de expre-
sar el pensamiento públicamente sin sujeción a censura 
previa, en los órganos de información en que esas ideas se 
difunden; que, por consiguiente, el pedimento incidental 
propuesto, fue resuelto correctamente en derecho; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interél del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ea_ 
sación interpuesto por Barbarín del Carmen, contra la sen-
tencia de fecha 2 de abril de 1971, dictada en sus atribucio- 
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nes correccionales por la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al prevenido re-
currente al pago de las costas penales. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial de la Segunda 
Circunscripción del Distrito Nacional, de fecha 16 de junio 
de 1971. 

Materia: Civil. 

laccurrente: Neveras Dominicanas, C. por A. 
Abogado: Dres. Antonio Martínez R., y Enrique Ml. de Moya G. 

Recurrido: Juan F. N. Bencosme Bencosme. 
Abogado: Dres. José Miguel Laucer. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar 
y José A. Paniagua, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de mar-
zo del año 1972, años 129' de la Independencia y 109' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Neveras 
Dominicanas, C. por A., con domicilio en la Autopista Duar-
te Km. 11 1/2, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en 
sus atribuciones civiles por la Cámara Civil y Comercial de 
la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 
16 de junio de 1971, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 
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nes correccionales por la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al prevenido re-
currente al pago de las costas penales. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído en sus conclusiones, al Dr. Enrique Ml. de Moya 

Grullón, cédula No. 11444, serie 56, por sí y por el Dr. An-
tonio Martínez Ramírez, cédula No. 22494, serie 31, aboga-
dos de la recurrente; 

Oído en sus conclusiones al Dr. José M. Laucer Casti_ 
llo, cédula No. 41724, serie 1 1, abogado del recurrido que lo 
es Juan Félix Mery Bencosme Bencosme, dominicano, ma-
yor de edad, obrero, domiciliado en la casa No. 37 de la ca-
lle Hilario Espertín, de esta ciudad, cédula No. 151518, se-
rie 11 ; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente suscri-
to por sus abogados, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, el día 31 de agosto de 1971, y en 
el cual se invocan contra la sentencia impugnada, los me-
dios que luego se indican; - 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurren-
te, que se mencionan más adelante y los artículos 1, 20 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda en cobro de indemnizaciones tempo-
rales intentada por el hoy recurrido Bencosme contra la 
empresa ahora recurrente, el Juzgado de Paz de la Quinta 
Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en fecha 13 de 
octubre de 1970, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: Primero: Se rechaza la demanda intentada por 
el señor Juan Félix Neri Bencosme, por improcedente 
y mal fundada; SEGUNDO: Condena a Juan Félix Neri 
Bencosme, al pago de las costas con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Antonio Martínez Ramírez, por  

haberlas avanzado en su totalidad" ;  b) que sobre el recur-
so de apelación interpuesto por Bencosme contra ese fallo, 
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rechaza 
las conclusiones formuladas por la parte intimada Neveras 
Dominicanas, C. por A., (Nedoca), por las razones prece-
dentemente expuestas; SEGUNDO: Acoge, las conclusio-
nes formuladas por la parte Apelante Juan Félix Neri Ben-
cosme, por los motivos señalados anteriormente, y en con-
secuencia: a) Declara regular, en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por Juan Félix Neri Bencos-
me Bencosme contra la sentencia dictada en fecha 13 de oc-
tubre de 1969 por el Juzgado de Paz de la 5ta. Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado 
antes; b) En cuanto al fondo, Revoca la sentencia recurrida 
por haberse hecho en ella una errónea aplicación de la ley, 
toda vez que el Juez a-quo omitió en dicha sentencia la apli-
cación del art. 8 de la ley No. 385 sobre accidentes del tra-
bajo, así como otros aspectos de la citada ley en perjuicic 
del obrero lesionado; c) Condena a la intimada Neveras Do-
minicanas, C. por A., (Nedoca), al pago en favor del inti-
mante Juan Félix Neri Bencosme, de las indemnizaciones 
que deben corresponderle durante el tiempo y como conse-
cuencia de la lesión experimentada por éste; d) Condena a 
la intimada Neveras Dominicanas, C. por A., (Nedoca), par-
te que sucumbe, al pago de las costas, con distracción en 
provecho del Dr. José Miguel Laucer Castillo, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que la empresa recurrente invoca en su 
memorial de casación, los siguientes medios: Primer Me-
dio: Violación de la Ley propiamente dicha y errónea inter-
pretación y aplicación del artículo 8 de la Ley No. 385, 
de fecha 11 de noviembre de 1932, sobre Accidentes del 
Trabajo, con sus modificaciones; Segundo Medio: Contra-
dicción de motivos, Desnaturalización de los hechos y fal-
sa palicación de las reglas de la prueba (violación de los ar- 
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títulos 141 del Código de Procedimiento Civil y 1315 del 
Código Civil; Tercer Medio: Falta de Base Legal (Violación 
del artículo 16 de la Ley No. 385, sobre Accidentes del Tra-
bajo, y del artículo 1235 del Código Civil; 

Considerando que en esos tres medios de casación, re-
unidos, la recurrente alega en síntesis, que la Cámara a-qua 
incurrió en la violación de la ley 385 sobre Accidentes de 
Trabajo, pues pronunció condenaciones contra la recurren-
te, no obstante estar dicho accidentado recibiendo, del Ins-
tituto Dominicano de Seguros Sociales, los subsidios y la 
asistencia que la ley ordena, según se comprueba por la 
Certificación No. 15449 de fecha 9 de octubre de 1970, ex-
pedida por el Director de Seguros contra Accidentes del 
Trabajo y depositada oportunamente en el expediente an-
te el juez a-quo; que ese documento aún cuando fue comen-
tado en la sentencia impugnada, fue desconocido en su 
fuerza probatoria por el juez a-quo, pues en la sentencia 
impugnada se afirma que la empresa no justificó que Ben-
cosme "ha estado recibiendo del Instituto de Seguros Socia-
les, las indemnizaciones que le corresponden"; que la sim-
ple lectura del referido documento prueba que la recurren-
te, como asegurada del Instituto, no tenía, en virtud del ar-
tículo 16 de la Ley 385, que hacer otros pagos, ya que el 
Instituto estaba cumpliendo con la Ley; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifesto que el juez a--quo condenó a la empresa 
hoy recurrente, sobre la base, 1 9  de que ella no avisó el ac-
cidente sufrido por su trabajador Bencosme dentro de las 
48 horas de ocurrido el suceso, y 2° que la empresa no jus-
tificó su aseveración de que Bencosme estaba recibiendo 
del Instituto Dominicano de Seguros Sociales, las indemni-
zaciones correspondientes; 

Considerando que el documento depositado por Neve-
ras Dominicanas, C. por A., ante la Cámara a-qua expresa 
textualmente lo siguiente: "Instituto Dominicano de Se-
guros Sociales.— No. 15449.— Certificación.— 9 de octu- 

bre de 1970.— Por la presente hacemos constar, que el se-
ñor Juan Félix Nery Bencosme B., céd. No. 151518-1ra., 
hasta la fecha ha recibido por concepto de pago de compen-
sación la suma de RD$50.00, y su patrono Neveras Domi-
nicanas, C. por A., está amparado por la póliza Contra Ac-
cidentes del Trabajo No. XXI-12454-1550.— La presente 
certificación se expide a solicitud de parte interesada hoy 
día 9 de octubre del año 1970, en Santo Domingo, D. N.-
Dr. J. B. Natera, Director de Seguro Contra Accidentes del 
Trabajo del IDSS."; 

Considerando que como se advierte por la lectura del 
referido documento, la empresa recurrente estaba asegura-
da y además, que el accidente fue comunicado oportuna-
mente, pues el Instituto de Seguros Sociales, Departamen-
to de Accidentes de Trabajo, estaba pagando las prestacio-
nes al trabajador Bencosme; 

Considerando que en esas condiciones es claro que el 
juez a-quo no ha ponderado el referido documento, pues de 
haberlo hecho pudo, eventualmente, darle a la litis una so-
lución distinta; que, en consecuencia procede casar la sen-
tencia impugnada por falta de base legal; sin que sea nece-
sario ponderar los demás alegatos de la recurrente; 

Considerando que cuando una sentencia es casada por 
falta de base legal, las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones civiles por la Cámara Civil y Comercial 
de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, en fe-
cha 16 de julio de 1971, cuyo dispositivo se ha copiado en 
parte anterior del presente fallo; y envía el asunto ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Pedro de Macorís; y Segundo: Compensa las costas entre 
las partes. 

Firmados Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Manuel 
A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 
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certificación se expide a solicitud de parte interesada hoy 
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Trabajo del IDSS."; 

Considerando que como se advierte por la lectura del 
referido documento, la empresa recurrente estaba asegura-
da y además, que el accidente fue comunicado oportuna-
mente, pues el Instituto de Seguros Sociales, Departamen-
to de Accidentes de Trabajo, estaba pagando las prestacio-
nes al trabajador Bencosme; 

Considerando que en esas condiciones es claro que el 
juez a-quo no ha ponderado el referido documento, pues de 
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hijo, Secretario General. 



La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Espaillat 
de fecha 1ro. de Junio de 1971. 

INIateria: Correccional. 

Recurrente: Ramón Leocadio Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
10 del mes de marzo del año 1972, años 129' de la Indepen-
dencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Leocadio Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero, 
negociante, cédula No. 53411 serie 31, residente en el Mu-
nicipio de Licey Al Medio Jurisdicción de Santiago, contra 
la sentencia de fecha 1ro. de junio de 1971, dictada en sus 
atribuciones correccionales, y como tribunal de segundo 
grado, por el Juzgado de Primera Instancia de Espaillat, 
cuyo dispositivo se copia más adelante: 

' Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Recurrente: Ramón Leocadio Rodríguez. 
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de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
10 del mes de marzo del año 1972, años 129' de la Indepen-
dencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Leocadio Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero, 
negociante, cédula No. 53411 serie 31, residente en el Mu-
nicipio de Licey Al Medio Jurisdicción de Santiago, contra 
la sentencia de fecha lro. de junio de 1971, dictada en sus 
atribuciones correccionales, y como tribunal de segundo 
grado, por el Juzgado de Primera Instancia de Espaillat, 
cuyo dispositivo se copia más adelante: 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo en fecha lro. de junio de 1971, 
a requerimiento del Dr. José R. Danilo Ramírez, cédula 
4506 serie 20, a nombre del prevenido recurrente, en la cual 
no se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 163 del Código de Procedimien-
to Criminal, y 1, 20, 23, 43 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta que con motivo de 
un choque entre dos vehículos de motor ocurrido en Licey, 
Moca, el día 26 de agosto de 1970, el Juzgado de Paz del 
Municipio de Moca, regularmente apoderado del caso, dic-
tó en fecha 11 de noviembre de 1970, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe declarar 
como en efecto declara a los nombrados Ramón Leocadio 
Rodríguez Bretó y Lauro Jerez, culpables de violar la Ley 
241 y en consecuencia se condena a cada uno ál pago de 
una multa de RD$3.00, acogiendo a favor de ambos amplias 
circunstancias atenuantes; Segundo: Que debe condenar, co-
mo al efecto condena a ambos coacusados al pago de las 
costas"; b) Que sobre las apelaciones interpuestas, el Juz-
gado a-quo, como tribunal de apelación dictó la sentencia 
ahora impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Se declaran regular y válidos los recursos 
de apelación interpuestos en contra de la sentencia correc-
cional No. 1046, de fecha 11 del mes de noviembre de 1970, 
por el Dr. José Ramón Danilo Ramírez Fuerte y Lauro Je-
rez, en cuanto a la forma; Segundo: En cuanto al fondo, se 
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; Terce-
ero: Se les condena además al pago de las costas"; 

Considerando que es deber de los jueces del fondo en 
materia represiva, el establecer en sus sentencias, de una 
manera clara y precisa los motivos tanto de hecho como de 
derecho en que basen sus decisiones, fórmula necesaria pa- 

ra  que la Suprema Corte de Justicia pueda al ejercer sus fa-
cultades de control), determinar si la ley fue bien apli-
cada; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que fue dictado únicamente en dispositi-
vo , y que carece totalmente de motivos, por lo cual debe 
ser casado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 
1ro. de junio de 1971, dictada en sus atribuciones correccio-
nales, y como tribunal de segundo grado, por el Juzgado 
de Primera Instancia de Espaillat, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el asun-
to por ante la Cámara Penal de la Primera Circunscripción 
del Juzgado de Primera Instancia de La Vega, como tribu-
nal de segundo grado; Segundo: Declara las costas de ofi-
cio. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial del Seybo de fecha 19 de mayo de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Marino Goico. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 10 del mes de marzo del año 1972, años 129' de la In-
dependencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marino 
Goico, dominicano, mayor de edad, casado, farmacéutico, 
cédula No. 5445 serie lra., domiciliado y residente en la ca-
lle La Cruz No. 58 de la ciudad del Seibo, contra la senten-
cia de fecha 19 de mayo de 1971, dictada en sus atribucio-
nes correccionales, y como tribunal de segundo grado, por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del 
Seybo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República;  
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo en fecha 19 de mayo de 1971, 
a requerimiento del Dr. José Chaín M., cédula No. 20 serie 
25, a nombre del prevenido recurrente, en la cual no expo-
ne ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 163 del Código de Procedimien-
to Criminal y 1, 20, 23, 43 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que habiendo 
sido sometido Marino Goico por violación a las leyes del 
tránsito, el Juzgado de Paz del Seybo dictó en fecha 10 de 
diciembre de 1970, una sentencia con el siguiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: Se declara culpable al nombrado Ma-
rino Goico del delito de violación a la Ley 241 y en conse-
cuencia se condena a pagar una multa de RD$1.00 y al pa-
go de las costas acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes amplias"; b) Que sobre apelación del prevenido, 
el Juzgado a-quo dictó la sentencia ahora impugnada en 
casación con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se 
declara bueno y válido en la forma el recurso de apelación 
interpuesto por el prevenido (Marino Goico) por haberlo 
hecho conforme a la ley, en cuanto al fondo se confirma en 
todas sus partes la sentencia recurrida; Segundo: Se conde-
na al pago de las costas"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que el Juez a-quo no ha dado motivos sufi-
cientes para fundamentarlo, pues sólo expresa que el pre-
venido manejó su vehículo con descuido al chocar con una 
bomba, sin señalar cuál fue el descuido, es decir, en cuáles 
circunstancias se produjo el hecho, ni ponderar en fcrm.1 
alguna la causa de fuerza mayor eximiente de su respon-
sabilidad que el prevenido invocó; 
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món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 10 del mes de marzo del año 1972, años 129' de la In-
dependencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marino 
Goico, dominicano, mayor de edad, casado, farmacéutico, 
cédula No. 5445 serie ira., domiciliado y residente en la ca-
lle La Cruz No. 58 de la ciudad del Seibo, contra la senten-
cia de fecha 19 de mayo de 1971, dictada en sus atribucio-
nes correccionales, y como tribunal de segundo grado, por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del 
Seybo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Considerando que examinado a su vez el fallo del Juez 
del primer grado, el que resultó confirmado en apelación, 
a fin de ver si suplía coi: su motivación, la falta anterior, 
se comprobó por dicho examen que tampoco ofrece moti-
vos suficientes, pues se limita a exponer el alegato con el 
cual el prevenido trató de justificar el hecho puesto a su 
cargo, pero sin exponer las razones que tuvo el Juez para 
no creer dichos alegatos y en base a ello declararlo culpa-. 
ble; que siendo deber de los jueces del fondo en materia 
represiva precisar los hechos en que fundan sus decisiones 
y dar los motivos que sirven de base a las condenaciones 
pronunciadas e indicar el texto legal aplicado, procede 
casar por insuficiencia de motivos el fallo impugnado; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha 
19 de mayo de 1971, dictada en .sus atribuciones correccio-
nales, y como tribunal de segundo grado, por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial del Seybo, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, 
y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en sus atri-
buciones correccionales, como tribunal de segundo grado; 
Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 2 
de Julio de 1970. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Laureano.Inocencio González, Rafael Antonio Gon-
zález y Unión de Seguros, C. por A. 

Interviniente: Pablo Bienvenido Miranda y Zulema Mendoza. 
Abogado: Dr. Clyde Eugenio Rosario. 

Dios;Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de Marzo 
del año 1972, años 129' de la Independencia y 109' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Laurea-
no Inocencio González, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, chófer, cédula No. 704044 serie 31, residente en Canaba-
coa. Santiago, Rafael Antonio González, cédula No. 61377 
serie 31, residente en Sección Arenoso, Santiago, Repúbli-
ca Dominicana, y Unión de Seguros, C. por A., con domi-
cilio social en la calle San Luis No. 48, Santiago, Repúbli- 
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Considerando que examinado a su vez el fallo del Juez 
del primer grado, el que resultó confirmado en apelación, 
a fin de ver si suplía coi: su motivación, la falta anterior, 
se comprobó por dicho examen que tampoco ofrece moti-
vos suficientes, pues se limita a exponer el alegato con el 
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cargo, pero sin exponer las razones que tuvo el Juez para 
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casar por insuficiencia de motivos el fallo impugnado; 
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Primera Instancia del Distrito Judicial del Seybo, cuyo dis-
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y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en sus atri-
buciones correccionales, como tribunal de segundo grado; 
Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Laurea-
no Inocencio González, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, chófer, cédula No. 704044 serie 31, residente en Canaba-
coa. Santiago, Rafael Antonio González, cédula No. 61377 
serie 31, residente en Sección Arenoso, Santiago, Repúbli-
ca Dominicana, y Unión de Seguros, C. por A., con domi-
cilio social en la calle San Luis No. 48, Santiago, Repúbli- 
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ca Dominicana, contra la sentencia de fecha 2 de julio de 
1970, dictada en sus atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ponciano Rondón Sánchez, en representa-

ción del Dr. Clyde Eugenio Rosario, cédula 47910 serie 31, 
abogado de los intervinientes Pablo Bienvenido Miranda 
y Zulema Mendoza, dominicanos, mayores de edad, solte-
ro, domiciliados y residentes en la ciudad de Santiago de 
los Caballeros, cédulas Nos. 26140 y 36049 serie 31 y 47, res-
pectivamente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 6 de julio de 1970, 
a requerimiento del Dr. Julián Ramia Yapur, cédula 48547 
serie 31, a nombre de los recurrentes, en la cual no se ex-
pone ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 31 de ene-
ro de 1972, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, 
de 1967; 1383 y 1384 del Código Civil; artículos 1 y 10 de 
la Ley 4117, de 1950; y 1, 37 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en la avenida 
Duarte, Santiago, el 25 de diciembre de 1968, en el cual hu-
bo varios lesionados, la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, regularmente apoderada, dictó una sentencia cuyo 
dispositivo figura copiado más adelante; b) Que sobre los 
recursos interpuestos, la Corte a-qua, en fecha 2 de julio 
de 1970, dictó la sentencia ahora impugnada en casación, 

con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Admite como 
bueno y válido en la forma el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. José Ramia Yapur, a nombre y represen-
tación del prevenido Laureano Inocencio González, de la 
persona civilmente responsable, señor Rafael Antonio Gon-
zález y la Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia 
dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago en fecha 
25 de noviembre de 1969, cuyo dispositivo dice así: 
mero: Declara al nombrado Laureano Inocencio González, 
de generales que constan, culpable de violación a la Ley 
241, en perjuicio de Pablo Bienvenido Miranda y Zulema 
Mendoza, puesto a su cargo y en consecuencia condena a 
dicho prevenido al pago de una multa de RD$10.00 (Diez 
Pesos Oro), acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Segundo: Declara buena válida la constitución en par-
te civil hecha en audiencia por los agraviados Pablo Bien-
venido Miranda y Zulema Mendoza, por intermedio de su 
abogado Dr. Clyde Eugenio Rosario, contra los señores 
Laureano Inocencio González, y la Cía. de Seguros Unión 
C. por A. Tercero: Condena a los señores Laureano Inocen-
cio González y Rafael Antonio González, en sus respectivas 
calidades de autor del accidente y persona civilmente res-
ponsable al pago conjunto y solidario de una indemniza-
ción de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro), en favor de Pa-
blo Bienvenido Miranda y RD$500.00 (Quinientos Pesos 
Oro), en favor de Zulema Mendoza, como justa reparación 
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por 
ellos, a consecuencia de las lesiones recibidas en el acciden-
te; más el pago de los intereses legales de las sumas acor-
dadas a cada uno de ellos a partir de la demanda y hasta 
la total ejecución de, la sentencia a intervenir a título de 
indemnizaciones suplementarias; Cuarto: Declara la sen-

', tencia a intervenir contra el señor Rafael Antonio Gon-
zález, común y oponible con todas sus consecuencias 
legales a la Cía. Unión de Seguros, C. por A., tenien-
do por tanto contra ésta la autoridad de la cosa, en su 
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ca Dominicana, contra la sentencia de fecha 2 de julio de 
1970, dictada en sus atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ponciano Rondón Sánchez, en representa-

ción del Dr. Clyde Eugenio Rosario, cédula 47910 serie 31, 
abogado de los intervinientes Pablo Bienvenido Miranda 
y Zulema Mendoza, dominicanos, mayores de edad, solte-
ro, domiciliados y residentes en la ciudad de Santiago de 
los Caballeros, cédulas Nos. 26140 y 36049 serie 31 y 47, res-
pectivamente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 6 de julio de 1970, 
a requerimiento del Dr. Julián Ramia Yapur, cédula 48547 
serie 31, a nombre de los recurrentes, en la cual no se ex-
pone ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 31 de ene-
ro de 1972, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, 
de 1967; 1383 y 1384 del Código Civil; artículos 1 y 10 de 
la Ley 4117, de 1950; y 1, 37 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en las 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en la avenida 
Duarte, Santiago, el 25 de diciembre de 1968, en el cual hu-
bo varios lesionados, la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, regularmente apoderada, dictó una sentencia cuyo 
dispositivo figura copiado más adelante; b) Que sobre los 
recursos interpuestos, la Corte a-qua, en fecha 2 de julio 
de 1970, dictó la sentencia ahora impugnada en casación, 

con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Admite como 
bueno y válido en la forma el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. José Ramia Yapur, a nombre y represen-
tación del prevenido Laureano Inocencio González, de la 
persona civilmente responsable, señor Rafael Antonio Gon-
zález y la Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia 
dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago en fecha 
25 de noviembre de 1969, cuyo dispositivo dice así: 'Pri-
mero: Declara al nombrado Laureano Inocencio González, 
de generales que constan, culpable de violación a la Ley 
241, en perjuicio de Pablo Bienvenido Miranda y Zulema 
Mendoza, puesto a su cargo y en consecuencia condena a 
dicho prevenido al pago de una multa de RD$10.00 (Diez 
Pesos Oro), acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; Segundo: Declara buena válida la constitución en par-
te civil hecha en audiencia por los agraviados Pablo Bien-
venido Miranda y Zulema Mendoza, por intermedio de su 
abogado Dr. Clyde Eugenio Rosario, contra los señores 
Laureano Inocencio González, y la Cía. de Seguros Unión 
C. por A. Tercero: Condena a los señores Laureano Inocen-
cio González y Rafael Antonio González, en sus respectivas 
calidades de autor del accidente y persona civilmente res-
ponsable al pago conjunto y solidario de una indemniza-
ción de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro), en favor de Pa-
blo Bienvenido Miranda y RD$500.00 (Quinientos Pesos 
Oro), en favor de Zulema Mendoza, como justa reparación 
por los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por 
ellos, a consecuencia de las lesiones recibidas en el acciden-
te; más el pago de los intereses legales de las sumas acor-
dadas a cada uno de ellos a partir de la demanda y hasta 

' la total ejecución de, la sentencia a intervenir a título de 
indemnizaciones suplementarias; Cuarto: Declara la sen-
tencia a intervenir contra el señor Rafael Antonio Gon-
zález, común y oponible con todas sus consecuencias 
legales a la Cía. Unión de Seguros, C. por A., tenien-
do por tanto contra ésta la autoridad de la cosa, en su 
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condición de entidad aseguradora de la responsabili-
dad civil del señor Rafael Antonio González, respecto 
del vehículo de que se trata; Quinto: Condena al prevenido 
Laureano Inocencio González y la Cía. Unión de Seguros, 
C. por A., al pago de las costas civiles con distracción de 
las mismas en favor del Dr. Clyde Eugenio Rosario, abo-
gado, que afirma estarlas avanzando en su totalidad'; Se-
gundo: Pronuncia defecto contra el prevenido Laureano 
Inocencio González, por no haber comparecido a esta au-
diecia no obstante estar legalmente citado.— Tercero: Re-
chaza las conclusiones principales presentadas en audien-
cia por el Dr. Julián Ramia Yapur, a nombre y represen-
tación de Rafael Antonio González persona civilmente res-
ponsable y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., en el sen-
tido de que sea revocada la sentencia apelada en el sentido 
de hacer inoponible la misma al señor Rafael Antonio Gon-
zález por no haberse probado que en el momento del acci-
dente éste fuera comitente del prevenido Laureano Inocen-
cio González y por ende hacer inoponible también dicha 
sentencia a la Unión de Seguros C. por A., por haberse es-
tablecido por la lectura de las declaraciones que prestara 
por ante el tribunal de primer grado el prevenido Laurea-
no Inocencio González, que el vehículo que él conducía era 
propiedad de Rafael Antonio González y que lo manejaba 
bajo su orden y dirección.— Cuarto: Confirma el ordinal 
Primero de la sentencia recurrida en cuanto a que declaró 
al prevenido Laureano Inocencio González, culpable de 
violar la Ley 241 (golpes involutarios) en perjuicio de Pa-
blo Bienvenido Miranda y Zulema Mendoza y lo condenó 
al pago de una multa de RD$10.00 (Diez Pesos Oro), aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Quinto: Con-
firma el ordinal Segundo de la sentencia apelada que de-
claró buena y válida la constitución en parte civil hecha en 
audiencia por los agraviados Pablo Bienvenido Miranda y 
Victoria Zulema Mendoza contra el prevenido Laureano 
Inocencio González, Rafael Antonio González, persona 
civilmente responsable y la Cía. Unión de Seguros C. por 

A.; Sexto, Acoge las conclusiones subsidiarias hechas 
por el Dr. Julián Ramia Yapur, en su dicha calidad, 
y como consecuencia modifica el ordinal Tercero de la 
sentencia recurrida en el de reducir las indemnizacio-
nes de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) y RD$500.00 
(Quinientos Pesos Oro), acordados en favor de Pablo Bien-
venido Miranda y Victoria Zulema Mendoza, respectiva-
mente y puestas a cargo, solidariamente de los señores 
Laureano Inocencio González y Rafael Antonio González, 
en sus calidades ya enunciadas a RD$2,000.00 (Dos Mil Pe-
sos Oro), en favor del primero y RD$300.00 (Trescientos 
Pesos Oro), en favor de la última; por considerar este Tri-
bunal que dichas indemnizaciones son las adecuadas para 
reparar los daños y perjuicios morales y materiales, sufri-
dos por dichas partes civiles constituídas; Séptimo: Con-
firma el ordinal cuarto de la sentencia apelada en cuanto 
a que declaró la sentencia intervenida contra el señor Ra-
fael Antonio González, común y oponible, con todas sus 
consecuencias legales a la Cía. de Seguros Unión de Segu-
ros C. por A., entidad aseguradora de la responsabilidad 
civil del señor Rafael Antonio González, propietario del 
vehículo causante del accidente.— Octavo: Condena al pre-
venido Laureano Inocencio González, al pago de las costas 
penales.— Noveno: Condena al prevenido Laureano Inocen-
cio González, Rafael Antonio González persona civilmente 
resposable y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., al pago 
de las costas de ambas instancias con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Clyde Eugenio Rosario, abogado 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio, regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido: "a) 
que en fecha 25 de diciembre del año 1968, aproximada-
mente a las 12 horas de la noche y 10 minutos, el automó- 
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condición de entidad aseguradora de la responsabili- - 
dad civil del señor Rafael Antonio González, respecto 
del vehículo de que se trata; Quinto: Condena al prevenido 
Laureano Inocencio González y la Cía. Unión de Seguros, 
C. por A., al pago de las costas civiles con distracción de 
las mismas en favor del Dr. Clyde Eugenio Rosario, abo-
gado, que afirma estarlas avanzando en su totalidad'; Se-
gundo: Pronuncia defecto contra el prevenido Laureano 
Inocencio González, por nó haber comparecido a esta au-
diecia no obstante estar legalmente citado.— Tercero: Re-
chaza las conclusiones principales presentadas en audien-
cia por el Dr. Julián Ramia Yapur, a nombre y represen-
tación de Rafael Antonio González persona civilmente res-
ponsable y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., en el sen-
tido de que sea revocada la sentencia apelada en el sentido 
de hacer inoponible la misma al señor Rafael Antonio Gon-
zález por no haberse probado que en el momento del acci-
dente éste fuera comitente del prevenido Laureano Inocen-
cio González y por ende hacer inoponible también dicha 
sentencia a la Unión de Seguros C. por A., por haberse es-
tablecido por la lectura de, las declaraciones que prestara 
por ante el tribunal de primer grado el prevenido Laurea-
no Inocencio González, que el vehículo que él conducía era 
propiedad de Rafael Antonio González y que lo manejaba 
bajo su orden y dirección.— Cuarto: Confirma el ordinal 
Primero de la sentencia recurrida en cuanto a que declaró 
al prevenido Laureano Inocencio González, culpable de 
violar la Ley 241 (golpes involutarios) en perjuicio de Pa-
blo Bienvenido Miranda y Zulema Mendoza y lo condenó 
al pago de una multa de RD$10.00 (Diez Pesos Oro), aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes; Quinto: Con-
firma el ordinal Segundo de la sentencia apelada que de-
claró buena y válida la constitución en parte civil hecha en 
audiencia por los agraviados Pablo Bienvenido Miranda y 
Victoria Zulema Mendoza contra el prevenido Laureano 
Inocencio González, Rafael Antonio González, persona 
civilmente responsable y la Cía. Unión de Seguros C. por 

A.; Sexto, Acoge las conclusiones subsidiarias hechas 
por el Dr. Julián Ramia Yapur, en su dicha calidad, 
y como consecuencia modifica el ordinal Tercero de la 
sentencia recurrida en el de reducir las indemnizacio-
nes de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) y RD$500.00 
(Quinientos Pesos Oro), acordados en favor de Pablo Bien-
venido Miranda y Victoria Zulema Mendoza, respectiva-
mente y puestas a cargo, solidariamente de los señores 
Laureano Inocencio González y Rafael Antonio González, 
en sus calidades ya enunciadas a RD$2,000.00 (Dos Mil Pe-
sos Oro), en favor del primero y RD$300.00 (Trescientos 
Pesos Oro), en favor de la última; por considerar este Tri-
bunal que dichas indemnizaciones son las adecuadas para 
reparar los daños y perjuicios morales y materiales, sufri-
dos por dichas partes civiles constituidas; Séptimo: Con-
firma el ordinal cuarto de la sentencia apelada en cuanto 
a que declaró la sentencia intervenida contra el señor Ra-
fael Antonio González, común y oponible, con todas sus 
consecuencias legales a la Cía. de Seguros Unión de Segu-
ros C. por A., entidad aseguradora de la responsabilidad 
civil del señor Rafael Antonio González, propietario del 
vehículo causante del accidente.— Octavo: Condena al pre-
venido Laureano Inocencio González, al pago de las costas 
penales.— Noveno: Condena al prevenido Laureano Inocen-
cio González, Rafael Antonio González persona civilmente 
resposable y la Cía. Unión de Seguros, C. por A., al pago 
de las costas de ambas instancias con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Clyde Eugenio Rosario, abogado 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio, regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido: "a) 
que en fecha 25 de diciembre del ario 1968, aproximada-
mente a las 12 horas de la noche y 10 minutos, el automó- 



584 	 HOLETIN JUDICLAL 
DOLE'TIN JUDICIAL 	 585 

vil marca "Austin", placa pública No. 44651, propiedad del 
señor Rafael Antonio González, era conducido por la Ave-
nida Duarte de esta ciudad, en dirección Nivaj e-Santiago. 
por el chófer Laureano Inocencio González; b) que, al mis-
mo tiempo transitaban a pie, en la misma dirección que 
el indicado vehículo y por la misma vía, los nombrados Pa-
blo Bienvenido Miranda y Victoria Zulema Mendoza, los 
cuales fueron accidentados por el referido vehículo al lle-
gar a la esquina formada por la mencionada Avenida Duar-
te con la calle que entra o conduce al barrio "Villa Jagua" 
de esta ciudad de Santiago; c) que, con motivo del acciden-
te, los nombrados Pablo Bienvenido Miranda y Victoria Zu-
lema Mendoza resultaron lesionados del siguiente modo: 
a) Pablo Miranda recibió "a) traumatismo del cráneo; b) 
fractura en el tercio superior de la pierna derecha; e) trau-
matismo en la región lumbar, lesiones curables después de 
los 60 (sesenta) y antes de los setenticinco (75) días"; Victo-
ria Zulema Mendoza: a) herida contusa en la región occi-
pital de 6 cm. de long.; b) contusión con gran equimocis en 
la región mentón izquierdo, curables después de los diez y 
antes de los veinte días, salvo complicaciones posteriores"; 
posteriormente a estos certificados, existe otro de fecha 8 
de marzo del año 1969, en el cual consta lo siguiente: "Ha-
ber examinado nuevamente a Pablo Miranda, en fecha 27-
2-69, dominicano, de color indio, de 46 años de edad, domi-
ciliado y residente en esta ciudad habiendo comprobado lo 
siguiente: Traumatismo en la región lumbar. A la radio-
grafía presentó fractura lra. y 2da. vértebra lumbar. Con-
clusión: Curable después de los cuatro meses y antes de los 
cinco meses a partir de la fecha de la lesión" de acuerdo 
con los certificados médico-legales Nos. 6050, 6073 y 302, 
que obran en el expediente, de fecha 26 de diciembre de 
1968, el primero, 28 de diciembre de 1968, el segundo y 8 
de marzo de 1969 el tercero, todos expedidos por el Dr. Pa-
blo Elías Jiménez Castro, médico Legista de Santiago, y los 
cuales corresponden a Pablo Miranda el primero y el último 
y el segundo a Victoria Zulema Mendoza"; "d) que, el pre- 

venido al lanzarse (como expresa) a ocupar totalmente su 
derecha para evitar ser chocado por otro vehículo que tran-
sitaba en dirección contraria que traía luz alta lo que le qui-
tó visibilidad ya que según él no veía objeto alguno, debió 
detener la marcha de su vehículo tan pronto ocupó la de-
recha, para así evitar el accidente; además si se lanzó to-
talmente a su derecha da a entender que en el instante del 
accidente no transitaba por la vía correcta"; e) que la cau-
sa eficiente y determinante del accidente, fue la falta ex-
clusiva del prevenido Laureano Inocencio González, al con-
ducir imprudentemente su vehículo y no detenerse com-
pletamente al no poder mirar u observar objeto alguno que 
hubiese delante de él, debido a la luz alta que según él traía 
uno de los vehículos que transitaba en dirección contra-
ria"; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por 
el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado por 
el mismo texto legal en su letra c, con la pena de 6 meses 
a 2 años de prisión y multa de $100 a $500 cuando la en-
fermedad o la imposibilidad para el trabajo durare 20 días o 
más, como ocurrió en la especie; que, en consecuencia, al 
condenar al prevenido recurrente a diez pesos de multa, 
después de declararlo culpable, y acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una san-
ción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua apreció que 
el hecho cometido por el prevenido, le había ocasionado a 
las personas constituídas en parte civil, daños y perjuicios, 
morales y materiales, cuyo monto apreció soberanamente 
en $2,000 y 300. en favor de Pablo Bienvenido Miranda y 
Victoria Zulema Mendoza, respectivamente; que, en conse-
cuencia, al condenar al prevenido al pago de esas sumas, so-
lidariamente con la persona puesta en causa como civil- 
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vil marca "Austin", placa pública No. 44651, propiedad del 
señor Rafael Antonio González, era conducido por la Ave-
nida Duarte de esta ciudad, en dirección Nivaj e-Santiago. 
por el chófer Laureano Inocencio González; b) que, al mis-
mo tiempo transitaban a pie, en la misma dirección que 
el indicado vehículo y por la misma vía, los nombrados Pa-
blo Bienvenido Miranda y Victoria Zulema Mendoza, los 
cuales fueron accidentados por el referido vehículo al lle-
gar a la esquina formada por la mencionada Avenida Duar-
te con la calle que entra o conduce al barrio "Villa Jagua" 
de esta ciudad de Santiago; c) que, con motivo del acciden-
te, los nombrados Pablo Bienvenido Miranda y Victoria Zu-
lema Mendoza resultaron lesionados del siguiente modo'. 
a) Pablo Miranda recibió "a) traumatismo del cráneo; b) 
fractura en el tercio superior de la pierna derecha; e) trau-
matismo en la región lumbar, lesiones curables después de 
los 60 (sesenta) y antes de los setenticinco (75) días"; Victo-
ria Zulema Mendoza: a) herida contusa en la región occi-
pital de 6 cm. de long.; b) contusión con gran equimocis en 
la región mentón izquierdo, curables después de los diez y 
antes de los veinte días, salvo complicaciones posteriores"; 
posteriormente a estos certificados, existe otro de fecha 8 
de marzo del año 1969, en el cual consta lo siguiente: "Ha-
ber examinado nuevamente a Pablo Miranda, en fecha 27-
2-69, dominicano, de color indio, de 46 años de edad, domi-
ciliado y residente en esta ciudad habiendo comprobado lo 
siguiente: Traumatismo en la región lumbar. A la radio-
grafía presentó fractura lra. y 2da. vértebra lumbar. Con-
clusión: Curable después de los cuatro meses y antes de los 
cinco meses a partir de la fecha de la lesión" de acuerdo 
con los certificados médico-legales Nos. 6050, 6073 y 302, 
que obran en el expediente, de fecha 26 de diciembre de 
1968, el primero, 28 de diciembre de 1968, el segundo y 8 
de marzo de 1969 el tercero, todos expedidos por el Dr. Pa-
blo Elías Jiménez Castro, médico Legista de Santiago, y los 
cuales corresponden a Pablo Miranda el primero y el último 
y el segundo a Victoria Zulema Mendoza"; "d) que, el pre- 
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venido al lanzarse (como expresa) a ocupar totalmente su 
derecha para evitar ser chocado por otro vehículo que tran-
sitaba en dirección contraria que traía luz alta lo que le qui-
tó visibilidad ya que según él no veía objeto alguno, debió 
detener la marcha de su vehículo tan pronto ocupó la de-
recha, para así evitar el accidente; además si se lanzó to-
talmente a su derecha da a entender que en el instante del 
accidente no transitaba por la vía correcta"; e) que la cau-
sa eficiente y determinante del accidente, fue la falta ex-
clusiva del prevenido Laureano Inocencio González, al con-
ducir imprudentemente su vehículo y no detenerse com-
pletamente al no poder mirar u observar objeto alguno que 
hubiese delante de él, debido a la luz alta que según él traía 
uno de los vehículos que transitaba en dirección contra-
ria"; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por 
el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado por 
el mismo texto legal en su letra e, con la pena de 6 meses 
a 2 años de prisión y multa de $100 a $500 cuando la en-
fermedad o la imposibilidad para el trabajo durare 20 días o 
más, como ocurrió en la especie; que, en consecuencia, al 
condenar al prevenido recurrente a diez pesos de multa, 
después de declararlo culpable, y acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una san-
ción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua apreció que 
el hecho cometido por el prevenido, le había ocasionado a 
las personas constituidas en parte civil, daños y perjuicios, 
morales y materiales, cuyo monto apreció soberanamente 
en $2,000 y 300. en favor de Pablo Bienvenido Miranda y 
Victoria Zulema Mendoza, respectivamente; que, en conse-
cuencia, al condenar al prevenido al pago de esas sumas, so-
lidariamente con la persona puesta en causa como civil- 
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mente responsable, y al hacer oponibles esas condenacio-
nes a la Compañía aseguradora, la Corte a-qua hizo una 
correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código 
Civil, y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1950; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente 
responsable y de la compañía aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por 
la persona civilmente responsable, el depósito de un me-
morial con la exposición de los medios en que se funda se-
rá obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el 
recurso en la declaración correspondiente, lo cual se extien-
de a la compañía aseguradora que haya sido puesta en cau-
sa en virtud de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 
1955; 

Considerando que en la especie, no habiendo estos re-
currentes cumplido con esas formalidades, sus recursos re-
sultan nulos al tenor del artículo 37 citado; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Pablo Bienvenido Miranda y Zulema Mendoza; Se-
gundo: Rechaza el recurso de casación del prevenido Lau-
reano Inocencio González, contra la sentencia de fecha 2 
de julio de 1970, dictada en sus atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de Santiago; Tercero: Declara 
nulos los recursos de Rafael Antonio González y Unión de 
Seguros C. por A., contra la misma sentencia; Cuarto: Con-
dena a los recurrentes al pago de las costas, distrayendo las 
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civiles en favor del Dr. Clyde Eugenio Rosario, abogado de 
los intervinientes, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francismo Elpidio Beras— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar. José 
A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída'y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 7 de febrero de 1970. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Enerio Polanco López y Digno Misterio Rodriguez. 

Abogados: Dres. Sebastián César Castillo y Radhamés B. Maldo• 

nado P. (abogados de Enerio). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 108' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Enerio 
Polanco López, dominicano, mayor de edad, soltero, raso 
de la Policía Nacional, de este domicilio y residencia; y 
Digno Misterio Roaríguez, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, chófer, portador de la cédula personal de identidad 
No. 5467, serie 58, de este domicilio y residencia, contra la 
sentencia de fecha 7 de febrero de 1970, dictada por la Cor-
te de apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Radhamés B. Maldonado por sí y por el 

Dr. Sebastián César Castillo, cédula No, 814, 1erie 68, abo-
gados de los recurrentes en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 31 de de marzo de 
1970. a requerimiento del Dr. Sebastián César Castillo Gar-
cía, abogado de los recurrentes, en la cual no expone nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los Arts. 92 de la Ley No. 4809; 1384 del 
Código Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 15 de 
abril de 1966 en esta Ciudad, la Tercera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
dictó en fecha 7 de febrero de 1967, una sentencia cuyo dis-
positivo figura copiado más adelante; b) Que sobre los re-
cursos interpuestos la Corte a-qua dictó en fecha 7 de.febre-
ro de 1970, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la 
forma, el recurso de apelación interpuesto en fecha 6 del 
mes de febrero del 1967, por el prevenido Adán Porfirio 
Ralfot, contra sentencia dictada en fecha 3 del mismo mes 
y año, antes indicados, por la Tercera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, que 
contiene el siguiente dispositivo: 'FALLA: Primero. Se de-
clara buena y válida la constitución en parte civil hecha 
por Digno Misterio Nú . ñez y Enerio Polanco López, por ha-
berlo hecho dé acuerdo a la Ley;—Segundo: Se declara a 
Digno Misterio Núñez, de generales que constan no cul-
pable de los hechos puestos a su cargo, y en consecuencia, 
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se descarga por no haberlo cometido. Se declaran las costas 
de oficio en cuanto a ésta;— Tercero: Se declara al nom-
brado Adán Porfirio Ralfot, de generales que constan, cul-
pable de violación de las letras a) y b) del artículo 92, d e 

 la Ley No. 4809, y por consiguiente culpable de violación 
del artículo lro. letra a) y b) de la Ley No. 5771, en conse-
cuencia se condena al pago de una multa de RD$50.00 y al 
pago de las costas penales acogiendo en favor de circuns-
tancias atenuantes y el principio del no cúmulo de pe-
nas; Cuarto: Se condena además al nombrado Adán Porfi-
rio Ralfot, al pago de las siguientes indemnizaciones RD$ 
300.00 (Trescientos Pesos Oro), a favor de Digno Misterio 
Núñez y de RD$500.00 a favor de Enerio Polanco López, 
y al pago de las costas civiles, con distracción de éstas en 
provecho del Dr. César Sebastián Castillo, quien afirma 
que las ha avanzado en su mayor parte, no pronunciándose 
el tribunal en lo que respecta al pedimento de la parte ci-
vil constituida, contra la San Rafael, C. por A., entidad se-
gún se dice, aseguradora del vehículo de Adán Porfirio Ral-
fot, por no haber sido ésta puesta en causa'.— Por haberlo 
hecho de acuerdo con las prescripciones legales que regu-
lan la materia;— SEGUNDO: Pronuncia el defecto, contra 
el prevenido Adán Porfirio Ranfolt, por no haber compa-
recido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente ci-
tado;— TERCERO: Descarga al prevenido Adán Porfirio 
Ralfot, del delito de ocasionar golpes involuntarios con el 
manejo de un vehículo de motor, en perjuicio de los seño-
res Digno Misterio Núñez y Enerio Polanco López, por no 
haberlo cometido, revocando en este aspecto el ordinal ter-
cero de la sentencia apelada;— CUARTO: Revoca asimis-
mo el referido ordinal tercero de dicha sentencia, en cuan-
to a la condenación de cincuenta pesos oro de multa (RD$ 
50.00) que le fue impuesta al prevenido Adán Porfirio Ral-
fot.— QUINTO: Confirma el mencionado ordinal tercero 
de la sentencia apelada, en cuanto declaró al prevenido 
Adán Porfirio Ralfot, culpable de haber violado los acápi-
tes a) y b) de la Ley No. 4809, sobre tránsito de vehículos 

de motor y en consecuencia lo condena al pago de una mul-
ta de diez pesos (RD$10.00);— SEXTO; Revoca el ordinal 
cuarto de la sentencia apelada, y en consecuencia descarga 
al prevenido Adán Porfirio Ralfot, de las condenaciones ci-
viles que le fueron impuestas por no haber cometido nin-
guna falta susceptible de comprometer su responsabilidad 
civil;— SEPTIMO: Condena al prevenido Adán Porfirio 
Ralfot, al pago de las costas penales de ambas instancias"; 

Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación, invocan el siguiente medio único: "Falsa aplicación 
del Art. 1384 del Código Civil; 

Considerando que en el somero desarrollo del único 
medio propuesto, los recurrentes se limitan a alegar que 
según el Art. 1384 del Código Civil "se es responsable, no 
sólo del daño que se causa por el propio hecho, sino tam-
bién del que se causa por el hecho de las cosas que se tie-
nen bajo la guarda"; que siendo esto así la Corte no debió 
descargar civilmente a una persona que encontró culpable 
del hecho puesto a su cargo, ya que la acción civil se pue-
de llevar junto a la acción penal; pero, 

Considerando que el examen dél fallo impugnado po-
ne de manifiesto que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio administrados en la instrucción de la cau-
sa, la Corte a-qua dio por establecido lo siguiente: "a) que 
más o menos a la una del día 15 del mes de abril del 1966, 
transitaba a su derecha de Este a Oeste, por la Avenida de 
Las Américas, el prevenido Adán Porfirio Ralfot, condu-
ciendo el automóvil de su propiedad placa pública N9 33418, 
marca Pontiac, modelo 1964, color blanco; b) que detrás de 
él circulaba en la misma dirección el coprevenido Digno M. 
Rodríguez Núñez, manejando el carro placa oficial No. 
1492, ficha No. 525, marca Ford, color gris y franja negra 
al servicio de la Policía Nacional; c) que este último con-
ductor manejaba su vehículo a una elevada velocidad; d) 
que al llegar a la intersección con la calle Venezuela, el pri-
mero de los prevenidos abandonó su derecha para doblar 



BOLETIN JUDICIAL 	 591 590 	 BOLETIN JUDICIAL 

se descarga por no haberlo cometido. Se declaran las costas 
de oficio en cuanto a ésta;— Tercero: Se declara al nom-
brado Adán Porfirio Ralfot, de generales que constan, eta. 
pable de violación de las letras a) y b) del artículo 92, d e 

 la Ley No. 4809, y por consiguiente culpable de violación 
del artículo lro. letra a) y b) de la Ley No. 5771, en conse-
cuencia se condena al pago de una multa de RD$50.00 y al 
pago de las costas penales acogiendo en favor de circuns-
tancias atenuantes y el principio del no cúmulo de pe-
nas; Cuarto: Se condena además al nombrado Adán Porfi-
rio Ralfot, al pago de las siguientes indemnizaciones RD$ 
300.00 (Trescientos Pesos Oro), a favor de Digno Misterio 
Núñez y de RD$500.00 a favor de Enerio Polanco López, 
y al pago de las costas civiles, con distracción de éstas en 
provecho del Dr. César Sebastián Castillo, quien afirma 
que las ha avanzado en su mayor parte, no pronunciándose 
el tribunal en lo que respecta al pedimento de la parte ci-
vil constituida, contra la San Rafael, C. por A., entidad se- , 
gún se dice, aseguradora del vehículo de Adán Porfirio Ral-
fot, por no haber sido ésta puesta en causa'.— Por haberlo 
hecho de acuerdo con las prescripciones legales que regu-
lan la materia;— SEGUNDO: Pronuncia el defecto, contra 
el prevenido Adán Porfirio Ranfolt, por no haber compa-
recido a la audiencia, no obstante haber sido legalmente ci-
tado;— TERCERO: Descarga al prevenido Adán Porfirio 
Ralfot, del delito de ocasionar golpes involuntarios con el 
manejo de un vehículo de motor, en perjuicio de los seño-
res Digno Misterio Núñez y Enerio Polanco López, por no 
haberlo cometido, revocando en este aspecto el ordinal ter-
cero de la sentencia apelada;— CUARTO: Revoca asimis-
mo el referido ordinal tercero de dicha sentencia, en cuan-
to a la condenación de cincuenta pesos oro de multa (RD$ 
50:00) que le fue impuesta al prevenido Adán Porfirio Ral-
fot.— QUINTO: Confirma el mencionado ordinal tercero 
de la sentencia apelada, en cuanto declaró al prevenido 
Adán Porfirio Ralfot, culpable de haber violado los acápi -
tes a) y b) de la Ley. No. 4809, sobre tránsito de vehículos 

de motor y en consecuencia lo condena al pago de una mul-
ta de diez pesos (RD$10.00)•— SEXTO; Revoca el ordinal 
cuarto de la sentencia apelada, y en consecuencia descarga 
al prevenido Adán Porfirio Ralfot, de las condenaciones ci-
viles que le fueron impuestas por no haber cometido nin-
guna falta susceptible de comprometer su responsabilidad 
civil;— SEPTIMO: Condena al prevenido Adán Porfirio 
Ralfot, al pago de las costas penales de ambas instancias"; 

Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación, invocan el siguiente medio único: "Falsa aplicación 
del Art. 1384 del Código Civil; 

Considerando que en el somero desarrollo del único 
medio propuesto, los recurrentes se limitan a alegar que 
según el Art. 1384 del Código Civil "se es responsable, no 
sólo del daño que se causa por el propio hecho, sino tam-
bién del que se causa por el hecho de las cosas que se tie-
nen bajo la guarda"; que siendo esto así la Corte no debió 
descargar civilmente a una persona que encontró culpable 
del hecho puesto a su cargo, ya que la acción civil se pue-
de llevar junto a la acción penal; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio administrados en la instrucción de la cau-
sa, la Corte a-qua dio por establecido lo siguiente: "a) que 
más o menos a la una del día 15 del mes de abril del 1966, 
transitaba a su derecha de Este a Oeste, por la Avenida de 
Las Américas, el prevenido Adán Porfirio Ralfot, condu-
ciendo el automóvil de su propiedad placa pública N9 33418, 
marca Pontiac, modelo 1964, color blanco; b) que detrás de 
él circulaba en la misma dirección el coprevenido Digno M. 
Rodríguez Núñez, manejando el carro placa oficial No. 
1492, ficha No. 525, marca Ford, color gris y franja negra 
al servicio de la Policía Nacional; c) que este último con-
ductor manejaba su vehículo a una elevada velocidad; d) 
que al llegar a la intersección con la calle Venezuela, el pri-
mero de los prevenidos abandonó su derecha para doblar 



• 

BOLETIN JUDICIAL 	 593 
592 	 HOUTEN JUDICIAL 

•rs 

hacia la izquierda; e) que frente a esa maniobra el segundo 
conductor hizo un giro violento hacia la izquierda, perdien-
do el control de su vehículo y yéndose a estrellar contra el 
Jeep Land Rover, placa No. 40515, manejado por el Ing. 
Luis Pelegrín Guerrero, quien circulaba por la misma ave-
nida en dirección de Oeste a Este; f que a consecuencia de 
este accidente recibieron lesiones los señores Digno M. Ro-
dríguez Núñez y Enerio Polanco López"; 

Considerando que en base a la comprobación de esos 
hechos, la Corte a-qua pudo válidamente inferir como lo 
hizo que el accidente se debió al hecho de que el chófer 
Digno Rodríguez conducía su vehículo a exceso de veloci-
dad, lo que "no le permitió detenerlo mediante la aplica-
ción de los frenos cuando el prevenido apelante abandonó la 
derecha para doblar hacia la izquierda; que esta última 
circunstancia careció de influencia en la realización del ac-
cidente": 

Considerando que fundándose en esa convicción, resul-
tante de los hechos comprobados, la Corte pudo concluir en 
uno de los motivos del fallo dictado que "en tales condicio-
nes, es obvio que el prevenido Adán Porfirio Ralfot, no es 
responsable penal ni civilmente de los golpes sufridos por 
los agraviados, por lo cual procede descargársele tanto del 
delito de golpes involuntarios causados con el manejo de 
un vehículo de motor; por el cual fue condenado al pago de 
una multa de RD$50.00, como de las condenaciones civiles 
pronunciadas en su contra"; 

Considerando que no siendo el prevenido apelante 
Adán Porfirio Ralfot culpable de hecho alguno generador 
de falta a su cargo, no podía tampoco condenársele civil-
mente, por lo cual la Corte a-qua hizo una correcta aplica-
ción de las disposiciones del Código Civil que rigen la ma-
teria, lo aue no era óbice, para que independientemente del 
hecho comprobado de que dicho prevenido no había tenido 
ninguna participación en el_ accidente, pudiera, por un mo-
tivo extraño al accidente, ser condenado penalmente por  

infracción a la Ley No. 4809, que regía en el momento del 
hecho, al comprobarse que cometió una infracción a las le-
yes del tránsito al abandonar su derecha; pues tal como lo 
apreciaron los jueces del fondo ellos establecieron, que ese 
hecho ninguna influencia tuvo en el accidente; que, por tan-
to, el medio propuesto carece de fundamento y debe ser de-
sestimado; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte con interés contrario a los recurren-
tes, no ha comparecido a esta instancia de casación a soli-
citarlo; 

Por tales motivos, Unico: Rechaza los recursos de ca-
sación interpuestos por Enerio Polanco López y Digno Mis-
terio Rodríguez, contra la sentencia de fecha 7 de febrero 
del 1970, dictada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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hacia la izquierda; e) que frente a esa maniobra el segundo 
conductor hizo un giro violento hacia la izquierda, perdien-
do el control de su vehículo y yéndose a estrellar contra el 
Jeep Land Rover, placa No. 40515, manejado por el Ing. 
Luis Pelegrín Guerrero, quien circulaba por la misma ave-
nida en dirección de Oeste a Este; f) que a consecuencia de 
este accidente recibieron lesiones los señores Digno M. Ro-
dríguez Núñez y Enerio Polanco López"; 

Considerando que en base a la comprobación de esos 
hechos, la Corte a-qua pudo válidamente inferir como lo 
hizo que el accidente se debió al hecho de que el chófer 
Digno Rodríguez conducía su vehículo a exceso de veloci-
dad, lo que "no le permitió detenerlo mediante la aplica-
ción de los frenos cuando el prevenido apelante abandonó la 
derecha para doblar hacia la izquierda; que esta última 
circunstancia careció de influencia en la realización del ac-
cidente"; 

Considerando que fundándose en esa convicción, resul-
tante de los hechos comprobados, la Corte pudo concluir en 
uno de los motivos del fallo dictado que "en tales condicio-
nes, es obvio que el prevenido Adán Porfirio Ralfot, no es 
responsable penal ni civilmente de los golpes sufridos por 
los agraviados, por lo cual procede descargársele tanto del 
delito de golpes involuntarios causados con el manejo de 
un vehículo de motor; por el cual fue condenado al pago de 
una multa de RD$50.00, como de las condenaciones civiles 
pronunciadas en su contra"; 

Considerando que no siendo el prevenido apelante 
Adán Porfirio Ralfot culpable de hecho alguno generador 
de falta a su cargo, no podía tampoco condenársele civil-
mente, por lo cual la Corte a-qua hizo una correcta aplica-
ción de las disposiciones del Código Civil que rigen la ma-
teria, lo oue no era óbice, para que independientemente del 
hecho comprobado de que dicho prevenido no había tenido 
ninguna participación en el accidente, pudiera, por un mo-
tivo extraño al accidente, ser condenado penalmente por 

infracción a la Ley No. 4809, que regía en el momento del 
hecho, al comprobarse que cometió una infracción a las le-
yes del tránsito al abandonar su derecha; pues tal como lo 
apreciaron los jueces del fondo ellos establecieron, que ese 
hecho ninguna influencia tuvo en el accidente; que, por tan-
to, el medio propuesto carece de fundamento y debe ser de-
sestimado; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte con interés contrario a los recurren-
tes, no ha comparecido a esta instancia de casación a soli-
citarlo; 

Por tales motivos, Unice: Rechaza los recursos de ca-
sación interpuestos por Enerio Polanco López y Digno Mis-
terio Rodríguez, contra la sentencia de fecha 7 de febrero 
del 1970, dictada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 15 de abril de 1971. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Dr. Manuel Pérez Sosa y Seguros América C. por A. 

Abogado: Dr. Marcelino Frías Pérez. 

Recurrido: Jesús Obregón Cabral. 

Abogados: Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes V. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 15 de marzo del 1972, años 129' de la Independencia y 
108' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Manuel 
Pérez Sosa, dominicano, mayor de edad, abogado, domici-
liado y residente en la casa número 4 de la calle Segunda 
del Ensanche Naco, de esta ciudad, casado; y Seguros Amé-
rica C. por A., compañía constituida de acuerdo con las le-
yes de la República Dominicana, contra la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 15 de abril 
de 1971, dictada en sus atribuciones civiles, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Antonio Rosario, cédula 14083, serie 54 por 

sí y por el Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula 6556, serie 5, 
abogados del recurrido que lo es Jesús Obregón Cabral, es-
pañol, mayor de edad, soltero, constructor de obras, domi-
ciliado y residente en la casa número 15 de la calle Prime-
ra, Ensanche "Padre las Casas", en esta ciudad, cédula nú-
mero 14561, serie 37, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de los recurrentes Dr. Marcelino Frías Pérez, cédula 14018, 
serie 54, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de 
Justicia en fecha 23 de mayo de 1971, en el cual se invo-
can los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 2 de agosto de 
1971, suscrito por los abogados del recurrido; 

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Justicia 
de fecha 4 de noviembre de 1971, cuyo dispositivo dice así: 
"Resuelve Declara exduídos a los recurrentes Dr. Manuel 
Pérez Sosa y Seguros América, C. por A., del derecho de 
presentarse en audiencia a exponer sus medios de defensa, 
en el recurso de casación por ellos interpuesto contra la 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, en fecha 15 de abril de 1971"; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Probedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) Que 
con motivo de una demanda civil en reparación de daños y 
perjuicios intentada por el recurrido contra Manuel Pérez 
Sosa y la Compañía de Seguros América, C. por A., la Cá-
mara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio- 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Doming9 de 
fecha 15 de abril de 1971. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Dr. Manuel Pérez Sosa y Seguros América C. por A. 

Abogado: Dr. Marcelino Frías Pérez. 

Recurrido: Jesús Obregón Cabral. 
Abogados: Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes V. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 15 de marzo del 1972, años 129' de la Independencia y 
108' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Manuel 
Pérez Sosa, dominicano, mayor de edad, abogado, domici-
liado y residente en la casa número 4 de la calle Segunda 
del Ensanche Naco, de esta ciudad, casado; y Seguros Amé-
rica C. por A., compañía constituída de acuerdo con las le-
yes de la República Dominicana, contra la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 15 de abril 
de 1971, dictada en sus atribuciones civiles, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Antonio Rosario, cédula 14083, serie 54 por 

sí y por el Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula 6556, serie 5, 
abogados del recurrido que lo es Jesús Obregón Cabral, es-
pañol, mayor de edad, soltero, constructor de obras, domi-
ciliado y residente en la casa número 15 de la calle Prime-
ra, Ensanche "Padre las Casas", en esta ciudad, cédula nú-
mero 14561, serie 37, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de los recurrentes Dr. Marcelino Frías Pérez, cédula 14018, 
serie 54, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de 
Justicia en fecha 23 de mayo de 1971, en el cual se invo-
can los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 2 de agosto de 
1971, suscrito por los abogados del recurrido; 

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Justicia 
de fecha 4 de noviembre de 1971, cuyo dispositivo dice así: 
"Resuelve Declara exduídos a los recurrentes Dr. Manuel 
Pérez Sosa y Seguros América, C. por A., del derecho de 
presentarse en audiencia a exponer sus medios de defensa, 
en el recurso de casación por ellos interpuesto contra la 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, en fecha 15 de abril de 1971"; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes que se mencionan más adelante y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Probedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) Que 
con motivo de una demanda civil en reparación de daños y 
perjuicios intentada por el recurrido contra Manuel Pérez 
Sosa y la Compañía de Seguros América, C. por A., la Cá-
mara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio- 
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nal, dictó en fecha primero de septiembre de 1970, una 
sentencia cuyo dispositivo se encuentra inserto en el del 
fallo impugnado; y b) que sobre la apelación de los actua-
les recurrentes, la Corte a-qua en fecha 15 de abril de 1971, 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
textualmente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido el recurso de apelación interpuesto por el señor Ma-
nuel Pérez Sosa y la Compañía Seguros América, C. por 
A., contra sentencia de la Cámara de lo Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha lro. de septiembre 
de 1970, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: Prime-
ro: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra los 
co-demandados Manuel Pérez Sosa y la Compañía de Se-
guros, Seguros América, C. por A., por falta de compare-
cer; Segundo. Acoge en algunas partes, las conclusiones for-
muladas en audiencia por Jesús Obregón Cabral, en la de-
manda civil en reparación de daños y perjuicios incoada por 
éste contra la mencionada parte demandada según acto de 
fecha 2 de diciembre de 1969 del ministerial Francisco Cé-
sar Díaz, Alguacil de Estrados de la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, por ser justas y reposar en prueba legal, y, en conse-
cuencia condena al señor Manuel Pérez Sosa, parte deman-
dada a pagar en provecho del ya mencionado demandante: 
a) la suma de Mil Ciento Treintidós Pesos Oro (RD$1,132.00), 
como justa indemnización por los daños y perjuicios, mora-
les y materiales ocasionándoles a consecuencia del acciden-
te automovilístico de fecha 28 de julio de 1969, en el cual 
tuvo participación activa el vehículo de su propiedad, del 
cual tenía además la guarda en el momento de su ocurren-
cia; b)— Los intereses legales de dicha suma, a partir de 
la fecha de la demanda, como indemnización suplementa-
ria; c)— Las costas causadas en el proceso, con distracción 
de las mismas en provecho de los abogados Dres. Antonio 
Rosario y Raúl Reyes Vásquez, por afirmar haberlas avan-
zado en su totalidad; Tercero: Declara que la presente sen- 
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tencia es oponible a la Compañía de Seguros, Seguros Amé-
rica, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora del 
vehículo propiedad del demandado Manuel Pérez Sosa con 
el cual fueron ocasionados los daños; y Cuarto: Comisiona 
al ministerial Horacio Ernesto Castro Ramírez, Alguacil de 
Estrados de este Tribunal, para la notificación de esta sen-
tencia'.— SEGUNDO: Ratifica el defecto pronunciado en 
audiencia contra los apelantes por falta de concluir; TER-
CERO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurri-
da;— CUARTO: Condena a los apelantes al pago de las cos-
tas, ordenando su distracción en. favor de los Doctores An-
tonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguien-
tes medios: Errada interpretación del artículo 1384 del 
Código Civil y falta de Base Legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio de su recurso, los recurrentes sostienen en síntesis: 
que la Corte a-qua basó su sentencia en daños sufridos en 
el vehículo de Jesús Obregón Cabral, de acuerdo con un 
presupuesto suscrito por José A. Hernández "cuya profe-
sión es la de mecánico y no desabollador", y que dicho pre-
supuesto es aproximado, lo que Implica inseguridad de pa-
go al, respecto; que dicho presupuesto no indica con certe-
za el "valor justo y real del monto de la reparación y que 
es necesario que "se presenten los documentos que indiquen 
las piezas nuevas" que finalmente, que no hay razón para 
"indicar pintura general del vehículo", porque sólo debió 
indicarse valor por la pintura aplicada sobre la parte abo-
llada o afectada solamente"; que por tanto, la sentencia im-
pugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que como se advierte los alegatos de los 
recurrentes se refieren obviamente a cuestiones de hecho, 
que no están sujetas al control de la casación; que, por tan-
to el medio que se examina carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 
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nal, dictó en fecha primero de septiembre de 1970, una 
sentencia cuyo dispositivo se encuentra inserto en el del 
fallo impugnado; y b) que sobre la apelación de los actua-
les recurrentes, la Corte a-qua en fecha 15 de abril de 1971, 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
textualmente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido el recurso de apelación interpuesto por el señor Ma-
nuel Pérez Sosa y la Compañía Seguros América, C. por 
A., contra sentencia de la Cámara de lo Civil y Comercial 
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha lro. de septiembre 
de 1970, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: Prime-
ro: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra los 
co-demandados Manuel Pérez Sosa y la Compañía de Se-
guros, Seguros América, C. por A., por falta de compare-
cer; Segundo. Acoge en algunas partes, las conclusiones for-
muladas en audiencia por Jesús Obregón Cabral, en la de-
manda civil en reparación de daños y perjuicios incoada por 
éste contra la mencionada parte demandada según acto de 
fecha 2 de diciembre de 1969 del ministerial Francisco Cé-
sar Díaz, Alguacil de Estrados de la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, por ser justas y reposar en prueba legal, y, en conse-
cuencia condena al señor Manuel Pérez Sosa, parte deman-
dada a pagar en provecho del ya mencionado demandante: 
a) la suma de Mil Ciento Treintidós Pesos Oro (RD$1,132.00), 
como justa indemnización por los daños y perjuicios, mora-
les y materiales ocasionándoles a consecuencia del acciden-
te automovilístico de fecha 28 de julio de 1969, en el cual 
tuvo participación activa el vehículo de su propiedad, del 
cual tenía además la guarda en el momento de su ocurren-
cia; b)— Los intereses legales de dicha suma, a partir de 
la fecha de la demanda, como indemnización suplementa-
ria; c)— Las costas causadas en el proceso, con distracción 
de las mismas en provecho de los abogados Dres. Antonio 
Rosario y Raúl Reyes Vásquez, por afirmar haberlas avan-
zado en su totalidad; Tercero: Declara que la presente sen- 

tencia es oponible a la Compañía de Seguros, Seguros Amé-
rica, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora del 
vehículo propiedad del demandado Manuel Pérez Sosa con 
el cual fueron ocasionados los daños; y Cuarto: Comisiona 
al ministerial Horacio Ernesto Castro Ramírez, Alguacil de 
Estrados de este Tribunal, para la notificación de esta sen-
tencia'.— SEGUNDO: Ratifica el defecto pronunciado en 
audiencia contra los apelantes por falta de concluir; TER-
CERO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurri-
da;— CUARTO: Condena a los apelantes al pago de las cos-
tas, ordenando su distracción en. favor de los Doctores An-
tonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguien-
tes medios: Errada interpretación del artículo 1384 del 
Código Civil y falta de Base Legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio de su recurso, los recurrentes sostienen en síntesis: 
que la Corte a-qua basó su sentencia en daños sufridos en 
el vehículo de Jesús Obregón Cabral, de acuerdo con un 
presupuesto suscrito por José A. Hernández "cuya profe-
sión es la de mecánico y no desabollador", y que dicho pre-
supuesto es aproximado, lo que Implica inseguridad de pa-
go al, respecto; que dicho presupuesto no indica con certe-
za el "valor justo y real del monto de la reparación y que 
es necesario que "se presenten los documentos que indiquen 
las piezas nuevas" que finalmente, que no hay razón para 
"indicar pintura general del vehículo", porque sólo debió 
indicarse valor por la pintura aplicada sobre la parte abo-
llada o afectada solamente"; que por tanto, la sentencia im-
pugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que como se advierte los alegatos de los 
recurrentes se refieren obviamente a cuestiones de hecho, 
que no están sujetas al control de la casación; que, por tan-
to el medio que se examina carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 
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Considerando que en el segundo medio de casación, los 
recurrentes se han limitado a afirmar que en la sentencia 
impugnada se incurrió en una errada interpretación del Art. 
1384 del Código Civil y en el vicio de falta de base legal, 
sin puntualizar en qué consisten los agravios señalados; que 
por tanto, el medio que se examina debe ser desestimado; 

Por, tales motivos, Primero: Rechaza l'bs recursos de 
casación interpuestos por Manuel Pérez Sosa y Seguros 
América, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo en fecha 15 de abril de 
1971, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pa-
go de las costas, con distracción de las mismas en provecho 
de los Doctores Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez, 
abogados del recurrido, quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad. 

(Firmado).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 20 
de mayo de 1971. 

materia: Civil. 

Recurrente: Fabio Fermín. 
Abogado: Lic. R. Francisco Thevenin. 

Recurrido: María M. Gómez Vda. Canaán y compartes. 
Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvarez V. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 15 de marzo del año 1972, años 
129' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta 
eh audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fabio 
Fermín, dominicano, mayor de edad, agricultor, domicilia-
do y residente en Villa González, del Municipio de Santia-
go, cédula No. 37562, serie 31, contra la sentencia de fecha 
20 de mayo de 1971, dictada en atribuciones civiles por la 
Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo se trans-
cribe más adelante; 
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Considerando que en el segundo medio de casación, los 
recurrentes se han limitado a afirmar que en la sentencia 
impugnada se incurrió en una errada interpretación del Art. 
1384 del Código Civil y en el vicio de falta de base legal, 
sin puntualizar en qué consisten los agravios señalados; que 
por tanto, el medio que se examina debe ser desestimado; 

Por, tales motivos, Primero: Rechaza 115s recursos de 
casación interpuestos por Manuel Pérez Sosa y Seguros 
América, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo en fecha 15 de abril de 
1971, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pa-
go de las costas, con distracción de las mismas en provecho 
de los Doctores Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez, 
abogados del recurrido, quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad. 

(Firmado).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 20 
de mayo de 1971. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Fabio Fermín. 

Abogado: Lic. R. Francisco Thevenin. 

Recurrido: María M. Gómez Vda. Canaán y compartes. 
Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvarez V. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 15 de marzo del año 1972, años 
129' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fabio 
Fermín, dominicano, mayor de edad, agricultor, domicilia-
do y residente en Villa González, del Municipio de Santia-
go, cédula No. 37562, serie 31, contra la sentencia de fecha 
20 de mayo de 1971, dictada en atribuciones civiles por la 
Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo se trans-
cribe más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Francisco Thevnín, cédula No. 15914, se_ 

rie la., abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído al Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, cédula 
No. 20267, serie 47, abogado de los recurridos María Mer-
cedes Vda. Canaán :  Amín Edwin y Kilma Canaán Gómez, 
dominicanos. mayores de edad, domiciliados y residentes en 
la ciudad de La Vega, cédulas Nos. 2330, 114158, y 40491, se-
rie 47, respectivamente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 23 de julio 
de 1970, y el de ampliación del mismo de fecha 15 de se-
tiembre de 1971, suscritos ambos per el abogado del recu-
rrente, en el cual se invocan los medios que se indican más 
adelante; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscritc 
por su abogado en fecha 20 de agosto de 1971; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un embargo conservatorio practicado a re-
querimiento de Amín Canaán Abud, en perjuicio de José 
Antonio García Luciano, convertido en embargo ejecutivo 
como consecuencia de su validación, Fabio Fermín deman-
dó que fueran distraídas de dicho embargo siete yuntas de 
bueyes y sus aperos, por ser de su propiedad; b) que con 
motivo de dicha demanda el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, dictó en fecha 
19 de octubre de 1960, una sentencia con el siguiente dis-

positivo: "FALLA: PRIMERO: Rechazar como al efecto re- 

chaza, la demanda ea distracción de efectos mobiliarios, in-
tentada por el señor Fabio Fermín, contra los señores 
Amín Canaán, Israel Batista y José Antonio García Lucia-
no, por improcedente y mal fundada; SEGUNDO: Se orde-
na la continuación de los procedimientos iniciados por el 
señor Amín Canaán, tendientes a la venta de siete (7) yun-
tas de bueyes y sus aperos y arados, embargados al señor 

• José Antonio García Luciano; TERCERO: Reconvencional-
mente, se condena al señor Fabio Fermín, al pago de una 
indemnización de mil pesos oro (RD$1,0.00.00), en favor del 
señor Amín Canaán, por los daños morales y materiales su-
fridos por éste; CUARTO: Condena al señor Fabio Fermín, 
al pago de las costas"; c) sobre recurso de apelación del de-
mandante original, la Corte de Apelación de La Vega pro-
nunció un fallo de fecha 13 de marzo de 1961, cuyo dispo-
sitivo es el que se señala a continuación: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido, en la forma, el presente 
recurso de apelación; SEGUNDO: Declara nulo y sin nin-
gún valor ni efecto el desistimiento hecho por el señor Fa-
bio Fermín del recurso de apelación interpuesto por Acto 
No. 125 del Ministerial Juan Rafael Gonell, en fecha veinti-
nueve de octubre de mil novecientos sesenta, contra sen-
tencia del Juzgado de Primera instancia del Distrito Judi-
cial de Sánchez Ramírez, de fecha diecinueve de octubre 
del mismo año; TERCERO: Declara, en consecuencia, irre-
cibible el recurso de apelación interpuesto por dicho señor 
Fabio Fermín, contra la referida sentencia, de acuerdo con 
el acto No. 130 del menccionado ministerial Juan Rafael 
Gonell, de fecha ocho de noviembre de mil novecientos se-
senta, por estar apoderada esta Corte de un recurso idénti-
co entre las mismas partes y sobre la misma instancia; 
CUARTO: Condena al señor Fabio Fermín, parte intiman-
te, al pago de las costas de esta alzada"; d) contra el aludi-
do fallo recurrió en casación Fabio Fermín, dictando en esa 
circunstancia la Suprema Corte de Justicia una sentencia el 
día 31 de enero de 1962, con el dispositivo que se transcri-
be: "FALLA: PRIMERO: Casa la sentencia dictada en 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Francisco Thevnín, cédula No. 15914, se-

rie la., abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído al Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, cédula 
No. 20267, serie 47, abogado de los recurridos María Mer-
cedes Vda. Canaán, Amín Edwin y Kilma Canaán Gómez, 
dominicanos. mayores de edad, domiciliados y residentes en 
la ciudad de La Vega, cédulas Nos. 2330, 114158, y 40491, se-
rie 47, respectivamente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 23 de julio 
de 1970, y el de ampliación del mismo de fecha 15 de se-
tiembre de 1971, suscritos ambos por el abogado del recu-
rrente, en el cual se invocan los medios que se indican más 
adelante; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por su abogado en fecha 20 de agosto de 1971; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un embargo conservatorio practicado a re-
querimiento de Amín Canaán Abud, en perjuicio de José 
Antonio García Luciano, conve -riido en embargo ejecutivo 
como consecuencia de su validación, Fabio Fermín deman-
dó que fueran distraídas de dicho embargo siete yuntas de 
bueyes y sus aperos, por ser de su propiedad; b) que con 
motivo de dicha demanda el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, dictó en fecha 
19 de octubre de 1960, una sentencia con el siguiente dis-

positivo: "FALLA: PRIMERO: Rechazar como al efecto re- 

chata, la demanda en distracción de efectos mobiliarios, in-
tentada por el señor Fabio Fermín, contra los señores 
Amín Canaán, Israel Batista y José Antonio García Lucia-
no, por improcedente y mal fundada; SEGUNDO: Se orde-
na la continuación de los procedimientos iniciados por el 
señor Amín Canaán, tendientes a la venta de siete (7) yun-
tas de bueyes y sus aperos y arados, embargados al señor 
José Antonio García Luciano; TERCERO: Reconvencional-
mente, se condena al señor Fabio Fermín, al pago de una 
indemnización de mil pesos oro (RD$1,000.00), en favor del 
señor Amín Canaán, por los daños morales y materiales su-
fridos por éste; CUARTO: Condena al señor Fabio Fermín, 
al pago de las costas"; c) sobre recurso de apelación del de-
mandante original, la Corte de Apelación de La Vega pro-
nunció un fallo de fecha 13 de marzo de 1961, cuyo dispo-
sitivo es el que se señala a continuación: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido, en la forma, el presente 
recurso de apelación; SEGUNDO: Declara nulo y sin nin-
gún valor ni efecto el desistimiento hecho por el señor Fa-
bio Fermín del recurso de apelación interpuesto por Acto 
No. 125 del Ministerial Juan Rafael Gonell, en fecha veinti-
nueve de octubre de mil novecientos sesenta, contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Sánchez Ramírez, de fecha diecinueve de octubre 
del mismo año; TERCERO: Declara, en consecuencia, irre-
cibible el recurso de apelación interpuesto por dicho señor 
Fabio Fermín, contra la referida sentencia, de acuerdo con 
el acto No. 130 del menccionado ministerial Juan Rafael 
Gonell, de fecha ocho de noviembre de mil novecientos se-
senta, por estar apoderada esta Corte de un recurso idénti-
co entre las mismas partes y sobre la misma instancia; 
CUARTO: Condena al señor Fabio Fermín, parte intiman-
te, al pago de las costas de esta alzada"; d) contra el aludi-
do fallo recurrió en casación Fabio Fermín, dictando en esa 
circunstancia la Suprema Corte de Justicia una sentencia el 
día 31 de enero de 1962, con el dispositivo que se transcri-
be: "FALLA: PRIMERO: Casa la sentencia dictada en 
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fecha 13 de marzo de 1961, en atribuciones civiles, por la 
Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el 
asunto a la Corte de Apelación de San Francisco de Maco-
rís; y, SEGUNDO: Condena al recurrido Amín Canaán al 
pago de las costas, disrayéndolas en favor del abogado re-
currente, Lcdo. R. Francisco Tevenín, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte"; e) que en fecha 29 de 
agosto de 1962, la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el presente 
recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia 
contradictoria, dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en atribucio-
nes civiles, de fecha 19 de octubre de 1960, objeto del pre-
sente recurso de apelación, en cuanto rechazó la demanda 
en distracción de objetos embargados (bueyes), intentada 
por el señor Fabio Fermín, contra el señor Amín Canaán 
Abud, por improcedente e infundada; y ordenó la conti-
nuación de los procedimientos de embargo ejecutivo ini-
ciados por el señor Amín Canaán Abud, tendientes a la ven-
ta en pública subasta de siete (7) juntas de bueyes, sus ape-
ros y arados, embargados al señor José Antonio García Lu-
ciano; TERCERO: La revoca en cuanto condenó reconven-
cionalmente al señor Fabio Fermín, al pago de una indem-
nización de RD$1,000.00 (mil pesos oro), en favor del se-
ñor Amín Canaán Abudo, como justa reparación de los da-
ños morales y materiales sufridos por éste por infundada; 
y, CUARTO: Compensa pura y simplemente las costas de 
ambas instancias"; f) que contra el ordinal Tercero de esa 
sentencia recurrió en casación Amín Canaán Abud, y la Su-
prema Corte de Justicia dictó en fecha 10 de noviembre de 
1965, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Pri-
mero: Casa la sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís en atribuciones civiles, de fe-
cha 29 de agosto de 1962, cuyo dispositivo se copia en par 
te anterior del presente fallo, en la medida en que fue im- 
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pugnado, y envía el asunto así delimitado a la Corte de Ape-
lación de Santiago; Segundo: Compensa las costas"; g) que 
sobre el recurso de casación interpuesto por Fabio Fermín, 
contra el ordinal segundo de la sentencia del 29 de agosto 
de 1962, de la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 25 de 
marzo de 1966, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Primero: Casa la sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 29 de 
agosto de 1962, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte 
de Apelación de Santiago; y, Segundo: Compensa las cos-
tas"; h) que sobre esos dos envíos, intervino una sentencia, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite, en la forma, el presente recurso de apelación, inter-
pusto por el señor Fabio Fermín, contra sentencia civil dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Sánchez Ramírez, en fecha diecinueve (19) del 
mes de octubre del año mil novecientos sesenta (1960); 
SEGUNDO: s Ordena, por los motivos anunciados, la fusión 
de los asuntos de que ha sido apoderada esta Corte, tanto 
por el señor Amín Canaán Abud, como por el señor Fabio 
Fermín, para ser conocidos y fallados al mismo tiempo y 
por una sola decisión; TERCERO: Ordena un informativo 
sumario, a fin de que el señor Fabio Fermín, haga la prue-
ba de los hechos por él enunciados, así como cualquier otro 
que a su juicio sea de lugar y conveniente a sus intereses; 
CUARTO: Reserva el contrainformativo a la contra-parte, 
Sr. Amín Canaán Abud, a fin de que este señor haga la 
prueba de contrario; QUINTO: Ordena la comparecencia 
personal de los señores José García Luciano, Martino Ros-
setti, Antonio Guzmán e Isabel Batista, a fin de que expli-
quen por cuenta de quién y en cuál calidad detentaban o 
poseían los bueyes embargados; SEXTO: Fija la audiencia 
de esta Corte del día viernes, Veintiuno (21) del mes de ju-
lio del año mil novecientos sesenta y siete, a las nueve (9) 
horas de la mañana, para conocer de las medidas de instruc- 
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fecha 13 de marzo de 1961, en atribuciones civiles, por la 
Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el 
asunto a la Corte de Apelación de San Francisco de Maco-
rís; y, SEGUNDO: Condena al recurrido Amín Canaán al 
pago de las costas, dsrayéndolas en favor del abogado re-
currente, Lcdo. R. Francisco Tevenín, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte"; e) que en fecha 29 de 
agosto de 1962, la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el presente 
recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia 
contradictoria, dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en atribucio-
nes civiles, de fecha 19 de octubre de 1960, objeto del pre-
write recurso de apelación, en cuanto rechazó la demanda 
en distracción de objetos embargados (bueyes), intentada 
por el señor Fabio Fermín, contra el señor Amín Canaán 
Abud, por improcedente e infundada; y ordenó la conti-
nuación de los procedimientos de embargo ejecutivo ini-
ciados por el señor Amín Canaán Abud, tendientes a la ven-
ta en pública subasta de siete (7) juntas de bueyes, sus ape-
ros y arados, embargados al señor José Antonio García Lu-
ciano; TERCERO: La revoca en cuanto condenó reconven-
cionalmente al señor Fabio Fermín, al pago de una indem-
nización de RD$1,000.00 (mil pesos oro), en favor del se-
ñor Amín Canaán Abudo, como justa reparación de los da-
ños morales y materiales sufridos por éste por infundada; 

y, CUARTO: Compensa pura y simplemente las costas de 

ambas instancias"; f) que contra el ordinal Tercero de esa 
sentencia recurrió en casación Amín Canaán Abud, y la Su-
prema Corte de Justicia dictó en fecha 10 de noviembre de 
1965, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Pri-

mero: Casa la sentencia dictada por la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís en atribuciones civiles, de fe-
cha 29 de agosto de 1962, cuyo dispositivo se copia en par-
te anterior del presente fallo, en la medida en que fue im- 
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pugnado, y envía el asunto así delimitado a la Corte de Ape-
lación de Santiago; Segundo: Compensa las costas"; g) que 
sobre el recurso de casación interpuesto por Fabio Fermín, 
contra el ordinal segundo de la sentencia del 29 de agosto 
de 1962, de la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 25 de 
marzo de 1966, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Primero: Casa la sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís, en fecha 29 de 
agosto de 1962, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte 
de Apelación de Santiago; y, Segundo: Compensa las cos-
tas"; h) que sobre esos dos envíos, intervino una sentencia, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite, en la forma, el presente recurso de apelación, inter-
pusto por el señor Fabio Fermín, contra sentencia civil dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Sánchez Ramírez, en fecha diecinueve (19) del 
mes de octubre del año mil novecientos sesenta (1960); 
SEGUNDO: Ordena, por los motivos anunciados, la fusión 
de los asuntos de que ha sido apoderada esta Corte, tanto 
por el señor Amín Canaán Abud, como por el señor Fabio 
Fermín, para ser conocidos y fallados al mismo tiempo y 
por una sola decisión; TERCERO: Ordena un informativo 
sumario, a fin de que el señor Fabio Fermín, haga la prue-
ba de los hechos por él enunciados, así como cualquier otro 
que a su juicio sea de lugar y conveniente a sus intereses; 
CUARTO: Reserva el contrainformativo a la contra-parte, 
Sr. Amín Canaán Abud, a fin de que este señor haga la 
prueba de contrario; QUINTO: Ordena la comparecencia 
personal de los señores José García Luciano, Martino Ros-
setti, Antonio Guzmán e Isabel Batista, a fin de que expli-
quen por cuenta de quién y en cuál calidad detentaban o 
poseían los bueyes embargados; SEXTO: Fija la audiencia 
de esta Corte del día viernes, Veintiuno (21) del mes de ju-
lio del año mil novecientos sesenta y siete, a las nueve (9) 
horas de la mañana, para conocer de las medidas de instruc- 
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ción ordenadas por esta sentencia: SEPTIMO: Reserva las 
costas para ser falladas conjuntamente con el fondo"; i) 
que sobre el recurso de casación interpuesto por Amín Ca-
naán Abud contra dicha sentencia, la Suprema Corte de 
Justicia en fecha 11 de diciembre de 1967, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Por tales motivos, Pri-
mero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Amín 
Canaán Abud contra la sentencia dictada en sus atribucio-
nes civiles por la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
16 de junio de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas ordenándose la distracción 
de ellas en provecho del Licenciado Ricardo Francisco The-
venín, abogado del recurrido, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; j) que la Corte de Apelación de San-
tiago, como Corte de envío, y después de celebrar el infor-
mativo que había ordenado, del cual se da constancia pre-
cedentemente en la relación de hechos, dictó una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular, en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el señor Fabio Fermín en fecha ocho del mes 
de noviembre del año mil novecientos sesenta contra la 
sentencia dictada en fecha diecinueve del mes de octubre 
de ese año por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Sánchez Ramírez, por haber sido incoado en 
tiempo hábil y con sujeción a los preceptos legales; SE-
GUNDO: Acoge el informativo testimonial llevado a tér-
mino por esta Corte en fecha veintiuno del mes de julio del 
año mil novecientos sesenta y siete y el acto de compra-
venta de fecha veinte y seis del mes de enero del año mil 
novecientos sesenta, otorgado por Alberto Tejada Cabrera 
en favor de Fabio Fermín; y se declara que los mismos ha-
cen prueba completa, en favor del último, de su derecho 
de propiedad, por compra y por posesión, sobre los bue-
yes cuya distracción o reivindicación ha demandado, o sea 
que los nombrados: Candelón, Puerto Plata, Tierra Negra. 
Azabache, Retinto, Puerto Rico, Capitán Joco y Capitán 

Colorado, ocho en total; así como que José Antonio García 
Luciano fue un detentador a título precario de los mismos; 
TERCERO: Revoca, en todas sus partes, la mencionada sen-
tencia de fecha 19 de octubre de mil novecientos sesenta, 
dictada por el Juez a-quo, y, en consecuencia: a) Ordena 
que los ocho preindicados bueyes sean devueltos inmedia-
tamente a Fabio Fermín por Amín Canaán Abud, a cuyo 
requerimiento se los desplazó el Alguacil Casimiro S. Ra-
mos en fecha 20 de agosto de mil novecientos sesenta; y, b 
Rechaza la demanda reconvencional intentada por Amín 
Canaán Abud contra Fabio Fermín y descarga a este últi-
mo de toda responsabilidad con motivo de su demanda en 
reivindicación; CUARTO: Condena a Amín Canaán Abud al 
pago de las costas de ambas instancias, con distracción de 
las mismas en provecho del Licenciado Ricardo Francisco 
Tevenín, abogado del recurrente, por haber afirmado ha-
berlas avanzado en su totalidad"; k) que contra dicho fallo 
recurrió en casación Amín Canaán Abud, dictando sobre 
dicho recurso la Suprema Corte de Justicia en fecha lo. de 
julio de 1970, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Amín Canaán Abud, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus 
atribuciones civiles en fecha 11 de noviembre de 1969, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena al recurrente Amín Canaán 
Abud, al pago de las costas, ordenando la distracción de las 
mismas en favor del Lic. R. Francisco Thevenín, abogado 
del recurrido, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad"; 1) que sobre la demanda de Fermín contra Canaán, 
en ejecución de la sentencia que había ordenado la devo-
lución de los bueyes, la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo del Distrito Judicial de La Vega, dictó el día 21 de 
diciembre de 1970, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: Falla: Primero: Acoge las conclusiones presenta-
das en audiencia por la parte demandada, en su parte sub- 
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ción ordenadas por esta sentencia; SEPTIMO: Reserva las 
costas para ser falladas conjuntamente con el fondo"; i) 
que sobre el recurso de casación interpuesto por Amín Ca-
naán Abud contra dicha sentencia, la Suprema Corte de 
Justicia en fecha 11 de diciembre de 1967, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Por tales motivos, Pri-
mero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Amín 
Canaán Abud contra la sentencia dictada en sus atribucio-
nes civiles por la Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
16 de junio de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas ordenándose la distracción 
de ellas en provecho del Licenciado Ricardo Francisco The-
venín, abogado del recurrido, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; j) que la Corte de Apelación de San-
tiago, como Corte de envío, y después de celebrar el infor-
mativo que había ordenado, del cual se da constancia pre-
cedentemente en la relación de hechos, dictó una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara 
regular, en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el señor Fabio Fermín en fecha ocho del mes 
de noviembre del año mil novecientos sesenta contra la 
sentencia dictada en fecha diecinueve del mes de octubre 
de ese año por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Sánchez Ramírez, por haber sido incoado en 
tiempo hábil y con sujeción a los preceptos legales; SE-
GUNDO: Acoge el informativo testimonial llevado a tér-
mino por esta Corte en fecha veintiuno del mes de julio del 
año mil novecientos sesenta y siete y el acto de compra-
venta de fecha veinte y seis del mes de enero del año mil 
novecientos sesenta, otorgado por Alberto Tejada Cabrera 
en favor de Fabio Fermín; y se declara que los mismos ha-
cen prueba completa, en favor del último, de su derecho 
de propiedad, por compra y por posesión, sobre los bue-
yes cuya distracción o reivindicación ha demandado, o sea 
que los nombrados: Candelón, Puerto Plata, Tierra Negra. 
Azabache, Retinto, Puerto Rico, Capitán Joco y Capitán 

Colorado, ocho en total; así como que José Antonio García 
Luciano fue un detentador a título precario de los mismos; 
TERCERO: Revoca, en todas sus partes, la mencionada sen-
tencia de fecha 19 de octubre de mil novecientos sesenta, 
dictada por el Juez a-quo, y, en consecuencia: al Ordena 
que los ocho preindicados bueyes sean devueltos inmedia-
tamente a Fabio Fermín por Amín Canaán Abud, a cuyo 
requerimiento se los desplazó el Alguacil Casimiro S. Ra-
mos en fecha 20 de agosto de mil novecientos sesenta; y, 13) 
Rechaza la demanda reconvencional intentada por Amín 
Canaán Abud contra Fabio Fermín y descarga a este últi-
mo de toda responsabilidad con motivo de su demanda en 
reivindicación; CUARTO: Condena a Amín Canaán Abud al 
pago de las costas de ambas instancias, con distracción de 
las mismas en provecho del Licenciado Ricardo Francisco 
Tevenín, abogado del recurrente, por haber afirmado ha-
berlas avanzado en su totalidad"; k) que contra dicho fallo 
recurrió en casación Amín Canaán Abud, dictando sobre 
dicho recurso la Suprema Corte de Justicia en fecha lo. de 
julio de 1970, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Amín Canaán Abud, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus 
atribuciones civiles en fecha 11 de noviembre de 1969, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena al recurrente Amín Canaán 
Abud, al pago de las costas, ordenando la distracción de las 
mismas en favor del Lic. R. Francisco Thevenín, abogado 
del recurrido, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad"; 1) que sobre la demanda de Fermín contra Canaán, 
en ejecución de la sentencia que había ordenado la devo-
lución de los bueyes, la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo del Distrito Judicial de La Vega, dictó el día 21 de 
diciembre de 1970, una sentencia cuyo dispositivo es el si-
guiente: Falla: Primero: Acoge las conclusiones presenta-
das en audiencia por la parte demandada, en su parte sub- 
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sidiaria, por ser justas y reposar en prueba legal y en con-
secuencia, Debe:— Rechazar la demanda en astreinte o 
pago de multa por el retardo en el cumplimiento de las 
obligaciones impuéstales por la sentencia de la Corte de 
Santiago, de fecha 12 de noviembre de 1969, en razón de 
que el señor Ferinín había reconocido la imposibilidad física 
de esa ejecución, de manera direct, puesto que había lan-
zado en fecha 11 de diciembre de 1968, una demanda en 
reparación de daños y perjuicios, por violación del Art. 
1142, del Código Civil, que sanciona el rompimiento de las 
obligaciones contractuales, y además porque a lo imposible 
nadie está obligado, y esos bueyes, según admitió la pro-
pia Corte de Santiago, están en manos de Martín Rosetti, 
desde hace más de nueve años; Segundo: Condena al señor 
Fabio Fermín al pago de las costas de la presente instancia, 
con distracción de las mismas en provecho del infrascrito 
abogado, Dr. Hugo Francisco Alvarez V., quien afirma es-
tarlas avanzando en su totalidad"; 11) que sobre el recurso 
de apelación interpuesto por Fermín contra ese fallo, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: Falla: Primero: Declara regular y válido en la 
forma el recurso de apelación intentado por Fabio Fermín 
por intermedio de su abogado constituido Lic. Ricardo Fran-
cisco Thevenín contra la sentencia Civil No. 858 rendida en 
fecha 21 de diciembre de 1970 por la Cámara Civil, Comer-
cial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega; Segundo: En cuanto al fon-
do, rechaza los pedimentos hechos en las conclusiones de 
dicha parte apelante por improcedente y mal fundada; Ter-
cero: Acoge los pedimentos hechos en las conclusiones de 
la expresada parte apelada Amín Canaán Abud por ser 
justas y reposar en pruebas legales y, en consecuencia, con-
firma en todas sus partes la sentencia recurrida; Cuarto: 
Condena a la parte recurrente, Fabio Fermín, al pago de 
las costas causadas en este proceso y las declara distraídas 
en favor del Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, quien 
declara haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación del sagrado Derecho de Defensa, y desnaturalización 
de los hechos de la causa a los fines de rendir su sentencia 
en el sentido que lo hizo la Corte a-qua; Segundo Medio: 
Desconocimiento, y errada aplicación de las reglas genera-
les que rigen en la Astreinte Conminatoria; Tercer Medio: 
Falta de base legal, y contradicción de motivos; Cuarto Me-
dio: Violación de las disposiciones de los artículos 1341 y 
1582 del Código Civil, y de las reglas generales que se apli-
can en el contrato de venta; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios de su memorial, el recurrente alega, en síntesis, que la 
Corte a-qua para dictar el fallo impugnado se fundó en que 
siendo la del astreinte una vía compulsoria para coaccionar 
a un deudo recalcitrante a la ejecución de sus obligaciones 
el recurso a tal vía de derecho, en la especie, era improce-
dente por frustratorio; que la Corte a-qua llegó a tal con-
clusión derivándola, a su juicio, de la ya imposible ejecu-
ción directa de la sentencia de la Corte de Apelación de 
Santiago de fecha 11 de noviembre de 1969, que había ad-
quirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, 
y que por su ordinal tercero, letra a), ordenó que los bue-
yes reivindicados, fueran devueltos "inmediatamente a Fa-
bio Fermín, por Amín Canaán Abud, a cuyo requerimiento 
se los desplazó el alguacil Casimiro S. Ramos, en fecha 20 
de agosto de mil novecientos sesenta"; que para formar su 
convicción en el sentido que ha sido expresado, la Corte 
a-qua se basó, especialmente, en el contenido de una cer-
tificación expedida por el Secretario de la Cámara Civil, 
Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
de La Vega, de fecha 13 de abril de 1971, documento que 
jamás fue comunicado al exponente, y en el que se consig-
na que en un contrainformativo celebrado por la Corte de 
Apelación de Santiago, en relación con el caso, Marino Ros-
setti declaró que los bueyes reivindicados por Fabio Fer- 
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sidiaria, por ser justas y reposar en prueba legal y en con-
secuencia, Debe:— Rechazar la demanda en astreinte o 
pago de multa por el retardo en el cumplimiento de las 
obligaciones impuéstales por la sentencia de la Corte de 
Santiago, de fecha 12 de noviembre de 1969, en razón de 
que el señor Ferinín había reconocido la imposibilidad física 
de esa ejecución, de manera directp., puesto que había lan-
zado en fecha 11 de diciembre de 1968, una demanda en 
reparación de daños y perjuicios, por violación del Art. 
1142, del Código Civil, que sanciona el rompimiento de las 
obligaciones contractuales, y además porque a lo imposible 
nadie está obligado, y esos bueyes, según admitió la pro-
pia Corte de Santiago, están en manos de Martín Rosetti, 
desde hace más de nueve años; Segundo: Condena al señor 
Fabio Fermín al pago de las costas de la presente instancia, 
con distracción de las mismas en provecho del infrascrito 
abogado, Dr. Hugo Francisco Alvarez V., quien afirma es-
tarlas avanzando en su totalidad"; 11) que sobre el recurso 
de apelación interpuesto por Fermín contra ese fallo, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: Falla: Primero: Declara regular y válido en la 
forma el recurso de apelación intentado por Fabio Fermín 
por intermedio de su abogado constituído Lic. Ricardo Fran-
cisco Thevenín contra la sentencia Civil No. 858 rendida en 
fecha 21 de diciembre de 1970 por la Cámara Civil, Comer-
cial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega; Segundo: En cuanto al fon-
do, rechaza los pedimentos hechos en las conclusiones de 
dicha parte apelante por improcedente y mal fundada; Ter-
cero: Acoge los pedimentos hechos en las conclusiones de 
la expresada parte apelada Amín Canaán Abud por ser 
justas y reposar en pruebas legales y, en consecuencia, con-
firma en todas sus partes la sentencia recurrida; Cuarto: 
Condena a la parte recurrente, Fabio Fermín, al pago de 
las costas causadas en este proceso y las declara distraídas 
en favor del Dr. Hugo. Francisco Alvarez Valencia, quien 
declara haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Vio-
lación del sagrado Derecho de Defensa, y desnaturalización 
de los hechos de la causa a los fines de rendir su sentencia 
en el sentido que lo hizo la Corte a-qua; Segundo Medio: 
Desconocimiento, y errada aplicación de las reglas genera-
les que rigen en la Astreinte Conminatoria; Tercer Medio: 
Falta de base legal, y contradicción de motivos; Cuarto Me-
dio: Violación de las disposiciones de los artículos 1341 y 
1582 del Código Civil, y de las reglas generales que se apli-
can en el contrato de venta; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios de su memorial, el recurrente alega, en síntesis, que la 
Corte a-qua para dictar el fallo impugnado se fundó en que 
siendo la del astreinte una vía compulsoria para coaccionar 
a un deudo recalcitrante a la ejecución de sus obligaciones 
el recurso a tal vía de derecho, en la especie, era improce-
dente por frustratorio; que la Corte a-qua llegó a tal con-
clusión derivándola, a su juicio, de la ya imposible ejecu-
ción directa de la sentencia de la Corte de Apelación de 
Santiago de fecha 11 de noviembre de 1969, que había ad-
quirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, 
y que por su ordinal tercero, letra a), ordenó que los bue-
yes reivindicados, fueran devueltos "inmediatamente a Fa-
bio Fermín, por Amín Canaán Abud, a cuyo requerimiento 
se los desplazó el alguacil Casimiro S. Ramos, en fecha 20 
de agosto de mil novecientos sesenta"; que para formar su 
convicción en el sentido que ha sido expresado, la Corte 
a-qua se basó, especialmente, en el contenido de una cer-
tificación expedida por el Secretario de la Cámara Civil, 
Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
de La Vega, de fecha 13 de abril de 1971, documento que 
jamás fue comunicado al exponente, y en el que se consig-
na que en un contrainformativo celebrado por la Corte de 
Apelación de Santiago, en relación con el caso, Marino Ros-
setti declaró que los bueyes reivindicados por Fabio Fer- 
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mín, actual recurrente, hacía nueve o diez años que los ha-
bía comprado a Amín Canaán Abud, y además que el actual 
recurrente tenía conocimiento de ello, razón por la cual, se-
gún se hace constar en el fallo impugnado, al no poder Fer-
mín ejecutar directamente la sentencia de Santiago, ya 
mencionada, intentó una demanda en daños y perjuicios 
compensatorios contra Amín Canaán Abud, fundando ju-
rídicamente dicha demanda en las disposiciones de los ar-
tículos 1142 y 1382 del Código Civil; que aparte de que co-
mo ya antes ha sido indicado —continúa exponiendo el re-
currente—, él ignoraba que Rossetti hubiese hecho tal de-
claración, pues el documento en que la Corte a-qua dice ha-
berse edificado a ese respecto, no fue jamás llevado a su co-
nocimiento, por lo que no tuvo oportunidad de controver-
tirlo; que la declaración unilateral de un tercero, Rossetti, 
no podía ser admitida por la Corte a-qua como prueba vá-
lida de la alegada compra-venta, de modo particular porque 
tratándose de un negocio jurídico de un valor superior a 
RD$30.00, tal prueba no podía ser admitida, tanto más 
cuanto que el propio Amín Canaán Abud, al recurrir en 
casación contra la sentencia de la Corte de Santiago de fe-
cha ya citada, recurso que fue rechazado, alegó en su me-
morial, que los bueyes debían estar en poder del guardián 
Israel Batista, pues éste tenía la guarda jurídica de los mis-
mos, alegato desestimado por la Suprema Corte de Justicia; 

pero, 

Considerando que son hechos constantes en el presen-
te caso: a) que la Corte de Apelación de Santiago median-
te su fallo del 11 de noviembre de 1969, que adquirió la au-
toridad de la cosa irrevocablemente juzgada, al ser recha-
zado el recurso de casación interpuesto contra la misma, 
dispuso que los bueyes (8) cuya distracción perseguía en 
justicia el actual recurrente, "fueran devueltos inmediata-
mente a Fabio Fermín, por Amín Canaán Abud, a cuyo re-
querimiento se los desplazó el alguacil Casimiro S. Ramos, 
en fecha 20 de agosto de 1960"; b) que la anterior senten- 

cia fue notificada en fecha 20 de noviembre de 1969, a Amín 
Canaán Abud, intimándosele por el mismo acto para que en 
el plazo de dos días, por todo término, devolviese los bue-
yes referidos; e) que posteriormente, y vista la inercia del 
intimado a obtemperar voluntariamente a i requerimiento 
que le fue hecho, el mismo le fue reiterado, dándosele es-
ta vez una plazo de un día para ejecutar lo dispuesto por la 
sentencia de la Corte de Santiago, sin consecuencia ningu-
na; e) que en estas circunstancias, Fabio Fermín intentó 

' una demanda en daños y perjuicios contra Amín Canaán 
Abud, fundándola según se consigna en el memorial de ca-
sación del actual recurrente, "en haberlo despojado Amín 
Canaán Abud de sus bueyes desde el 20 de agosto de 1960, 
privándole del goce y beneficios que le producían los mis-
mos hasta la fecha presente, y por la no entrega de los bue-
yes, conforme a lo que disponen los artículos 1382 y 1142 del 
Código Civil; demanda ésta que se encontraba en estado de 
ser fallada al ser dictado el fallo ahora impugnado; d) que 
en fecha 21 de julio de 1970, el actual recurrente, Fabio 
Fermín, demandó a Amín Canaán Abud, por ante la Cáma-
ra Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, a fin de que Ca-
naán Abud "fuera condenado a pagar al demandante Fa-
bio Fermín una multa o astreinte de RD$50.00 (Cincuenta 
Pesos Oro) diarios o la cantidad que dicho tribunal consi-
derara conveniente hasta la devolución de los citados bue-
yes"; interviniendo con dicho motivo la sentencia dictada 
por la Cámara mencionada, del 21 de diciembre de 1970, 
rechazando la anterior demanda, sentencia confirmada por 
el fallo ahora impugnado en casación; 

Consiperando que el astreinte es un medio compulso-
rio indirecto para la ejecución en naturaleza de las obliga-
ciones de los deudores de ellas, aún aquellas que resulten 
pura y simplemente de condenaciones judiciales; que al in-

. tentar en su lugar una demanda en daños y perjuicios con-
tra su deudor, persiguiendo con ello una ejecución por 
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mín, actual recurrente, hacía nueve o diez años que los ha-
bía comprado a Amín Canaán Abud, y además que el actual 
recurrente tenía conocimiento de ello, razón por la cual, se-
gún se hace constar en el fallo impugnado, al no poder Fer-
mín ejecutar directamente la sentencia de Santiago, ya 
mencionada, intentó una demanda en daños y perjuicios 
compensatorios contra Amín Canaán Abud, fundando ju-
rídicamente dicha demanda en las disposiciones de los ar-
tículos 1142 y 1382 del Código Civil; que aparte de que co-
mo ya antes ha sido indicado —continúa exponiendo el re-
currente—, él ignoraba que Rossetti hubiese hecho tal de-
claración, pues el documento en que la Corte a-qua dice ha-
berse edificado a ese respecto, no fue jamás llevado a su co-
nocimiento, por lo que no tuvo oportunidad de controver-
tirlo; que la declaración unilateral de un tercero, Rossetti, 
no podía ser admitida por la Corte a-qua como prueba vá-
lida de la alegada compra-venta, de modo particular porque 
tratándose de un negocio jurídico de un valor superior a 
RD$30.00, tal prueba no podía ser admitida, tanto más 
cuanto que el propio Amín Canaán Abud, al recurrir en 
casación contra la sentencia de la Corte de Santiago de fe-
cha ya citada, recurso que fue rechazado, alegó en su me-
morial, que los bueyes debían estar en poder del guardián 
Israel Batista, pues éste tenía la guarda jurídica de los mis-
mos, alegato desestimado por la Suprema Corte de Justicia; 

pero, 

Considerando que son hechos constantes en el presen-
te caso: a) que la Corte de Apelación de Santiago median-
te su fallo del 11 de noviembre de 1969, que adquirió la au-
toridad de la cosa irrevocablemente juzgada, al ser recha-
zado el recurso de casación interpuesto contra la misma, 
dispuso que los bueyes (8) cuya distracción perseguía en 
justicia el actual recurrente, "fueran devueltos inmediata-
mente a Fabio Fermín, por Amín Canaán Abud, a cuyo re-
querimiento se los desplazó el alguacil Casimiro S. Ramos, 
en fecha 20 de agosto de 1960"; b) que la anterior senten- 

cia fue notificada en fecha 20 de noviembre de 1969, a Amín 
Canaán Abud, intimándosele por el mismo acto para que en 
el plazo de dos días, por todo término, devolviese los bue-
yes referidos; c) que posteriormente, y vista la inercia del 
intimado a obtemperar voluntariamente a requerimiento 
que le fue hecho, el mismo le fue reiterado, dándosele es-
ta vez una plazo de un día para ejecutar lo dispuesto por la 
sentencia de la Corte de Santiago, sin consecuencia ningu-
na; c) que en estas circunstancias, Fabio Fermín intentó 
una demanda en daños y perjuicios contra Amín Canaán 
Abud, fundándola según se consigna en el memorial de ca-
sación del actual recurrente, "en haberlo despojado Amín 
Canaán Abud de sus bueyes desde el 20 de agosto de 1960, 
privándole del goce y beneficios que le producían los mis-
mos hasta la fecha presente, y por la no entrega de los bue-
yes, conforme a lo que disponen los artículos 1382 y 1142 del 
Código Civil; demanda ésta que se encontraba en estado de 
ser fallada al ser dictado el fallo ahora impugnado; d) que 
en fecha 21 de julio de 1970, el actual recurrente, Fabio 
Fermín, demandó a Amín Canaán Abud, por ante la Cáma-
ra Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, a fin de que Ca-
naán Abud "fuera condenado a pagar al demandante Fa-
bio Fermín una multa o astreinte de RD$50.00 (Cincuenta 
Pesos Oro) diarios o la cantidad que dicho tribunal consi-
derara conveniente hasta la devolución de los citados bue-
yes"; interviniendo con dicho motivo la sentencia dictada 
por la Cámara mencionada, del 21 de diciembre de 1970, 
rechazando la anterior demanda, sentencia confirmada por 

` el fallo ahora impugnado en casación; 

Consiperando que el astreinte es un medio compulso-
rio indirecto para la ejecución en naturaleza de las obliga-
ciones de los deudores de ellas, aún aquellas que resulten 
pura y simplemente de condenaciones judiciales; que al in-

, tentar en su lugar una demanda en daños y perjuicios con-
tra su deudor, persiguiendo con ello una ejecución por 
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equivalente de aquella, su actuación no puede sino inter-
pretarse forzosamente en el sentido de que ella desistió de 
la ejecución en naturaleza, siendo por lo tanto inadmisible, 
por contradictorio, que ella pretenda ahora recurrir a un 
modo de ejecución, por astreintes al que obviamente re-
nunció, al intentar su demanda en daños y perjuicios; mo-
tivos éstos de derecho que por sí solos justifican el dispo-
sitivo de la sentencia impugnada y el rechazamiento de 
los medios propuestos por el recurrente; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fabio Fermín, contra la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 
20 de mayo de 1971, cuyo dispositivo ha sido transcrito en 
parte anterior del Presente fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas, cuya distracción se orde-
na en provecho del Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, 
por declarar haberlas avanzado en su mayor parte. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Raye 
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado) .  Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 22 de febrero de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrsmtes: Luis E. Molina Achecar y Seguros Pepín, S. A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus • 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secreta-
rio -General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 15 de marzo de 1972, años 129' de la Independen-
cia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis E. 
Molina Achecar, dominicano, de 23 años, soltero, estudian-
te, cédula No. 7650, serie 75, residente en el Klm. 51/2 ca-
rretera Mella (Respaldo Alma Rosa, D. N.), y Seguros Pe-
pín S. A., contra la sentencia de fecha 22 de febrero de 
1971, dictada en sus atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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equivalente de aquella, su actuación no puede sino inter-
pretarse forzosamente en el sentido de que ella desistió de 
la ejecución en naturaleza, siendo por lo tanto inadmisible, 
por contradictorio, que ella pretenda ahora recurrir a un 
modo de ejecución, por astreintes al que obviamente re-
nunció, al intentar su demanda en daños y perjuicios; mo-
tivos éstos de derecho que por sí solos justifican el dispo-
sitivo de la sentencia impugnada y el rechazamiento de 
los medios propuestos por el recurrente; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fabio Fermín, contra la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 
20 de mayo de 1971, cuyo dispositivo ha sido transcrito en 
parte anterior del Presente fallo; y Segundo: Condena al 
recurrente al pago de las costas, cuya distracción se orde-
na en provecho del Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia, 
por declarar haberlas avanzado en su mayor parte. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Raye 
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Sahto Domingo de 
fecha 22 de febrero de 1971. 

'íateria: Correccional. 

■ :efurnmies: Luis E. Molina Achecar y Seguros Pepin, S. A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secreta-
rio -General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 15 de marzo de 1972, años 129' de la Independen-
cia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis E. 
Molina Achecar, dominicano, de 23 años, soltero, estudian-
te, cédula No. 7650, serie 75, residente en el Klm. 5 1/2 ca-
rretera Mella (Respaldo Alma Rosa, D. N.), y Seguros Pe-
pín S. A., contra la sentencia de fecha 22 de febrero de 
1971, dictada en sus atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 23 de febrero de 
1970, a requerimiento del Dr. Francisco Carvajal Martí-
nez, cédula No. 56703, serie ira., a nombre de los recurren-
tes, en la cual no expone ningún medio determinado de ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad 
en la Avenida de "Las Américas" el día 14 de marzo de 
1970, la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 8 de 
julio de 1970, una sentencia cuyo dispositivo se copia más 
adelante; b) Que sobre los recursos interpuestos, la Corte 
a-qua dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con 
el 'siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gulares y válidos los recursos de apelación interpuestos por 
el Procurador General de esta:Corte, y por la parte civil 
constituida señora Ana Dolores ,González Carmona, contra 
sentencia dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fe-
cha 8 del mes de julio del 1970, cuyo dispositivo dice así: 
'Falla: Primero: Se declara al nombrado Luis Eugenio Mo-
lina Achecar, de generales que constan, no culpable de vio-
lar la Ley No. 241, en su artículo 49, (sobre golpes y heri-
das involuntarias, causados con el manejo de vehículo de 
motor), en perjuicio de Ana Dolores González Carmona, en 
consecuencia se le descarga por deberse el accidente a la 
falta exclusiva de la víctima; Segundo: Se declaran las cos-
tas penales de oficio; Tercero: Se declara buena y válida 
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha 
en audiencia por. Ana Dolores González Carmona por con-
ducto de su abogado constituído, Dr. Julio Ibarra Ríos, con-
tra Luis Eugenio Molina Achecar, en su doble calidad de 
prevenido y persona civilmente responsable y contra la 
Compañía Seguros Pepín, C. por A., en su calidad de en- 

tidad aseguradora en cuanto al fondo; Se Rechaza por im-
procedente y mal fundada; Cuarto: Se condena a Ana Dolo-
res González Carmona, parte civil constituida al pago de 
las costas civiles; Quinto: Se Declara la presente sentencia 
inoponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., al no 
ser condenado su asegurado'; SEGUNDO: Revoca en todas 
sus partes la sentencia apelada, y la Corte obrando por con-
trario imperio y autoridad • propia, declara al nombrado 
Luis Eugenio Molina Achecar, culpable del delito de gol-
pes involuntarios causados con el manejo de un vehículo 
de motor, que curaron después de veinte días, violación al 
art. 49, letra e) de la Ley No. 241, en perjuicio de Ana Do-
lores González Carmona, y en consecuencia, lo condena al 
pago de una multa de RD$20.00 (veinte pesos oro), com-
pensable en caso de insolvencia con prisión de un día por 
cada peso dejado de pagar, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; y apreciando falta de la víctima; TER-
CERO: Declara buena y válida en cuanto a la fOrma, la 
constitución en parte civil formulada por 'la agraviada Ana 
Dolores González Carmona, en contra del prevenido Luis 
Eugenio Molina Achecar; CUARTO: Condena al prevenido 
Luis Eugenio Molina, al pago de una indemnización de 
RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro), en favor de la parte civil 
constituida. Ana Dolores González Carmona, como justa 
reparación de los daños morales y materiales por ésta su-
fridos con motivo del hecho de que se trata, apreciando fal-
ta de la víctima; QUINTO: Condena al prevenido al pago 
de las costas penales y civiles ordenando la distracción de 
las últimas en provecho de los doctores Julio Ibarra Ríos, 
y Miguel Melgen H., quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad; SEXTO: Condena al prevenido al pago de 
los intereses legales sobre la suma acordada en indemni-
zación, a partir de la fecha de la presente sentencia, a títu-
lo de indemnización suplementaria; SEPTIMO: Ordena 
que las condenaciones civiles pronunciadas en contra el 
prevenido sean oponibles a la Compañía de Seguros Pepín, 
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Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 23 de febrero de 
1970, a requerimiento del Dr. Francisco Carvajal Martí-
nez, cédula No. 56703, serie lra., a nombre de los recurren-
tes, en la cual no expone ningún medio determinado de ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad 
en la Avenida de "Las Américas" el día 14 de marzo de 
1970, la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 8 de 
julio de 1970, una sentencia cuyo dispositivo se copia más 
adelante; b) Que sobre los recursos interpuestos, la Corte 
a-qua dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gulares y válidos los recursos de apelación interpuestos por 
el Procurador General de esta:Corte, y por la parte civil 
constituida señora Ana Dolores González Carmona, contra 
sentencia dictada por la Cuarta Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fe-
cha 8 del mes de julio del 1970, cuyo dispositivo dice así: 
`Falla: Primero: Se declara al nombrado Luis Eugenio Mo-
lina Achecar, de generales que constan, no culpable de vio-
lar la Ley No. 241, en su artículo 49, (sobre golpes y heri-
das involuntarias, causados con el manejo de vehículo de 
motor), en perjuicio de Ana Dolores González Carmona, en 
consecuencia se le descarga por deberse el accidente a la 
falta exclusiva de la víctima; Segundo: Se declaran las cos-
tas penales de oficio; Tercero: Se declara buena y válida 
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha 
en audiencia por. Ana Dolores González Carmona por con-
ducto de su abogado constituído, Dr. Julio Ibarra Ríos, con-
tra Luis Eugenio Molina Achecar, en su doble calidad de 
prevenido y persona civilmente responsable y contra la 
Compañía Seguros Pepín, C. por A., en su calidad de en- 
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tidad aseguradora en cuanto al fondo; Se Rechaza por im-
procedente y mal fundada; Cuarto: Se condena a Ana Dolo-
res González Carmona, parte civil constituida al pago de 
las costas civiles; Quinto: Se Declara la presente sentencia 
inoponible a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., al no 
ser condenado su asegurado'; SEGUNDO: Revoca en todas 
sus partes la sentencia apelada, y la Corte obrando por con-
trario imperio y autoridad propia, declara al nombrado 

• Luis Eugenio Molina Achecar, culpable del delito de gol-
pes involuntarios causados con el manejo de un vehículo 
de motor, que curaron después de veinte días, violación al 
art. 49,_letra c) de la Ley No. 241, en perjuicio de Ana Do-
lores González Carmona, y en consecuencia, lo condena al 
pago de una multa de RD$20.00 (veinte pesos oro), com-
pensable en caso de insolvencia con prisión de un día por 
cada peso dejado de pagar, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; y apreciando falta de la víctima; TER-
CERO: Declara buena y válida en cuanto a la forma, la 
constitución en parte civil formulada por 'la agraviada Ana 
Dolores González Carmona, en contra del prevenido Luis 
Eugenio Molina Achecar; CUARTO: Condena al prevenido 
Luis Eugenio Molina, al pago de una indemnización de 
RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro), en favor de la parte civil 
constituida. Ana Dolores González Carmona, como justa 
reparación de los daños morales y materiales por ésta su-
fridos con motivo del hecho de que se trata, apreciando fal-
ta de la víctima; QUINTO: Condena al prevenido al pago 
de las costas penales y civiles ordenando la distracción de 
las últimas en provecho de los doctores Julio Ibarra Ríos, 
y Miguel Melgen H., quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad; SEXTO: Condena al prevenido al pago de 
los intereses legales sobre la suma acordada en indemni-
zación, a partir de la fecha de la presente sentencia, a títu-
lo de indemnización suplementaria; SEPTIMO: Ordena 
que las condenaciones civiles pronunciadas en contra el 
prevenido sean oponibles a la Compañía de Seguros Pepín, 
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S. A., en su condición de entidad aseguradora del vehículo 
causa del daño"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio, regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido "a) 
Que el 14 de marzo de 1970, ocurrió un accidente automo-
vilístico en esta ciudad, en la avenida de Las Américas pró-
ximo al Puente Duarte, en un "paseo de Peatones"; b) que 
el hecho ocurrió por no tocar bocina al prevenido al acer-
carse al cruce de peatones indicados, ya que todo conduc-
tor debe dar aviso audible con bocina "cuando las caracte-
rísticas de las vías públicas y las circunstancias del trán-
sito lo hicieran necesario por razones de seguridad, será 
obligación de todo conductor de vehículo dar aviso audible 
con bocina; "c) porque el prevenido no sólo no dio aviso 
audible con bocina, como era su deber, por las caracterís-
ticas y circunstancias de la vía en que ocurrió el accidente, 
vía de mucho tránsito de vehículo y peatones, sino que tam-
poco tomó todas las precauciones que debió tomar, no sólo 
por acercarse a un cruce de peatones, sino porque, según 
lo declaró ante el Juez del primer grado, el propio preve-
nido: "vi al grupo que quería cruzar, como a veinte metros 
aproximadamente"; d) Que la víctima también incurrió en 
falta "consistente en haberse lanzado a cruzar la vía, aun-
que por el paso de peatones, sin percatarse de que venía 
muy próximo el motor que la estropeó"; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produci-
dos con el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto 
por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y castigado 
por el inciso c del mismo texto legal con la pena de seis 
días a dos años de prisión y multa de cien a quinientos pe-
sos, cuando la enfermedad o la imposibilidad para el traba- 

jo durante veinte días o más como ocurrió en la especie; 
que, en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente 
a veinte pesos de multa, sobre apelación del ministerio pú-
blico y después de declararlo culpable, y acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó 
una sanción ajustada a la ley e hizo una correcta aplicación 
de las reglas que rigen la apelación; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurren-
te, había ocasionado a la persona lesionada, constituida en 
parte civil, daños y perjuicios materiales y morales, cuyo 
monto apreció soberanamente en cuanto al prevenido res-
ponsable en dos mil pesos, teniendo en cuenta la falta de 
la víctima, y al hacer oponible esa condenación a la com-
pañía aseguradora puesta en causa, la Corte a-qua hizo una 
correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil y de 
los artículos 1 y 10, de la Ley No. 4117, de 1955 sobre Se-
guros Obligatorios de vehículos de Motor; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique sn casación; 

En cuanto a la Compañía Aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
, ación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituida, o por la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, el depósito de un memorial con la 
exposición de los medios en que se funda, será obligatorio, 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la de-
claración correspondiente; lo cual se extiende a la entidad 
aseguradora que ha sido puesta en causa en virtud de los 
artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955; 
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S. A., en su condición de entidad aseguradora del vehículo 
causa del daño"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio, regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido "a) 
Que el 14 de marzo de 1970, ocurrió un accidente automo-
vilístico en esta ciudad, en la avenida de Las Américas pró-
ximo al Puente Duarte, en un "paseo de Peatones"; b) que 
el hecho ocurrió por no tocar bocina al prevenido al acer-
carse al cruce de peatones indicados, ya que todo conduc-
tor debe dar aviso audible con bocina "cuando las caracte-
rísticas de las vías públicas y las circunstancias del trán-
sito lo hicieran necesario por razones de seguridad, será 
obligación de todo conductor de vehículo dar aviso audible 
con bocina; "e) porque el prevenido no sólo no dio aviso 
audible con bocina, como era su deber, por las caracterís-
ticas y circunstancias de la vía en que ocurrió el accidente, 
vía de mucho tránsito de vehículo y peatones, sino que tam-
poco tomó todas las precauciones que debió tomar, no sólo 
por acercarse a un cruce de peatones, sino porque, según 
lo declaró ante el Juez del primer grado, el propio preve-
nido: "vi al grupo que quería cruzar, como a veinte metros 
aproximadamente"; d) Que la víctima también incurrió en 
falta "consistente en haberse lanzado a cruzar la vía, aun-
que por el paso de peatones, sin percatarse de que venía 
muy próximo el motor que la estropeó"; 

Considerando, que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produci-
dos con el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto 
por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y castigado 
por el inciso c del mismo texto legal con la pena de seis 
días a dos años de prisión y multa de cien a quinientos pe-
sos, cuando la enfermedad o la imposibilidad para el traba- 

jo durante veinte días o más como ocurrió en la especie; 
que, en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente 
a veinte pesos de multa, sobre apelación del ministerio pú-
blico y después de declararlo culpable, y acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó 
una sanción ajustada a la ley e hizo una correcta aplicación 
de las reglas que rigen la apelación; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurren-
te, había ocasionado a la persona lesionada, constituida en 
parte civil, daños y perjuicios materiales y morales, cuyo 
monto apreció soberanamente en cuanto al prevenido res-
ponsable en dos mil pesos, teniendo en cuenta la falta de 
la víctima, y al hacer oponible esa condenación a la com-
pañía aseguradora puesta en causa, la Corte a-qua hizo una 
correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil y de 

' los artículos 1 y 10, de la Ley No. 4117, de 1955 sobre Se-
guros Obligatorios de vehículos de Motor; 

Considerando, que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique sn casación; 

En cuanto a la Compañía Aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituida, o por la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, el depósito de un memorial con la 
exposición de los medios en que se funda, será obligatorio, 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la de-
claración correspondiente; lo cual se extiende a la entidad 
aseguradora que ha sido puesta en causa en virtud de los 
artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955; 



Considerando que no habiendo la compañía recurren- 
te, cumplido con esas formalidades, su recurso resulta nulo mili 
al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, porque la parte civil constituida no ha compareci-
do a solicitarlo en esta nstancia de casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso del prc.  
venido Luis E. Molina Achecar, contra la sentencia de fe-

cha 22 de febrero de 1971, dictada en sus atribuciones co 
rreccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
y cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y lo condena al pago de las costas penales; Se-
gundo: Declara nulo el recurso de Seguros Pepín, S. A., con-
tra la misma sentencia. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mía, Secretario General que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

¶A 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 
1ro. de Junio de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Ramón Sandino Rodriguez Martínez y Compañía de 
Seguros San Rafael, C. por A. 

Abogado: Dr. Joaquín Ricardo Balaguer. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del 
mes de marzo del año 1972, años 129' de la Independencia 
y 199' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ra-
món Sandino Rodríguez Martínez, dominicano, mayor de 
edad, casado, empleado público, domiciliado en la casa No. 
42 de la calle "Federico Velásquez", de esta ciudad, cédu-
la No. 65215, serie lra., y la Compañía de Seguros "San Ra-
fael C. por A.", con domicilio social en la casa sin número 
de la calle "Leopoldo Navarro", esquina "San Francisco de 
Macorís", de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 1ro. 
de junio de 1971, dictada en sus atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; . 
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Considerando que no habiendo la compañía recurren-
te, cumplido con esas formalidades, su recurso resulta nule 
al tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, porque la parte civil constituída no ha compareci-
do a solicitarlo en esta nstancia de casación; 

Por tales motivos, Primaro: Rechaza el recurso del pre-
venido Luis E. Molina Achecar, contra la sentencia de fe-

cha 22 de febrero de 1971, dictada en sus atribuciones co 
rreccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
y cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y lo condena al pago de las costas penales; Se-
gundo: Declara nulo el recurso de Seguros Pepín, S. A., con-
tra la misma sentencia. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mía, Secretario General que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del 
mes de marzo del año 1972, años 129' de la Independencia 
y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ra-
món Sandino Rodríguez Martínez, dominicano, mayor de 
edad, casado, empleado público, domiciliado en la casa No. 
42 de la calle "Federico Velásciuez", de esta ciudad, cédu-
la No. 65215, serie lra., y la Compañía de Seguros "San Ra-
fael C. por A.", con domicilio social en la casa sin número 
de la calle "Leopoldo Navarro", esquina "San Francisco de 
Macorís", de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 1ro. 
de junio de 1971, dictada en sus atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; . 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón Tapia Espinal, en representación del 

Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, cédula No. 39035, serie Ira., 
alargado de los recurrentes. en la lectura de sus conclusio- 
nes; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
fecha 4 de junio de 1971, en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, en re-
presentación de Ramón Sandino Rodríguez y de la Compa-
ñía de Seguros, "San Rafael C. por A.", acta en la cual no 
se consigna ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 24 de enero de 
1972, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el que 
se proponen los medios que se copiarán más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante. y los artículos 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido en la Carrete-
ra que conduce de Santiago a Moca, en fecha 24 de agosto 
de 1969, en el cual resultó con lesiones que le produjeron 
la muerte, Alfonso Antonio Guillén. la  Segunda Cámara 

Penal del Distrito Judicial de Santiago, dictó una sentencia 
cuyo dispositivo figura copiado más adelante en el fallo 
ahora impugnado; b) Que sobre los recursos interpuestos, 
la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Decla-
ra bueno y válido en cuanto a la forma, el recurso de ape-
lación interpuesto por el Licenciado Eduardo Trueba, a 
nombre y representación del prevenido Ramón Sandino 
Rodríguez Martínez y de la Compañía Nacional de Seguros 
"San Rafael, C. por A.", contra sentencia dictada en fecha 
17 de agosto del año mil novecientos setenta (1970) por la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia  

del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado 
textualmente dice así: 'Falla: Primero: Declara a Ramón 
Sandino Rodríguez, culpable y lo condena al pago de una 
multa de RD$200.00( Doscientos Pesos Oro) acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes; Segundo: Debe Conde-
nar y condena a Ramón Sandino Rodríguez Martínez al pa-

. go de las costas penales; Tercero: Debe Declarar y al efec-
to declara regular y válida la constitución en parte civil he-
cha por Natalia de Jesús Parra de Guillén y José María 
Guillén, padres de la víctima, contra Ramón Sandino Rodrí-
guez; Cuarto: Debe Condenar y condena a Ramón Sandino 
Rodríguez Martínez, persona penal y civilmente responsa-
ble al pago de una indemnización de RD$8,000.00 (Ocho Mil 
Pesos Oro) en favor de Natalia de Jesús Parra de Guillén y 
José María Guillén, padres de la víctima, como justa repa-
ración por los daños y perjuicios morales y materiales ex-
perimentados por ellos a consecuencia de a muerte ocasio-
nada en el accidente a su hijo Alfonso Antonio Guillén; 
Quinto: Debe Condenar y condena a Ramón Sandino Ro-
dríguez Martínez al pago de los intereses legales de la su-
ma acordada a título de indemnización suplementaria a par-
tir de la demanda y hasta la total ejecución de la sentencia; 
Sexto: Debe Declarar y al efecto declara esta sentencia en 
su aspecto civil, común y oponible con todas sus consecuen-
cias legales a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por 
A.; Séptimo: Debe Rechazar y rechaza las conclusiones pre-
sentadas por el prevenido Ramón Sandino Rodríguez Mar-
tínez y la Compañía de Seguros "San Rafael. C. por A."; 
Octavo: Debe Condenar y condena a Ramón Sandino Ro-
dríguez M. y a la Compañía de Seguros "San Rafael, C. por 
A.,"; al pago de las costas civiles con distracción de las mis-
mas en provecho de los Dres. Julio Campillo Pérez y Pe-
dro Antonio Lora, quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad".— Segundo: Declara buena y válida la inter-
vención hecha en audiencia por los Dres. Julio Campillo 
Pérez y Pedro Antonio Lora a nombre y representación de 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón Tapia Espinal, en representación del 

Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, cédula No. 39035, serie lra., 
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio- 
nal; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
fecha 4 de junio de 1971, en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, en re-
presentación de Ramón Sandino Rodríguez y de la Compa-
ñía de Seguros, "San Rafael C. por A.", acta en la cual no 
se consigna ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 24 de enero de 
1972, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el que 
se proponen los medios que se copiarán más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante. y los artículos 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido en la Carrete-
ra que conduce de Santiago a Moca, en fecha 24 de agosto 
de 1969, en el cual resultó con lesiones que le produjeron 
la muerte, Alfonso Antonio Guillén, la Segunda Cámara 
Penal del Distrito Judicial de Santiago, dictó una sentencia 
cuyo dispositivo figura copiado más adelante en el fallo 
ahora impugnado; b) Que sobre los recursos interpuestos, 
la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, con el siguiente dispositivo: -Falla: Primero: Decla-
ra bueno y válido en cuanto a la forma, el recurso de ape-
lación interpuesto por el Licenciado Eduardo Trueba, a 
nombre y representación del prevenido Ramón Sandino 
Rodríguez Martínez y de la Compañía Nacional de Seguros 
"San Rafael, C. por A.", contra sentencia dictada en fecha 
17 de agosto del año mil novecientos setenta (1970) por la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 

del Distrito  Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado 
textualmente dice así: 'Falla: Primero: Declara a Ramón 
Sandino Rodríguez, culpable y lo condena al pago de una 
multa de RD$200.00( Doscientos Pesos Oro) acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes; Segundo: Debe Conde-
nar y condena a Ramón Sandino Rodríguez Martínez al pa-
go de las costas penales; Tercero: Debe Declarar y al efec-
to declara regular y válida la constitución en parte civil he-
cha por Natalia de Jesús Parra de Guillén y José María 
Guillén, padres de la víctima, contra Ramón Sandino Rodrí-
guez; Cuarto: Debe Condenar y condena a Ramón Sandino 
Rodríguez Martínez, persona penal y civilmente responsa-
ble al pago de una indemnización de RD$8,000.00 (Ocho Mil 
Pesos Oro) en favor de Natalia de Jesús Parra de Guillén y 
José María Guillén, padres de la víctima, como justa repa-
ración por los daños y perjuicios morales y materiales ex-
perimentados por ellos a consecuencia de a muerte ocasio-
nada en el accidente a su hijo Alfonso Antonio Guillén; 
Quinto: Debe Condenar y condena a Ramón Sandino Ro-
dríguez Martínez al pago de los intereses legales de la su-
ma acordada a título de indemnización suplementaria a par-
tir de la demanda y hasta la total ejecución de la sentencia; 
Sexto: Debe Declarar y al efecto declara esta sentencia en 
su aspecto civil, común y oponible con todas sus consecuen-
cias legales a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por 
A.; Séptimo: Debe Rechazar y rechaza las conclusiones pre-
sentadas por el prevenido Ramón Sandino Rodríguez Mar-
tínez y la Compañía de Seguros "San Rafael. C. por A."; 
Octavo: Debe Condenar y condena a Ramón Sandino Ro-
dríguez M. y a la Compañía de Seguros "San Rafael, C. por 
A.,"; al pago de las costas civiles con distracción de las mis-
mas en provecho de los Dres. Julio Campillo Pérez y Pe-
dro Antonio Lora, quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad".— Segundo: Declara buena y válida la inter-
vención hecha en audiencia por los Dres. Julio Campillo 
Pérez y Pedro Antonio Lora a nombre y representación de 
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la parte civil constituída Natalia de Jesús Parra de Guillén 
y José María Guillén, padres de la víctima; Tercero: Modi-
fica el ordinal cuarto de la sentencia apelada en el sentido 
de reducir la indemnización puesta a cargo de Ramón San-
dino Rodríguez Martínez acordada en favor de Natalia de 
Jesús Parra de Guillén y José María Guillén a la suma de 
RD$6,000.90 (Seis Mil Pesos Oro) por considerar este Tri-
bunal que dicha suma es la justa y adecuada para reparar 
los daños y perjuicios morales y materiales experimenta-
dos por dicha parte civil constituída y por deberse el acci-
dente a la falta exclusiva del prevenido Ramón Sandino 
Rodríguez Martínez; Cuarto: Confirma la sentencia recu-

rrida en sus demás aspectos; Quinto: Condena al prevenido 
al pago de las costas penales; Sexto: Condena al señor Ra-
món Sandino Rodríguez Martínez y a la Compañía Nacio-
nal de Seguros San Rafael, C. por A., al pago de las costas 
civiles con distracción de las mismas en provecho de los 
doctores Julio Campillo Pérez y Pedro Antonio Dora, quie-
nes afirmaron estarlas avanzando en su mayor parte"; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguien-
tes medíos de casación: Primer Medio: Violación por apli-
cación errónea del art. 49 de la Ley No. 241 de Tránsito de 

Vehículos.— Segundo Medio: Violación del art. 1382 del 
Código Civil. Falta de base legal.— Tercer Medio: Violación 
del art. 141 del Código de Procedimiento Civil. Por falta 
de motivos; 

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de 
su primer medio de casación, se limitan a-alegar en síntesis, 

que la Corte a-qua, para condenar al prevenido Ramón San-
dino Rodríguez Martínez, se fundó en lo declarado por los 
testigos Juana Andrés Cepín y Marino Blanco, sin éstos ha-
ber declarado nada que comprometiera la responsabilidad 
de dicho prevenido; circunstancia por la cual, alegan los re-
currentes, la sentencia impugnada ha violado las disposicio-
nes del artículo 49 de la Ley No. 241 de Tránsito de Vehícu- 

los; pero,  

En cuanto e las condenaciones penales: 

Considerando que la sentencia impugnada revela, que 
la Corte a-qua después de ponderar las declaraciones oídas, 
y los demás elementos de juicio que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dio por esta-
blecido: a) que, en fecha 24 de agosto de 1969, como a eso 
de las 8 1/2 de la noche el vehículo (carro) Volswagen, pla-
ca privada No. 24433, era conducido en la Carretera "Duar-
te" en dirección Este a Oeste, tramo comprendido entre Li-
cey al Medio-Santiago, por Ramón Sandino Rodríguez Mar-
tínez; b) que al mismo tiempo transitaba a pie por la mis-
ma vía, en dirección Este Ooeste, Alfonso Antonio Guillén 
(la víctima); c) que al pasar el vehículo en referencia por 
las inmediaciones del Km. 7 1  . por donde transitaba a pie 
y por su derecha la víctima el referido vehículo se llevó 
de encuentro el ya indicado Alfonso Antonio Guillén, pro-
duciéndole lesiones que le ocasionaron la muerte; d) que el 
prevenido quien marchaba a velocidad, actuó imprudente 
al no alejarse lo suficientemente del paseo cuando notó la 
presencia de que por allí transitaba el agraviado (la vícti-
ma), el cual al recibir el impacto cayó en la cuneta; 

Considerando que contrariamente a lo alegado por los 
recurrentes, la sentencia impugnada pone de manifiesto 
que la Corte a-qua para fallar como lo hizo tomó en cuen-
ta, no solamente la declaración de los testigos Juan Andrés 
Cepín y Marino Blanco, de cuyas declaraciones, realmente 
no se desprende la comisión de ninguna falta, imputable a 
la víctima Alfonso Antonio Guillén, sino también, los de-
más elementos de juicio que fueron administrados en la 
instrucción' del proceso, como lo fueron, que la víctima fue 
encontrada inmediatamente ocurrido el hecho, no sobre el 
pavimento sino en una zanja, al lado derecho de la Carre-
tera; que el carro que conducía "Rodríguez Martínez" se 
comprobó que tenía desperfectos en el bomper delantero de-
recho; que la casa de donde salió la víctima esa noche, en 
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la parte civil constituídá Natalia de Jesús Parra de Guillén 
y José María Guillén, padres de la víctima; Tercero: Modi-
fica el ordinal cuarto de la sentencia apelada en el sentido 
de reducir la indemnización puesta a cargo de Ramón San-
dino Rodríguez Martínez acordada en favor de Natalia de 
Jesús Parra de Guillén y José María Guillén a la suma de 
RD$6,000.00 (Seis Mil Pesos Oro) por considerar este Tri-
bunal que dicha suma es la justa y adecuada para reparar 
los daños y perjuicios morales y materiales experimenta-
dos por dicha parte civil constituida y por deberse el acci-
dente a la falta exclusiva del prevenido Ramón Sandino 
Rodríguez Martínez; Cuarto: Confirma la sentencia recu-
rrida en sus demás aspectos; Quinto: Condena al prevenido 
al pago de las costas penales; Sexto: Condena al señor Ra-
món Sandino Rodríguez Martínez y a la Compañía Nacio-
nal de Seguros San Rafael, C. por A., al pago de las costas 
civiles con distracción de las mismas en provecho de los 
doctores Julio Campillo Pérez y Pedro Antonio Dora, quie-
nes afirmaron estarlas avanzando en su mayor parte"; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguien-
tes medios de casación: Primer Medio: Violación por apli-
cación errónea del art. 49 de la Ley No. 241 de Tránsito de 
Vehículos.— Segundo Medio: Violación del art. 1382 del 
Código Civil. Falta de base legal.— Tercer Medio: Violación 
del art. 141 del Código de Procedimiento Civil. Por falta 
de motivos; 

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de 
su primer medio de casación, se limitan 1.1-legar en síntesis, 
que la Corte a-qua, para condenar al prevenido Ramón San-
dino Rodríguez Martínez, se fundó en lo declarado por los 
testigos Juana Andrés Cepín y Marino Blanco, sin éstos ha-
ber declarado nada que comprometiera la responsabilidad 
de dicho prevenido; circunstancia por la cual, alegan los re-
currentes, la sentencia impugnada ha violado las disposicio-
nes del artículo 49 de la Ley No. 241 de Tránsito de Vehícu- 

los; pero,  

En cuanto a las condenaciones penales: 

Considerando que la sentencia impugnada revela, que 
la Corte a-qua después de ponderar las declaraciones oídas, 
y los demás elementos de juicio que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dio por esta-
blecido: a) que, en fecha 24 de agosto de 1969, como a eso 
de las 8 1/2 de la noche el vehículo (carro) Volswagen, pla-
ca privada No. 24433, era conducido en la Carretera "Duar-
te" en dirección Este a Oeste, tramo comprendido entre Li-
cey al Medio-Santiago, por Ramón Sandino Rodríguez Mar-
tínez; b) que al mismo tiempo transitaba a pie por la mis-
ma vía, en dirección Este Ooeste, Alfonso Antonio Guillén 
(la víctima); c) que al pasar el vehículo en referencia por 
las inmediaciones del Km. 7 112 por donde transitaba a pie 
y por su derecha la víctima el referido vehículo se llevó 
de encuentro el ya indicado Alfonso Antonio Guillén, pro-
duciéndole lesiones que le ocasionaron la muerte; d) que el 
prevenido quien marchaba a velocidad, actuó imprudente 
al no alejarse lo suficientemente del paseo cuando notó la 
presencia de que por allí transitaba el agraviado (la vícti-
ma), el cual al recibir el impacto cayó en la cuneta; 

Considerando que contrariamente a lo alegado por los 
recurrentes, la sentencia impugnada pone de manifiesto 
que la Corte a-qua para fallar como lo hizo tomó en cuen-
ta, no solamente la declaración de los testigos Juan Andrés 
Cepín y Marino Blanco, de cuyas declaraciones, realmente 
no se desprende la comisión de ninguna falta, imputable a 
la víctima Alfonso Antonio Guillén, sino también, los de-
más elementos de juicio que fueron administrados en la 
instrucción del proceso, como lo fueron, que la víctima fue 
encontrada inmediatamente ocurrido el hecho, no sobre el 
pavimento sino en una zanja, al lado derecho de la Carre-
tera; que el carro que conducía "Rodríguez Martínez" se 
comprobó que tenía desperfectos en el bomper delantero de-
recho; que la casa de donde salió la víctima esa noche, en 
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compañía de "Cepín" y "Blanco", quedaba en la misma 
acera de su propia casa, lo que no le obligaba a cruzar la 
carretera, lo que concuerda con lo aseverado por los testi-
gos, de que la víctima, fue alcanzado por el vehículo que 
conducía "Rodríguez Martínez", estando éste sobre el pa-
seo, y no sobre el pavimento de la carretera; que la apre-
ciación de los hechós es de la soberana apreciación de los 
jueces de fondo y escapa a la censura de la casación; por lo 
que, el alegato que se examina carece de fundamento y de-
be ser desestimado; 

Considerando que los hechos así establecidos por la 
Corte a-qua, configuran el delito de golpes y heridas que 
ocasionaron la muerte, causados involuntariamente con el 
manejo de un vehículo de motor, previsto y sancionado por 
el artículo 49, párrafo lo. de la Ley 241 de 1967, sobre 
Tránsito de Vehículos, con la pena de dos (2) a cinco (5) 
años, y multa de quinientos (500.00) a dos mil pesos (RD$ 
2,000.00), si el accidente ocasionare la muerte a una o más 
personas; que en consecuencia al condenar al prevenido a 
la pena de doscientos ($200.00) de multa, después de decla-
rarlo culpable, acogiendo circunstancias atenuantes, y con-
firmando así la sentencia del Juez de primer grado, le 
aplicó una sanción ajustada a la ley; 

En cuanto a las condenaciones civiles: 

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de 
su segundo y tercer medio, que por su relación se reúnen 
para su examen, alegan en síntesis, que la Corte a-qua en 
el fallo impugnado, no estableció la existencia del daño; 
que ese daño fuese consecuencia de una falta, y la relación 
de causalidad entre la falta y el daño; que en ese aspecto, 
alegan los recurrentes se violó el artículo 1382 del Código 
Civil; que tampoco dio en su sentencia, siguen alegando los 
recurrentes, motivación alguna sobre la indemnización 
acordada, y en este sentido se incurrió en la violación del 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y se dejó 
el fallo impugnado carente de base legal; pero, 

Considerando que sobre las condenaciones civiles la 
Corte a-qua se expresó como sigue: "que, al recibir Alfonso 
Antonio Guillén, como consecuencia del accidente de que se 
trata, los golpes que le ocasionaron la muerte, los padres de 
éste, o sea José María Guillén y Anatalia o Natalia de Js. 
Parra de Guillén, han sufrido daños materiales y morales 
a consecuencia de la muerte de su hijo Alfonso Antonio 
Guillén, daños éstos que deben serles reparados; que toda 
acción civil está subordinada a las condiciones siguientes; 
lo. un interés directo; 2do. un perjuicio actual y cierto y 
3o. un derecho adquirido y personal del o los demandan-
tes; condiciones éstas que las cuales han sido demostradas 
en los precedentes desarrollos; que, existe una relación de 
causalidad entre la falta cometida por el prevenido y el 
experimentado por el agraviado"; 

Considerando que como se ha dicho, el hecho cometido 
por el prevenido ocasionó a José María Guillén y Natalia 
Parra de Guillén, constituídos en partes civiles, daños ma-
teriales y morales cuyo monto estimó soberanamente la Cor-
te a-qua, en la suma de $6,000.00 seis mil pesos, reducien-
do así en $2,000.00 dos mil pesos, la que había sido acor-
dada por el Juez de primer grado; que en consecuencia, al 
condenar al prevenido, Ramón Sandino Rodríguez Martínez, 
al pago de dicha suma, a título de indemnización, con opo-
nibilidad a la Compañía aseguradora "La San Rafael C. por 
A.", puesta en causa, la Corte a-qua, hizo una correcta apli-
cación del Artículo 1383 del Código Civil y de los artículos 
1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio 
de Vehículos de Motor; 

Considerando, que la sentencia impugnada contiene 
una exposición completa de los hechos, y motivos suficien-
tes y pertinentes, que justifican su dispositivo, por lo que 
el alegato de los recurrentes, según se desprende de lo arri-
ba transcrito, carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 
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Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 

justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 
sación interpuesto por Ramón Sandino Rodríguez Martí- 
nez y la Compañía de Seguros "San Rafael C. por A.", con- 
tra la sentencia correccional dictada por la Corte de Ape- 
lación de Santiago, en fecha 1ro. de junio de 1971, cuyo dis- 
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; Se- 

gundo: Condena al prevenido al pago de las costas penales. 
(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 

E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco 
Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau- 
tista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto Cu- 

riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Cámara de Trabájo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional de fecha lro. de octubre 
de 1970. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Víctor Antonio Sosa. 
Abogado: Dr. Flavio Sosa. 

Recurrido: Eustacio Hernández Sierra. 
Abogados: Dr. A. Sandino González de León y Dr. Manuel Ferre-

ras Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de marzo del año 1972, años 129' de la Independencia y 109' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor An-
tonio Sosa, dominicano, mayor de edad, casado, domicilia-
do y residente en esta ciudad, cédula No. 15082, serie 37, 
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha lo. de octubre de 1970, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

I r 
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16 ifi . 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Flavio Sosa, cédula No. 61541, serie la., 

abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído al Dr. A. Sandino González de León, por sí y por 

el Dr. Manuel Ferreras Pérez, cédulas Nos. 57749 y 58913, 
serie la., respectivamente, abogados del recurrido Eustacio 
Hernández Sierra, dominicano, mayor de edad, soltero, em-
pleado privado, domiciliado y residente en la calle Quinta, 
esquina Cuatro, del barrio de Villa Duarte, de esta ciudad, 
cédula No. 139970, serie la., en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito 
por su abogado y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha 7 de diciembre de 1970, y en 
el cual se invocan los medios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por su abogado en fecha 23 de agosto de 1971; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos del Código de Trabajo invoca-
dos por el recurrente; 1315 del Código Civil; 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser con-
ciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacio-
nal, dictó en fecha 30 del mes de setiembre de 1969, una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Se declara injustificada la dimisión presentada por Eusta-
cio Hernández Sierra y en consecuencia se rechaza por im-
procedente y mal fundada la demanda laboral intentada 
por éste contra su patrono señor Víctor Antonio Sosa; SE-
GUNDO: Se condena a la parte demandante al pago de las 
costas"; b) que sobre apelación del actual recurrido, Eusta- 

cio Hernández Sierra, la Cámara de Trabajo del Juzgado 
de Primera  Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 
lo. de octubre de 1970, la sentencia ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido tanto en la forma como en el fon-
do, el recurso de apelación interpuesto por Eustacio Her-
nández Sierra, contra sentencia del Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional, de fecha 30 de septiembre del 
1969, dictada en favor de Víctor Antonio Sosa, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma 
sentencia y en consecuencia Revoca en todas sus partes 
dicha sentencia impugnada; SEGUNDO: Declara justifica-
da la dimisión y resuelto el contrato con responsabilidad pa-
ra el patrono; TERCERO: Condena al patrono Víctor An-
tonio Sosa, a pagarle al trabajador Eustacio Hernández Sie-
rra, los valores siguientes: 24 días de salario por concepto 
de preaviso; 30 días por concepto de auxilio de cesantía; 14 
días de vacaciones; la regalía pascual proporcional de 1968, 
más una suma igual a los salarios que habría recibido el 
trabajador desde el día de la demanda y hasta la senten-
cia definitiva dictada en última instancia, sin que excedan 
de tres meses, todo calculado a base de un salario de dos 
pesos diario (RD$2.00); CUARTO: Condenar al patrono Víc-
tor Antonio Sosa a pagarle al trabajador las sumas corres-
pondientes a dos (2) semanas de salario así como al pago 
de la suma de Mil Treinta y Siete (RD$1,037.00) por concep-
to de diferencia de salarios dejados de pagar, más los inte-
reses legales de estas sumas a partir de la demanda; QUIN-
TO: Condena a la parte que sucumbe Víctor Antonio Sosa, 
al pago de las costas del procedimiento de conformidad con 
los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio del 
1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en favor del Dr. Porfirio L. Balcácer R., quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en apoyo de su recurso, el recurren-
te invoca los siguientes medios: Violación del artículo 1315 
del Código Civil; violación de los artículos 36 y 85 del Có- 
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digo de Trabajo; falsa aplicación de los artículos 69, 72 y 
85 del precitado Código de Trabajo; insuficiencia de moti-
vos, falta de base legal, artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
dios de casación, el recurrente alega, en síntesis, que el ac-
tual recurrido, para que su demanda fuera acogida, tenía 
que probar lo justificado de su dimisión, y que tal prueba 
no fue hecha; que igualmente tenía que probar y tampoco 
lo hizo, la antigüedad del contrato que lo relacionaba con 
su patrono, el ahora recurrente, por ser un elemento indis-
pensable para la justa valoración de las indemnizaciones a 
acordar al obrero de haber lugar a ello; que la Cámara 
a-qua, para determinar como lo hizo, que el obrero había 
trabajado dos años y siete meses, se atuvo exclusivamente 
a las alegaciones del demandante, fundándose par? le ad-
misión de tal aserto que tal aspecto de la demanda no fue 
controvertido por el actual recurrente, omitiendo la Cá-
mara a-qua, ponderar en este aspecto, las declaraciones de 
los testigos Félix Ramírez Franco y Máximo Marte,, en in-
formativo celebrado a cargo del recurrente por ante el Juz-
gado de Paz de Trabajo, acta del cual fue depositada por 
ante la Cámara a-qua, y en la que se atestigua que el recu-
rrido empezó a ser empleado del demandado y actual recu-
rrente, como despachador de gasolina, el lo. de noviembre 
de 1968, lo que reduce notablemente el tiempo invocado de 
la duración del contrato; pero, 

Considerando, en cuanto a que la Cámara a-qua para 
dar por justificada la dimisión del trabajador, según se con-
signa en el fallo impugnado, aparte de los resultados de la 
información testimonial, se fundó esencialmente en la co-
municación que al Departamento de Trabajo enviara el 23 
de diciembre de 1968, el actual recurrente, mediante la 
cual informaba que Sierra, quien despachaba gasolina du-
rante el día, pasaba a desempeñar igual servicio durante las 
horas de la noche, lo cual a juicio de la expresada Cámara, 
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obviamente creaba para Sierra condiciones de trabajo más 
onerosas que las de su trabajo diurno, lo cual configuraba 
un motivo legítimo de dimisión para el trabajador, o sea, 
concretamente, el previsto por el artículo 86, inciso 8 del 
Código de Trabajo, que prohibe, en principio, al patrono 
exigir del obrero que realice un trabajo distinto a aquel a 
que estaba obligado por el contrato, como lo era en la es-
pecie pasar de un trabajo diurno a uno nocturno, aunque 
la Cámara a-qu.a, erróneamente se fundó para justificar su 
fallo en disposiciones legales distintas; que si bien el tra-
bajador no dimitió sino unos días después de operarse el 
cambio, tal circunstancia, como se expresa en el fallo que 
es objeto del presente recurso, no privaba de justificación la 
dimisión efectuada, pues si ésta no se efectuó ;Inmediata-
mente que se operó el cambio, sí lo fue, como lo comproba-
ron los jueces del fondo, dentro del plazo de 15 días que el 
Código de Trabajo (art. 87) acuerda a los trabajadores pa-
ra dimitir cuando hay causa legítima para ello; que, en con-
secuencia, el alegato relativo a la falta de prueba de la di-
misión, debe ser desestimado por carecer de fundamento; 

Considerando en cuanto al agravio relativo a la dura-
ción de la ejecución del contrato y al monto del salario ga-
nado por el trabajador, que tal como ha sido expresado por 
el recurrente, para el Juzgado a-quo dar por establecido 
que el trabajador sirvió durante ciento treinta y dos sema-
nas, o sea del 16 de abril de 1966, hasta el lo. de noviem-
bre de 1968, fecha en que por primera vez se le pagó el sa-
lario mínimo, pues hasta entonces solamente se le pagaban 
RD$6.00 semanales, y no RD$14.00, de acuerdo con la tari-
fa 1/65, que fija en RD$2.0.0 el salario mínimo a pagar a 
todo trabajador, se basó en que el actual recurrente no 
controvirtió este aspecto de la demanda, dándose, por lo 
tanto, como probados los hechos alegados por el demandan-
te en apoyo de la misma; 

Considerando que en la especie, es constante que aun-
que el ahora recurrente litigó sobre el fundamento de que 
la dimisión del obrero era justificada, lo que no pudo pro- 
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digo de Trabajo; falsa aplicación de los artículos 69, 72 y 
85 del precitado Código de Trabajo; insuficiencia de moti-
vos, falta de base legal, artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; 
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no fue hecha; que igualmente tenía que probar y tampoco 
lo hizo, la antigüedad del contrato que lo relacionaba con 
su patrono, el ahora recurrente, por ser un elemento indis-
pensable para la justa valoración de las indemnizaciones a 
acordar al obrero de haber lugar a ello; que la Cámara 
a-qua, para determinar como lo hizo, que el obrero había 
trabajado dos años y siete meses, se atuvo exclusivamente 
a las alegaciones del demandante, fundándose pare la ad-
misión de tal aserto que tal aspecto de la demanda no fue 
controvertido por el actual recurrente, omitiendo la Cá-
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los testigos Félix Ramírez Franco y Máximo Marte,, en in-
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la dimisión del obrero era justificada, lo que no pudo pro- 
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bar. dicho recurrente depositó ante la Cámara a-qua copia 
certificada de un informativo provocado por él ante el Juz-
gado de Paz de Trabajo, en el que fueron oídos algunos tes-
tigos, que respondiendo a preguntas héchales por el abo-
gado que representó en juicio al recurrente, declararon que 
el contrato de trabaio aue ligaba a las partes, tuvo inicio 
el lo. de julio de 1968 y, por tanto en una fecha posterior 
a la alegada por el demandante, o sea el 16 de abril de 
1966; que en estas circunstancias el juez a-quo, para una 
buena administración de justicia, y puesto que en la mate-
ria él goza de un papel activo, no podía, pura y simplemen-
te, dar por probado, por la sola alegación del demandante, 
lo relativo al tiempo que tuvo de ejecución el contrato, sin 
ponderar en este aspecto las declaraciones de los testigos 
que hizo oir el recurrente por ante el Juzgado de Paz de 
Trabajo, e igualmente la del que hizo oir en el contrainfor-
mativo efectuado en la jurisdicción de segundo grado, y aún 
realizar otras medidas de instrucción; que, en consecuen-
cia, la sentencia impugnada debe ser casada en el aspecto 
examinado; 

Considerando que las costas pueden ser compensadas 
cuando las partes sucumban en unos puntos y en otros no; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, en fecha lo. de octubre de 1970, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo solamente en lo relativo a la duración del tiem-
po de ejecución del contrato, y lo rechaza en sus demás as-
pectos, y a lo que sea consecuencia directa de ello, envian-
do el asunto así delimitado por ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en atribu-
ciones de tribunal de trabajo de segundo grado; Segundo: 
Compensa las costas entre las partes. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas 

Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DEL 1972. 

 

nes del abogado de la defensa de la CoMpañía "Unión de 
Seguros" C. por A., por improcedentes y ma fundadal en 
derecho; Tercero: Se confirma la sentencia recurrida en el 
aspecto de que está apoderada esta Corte; Cuarto: Se con-
dena al recurrente al pago de las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 31 de agosto de 1971, 
a requerimiento del Dr. Juan López, abogado de la recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituida o por la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, el depósito de un memorial, con la 
exposición de los medios en que se funda, será obligatorio 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la de-
claración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, la recurrente no 
expuso al declarar su recurso de casación los medios que le 
servirían de fundamento, ni ha presentado luego, memorial 
alguno contentivo de dichos medios; por lo cual, en tales 
condiciones, el recurso que se examina, resulta nulo al te-
nor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Unión de Seguros, C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana, de fecha 20 de agosto de 1971, en sus 

      

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana de fecha 20 de agoso de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Unión de Seguros, C. por A. 

      

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

      

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Unión de 
Seguros, C. por A., con domicilio en la calle San Luis No. 
48 de Santiago, causa seguida a Ramón E. Madera, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana de fecha 20 de agosto de 1971, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: No se estatuye sobre el recurso interpuesto por 
la Compañía "Unión de Seguros" C. por A., contra la sen-
tencia correccional de fecha 27 de noviembre 1967, dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia de San Juan, por ha-
berse juzgado al respecto por sentencia del 25 de agosto 
de 1970 de esta Corte; Segundo: Se rechazan las conclusio- 
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rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituída o por la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, el depósito de un memorial, con la 
exposición de los medios en que se funda, será obligatorio 
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la de-
claración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, la recurrente no 
expuso al declarar su recurso de casación los medios que le 
servirían de fundamento, ni ha presentado luego, memorial 
alguno contentivo de dichos medios; por lo cual, en tales 
condiciones, el recurso que se examina, resulta nulo al te-
nor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
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Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
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atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— remando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua.— Enrique Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 14 de enero de 1971 y del 18 de mayo de 1971. 

materia: Correccional. 

Recurrentes: Marcos Vinicio Vásquez, Dominican Motors C. por A., 
y Compañía Seguros Pepín, S. A. 

Abogado: Dr. Félix A. Brito Mata (abogado de la Dominican Mo-
tors, C. por A.) 

Intervinientes: Tomás Toribio, Elías Toribio, Pedro Celestino To-
ribio y Rosanela Toribio. 

Abogado: Dr. José A. Rodríguez Conde. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de marzo del 1972, 
años 129' de la Independencia y 108' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Marcos 
Vinicio Vásquez, dominicano, mayor de edad, soltero, me-
cánico dental, cédula 9394, serie 48, residente en la calle 
José de Jesús Ravelo No. 48; Dominican Motors Co., C. por 
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atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena 
a la recurrente al pago de las costas. 
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A. Paniagua.— Enrique Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del da, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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A., con domicilio en 'a carretera Sánchez kilómetro cuatro 
y medio, de Santo Domingo y Compañía de Seguros Pepín 
S. A., organizada de conformidad con las leyes de la Repú-
blica Dominicana, con su domicilio social en la casa No. 
39 de la calle Isabel la Católica de esta ciudad, contra las 
sentencias de fechas 14 de enero de 1971 y del 18 de mayo • 
de 1971, dictadas en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Félix Brito Mata en representación del Dr. 

Miguel A. Brito Mata, cédula 23397, serie 47, abogado de 
la recurrente Dominican Motors Co., C. por A., en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Lorenzo E. Raposo, en representación del 
Dr. José A. Rodríguez Conde, cédula 28590, serie 56, en 
la lectura de sus conclusiones, a nombre de los intervinien-
tes Tomás Toribio, Elías Toribio, Pedro Celestino Toribio y 
Rosanela Toribio, dominic..arios, mayores de edad, portado-
res de las - cédulas personales de identidad Nos. 15722, serie 
55, 128716, serie lra., 8895, serie 55, 5456, serie 55, respec-
tivamente, domiciliados y residentes en esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 
en la Secretaría de la Corte a-qua en fechas: 28 de octubre 
de 1965. la del prevenido Marcos Vinicio Castillo, a reque-
rimiento de su abogado Dr. Rafael Márquez (cédula No. 
26811, Serie lra.); en fecha 20 de mayo de 1971, la de la 
persona puesta en causa como civilmente responsable, Do-
minican Motors, C. por A., a requerimiento de su abogado 
Dr. José M. Acosta Torres, (cédula No. 32511, serie 31); y 
en fecha 28 de octubre de 1971, la de la Compañía de Se-
guros Pepín S. A.. a reauerimiento esta última de su abo-
gado Dr. Diógenes Amaro (cédula No. 10655, serie 55); 

Visto el memorial de casación de fecha 28 de enero de 
1972, de la Dominican Motors Co., C. por A., suscrito por 
su abogado Dr. José M. Acosta Turres, en el cual se invocan 
los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de casación de fecha 28 de enero de 
1971, de la Seguros Pepín, S. A., suscrito por su abogado 
Dr. Miguel A. Brito Mata (cédula No. 23397, serie 47), en 
el cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Vistos los dos escritos de los intervinientes de fechas 
28 de enero de 1972, uscritos por su abogado Dr. José A. 
Rodríguez Conde, el primero frente al prevenido y a la 
Compañía de Seguros Pepín S. A.; y el segundo frente a 
la Dominican Motors Co. C. por A.; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante; y los Arts. 1 de 
la Ley No. 5771, de 1961; 1383 y 1384 del Código Civil; y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) Que el 26 de 
diciembre de 1967, ocurrió un accidente automovilístico en 
esta ciudad, en el cual resultó con heridas que le produje-
ron la muerte Pedro Mariano Toribio; b) Que apoderada 
regularmente del caso la Segunda Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó 
en fecha 17 de octubre de 1969, una sentencia cuyo dispo-
sitivo figura copiado más adelante; c) Que sobre los recur-
sos interpuestos intervino una sentencia dictada por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo el 14 de enero de 1971, 
cuyo dispositivo se copia también más adelante; d) Que so-
bre oposición de la Dominican Motors Co. C. por A., la 
Corte a-qua dictó el 18 de mayo de 1971, la sentencia aho-
ra impugnada cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIME-
RO: admite, por regular en la forma, el recurso de oposición 
interpuesto en fecha 14 del mes de enero del año 1971, por 
el Dr. José María Acosta Torres, abogado de los tribuna- 
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39 de la calle Isabel la Católica de esta ciudad, contra las 
sentencias de fechas 14 de enero de 1971 y del 18 de mayo 
de 1971, dictadas en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se 
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tura de sus conclusiones; 
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res de las cédulaspersonales de identidad Nos. 15722, serie 
55, 128716, serie lra., 8895, serie 55, 5456, serie 55, respec-
tivamente, domiciliados y residentes en esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 
en la Secretaría de la Corte a-qua en fechas: 28 de octubre 
de 1965. la del prevenido Marcos Vinicio Castillo, a reque-
rimiento de su abogado Dr. Rafael Márquez (cédula No. 
26811, Serie lra.); en fecha 20 de mayo de 1971, la de la 
persona puesta en causa como civilmente responsable, Do-
minican Motors, C. por A., a requerimiento de su abogado 
Dr. José M. Acosta Torres, (cédula No. 32511, serie 31); y 
en fecha 28 de octubre de 1971, la de la Compañía de Se-
guros Pepín S. A.. a reauerimiento esta última de su abo-
gado Dr. Diógenes Amaro (cédula No. 10655, serie 55); 

Visto el memorial de casación de fecha 28 de enero de 
1972, de la Dominican Motors Co., C. por A., suscrito por 
su abogado Dr. José M. Acosta Torres, en el cual se invocan 
los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de casación de fecha 28 de enero de 
1971, de la Seguros Pepín, S. A., suscrito por su abogado 
Dr. Miguel A. Brito Mata (cédula No. 23397, serie 47), en 
el cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Vistos los dos escritos de los intervinientes de fechas 
28 de enero de 1972, uscritos por su abogado Dr. José A. 
Rodríguez Conde, el primero frente al prevenido y a la 
Compañía de Seguros Pepín S. A.; y el segundo frente a 
la Dominican Motors Co. C. por A.; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu-
rrentes, que se mencionan más adelante; y los Arts. 1 de 
la Ley No. 5771, de 1961; 1383 y 1384 del Código Civil; y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) Que el 26 de 
diciembre de 1967, ocurrió un accidente automovilístico en 
esta ciudad, en el cual resultó con heridas que le produje-
ron la muerte Pedro Mariano Toribio; b) Que apoderada 
regularmente del caso la Segunda Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó 
en fecha 17 de octubre de 1969, una sentencia cuyo dispo-
sitivo figura copiado más adelante; c) Que sobre los recur-
sos interpuestos intervino una sentencia dictada por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo el 14 de enero de 1971, 
cuyo dispositivo se copia también más adelante; d) Que so-
bre oposición de la Dominican Motors Co. C. por A., la 
Corte a-qua dictó el 18 de mayo de 1971, la sentencia aho-
ra impugnada cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIME-
RO: admite, por regular en la forma, el recurso de oposición 
interpuesto en fecha 14 del mes de enero del año 1971, por 
el Dr. José María Acosta Torres, abogado de los tribuna- 
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les de la República, actuando a nombre y representación 
de la Dominican Motors C. por A., contra sentencia de esta 
Corte, dictada en fecha 14 del mes de enero de 1971, en sus 
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo copiado tex-
tualmente dice así: "FALLA: Primero: Declara la caduci-
dad del recurso de apelación interpuesto por el Dr. Dióge-
nes Amaro García a nombre y en representación del pre-
venido Marcos Vinicio Vásquez, contra sentencia de la Se-
gunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, en fecha 17 del mes de octubre del 
1969, por haber sido intentado después de vencido el pla-
zo legal; Segundo: Declara regular y válidos los recursos 
de apelación interpuestos por el Dr. José María Acosta To-
rres, a nombre y en representación de la Dominican Motors 
C. por A., y por el Dr. Pedro A. Franco Badía, a nombre y 
en representación de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., 
contra la aludida sentencia, cuyo dispositivo dice así: 'Fa-
lla: Primero: Declara el defecto en contra del prevenido 
Marcos Vinicio Vásquez, por no haber comparecido a la au-
diencia, no obstante haber sido legalmente citado; Segun-
do: Declara al defectante Marcos Vinicio Vásquez, culpa-
ble de violar el párrafo I del artículo lro. de la Ley No. 
5771, sobre accidente producidos por vehículos de motor 
en perjuicio de quien en vida respondía al nombre de Pe-
dro Mariano Toribio, y en consecuencia lo condena a sufrir 
2 años de prisión correccional, y al pago de una multa de 
RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro) así como al pago de las 
costas penales del proceso; Tercero: Declara regular y válida 
en cuanto a la forma, las constituciones en parte civil, for-
muladas en audiencia por Tomás Toribio, Juana Toribio, 
Elías Altagracia Toribio, Pedro Celestino Toribio y Rosa-
elena Toribio, hijos del occiso, por órgano de su abogado 
Dr. José A Rodríguez Conde, en contra de Marcos Vinicio 
Vásquez, y la Dominican Motors C. por A., como persona 
civilmente responsable esta última por haber sido formula-
da conforme al artículo 3 del Código de Procedimiento Cri-
minal; Cuarto: En cuanto al fondo de dichas constituciones 

en parte civil condena solidariamente al prevenido Marcos 
Vinicio Vásquez, y a la Dominican Motors, C. por A., co-
mo persona civilmente responsable al pago de una indem-
nización de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) a favor de 
Tomás Toribio; RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) a favor 
de Juana Toribio; RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) Elías 
Altagracia Toribio; RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) a fa-
vor de Pedro Celestino Toribio, y RD$3,000.00 (Tres Mil 
Pesos Oro) a favor de Rosaelena Toribio; como justa repa-
ración por los daños morales y materiales por éstos sufri-
dos como consecuencia del citado accidente en el cual per-
dió la vida el occiso, quien fuera padre de los referidos de-
mandantes; Quinto: Condena al prevenido Marcos Vinicio 
Vásquez, y a la Dominican Motors C. por A., solidariamen-
te al pago de los intereses legales de dichas sumas a partir 
de la fecha de las demandas a títulos de indemnización su-
pletoria; Sexto: Condena al prevenido Marcos Vinicio Vás-
quez, y a la Dominican Motors C. por A., solidariamente en 
provecho del Dr. José A. Rodríguez Conde, quien afirma 
estarlas avanzando en su mayor parte; Séptimo: Declara 
conforme al artículo 10 de la ley sobre Libertad Provisio-
nal, bajo fianza vencida la fianza de RD$10,000.00 (Diez 
Mil Pesos M/N), que impuso este tribunal en fecha 28 del 
mes de diciembre del año 1967, y mediante la cual el nom-
brado Marcos Vinicio Vásquez, obtuvo su libertad Provi-
sional bajo fianza, conforme al contrato de fianza judicial 
de la misma fecha, intervenido entre el Representante del 
Ministerio Público del Distrito Judicial de Santo Domin-
go, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., radicada en es-
ta ciudad de Santo Domingo; Octavo: Ordena la distribu-
ción del valor de la fianza cuyo vencimiento ha sido decla-
rado en el ordinal anterior, en la forma consiguiente a con-
tinuación: a) al pago de los gastos en que hubiere incurri-
do el Ministerio Público en cuanto al aspecto penal del pro-
ceso se refiere; b) al pago de los gastos y honorarios proce-
dimentales incurridos por la parte civil constituida, previa 
liquidación de los mismos, conforme a la ley No. 302 sobre 
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les de la República, actuando a nombre y representación 
de la Dominican Motors C. por A., contra sentencia de esta 
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1969, por haber sido intentado después de vencido el pla-
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de apelación interpuestos por el Dr. José María Acosta To-
rres, a nombre y en representación de la Dominican Motors 
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civilmente responsable esta última por haber sido formula-
da conforme al artículo 3 del Código de Procedimiento Cri-
minal; Cuarto: En cuanto al fondo de dichas constituciones 

en parte civil condena solidariamente al prevenido Marcos 
Vinicio Vásquez, y a la Dominican Motors, C. por A., co-
mo persona civilmente  responsable al pago de una indem-
nización de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) a favor de 
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vor de Pedro Celestino Toribio, y RD$3,000.00 (Tres Mil 
Pesos Oro) a favor de Rosaelena Toribio; como justa repa-
ración por los daños morales y materiales por éstos sufri-
dos como consecuencia del citado accidente en el cual per-
dió la vida el occiso, quien fuera padre de los referidos de-
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provecho del Dr. José A. Rodríguez Conde, quien afirma 
estarlas avanzando en su mayor parte; Séptimo: Declara 
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nal, bajo fianza vencida la fianza de RD$10,000.00 (Diez 
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de la misma fecha, intervenido entre el Representante del 
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liquidación de los mismos, conforme a la ley No. 302 sobre 
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la materia; e) al pago de las indemnizaciones que han sido 
acordadas en esta misma sentencia a la parte civil consti-
tuida; d) al pago de una multa de RD$500.00 (Quinientos 
Pesos M/N), que le fue impuesta al prevenido; e) la canti-
dad restante si la hubiere será depositada en la Colecturía 
de Rentas Internas correspondiente, en favor del Estado 
Dominicano; Noveno: Se autoriza, al representante del Mi-
nisterio Público del Distrito Judicial de Santo Domingo, a 
requerir y obtener de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., 
el pago de la suma de RD$10,000.00 (Diez Mil Pesos M/N), 
que garantizaba la asistencia del prevenido Marcos Vinicio 
Vásquez, a todos los actos de este proceso previo requeri-
miento legal'; Tercero: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido Marcos Vinicio Vásquez y la Dominican Motors, 
C. por A., por no haber comparecido estando legalmente 
citados; Cuarto: Modifica el ordinal cuarto de la sentencia 
apelada en el sentido de condenar al prevenido Marcos Vi-
nicio Vásquez, y a la Dominican Motors C. por A. al pago so-
lidario de una indeinnización de RD$10,000.00 (Diez Mil 
Pesos Oro) a repartir en partes iguales entre las personas 
constituidas en parte civil; Quinto: Confirma en los demás 
aspectos en que está apoderada la Corte, la sentencia recu-

rrida; Sexto: Rechaza por improcecedente la solicitud de 
reapertura de debates formulada por el Dr. José María 
Acosta Torresa, a nombre y representación de la Domini-
can Motors, C. por A. Séptimo: Condena al prevenido al pa-

go de las costas penales; Octavo: Condena a la Compañía de 
Seguros Pepín, S. A., y a la Dominican Motors, C. por A., 
al pago de las costas civiles ordenando su distracción en fa- 
vor del Dr. José A. Rodríguez Conde, quien afirma estar- 
las avanzando en su mayor parte';— SEGUNDO: Rechaza 

por improcedentes y mal fundadas el recurso de oposición 
interpuesto y las conclusiones emitidas en audiencia por la 
Dominican Motors C. por A.;— TERCERO: Confirma en 

todas sus partes y para que sea ejecutada según su forma 
y tenor, la sentencia recurrida; CUARTO: Condena a la 

Dominican Motors C. por A., parte que sucumbe, al pago 
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de las costas, con distracción de las civiles en provecho del 
Dr. José A. Rodríguez Conde, abogado que afirmó haberlas 
avanzado en su totalidad."; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que este recurso va dirigido, según cons-
ta en el acta levantada, contra la sentencia de fecha 14 de 
enero de 1971 dictada en defecto por la Corte a-qua, y la 
cual fue luego confirmada por la misma Corte en fecha 18 
de mayo de 1971 con motivo de la oposición de la Domini-
can Motors Co., C. por A.; 

Considerando que en la entencia impugnada la Corte 
a-qua declaró caduco el recurso de apelación que había 
interpuesto el prevenido hoy recurrente en casación, sobre 
la base siguiente: "que la sentencia impugnada fue dictada 
en defecto contra el prevenido Marcos Vinicio Vásquez, en 
fecha 17 del mes de octubre del 1969; que la misma fue no-
tificada a dicho prevenido en la forma establecida para las 
personas que no tienen domicilio conocido en la Repúbli-
ca, así como en su domicilio de elección, en fecha 21 de ju-
lio de 1970; que el repetido prevenido interpuso su recur-
so de apelación en fecha 14 de agosto de 1970; que como se 
advierte por la relación anterior el prevenido Marcos Vi-
nicio Vásquez, intentó su recurso de apelación cuando ya 
había transcurrido ventajosamente el plazo de diez días 
acordado por la ley; que, por lo tanto dicho recurso está 
afectado de caducidad, en virtud a lo dispuesto por el Ar-
tículo 203 del Código de Procedimiento Criminal"; 

Considerando que siendo el plazo de la apelación de diez 
días, según el Art. 203 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, a partir de la notificación del fallo que se apela, el cri-
terio jurídico anterior es correcto, por lo cual al declarar 
caduca la apelación del prevenido, la Corte a-qua procedió 
con sujeción a la ley; que por consiguiente, el recurso de 
casación del prevenido carece de fundamento; 
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la materia; c) al pago de las indemnizaciones que han sido 
acordadas en esta misma sentencia a la parte civil consti-
tuida; d) al pago de una multa de RD$500.00 (Quinientos 
Pesos M/N), que le fue impuesta al prevenido; e) la canti-
dad restante si la hubiere será depositada en la Colecturía 
de Rentas Internas correspondiente, en favor del Estado 
Dominicano; Noveno: Se autoriza, al representante del Mi-
nisterio Público del Distrito Judicial de Santo Domingo, a 
requerir y obtener de la Compañía de Seguros Pepín, S. A., 
el pago de la suma de RD$10,000.00 (Diez Mil Pesos M/N), 
que garantizaba la asistencia del prevenido Marcos Vinicio 
Vásquez, a todos los actos de este proceso previo requeri-
miento legal'; Tercero: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido Marcas Vinicio Vásquez y la Dominican Motors, 
C. por A., por no haber comparecido estando legalmente 

citados; Cuarto: Modifica el ordinal cuarto de la sentencia 
apelada en el sentido de condenar al prevenido Marcos Vi-
nicio Vásquez, y a la Dominican Motors C. por A. al pago so-
lidario de una indeinnización de RD$10,000.00 (Diez Mil 
Pesos Oro) a repartir en partes iguales entre las personas 
constituidas en parte civil; Quinto: Confirma en los demás 
aspectos en que está apoderada la Corte, la sentencia recu-
rrida; Sexto: Rechaza por improcecedente la solicitud de 
reapertura de debates formulada por el Dr. José María 
Acosta Torresa, a nombre y representación de la Domini-
can Motors, C. por A. Séptimo: Condena al prevenido al pa-

go de las costas penales; Octavo: Condena a la Compañía de 
Seguros Pepín, S. A., y a la Dominican Motors, C. por A., 
al pago de las costas civiles ordenando su distracción en fa-
vor del Dr. José A. Rodríguez Conde, quien afirma estar-
las avanzando en su mayor parte';— SEGUNDO: Rechaza 

por improcedentes y mal fundadas el recurso de oposición 
interpuesto y las conclusiones emitidas en audiencia por la 
Dominican Motors C. por A.;— TERCERO: Confirma en 

todas sus parte y para que sea ejecutada según su forma 
y tenor, la sentencia recurrida; CUARTO: Condena a la 
Dominican Motors C. por A., parte que sucumbe, al pago 
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de las costas, con distracción de las civiles en provecho del 
Dr. José A. Rodríguez Conde, abogado que afirmó haberlas 
avanzado en su totalidad."; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que este recurso va dirigido, según cons-
ta en el acta levantada, contra la sentencia de fecha 14 de 
enero de 1971 dictada en defecto por la Corte a-qua, y la 
cual fue luego confirmada por la misma Corte en fecha 18 
de mayo de 1971 con motivo de la oposición de la Domini-
can Motors Co., C. por A.; 

Considerando que en la entencia impugnada la Corte 
a-qua declaró caduco el recurso de apelación que había 
interpuesto el prevenido hoy recurrente en casación, sobre 
la base siguiente: "que la sentencia impugnada fue dictada 
en defecto contra el prevenido Marcos Vinicio Vásquez, en 
fecha 17 del mes de octubre del 1969; que la misma fue no-
tificada a dicho prevenido en la forma establecida para las 
personas que no tienen domicilio conocido en la Repúbli-
ca, así como en su domicilio de elección, en fecha 21 de ju-
lio de 1970; que el repetido prevenido interpuso su recur-
so de apelación en fecha 14 de agosto de 1970; que como se 
advierte por la relación anterior el prevenido Marcos Vi-
nicio Vásquez, intentó su recurso de apelación cuando ya 
había transcurrido ventajosamente el plazo de diez días 
acordado por la ley; que, por lo tanto dicho recurso está 
afectado de caducidad, en virtud a lo dispuesto por el Ar-
tículo 203 del Código de Procedimiento Criminal"; 

Considerando que siendo el plazo de la apelación de diez 
días, según el Art. 203 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, a partir de la notificación del fallo que se apela, el cri-
terio jurídico anterior es correcto, por lo cual al declarar 
caduca la apelación del prevenido, la Corte a-qua procedió 
con sujeción a la ley; que por consiguiente, el recurso de 
casación del prevenido carece de fundamento; 
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En cuanto al recurso de Seguros Pepín, S. A. 

Considerando que esta compañía ha recurrido en ca-
sación contra la sentencia de fecha 14 de enero de 1971, de 
la Corte a-qua, por medio de la cual se confirmó el fallo 
de Primera Instancia cuyo ordinal séptimo de su disposi-
tivo dice lo siguiente: "Declara conforme al artículo 10 de 
la ley sobre Libertad Provisional, bajo fianza vencida la 
fianza de RD$10,000.00 (Diez Mil Pesos Oro), que impuso 
este Tribunal en fecha 28 de diciembre del 1967, y median-
te la cual el nombrado Marcos Vinicio Vásquez, obtuvo su 
libertad Provisional y bajo fianza conforme al contrato de 
fianza judicial de la misma fecha intervenido entre el Re-
presentante del Ministerio Público del Distrito de Santo 
Domingo, y la Compañía Seguros Pepín, S. A., radicada en 
esta ciudad, de Santo Domingo"; 

Considerando que contra esa sentencia la compañía re-
currente en su memorial de casación invoca los siguientes 
medios: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos del 
proceso. Falta de base legal.— Segundo Medio: Insuficien-
cia de motivos y por consecuencia, violación del art. 141 
del Código de Procedimiento Civil. Falta de base legal.—
Tercer Medio: Violación del art 141 del Código de Procedi-
miento Civil en otro aspecto. Falta de base legal; 

Considerando que obviamente el primero y el segundo 
medio van dirigidos a impugnar el fallo que se examina en 
cuanto al fondo mismo del delito puesto a cargo del preve-
nido Marcos Vinicio Vásquez y en cuanto a la forma de 
distribuir las indemnizaciones entre las partes civiles cons-
tituidas; que, en efecto, en la introducción de su memorial 
así lo expresa esta recurrente cuando dice: "que ésta pue-
de presentar los alegatos que crea pertinentes con el fin de 
demostrar que el prevenido no ha cometido falta alguna, 
o que la Corte no ha pondéralo debidamente los hechos y 
evitar así que la persona civilmente responsable sea con-
denada al pago de una indemnización que afecta el patri- 

monio de la compañía aseguradora"; que indudablemente 
en lo que acaba de exponerse hay un error de concepto, 
pues la Compañía que tiene el derecho antes expuesto, es 
aquella que ha asegurado la responsabilidad civil que pue-
da originarse con motivo de los accidentes que se produzcan 

• con el manejo de un vehículo de motor, pero no la compa-
ñía que ha prestado fianza para que el prevenido pueda ob-
tener su libertad provisional mientras dure el proceso que 
se le sigue, pues en este último caso su obligación está limi-
tada a responder por la incomparecencia del prevenido 
afianzado a los actos del proceso penal que se le sigue; y 
siendo esa su obligación, su interés se limita a impugnar 
el fallo en cuanto le haya agraviado en relación con la 
fianza prestada a esos fines; que siendo ese el caso de la re-
currente, el primero y el segundo medios de su recurso, de-
ben desestimarse; 

Considerando que en el desarrollo del tercer medio 
de su memorial de casación, esta recurrente sostiene que 
ella concluyó en la audiencia pública celebrada en el senti-
do de que "nada ha tenido que ver con la incomparecencia 
del prevenido"; que el fallo impugnado no contiene la re-
producción de esas conclusiones y además la Corte a-qua 
tenía el deber de responder a dichas conclusiones, lo que 
no hizo, pues silenció en absoluto ese pedimento; y que, 
además, si no se cuenta con el concurso de las autoridades, 
es difícil determinar el paradero de una persona; que por 
todo ello estima que el fallo impugnado debe ser casado por 
falta de motivos y de base legal; pero, 

Considerando que el examen del acta de la audiencia 
celebrada por la Corte a-qua en fecha 17 de diciembre de 
1970, expresa que las conclusiones que la Seguros Pepín 
S. A., produjo, fueron las siguientes: "Declarar bueno y 
válido el recurso de apelación interpuesto por la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia de fecha 17 
de octubre de 1969, rendida por la Segunda Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na- 
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En cuanto al recurso de Seguros Pepín, S. A. 

Considerando que esta compañía ha recurrido en ca-
sación contra la sentencia de fecha 14 de enero de 1971, de 
la Corte a-qua, por medio de la cual se confirmó el fallo 
de Primera Instancia cuyo ordinal séptimo de su disposi-
tivo dice lo siguiente: "Declara conforme al artículo 10 de 
la ley sobre Libertad Provisional, bajo fianza vencida la 
fianza de RD$1O,000.00 (Diez Mil Pesos Oro), que impuso 
este Tribunal en fecha 28 de diciembre del 1967, y median-
te la cual el nombrado Marcos Vinicio Vásquez, obtuvo su 
libertad Provisional y bajo fianza conforme al contrato de 
fianza judicial de la misma fecha intervenido entre el Re-
presentante del Ministerio Público del Distrito de Santo 
Domingo, y la Compañía Seguros Pepín, S. A., radicada en 
esta ciudad, de Santo Domingo"; 

Considerando que contra esa sentencia la compañía re-
currente en su memorial de casación invoca los siguientes 
medios: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos del 
proceso. Falta de base legal.— Segundo Medio: Insuficien-
cia de motivos y por consecuencia, violación del art. 141 
del Código de Procedimiento Civil. Falta de base legal.—
Tercer Medio: Violación del art 141 del Código de Procedi-
miento Civil en otro aspecto. Falta de base legal; 

Considerando que obviamente el primero y el segundo 
medio van dirigidos a impugnar el fallo que se examina en 
cuanto al fondo mismo del delito puesto a cargo del preve-
nido Marcos Vinicio Vásquez y en cuanto a la forma de 
distribuir las indemnizaciones entre las partes civiles cons-
tituidas; que, en efecto, en la introducción de su memorial 
así lo expresa esta recurrente cuando dice: "que ésta pue-
de presentar los alegatos que crea pertinentes con el fin de 
demostrar que el prevenido no ha cometido falta alguna, 
o que la Corte no ha ponderado debidamente los hechos y 
evitar así que la persona civilmente responsable sea con-
denada al pago de una indemnización que afecta el patri- 

/nonio de la compañía aseguradora"; que indudablemente 
en lo que acaba de exponerse hay un error de concepto, 
pues la Compañía que tiene el derecho antes expuesto, es 
aquella que ha asegurado la responsabilidad civil que pue-
da originarse con motivo de los accidentes que se produzcan 
con el manejo de un vehículo de motor, pero no la compa-
ñía que ha prestado fianza para que el prevenido pueda ob-
tener su libertad provisional mientras dure el proceso que 
se le sigue, pues en este último caso su obligación está limi-
tada a responder por la incomparecencia del prevenido 
afianzado a los actos del proceso penal que se le sigue; y 
siendo esa su obligación, su interés se limita a impugnar 
el fallo en cuanto le haya agraviado en relación con la 

4) 	fianza prestada a esos fines; que siendo ese el caso de la re- 
currente, el primero y el segundo medios de su recurso, de- 
ben desestimarse; 

Considerando que en el desarrollo del tercer medio 
de su memorial de casación, esta recurrente sostiene que 
ella concluyó en la audiencia pública celebrada en el senti-
do de que "nada ha tenido que ver con la incomparecencia 
del prevenido"; que el fallo impugnado no contiene la re-
producción de esas conclusiones y además la Corte a-qua 
tenía el deber de responder a dichas conclusiones, lo que 
no hizo, pues silenció en absoluto ese pedimento; y que, 
además, si no se cuenta con el concurso de las autoridades, 
es difícil determinar el paradero de una persona; que por 
todo ello estima que el fallo impugnado debe ser casado por 
falta de motivos y de base legal; pero, 

Considerando que el examen del acta de la audiencia 
celebrada por la Corte a-qua en fecha 17 de diciembre de 
1970, expresa que las conclusiones que la Seguros Pepín 
S. A., produjo, fueron las siguientes: "Declarar bueno y 
válido el recurso de apelación interpuesto por la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia de fecha 17 
de octubre de 1969, rendida por la Segunda Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na- 
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cional, por haberse interpuesto dicho recurso en la forma 
y el plazo establecido por la ley que rige la materia; Se-
gundo: Que esta Honorable Corte, obrando por propio im-
perio y en sentido contrario, revoque y modifique la sen-
tencia apelada en cuanto a las indemnizaciones civiles 
acordadas a la parte civil, en razón de que, la Compañía 
de Seguros Pepín, S. A., nada ha tenido que ver con la in-
comparecencia a la audiencia de Marcos Vinicio Vásquez'; 

Considerando que como se advierte fácilmente la com-
pañía recurrente pidió la revocación del fallo de primera 
instancia en cuanto declaró vencida la fianza que ella ha-
bía prestado fundándose "en que nada ha tenido que ver 
con la incomparecencia a la audiencia de Marcos Vinicio 
Vásquez"; pero, su deber como afianzadora de la libertad 
del prevenido era asegurar su comparecencia, o presentar 
a la Corte los motivos legítimos que justificaban su incom-
parecencia, para lo cual podía según la Ley No. 643 de 1941 
que modifica la Ley sobre Prestación de Fianza, pedir un 
plazo, lo que no hizo; es más, la Corte le brindó esa opor-
tunidad que la indicada compañía no aprovechó, cuando 
en fecha 25 de noviembre de 1970, según consta en el acta 
de audiencia de esa fecha, dictó una •sentencia que dice así: 
`Falla: Primero: Reenvía el conocimiento de la causa se-
guida contra Marcos Vinicio Vásquez, prevenido del delito 
de violación a la Ley 5771, para la audiencia pública que 
celebrará esta Corte de Apelación el día jueves diecisiete 
(17) del mes de diciembre, 1970, a las nueve horas de la ma-
ñana, a fin de dar una nueva oportunidad a la Compañía 
de Seguros Pepín, S. A., y al prevenido Marcos Vinicio 
Vásquez de justificar su no comparecencia ante el tribunal 
a-quo y ordenar además que el Ministerio Público aporte 
al expediente el original del contrato de fianza que garan-
tizó la libertad provisional de Marcos Vinicio Vásquez; 
Segundo: La presente sentencia vale citación para las par-
tes presentes; Tercero: Reserva las costas, para fallarlas 
conjuntamente con el fondo'; que, en tales condiciones al no 
justificar ella la incomparecencia del prevenido con prue- 

bas positivas, ni aprovecharse de la oportunidad que para 
ello se le brindó por sentencia, es claro que, en tales con-
diciones, el fallo impugnado no ha podido agraviarle en el 
punto que se examina; que, en esas condiciones, la Corte 
a-qua podía válidamente como lo hizo decir lo siguiente: 
"que el prevenido que obtuvo su libertad provisional bajo 
fianza a condición de presentarse a todos los actos del pro-
cedimiento, sin un motivo de excusa legítima no compare-
ció a las audiencias celebradas por el tribunal a-quo, para 
la instrucción del proceso, pese a que siempre fue legalmen-
te citado; que tanto la parte civil como el ministerio pú-
blico solicitaron que se declarara el vencimiento de la fian-
za y se ordenara su reparto en forma legal; que ante esta 
Corte ni el prevenido ni la entidad que garantizó la fianza, 
han justificado la falta de comparecencia del inculpado'; 
que al confirmar con esas razones la Corte a-qua el fallo de 
Primera Instancia que había declarado vencida la fianza 
por no haber comparecido el prevenido, la indicada Corte 
no incurrió en los vicios denunciados, razón por la cual el 
medio propuesto carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

En cuanto al recurso de casación de, la Dominican 
Motors Co. C. por A. 

Considerando que esta recurrente en su memorial de 
Casación ha propuesto los siguientes medios: Primer Me-
dio: Nulidad radical y absoluta de la sentencia apelada dic-
tada por la Segunda Cámara Penal del Distrito Nacional el 
día 17 octubre de 1968; Falsa aplicación del artículo 15 de 
la Ley 1014; Falsa aplicación del artículo 215 del Código 
de Procedimiento Criminal.— Segundo Medio: Falsa apli-
cación del artículo 1384 del Código Civil y Violación al de-
recho de defensa consagrado por el artículo 8 inciso 2 le-
tra j), de la Constitución de 1966.— Tercer Medio: Falta 
de motivos; Falta de base legal; Insuficiente motivación, 
desnaturalización de los hechos y circunstancias de la cau-
sa; Motivos contradictorios etc.; 
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cional, por haberse interpuesto dicho recurso en la forma 
y el plazo establecido por la ley que rige la materia; Se-
gundo: Que esta Honorable Corte, obrando por propio im-
perio y en sentido contrario, revoque y modifique la sen-
tencia apelada en cuanto a las indemnizaciones civiles 
acordadas a la parte civil, en razón de que, la Compañía 
de Seguros Pepín, S. A., nada ha tenido que ver con la in-
comparecencia a la audiencia de Marcos Vinicio Vásquez'; 

Considerando que como se advierte fácilmente la com-
pañía recurrente pidió la revocación del fallo de primera 
instancia en cuanto declaró vencida la fianza que ella ha-
bía prestado fundándose "en que nada ha tenido que ver 
con la incomparecencia a la audiencia de Marcos Vinicio 
Vásquez"; pero, su deber como afianzadora de la libertad 
del prevenido era asegurar su comparecencia, o presentar 
a la Corte los motivos legítimos que justificaban su incom-
parecencia, para lo cual podía según la Ley No. 643 de 1941 
que modifica la Ley sobre Prestación de Fianza, pedir un 
plazo, lo que no hizo; es más, la Corte le brindó esa opor-
tunidad que la indicada compañía no aprovechó, cuando 
en fecha 25 de noviembre de 1970, según consta en el acta 
de audiencia de esa fecha, dictó una sentencia que dice así: 
`Falla: Primero: Reenvía el conocimiento de la causa se-
guida contra Marcos Vinicio Vásquez, prevenido del delito 
de violación a la Ley 5771, para la audiencia pública que 
celebrará esta Corte de Apelación el día jueves diecisiete 
(17) del mes de diciembre, 1970, a las nueve horas de la ma-
ñana, a fin de dar una nueva oportunidad a la Compañía 
de Seguros Pepín, S. A., y al prevenido Marcos Vinicio 
Vásquez de justificar su no comparecencia ante el tribunal 
a-quo y ordenar además que el Ministerio Público aporte 
al expediente el original del contrato de fianza que garan-
tizó la libertad provisional de Marcos Vinicio Vásquez; 
Segundo: La presente sentencia vale citación para las par-
tes presentes; Tercero: Reserva las costas, para fallarlas 
conjuntamente con el fondo'; que, en tales condiciones al no 
justificar ella la incomparecencia del prevenido con prue- 
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bas positivas, ni aprovecharse de la oportunidad que para 
ello se le brindó por sentencia, es claro que, en tales con-
diciones, el fallo impugnado no ha podido agraviarle  en el 
punto que se examina; que, en esas condiciones, la Corte 
a-qua podía válidamente como lo hizo decir lo siguiente: 
"que el prevenido que obtuvo su libertad provisional bajo 
fianza a condición de presentarse a todos los actos del pro-
cedimiento, sin un motivo de excusa legítima no compare-
ció a las audiencias celebradas por el tribunal a-quo, para 
la instrucción del proceso, pese a que siempre fue legalmen-
te citado; que tanto la parte civil como el ministerio pú-
blico solicitaron que se declarara el vencimiento de la fian-
za y se ordenara su reparto en forma legal; que ante esta 
Corte ni el prevenido ni la entidad que garantizó la fianza, 
han justificado la falta de comparecencia del inculpado'; 
que al confirmar con esas razones la Corte a-qua el fallo de 
Primera Instancia que había declarado vencida la fianza 
por no haber comparecido el prevenido, la indicada Corte 
no incurrió en los vicios denunciados, razón por la cual el 
medio propuesto carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

En cuanto al recurso de casación de la Dominican 
Motors Co. C. por A. 

Considerando que esta recurrente en su memorial de 
Casación ha propuesto los siguientes medios: Primer Me-
dio: Nulidad radical y absoluta de la sentencia apelada dic-
tada por la Segunda Cámara Penal del Distrito Nacional el 
día 17 octubre de 1968; Falsa aplicación del artículo 15 de 
la Ley 1014; Falsa aplicación del artículo 215 del Código 
de Procedimiento Criminal.— Segundo Medio: Falsa apli-
cación del artículo 1384 del Código Civil y Violación al de-
recho de defensa consagrado por el artículo 8 inciso 2 le-
tra j), de la Constitución de 1966.— Tercer Medio: Falta 
de motivos; Falta de base legal; Insuficiente motivación, 
desnaturalización de los hechos y circunstancias de la cau-
sa; Motivos contradictorios etc.; 
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Considerando que en el desarrollo del primer medio 
de su recurso sostiene en síntesis la recurrente que la sen-
tencia de primera instancia carecía de motivos y ella pidió 
a la Corte a-qua que la anulara por esa razón; y la Corte 
amparándose en el Art. 15 de la Ley No. 1014 emitió al 
respecto un juicio inaceptable, pues la motivación debe ha-
cerse antes de conocerse la apelación; que en lo que a ella, 
la Compañía, concierne, dicho fallo no fue motivado y la 
Corte a-qua así lo reconoció; que ello entraña la nulidad 
propuesta, pues la obligación de motivar existe "para todos 
los pedimentos de la parte civil"; que, por consiguiente, se 
ha incurrido en el fallo impugnado en los vicios y violacio-
nes denunciados en el primer medio; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que sobre ese punto, la Corte a-qua 
se expresó así: "que, sin embargo, conforme al Art. 15 de 
la Ley No. 1014, del 11 de octubre de 1935, los tribunales 
tanto de primero como de segundo grado están autorizados 
a dictar sus sentencias en dispositivo, a reserva de ser mo-
tivadas posteriormente; que la ley no ha fijado un plazo de-
terminado para que se verifique esa motivación, si bien es 
verdad que debe operarse en el más corto tiempo posible; 
que, en ese orden de ideas es obvio que el hecho de que tan-
to el tribunal a-quo, como esta Corte dictasen en dispositi-
vo sus respectivas sentencias, no vicia de nulidad las mis-
mas, si posteriormente, como ocurre en la especie, ellas 
fueron objeto de la motivación correspondiente"; 

Considerando que el criterio jurídico es correcto, y, 
además, por el efecto devolutivo del recurso -interpuesto el 
tribunal de alzada puede suplir las deficiencias que en sus 
motivos tenga el fallo apelado, el cual no resulta necesa-
riamente nulo por esa circunstancia, pues si los jueces de 
apelación, a quienes el caso es devuelto totalmente, anali-
zan como ocurrió en la especie, los hechas de prevención 
y dan al caso la calificación legal que le corresponde, ofre-
ciendo para todo ello y para fundamentar las condenacio- 

nes, sus propios motivos, dejan satisfecho el voto de la ley 
y debidamente protegidos las derechos de las partes; que 
eso es necesariamente así, con la Ley No. 1014 o sin ella, a 
la que se refiere el fallo impugnado; que, por tanto, no se 
ha incurrido en el mismo, en los vicios y violaciones denun-
ciados en el primer medio, el cual carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
en que basa su recurso, sostiene en síntesis la recurrente 
que ella negó ser comitente del ,  prevenido; que la parte ci-
vil no pudo probar ante los jueces del fondo esa calidad de 
la recurrente, pues no ofreció pruebas determinantes al res-
pecto para establecer que cuando ocurrió el hecho el pre-
venido estuviera bajo su subordinación y dependencia, pues 
los hechos ocurrieron según el acta policial a las 5:45 de la 
tarde del día 26 de diciembre de 1967, y el horario de tra-
bajo del prevenido era hasta las 5 y 30, según certificación 
de la Secretaría de Trabajo que obra en el expediente; es 
decir, el prevenido ya había salido de su trabajo, y ello li-
bera a la compañía de responsabilidad; que, por otra parte 
por la propiedad de un vehículo no puede establecerse la 
comitencia; que si bien la motocicleta con la cual el preve-
nido produjo la muerte de la víctima estaba matriculada en 
Rentas Internas a nombre de la Compañía esa matrícula es 
sólo una prueba "juria tantum" de propiedad, lo que sig-
nifica que la Compañía podía desvirtuar esa prueba por to-
dos los medios; que no puede presumirse —repite-- por 
sólo la matrícula, que la compañía fuera comitente del pre-
venido, pues ella negó siempre haber confiado el vehículo al 
prevenido Vásquez; que en el caso no hay entidad asegura-
dora del vehículo que fuera puesta en causa según la Ley 
No. 4117, de 1950, lo que haría presumible la comitencia, 
pues la Seguros Pepín S. A. figura en el proceso solamen-
te como afianzadora de la libertad del prevenido y no como 
aseguradora del vehículo; que ella pidió a la Corte a-qua 
que se le diera la oportunidad de probar "hechos y circuns- 



646 	 BOLETIN JUDICIAL 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
de su recurso sostiene en síntesis la recurrente que la sen-
tencia de primera instancia carecía de motivos y ella pidió 
a la Corte a-qua que la anulara por esa razón; y la Corte 
amparándose en el Art. 15 de la Ley No. 1014 emitió al 
respecto un juicio inaceptable, pues la motivación debe ha-
cerse antes de conocerse la apelación; que en lo que a ella, 
la Compañía, concierne, dicho fallo no fue motivado y la 
Corte a-qua así lo reconoció; que ello entraña la nulidad 
propuesta, pues la obligación de motivar existe "para todos 
los pedimentos de la parte civil"; que, por consiguiente, se 
ha incurrido en el fallo impugnado en los vicios y violacio-
nes denunciados en el primer medio; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
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nes, sus propios motivos, dejan satisfecho el voto de la ley 
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decir, el prevenido ya había salido de su trabajo, y ello li-
bera a la compañía de responsabilidad; que, por otra parte 
por la propiedad de un vehículo no puede establecerse la 
comitencia; que si bien la motocicleta con la cual el preve-
nido produjo la muerte de la víctima estaba matriculada en 
Rentas Internas a nombre de la Compañía esa matrícula es 
sólo una prueba "juria tantum" de propiedad, lo que sig-
nifica que la Compañía podía desvirtuar esa prueba por to-
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sólo la matrícula, que la compañía fuera comitente del pre-
venido, pues ella negó siempre haber confiado el vehículo al 
prevenido Vásquez; que en el caso no hay entidad asegura-
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tancias" que la liberaban de toda responsabilidad, y esa 
medida le fue negada, lesionándose su derecho de defensa; 
que, por todo ello estima que el fallo impugnado debe ser 
casado; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que después de ponderar debidamente los 
elementos de juicio aportados en la instrucción de la causa, 
la Corte a-qua dijo en los Considerandos 6, 7 y 8 del fallo 
impugnado lo siguiente: "que, no obstante, en el proceso 
es constante por los documentos aportados, por las decla-
raciones del prevenido y del testigo oído, así como por los 
demás hechos y circunstancias de la causa, lo siguiente: a) 
que el inculpado era empleado asalariado de la Dominican 
Motors, C. por A., donde se desempeñaba como ayudante 
vendedor, con un salario mensual de RD$90.00; b) que la 
motocicleta con que cometió el hecho era propiedad de su 
patrona y ésta se la había entregado para que la manejara 
y usara en el ejercicio de sus funciones; c) que el acciden-
te ocurrió alrededor de las cinco de la tarde; que aún cuan-
do en el acta policial consta que el accidente ocurrió a las 
cinco y cuarenticinco de la tarde resulta de las declaracio-
nes del testigo Teodoro de la Cruz Burgos, agente de la Po-
licía que actuó en el caso, que el accidente tuvo lugar a las 
cuatro y cuarenticinco de la tarde, pero que como tuvo que 
llevar al herido a un hospital y luego trasladarse al Palacio 
de la Policía Nacional, sólo pudo reportar el hecho ya en-
trada la noche; que por lo expuesto se advierte que cuan-
do se produjo el accidente que originó el daño, el inculpa-
do era un empleado de la empresa puesta en causa como 
persona civilmente responsable, la cual tenía poder para 
darle órdenes e instrucciones, y que él se encontraba en el 
ejercicio normal de sus funciones, dentro del horario asig-
nado para su labor; que, por todo ello, es obvio que exis-
tía una relación de comitente a preposé entre la oponente 

y el prevenido"; 
Considerando que como se advierte para establecer la 

comitencia la Corte a-quo no se atuvo a la prueba sobre la  

propiedad que revelaba la matrícula, sino al lazo de subor-
dinación que fue establecido entre el prevenido y la com-
pañía, de la cual era un asalariado como vendedor; que fue 
además, ponderada la hora en que ocurrió realmente el he-
cho quedando desvirtuada la tesis de la Compañía al res-
pecto, a juicio de los jueces del fondo; que la circunstancia 
de que no hubiera una Compañía aseguradora del vehícu-
lo, puesta en causa, y aún el hecho de que el vehículo no 
estuviera asegurado, no podía desvirtuar la comitencia es-
tablecida por los otros medios de prueba que fueron ponde-
rados; que sobre su pedimento de reenvío de la audiencia 
para probar determinados hechos, este pedimento quedó 
negado con la motivación transcrita precedentemente, se-
gún la cual los jueces del fondo se consideraron plehamen-
te edificados con respecto a la comitencia; y además en el 
fallo impugnado hay un Considerando final que dice así: 
"que por los motivos expuestos y por los contenidos en la 
sentencia impugnada, los cuales se adoptan es criterio de la 
Corte, que procede rechazar las conclusiones de la oponen-
te y confirmar la sentencia recurrida"; 

Considerando que obviamente todas las conclusiones 
de la compañía, inclusive su pedimento de reenvío queda-
ron expresamente rechazados por los motivos ya transcri-
tos; que, por consiguiente, el segundo medio del recurso ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del tercero y últi-
mo medio la compañía recurrente sostiene en síntesis que es 
falsa la afirmación de la Corte a-qua cuando para estable-
cer la comitencia dice "que es constante en el expediente 
por los documentos aportados, por las declaraciones del pre-
venido y del testigo oído, etc."; pues el prevenido no com-
pareció a ninguna audiencia; que carece de base su afir-
mación de que el prevenido era preposé de la Dominican 
Motors Co. C. por A.; porque era su empleado, pues a su 
juicio la calidad de comitente no resulta de ser empleado 
si se cometen los hechos fuera del horario de trabajo, es de- 
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cir sin estar bajo la orden, dirección, subordinación y de-
pendencia del comitente; que ella insiste en que los hechos 
fueron cometidos después de haber salido del trabajo; que 
la función del prevenido era "despachar en el mostrador" 
funciones para las cuales no tenía que estar en uso de un 
vehículo de motor; que no sabe de dónde dedujo la Corte 
a-qua que la compañía entregó la motocicleta al prevenido, lo. 
pues ella negó ser dueña del vehículo, y no siéndolo no po-
día confiarlo a otra persona; que ella insiste que la matrí-
cula del vehículo es sólo una prueba "juristantun" que pue-
de ser destruida por todos los medios; que, por todo ello, 
estima la recurrente que en el fallo impugnado se incurrió 
en los vicios y violaciones por ella denunciados en el ter-
cer medio; pero, 

Consiaeranao que como la Corte a-qua formó su ínti-
ma convicción por el conjunto de las pruebas presentadas. 
el hecho de que mencionara erróneamente al prevenido no 
habiendo éste comparecido, no invalida por esa sola cir-
cunstancia el fallo impugnado cuando no se ha establecido 
que se diera a la prueba documental aportada o al testimo-
nio oído un alcance o un sentido que no tienen, lo que con-
figuraría una desnaturalización; que los alegatos de la re-
currente sobre la comitencia y sobre la hora en que ocu-
rrió el hecho, así como sobre el carácter probatorio de la 
matrícula, son en realidad tales alegatos una reiteración de 
los formulados, precedentemente a propósito del medio an-
terior, en el cual quedaron desestimados; que, por consi-
guiente el tercero y último medio del recurso también ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Tomás, Juana, Elías Altagracia, Pedro Celestino y Ro-
sanela Toribio; Segundo: Rechaza los recursos de casación 
interpuestos por Marcos Vinicio Vásquez, la Dominican 
Motors Co. C. por A. y Compañía de Seguros Pepín S. A., 
contra las sentencias de fechas 14 de enero de 1971 y del 18 
de mayo de 1971, dictadas en sus atribuciones correcciona- 
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les por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyos dis- 
:1 positivos han sido copiados en parte anterior del presente 

fallo; y Tercero: Condena a los recurrentes al pago de las 
costas, con distracción de las civiles en favor del Dr. José 
A. Rodríguez Conde, quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad. 

(Firmados)— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

1 
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firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



aourriN JUDICIAL 	 653 652 	 BOLETLN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Distrito Judicial 

de La Vega de fecha 17 de agosto de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: La Caribean Motors Company C. por A., c. s. Manuel 

Sosa Duarte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
ralló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Ca-
ribean Motors Company C. por A., con domicilio social en 
la calle "30 de Marzo" No. 107 de esta ciudad. causa segui-
da a Manuel Sosa, contra la sentencia dictada por la Pri-
mera Cámara Penal del Distrito Judicial de La Vega, de fe-
cha 17 de agosto de 1971, en sus atribuciones correcciona-
les, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se Pronun-

cia el defecto en contra del prevenido Manuel Sosa Duarte, 
por no haber comparecido a la audiencia, no obstante ha-
ber sido legalmente citado. Segundo: Se Declara bueno y 

válido el recurso de apelación interpuesto por el agraviado 
Israel Antonio Tejada Rosario, parte civil constituída con-
tra sentencia No. 937 dictada por el Juzgado de Paz de San 
Francisco de Macorís en fecha 19 de agosto de 1969, que 
Descargó al prevenido Manuel Sosa Duarte, por no haber 
cometido torpeza ni negligencia en los reglamentos de la 
Ley No. 241, en cuanto a la forma.Tercero: En cuanto al fon-
do se revoca la sentencia recurrida en cuanto a lo civil. 
Cuarto: Se Declara buena y válida la constitución en parte 
civil hecha por Israel Tejada Rosario, a través de su aboga-
do el Dr. Jesús Antonio Pichardo, en contra de Manuel So-
sa Duarte y Caribean Motors C. C. por A. y en consecuen-
cia se condena solidariamente a Ml. Sosa Duarte y Cari-
bean Co. C. por A., al pago de una indemnización de RD$ 
500.00 (Quinientos Pesos Oro) como justa reparación por 
los daños morales y materiales sufridos por Israel Antonio 
Tejada Rosario, con motivo de las lesiones recibidas en el 
accidente, objeto del presente proceso. Quinto: Se Condena 
además solidariamente a Ml. Sosa Duarte y Caribean Mo-
tors Co. C. por A., al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Jesús Antonio Pi-
chardo quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 
Sexto: Se Declara la presente sentencia oponible y ejecuto-
ria contra la Cía. San Rafael C. por A., entidad asegura-
dora"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 18 de agosto de 1971, 
a requerimiento del Dr. Hugo Alvarez V., abogado de la re-
currente, en la cual no se invoca ningún medio determina-
do de casación; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 
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Ley No. 241, en cuanto a la forma.Tercero: En cuanto al fon-
do se revoca la sentencia recurrida en cuanto a lo civil. 
Cuarto: Se Declara buena y válida la constitución en parte 
civil hecha por Israel Tejada Rosario, a través de su aboga-
do el Dr. Jesús Antonio Pichardo, en contra de Manuel So-
sa Duarte y Caribean Motors C. C. por A. y en consecuen-
cia se condena solidariamente a Ml. Sosa Duarte y Cari-
bean Co. C. por A., al pago de una indemnización de RD$ 
500.00 (Quinientos Pesos Oro) como justa reparación por 
los daños morales y materiales sufridos por Israel Antonio 
Tejada Rosario, con motivo de las lesiones recibidas en el 
accidente, objeto del presente proceso. Quinto: Se Condena 
además solidariamente a Ml. Sosa Duarte y Caribean Mo-
tors Co. C. por A., al pago de las costas civiles con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Jesús Antonio Pi-
chardo quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 
Sexto: Se Declara la presente sentencia oponible y ejecuto-
ria contra la Cía. San Rafael C. por A., entidad asegura-
dora"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 18 de agosto de 1971, 
a requerimiento del Dr. Hugo Alvarez V., abogado de la re-
currente, en la cual no se invoca ningún medio determina-
do de casación; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 
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Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituída o por la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, el depósito de un memorial, con la 
exposición de los medios en que se funda, será obligatorio a 
pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la de-
claración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, la recurrente n6 
expuso al declarar su recurso de casación los medios que le 
servirían de fundamento, ni ha presentado luego, memo-
rial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual, en ta-
les condiciones, el recurso que se examina, resulta nulo al 
tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por La Caribean Motors Company C. 
por A., contra la sentencia dictada por la Primera Cámara 
Penal del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 17 de agos-
to de 1971, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados 1: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 2 de febrero de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Francisco Mella Díaz. Agencia Marítima Comercial 
C. por A., y Compañía Dominicana de Seguros C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fran-
cisco Mella Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, em-
pleado privado, cédula No. 61216 serie lra., domiciliado y 
residente en esta ciudad, la Agencia Marítima Comercial C. 
por A., compañía constituida de acuerdo con las leyes de la 
República Dominicana, con domicilio social en la casa No. 
27 de la calle Paseo Presidente Billini, de esta ciudad, y la 
Compañía Dominicana de Seguros C. por A., con domicilio 
en la casa No. 15 de la calle Arzobispo Meriño de esta ciu-
dad, contra la sentencia de fecha 2 de febrero de 1971, clic- 
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Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituída o por la persona puesta en causa corno 
civilmente responsable, el depósito de un memorial, con la 
exposición de los medios en que se funda, será obligatorio a 
pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la de-
claración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, la recurrente n5 
expuso al declarar su recurso de casación los medios que le 
servirían de fundamento, ni ha presentado luego, memo-
rial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual, en ta-
les condiciones, el recurso que se examina, resulta nulo al 
tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por La Caribean Motors Company C. 
por A., contra la sentencia dictada por la Primera Cámara 
Penal del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 17 de agos-
to de 1971, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados 1: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 2 de febrero de 1971. 

31,i teria : Correccional. 

ne ,  urrente: Francisco Mella Díaz. Agencia Marítima Comercial 

C. por A., y Compañía Dominicana de Seguros C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fran-
cisco Mella Díaz, dominicano, mayor de edad, casado, em-
pleado privado, cédula No. 61216 serie lra., domiciliado y 
residente en esta ciudad, la Agencia Marítima Comercial C. 
por A., compañía constituida de acuerdo con las leyes de la 
República Dominicana, con domicilio social en la casa No. 
27 de la calle Paseo Presidente Billini, de esta ciudad, y la 
Compañía Dominicana de Seguros C. por A., con domicilio 
en la casa No. 15 de la calle Arzobispo Meriño de esta ciu-
dad, contra la sentencia de fecha 2 de febrero de 1971, dic- 
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tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vistas las actas relativas a los recursos de casación, 

fechadas ambas el día 2 de febrero de 1971, y levantadas en 
la Secretaría de la Corte a-qua, una a requerimiento del 
Dr. José María Acosta Torres, cédula No. 32511 serie 21, ac-
tuando a nombre del inculpado Francisco Mella Díaz, la 
Agencia Marítima Comercial C. por A., y la Compañía Do-
minicana de Seguros C. por A.; otra a requerimiento de la 
Doctora Ana Teresa Pérez de Escobar, cédula No. 12694 se-
rie 27, actuando a nombre y representación de Francisco 
Mella Díaz y la Agencia Marítima Comercial C. por A., ac-
tas en las que no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el acto de desistimiento suscrito en fecha 14 de 
diciembre de 1971, por el prevenido Francisco Mella Díaz, 
Héctor Vinicio Mella Escalante Vice-Presidente Adminis-
trador de la Agencia Marítima Comercial C. por A., y por 
Luis Alberto Abbott Torres, Administrador General de la 
Compañía Dominicana de Seguros C. por A., y por su abo-
gado constituído Dr. José María Acosta Torres, cuyas fir-
mas están debidamente legalizadas; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y visto el artículo 1 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que los recurrentes Francisco Mella 
Díaz, la Agencia Marítima Comercial C. por A., y la Com-
pañía Dominicana de Seguros C. por A. han desistido pura 
y simplemente de los recursos de casación de que se trata; 

Considerando que como en la especie, José Joaquín 
Vásquez de León parte civil constituída no ha intervenido 
en el presente recurso, no ha lugar a estatuir acerca de las 
costas civiles; 
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Por tales motivos, Da Acta del desistimiento hecho por 
Francisco Mella Díaz, la Agencia Marítima Comercial C. 
por A. y la Compañía Dominicana C. por A., de los recur-
sos de casación por ellos interpuestos contra la sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en fecha 2 de febrero de 1971, y en consecuencia declara 
que no ha lugar a estatuir sobre dichos recursos, y ordena 
que el presente expediente sea archivado. 

(Firmados) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vistas las actas relativas a los recursos de casación, 

fechadas ambas el día 2 de febrero de 1971, y levantadas en 
la Secretaría de la Corte a-qua, una a requerimiento del 
Dr. José María Acosta Torres, cédula No. 32511 serie 21, ac-
tuando a nombre del inculpado Francisco Mella Díaz, la 
Agencia Marítima Comercial C. por A., y la Compañía Do-
minicana de Seguros C. por A.; otra a requerimiento de la 
Doctora Ana Teresa Pérez de Escobar, cédula No. 12694 se-
rie 27, actuando a nombre y representación de Francisco 
Mella Díaz y la Agencia Marítima Comercial C. por A., ac-
tas en las que no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el acto de desistimiento suscrito en fecha 14 de 
diciembre de 1971, por el prevenido Francisco Mella Díaz, 
Héctor Vinicio Mella Escalante Vice-Presidente Adminis-
trador de la Agencia Marítima Comercial C. por A., y por 
Luis Alberto Abbott Torres, Administrador General de la 
Compañía Dominicana de Seguros C. por A., y por su abo-
gado constituído Dr. José María Acosta Torres, cuyas fir-
mas están debidamente legalizadas; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y visto el artículo 1 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que los recurrentes Francisco Mella 
Díaz, la Agencia Marítima Comercial C. por A., y la Com-
pañía Dominicana de Seguros C. por A. han desistido pura 
y simplemente de los recursos de casación de que se trata; 

Considerando que como en la especie, José Joaquín 
Vásquez de León parte civil constituída no ha intervenido 
en el presente recurso, no ha lugar a estatuir acerca de las 
costas civiles; 
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Por tales motivos, Da Acta del desistimiento hecho por 
Francisco Mella Díaz, la Agencia Marítima Comercial C. 
por A. y la Compañía Dominicana C. por A., de los recur-
sos de casación por ellos interpuestos contra la sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en fecha 2 de febrero de 1971, y en consecuencia declara 
que no ha lugar a estatuir sobre dichos recursos, y ordena 
que el presente expediente sea archivado. 

(Firmados) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 	Pot 
Nacional de fecha 13 de agosto de 1970. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Juan Martínez. 
Abogados: Dres. Juan de Js. Bueno Lora y Francisco L. Chía 

Troncoso. 

Recurridos: María Dolores Julián Vda. Morales y Mélida Morales 

Vda. del Castillo. 
Abogados: Dres. Dolores M. del Castillo de Escobar, Luis R. del 

Castillo M., y Juan Ml. Pellerano Gómez. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 20 de marzo del año 1972, 
años 129' de la Independencia y 109' de la Restauración, dic-

ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Mac-
tínez, dominicano, mayor de edad, casado, trabajador agrí-

cola, domiciliado en El Mamey, Villa Mella, Distrito Na-
cional, cédula No. 29206, serie la., contra la sentencia dic- 

SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 1972. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

tada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha 13 de agosto de 1970, 
cuyo disyositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco L. Chía Troncoso, cédula No. 

44919, serie 31, por sí, y por el Dr. Juan de Jesús Bueno 
Lora, abogados del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído al Dr. Eligio Cordero Gómez, en representación 
de los Dres. Luis R. del Castillo Morales, Juan M. Pellera-
no G. y Dolores M. del Castillo de Escobar, cédulas Nos. 
40583, 49307 y 42774, serie la., respectivamente, abogados 
de las recurridas, Mélida Morales Vda. del Castillo y María 
Altagracia Guillermina Morales de Marranzini, dominica-
nas, mayores de edad, domiciliadas en esta ciudad, cédulas 
Nos. 10041 y 9907, serie la., respectivamente, ocupadas en 
los quehaceres del hogar, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados 
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia el día 12 de abril de 1971, en el cual se 
invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de las recurridas, suscri-
to por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante y los artículos 1, 20 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser con-
ciliada por la autoridad correspondiente, el Juez de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, dictó una sentencia en fe-
cha 21 de octubre de 1969, cuyo dispositivo es el siguiente: 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 1972. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
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món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 20 de marzo del año 1972, 
años 129' de la Independencia y 109' de la Restauración, dic. 
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Mar-
tínez, dominicano, mayor de edad, casado, trabajador agrí-' 
cola, domiciliado en El Mamey, Villa Mella, Distrito Na-
cional, cédula No. 29206, serie la., contra la sentencia dic- 
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tada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha 13 de agosto de 1970, 
cuyo disyositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco L. Chía Troncoso, cédula No. 

44919, serie 31, por sí, y por el Dr. Juan de Jesús Bueno 
Lora, abogados del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído al Dr. Eligio Cordero Gómez, en representación 
de los Dres. Luis R. del Castillo Morales, Juan M. Pellera-
no G. y Dolores M. del Castillo de Escobar, cédulas Nos. 
40583, 49307 y 42774, serie la., respectivamente, abogados 
de las recurridas, Mélida Morales Vda. del Castillo y María 
Altagracia Guillermina Morales de Marranzini, dominica-
nas, mayores de edad, domiciliadas en esta ciudad, cédulas 
Nos. 10041 y 9907, serie la., respectivamente, ocupadas en 
los quehaceres del hogar, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados 
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia el día 12 de abril de 1971, en el cual se 
invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de las recurridas, suscri-
to por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante y los artículos 1, 20 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser con-
ciliada por la autoridad correspondiente, el Juez de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, dictó una sentencia en fe-
cha 21 de octubre de 1969, cuyo dispositivo es el siguiente: 
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"FALLA: PRIMERO: Se rechaza la demanda intentada por 
Juan Martínez, contra Dolores Julián Vda. Morales y Mé-
lida Morales Julián Vda. de Castillo, por no ser aplicables 
en el presente caso las disposiciones del Código de Trabajo; 
SEGUNDO: Se condena al demandante al pago de las cos-
tas"; b) que sobre apelación de Juan Martínez, la Cámara 
a-qua dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por Juan Martínez, contra sentencia del Juzgado de 
Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 21 de octu-
bre de 1969, dictado a favor de Dolores Julián Vda. Mora-
les y Mélida Morales Julián Vda. del Castillo, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior de este misma sen-
tencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo rechaza dicho 
recurso de alzada y en consecuencia confirma en todas sus 
partes la sentencia recurrida; TERCERO: Condena a la par-
te recurrente Juan Martínez, al pago de las costas del pro-
cedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de la 
Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de 
Trabajo"; 

Considerando que el recurrente ha propuesto en su me-
morial, los siguientes medios: Primer: Medio: Desnaturali-
zación de los hechos, del testimonio y los documentos de la 
causa.— Violación del derecho de defensa.— Violación del 
art. 1315 del Código Civil y de las reglas de la prueba.—
Falsa concepción e interpretación del art. 265 del Código 
de Trabajo.— Falta de base legal; Segundo Medio: Viola-
ción por desconocimiento e inaplicación de los arts. 77, 81, 
82, 84 párrafo 3o. del Código de Trabajo.— Violación por 
desconocimiento de los arts. 184 y siguientes del Código de 
Trabajo, y de la Ley No. 26, de fecha 27/9/66, sobre sala-
rios de los trabajadores del campo.— Desconocimiento de 
los principios que regulan la prueba en Materia Laboral.—
Contradicción e insuficiencia de motivos.— Violación del 
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art. 141 del Código de Procedimiento Civil.— Falta de Ba-
se Legal en otro aspecto; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio, 
el recurrente alega en síntesis, que el Juez a-quo, al fallar 
como lo hizo, desnaturalizó la declaración del testigo, Juan 
de Jesús, atribuyéndole a su declaración, un sentido con-
trario a lo por él afirmado, e hizo asimismo una errónea 
interpretación y apli-;ación del art. 265 del Código de Tra-
bajo; que dicho Juez a-quo, sigue alegando el recurrente, al 
ser la declaración del testigo Juan de Jesús, vaga, impre-
cisa y contradictoria, debió ordenar nuevas medidas de ins-
trucción, tal como él lo solicitó, y al no hacerlo, violó su de-
recho de defensa y el art. 1315 del Código Civil; pero, 

Considerando que la Cámara a-qua en cuanto al punto 
que se examina, se expresó como sigue, en la sentencia im-
pugnada: "que las declaraciones del testigo Juan de Jesús, 
testigo cuyas declaraciones evidencian un total conocimien-
to de todos los hechos, se desprende que la última finca 
donde prestó servicios el reclamante, sólo habían siete tra-
bajadores y que sólo fijo era él (el testigo); respecto a este 
punto, dicho testigo expresa que habían 10 trabajadores, 
pero luego dice que los que trabajaban eran "Pablo, Pim-
po, Francisco, Nelito, Viejo, Etanislao y yo" y expresa asi-
mismo "éramos 7, pero no todos fijos, el único fijo era yo", 
expresa que esos trabajadores que no eran fijos era él (el 
testigo) que los llevaba; que de esas declaraciones del tes-
tigo de Jesús, el cual evidencia como se ha dicho, un total 
conocimiento de esas fincas, en las cuales trabajó, dando un 
detalle prolijo de todos los hechos, se desprende claramen-
te que el único trabajador fijo que había en la finca donde 
prest Iba servicios el reclamante, era él, lo que unido al pro-
pio reclamante, hacen sólo dos trabajadores permanentes, 
además, aunque los siete trabajadores hubiesen sido fijos, 
una primera vez que habían diez trabajadores, se despren-
de que sólo habían siete por todo, siendo fijo sólo él; que 
además aunque los siete trabajadores hubiesen sido fijos, 
no se cumplirían las exigencias del art. 265 y aún hubie- 
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sen sido diez, tampoco, pues del texto de dicho artículo se 
desprende, que no se aplican las disposiciones del Código 
cuando se utilizaban 10 trabajadores, siendo necesario pa-
ra su aplicación, más de diez; que las declaraciones del tes-
tigo Bruno Coco, no hacen prueba de este hecho, pues ni 
siquiera se refiere al mismo; que el reclamante en su com-
parecencia, tampoco se refiere a ese punto; que en tal vir-
tud, y al quedar establecido por las declaraciones del pro-
pio testigo hecho oir por el reclamante, que en esa finca la-
boraban mucho menos de los trabajadores que se refieren 
para que sean aplicables las leyes laborales, procede con-
firmar la sentencia impugnada que rechazó la demanda ori-
ginal por esas razones'; 

Considerando que la interpretación dada por la Cáma-
ra a-qua, en la sentencia impugnada, al artículo 265 del Có-
digo de Trabajo, es correcta, en cuanto se refiere al recha-
zamiento de las reclamaciones del apelante relativas a las 
prestaciones previstas por el Código de Trabajo, todo inde-
pendientemente de lo que se dirá más adelante, en relación 
con los salarios alegadamente adeudados y la competencia 
de la jurisdicción laboral; que respecto a la declaración del 
testigo, Juan de Jesús, lejos de haber sido desnaturalizada 
se le atribuyó a la misma su verdadero sentido y alcances; 
que, por otra parte, la Cámara a-qua no estaba obligada a 
ordenar nuevas medidas de instrucción como lo pretende 
erróneamente el recurrente, ya que resulta de la sentencia 
Impugnada, que la declaración del testigo mencionado le 
fue suficiente, para su edificación sobre el punto debatido 
entre las partes; que en consecuencia el medio que se exa-
mina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considrando que en el desarrollo de su segundo me-
dio, el recurrente alega en síntesis, que al reclamar él, ade-
más del pago de prestaciones laborales, el pago de salarios 
que se le adeudaban, a lo que opusieron las demandadas la 
excepción de prescripción de los mismos, la Cámara a-qua  

en la sentencia impugnada, desestimó los dos extremos de 
su demanda,  declarándose incompetente .para fallar el úl-
timo pedimento y no dando para ello ninguna clase de mo-
tivos, por lo que sentencia impugnada debe ser casada; 

Considerando que respecto al medio que se examina, 
la sentencia impugnada se expresó como sigue: "que en 
cuanto a la prescripción propuesta, al no ser aplicables las 
leyes laborales en el presente caso, según se ha resuelto, 
es innecesario analizar ese aspecto, pues en esa virtud, ade-
más, los Tribunales de Trabajo son incompetentes para co-
nocer de cualquier tipo de reclamación derivada de un con-
trato para prestar servicios en una empresa o finca a las 
cuales no se le apliquen las leyes laborales"; 

Considerando que el motivo dado por la Cámara a-qua, 
en la sentencia impugnada, para declararse incompetente 
para fallar un pedimento sobre condenaciones al pago de 
salarios pendientes, es erróneo, pues al tratarse como se 
trata, en la especie, de obligaciones demanadas de un con- 

, trato de trabajo, que se alega existía entre un dueño de 
finca y su trabajador, sin que importare el número de di-
chos trabajadores, por aplicación del artículo 47 y siguien-
tes de la Ley 637, de 1944, sobre Contrato de Trabajo, y el 
conocimiento de ese aspecto de la demanda sí era de su com-
petencia, pues en vista de lo dispuesto en la Ley 637 ya ci-
tada, es preciso admitir, que el artículo 265 del Código de 
Trabajo lo que ha querido es eximir a los pequeños patro-
nos rurales de reclamaciones de prestaciones cuando tengan 
menos de 11 trabajadores fijos, pero no de la obligación de 
pagar sus salarios oportunamente a sus trabajadores aun-
que el número de éstos sea inferior a once, caso en el cual, 
frente a una reclamación justificada, los jueces de Trabajo 
deben resolver la demanda conforme a las disposiciones del 
Código de Trabajo relativas a los salarios en la medida en 
que no exista la prescripción conforme al mismo Código; 
que en consecuencia la sentencia impugnada debe ser casa-
da en lo que se refiere al punto que se examina; 
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Considerando que al recurrente haber sucumbido en 
un punto y ganado en otro, procede que las costas sean 
compensadas; 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, de fecha 13 de agósto de 1970, cu-
yo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo, 
en cuanto se declara incompetente para conocer del pedi-
mento sobre condenaciones al pago de salarios pendientes; 
y envía dicho asunto así delimitado por ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís, como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; Se-
gundo: Rechaza el recurso de casación de que se trata en sus 
demás aspectos; Tercero: Compensa las costas. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco 
Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 1972. 

Recurrente: Ramón Soriano Rivera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario Auxiliar en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de marzo del año 1972, 
años 129' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública y en única instancia, la siguien-
te sentencia: 

En la causa correccional seguida a Ramón Soriano Ri-
vera, dominicano, mayor de edad, soltero, Diputado, domi-
ciliado y residente en esta ciudad, en la casa No. 108 de la 
calle Yolanda Guzmán, cédula No. 12533 serie 27, preveni-
do de violación a la Ley de Cheque; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Ayudante del Procurador General de la Repú-

blica, en la exposición de los hechos; 
Oído al Secretario en la lectura de las piezas del expe-

diente; 

Oído al querellante Gerardo de Jesús Guzmán, residen-
te en la casa No. 4 de la avenida Caridad, del Ensanche Los 
Minas, de esta ciudad, quien prestó el juramento de ley de 
decir la verdad y nada más que la verdad, y quien expuso 
lo siguiente: "Lo que tengo que decirle a la Corte es que no 
tengo ningún interés de seguir este asunto porque ya nos- 
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otros nos arreglamos. Nosotros vamos a someter un docu-
mento que estamos preparando donde consta el arreglo"; 
"El puso una querella contra mí y entonces yo puse esta 
querella"; agregando que en esa virtud no aportaría prue-
ba alguna en relación con la querella presentada; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República que concluye así: "Que se pronuncie el de-
fecto contra el prevenido y se le descargue por no haber 
cometido el delito que se le imputa"; 

Autos Vistos: 

Resulta que en fecha 23 de marzo de 1971, Gerardo de 
Jesús Guzmán compareció por ante el Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Nacional y presentó querella contra 
Ramón Soriano Rivera. Diputado al Congreso Nacional, por 
el hecho de haber recibido de él, en una negociación que 
tenían. un cheque sin provisión de fondos, a sabiendas de 
que no había fondos, y negarse ahora a cumplir con los com-
promisos resultantes de la negociación realizada; 

Resulta que en fecha 6 de septiembre de 1971, el Ma-
gistrado Procurador General de la República, apoderó del 
caso a la Suprema Corte de Justicia, mediante oficio No. 
7749, que dice así: "Al: Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, Su Despacho.— Asunto: Sometimien-
to a cargo del Diputado al Congreso Nacional, señor Ramón 
Soriano Rivera, por violación a la Ley de Cheques, en agra-
vio del señor Gerardo de Jesús Guzmán.— Anexos: a) Ofi-
cio No. 1135. del 29 de marzo de 1971, del Procurador Fis-
cal de Distrito Nacional, y anexo que cita; b) Copia fotostá-
tica del cheque No. 935, de fecha 19 de enero de 1970, por 
valor de RD$688.83, a favor del Sr. Gerardo de Jesús Guz-
mán; y e) Interrrogatorios hechos en este Despacho a Ra-
món Soriano Rivera, Germán Almonte y a Rafael Bienveni-
do Brea.— 1.— Remitido, muy cortésmente, invitando su 
atención al expediente anexo.— 2.— De las piezas de dicho 
expediente se infiere que el señor Ramón Soriano Rivera, 
quien está investido de las funciones de Diputado al Congre- 
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SO Nacional, ha sido prevenido por el señor Gerardo de Je-
sús Guzmán, por violación a la Ley de Cheques vigente.— 
3,— En vista de lo expuesto y de lo que dispone en inciso 
1ro. del artículo 67 de la Constitución de la República, pro-
clamada el día 28 de noviembre de 1966, en nuestra cali-
dad de ministerio público ante ese elevado Organismo de 
Justicia, tramitamos el referido expediente para que el in-

', dicado legislador sea juzgado por la infracción que se le 
imputa, de conformidad con la Ley.— Muy atentamente, 
Dr. Juan Aristides Taveras Guzmán, Procurador General 
de la R  Re seuplút ab 1 

que  p
; 
or Auto de fecha 1ro. de octubre de 1971, 

el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia 
fijó la audiencia pública del día lunes 8 de noviembre de 
1971, para conocer del caso, pero no habiendo comparecido 
ni el prevenido, ni el querellante, ni los testigos citados, 
dicha audiencia fue reenviada sine die; 

Resulta que por Auto de fecha 2 de febrero de 1972, el 
Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia fi-
jó de nuevo el caso para ser conocido en la audiencia públi-
ca del día 6 de marzo de 1972, a las nueve de la mañana, 
celebrándose esta audiencia con el resultado precedente-
mente expuesto; 

Resulta que en dicha audiencia se oyó según se ha ex-
puesto, al querellante y también el dictamen del Ministe-
rio Público, y la Corte resolvió aplazar el fallo para una 
próxima audiencia; 

liberado y vistos los textos legales que se indican más ade-
lanteL

;a Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

Considerando que en la especie ni el Ministerio Públi-
co, ni el querellante han aportado prueba alguna del hecho 

1V puesto a cargo del prevenido; que, por otra parte, el quere-
liante le declaró a la Corte no tener ya interés en ninguna 

paración; que, en tales condiciones es procedente desear-
Aligar al prevenido por falta de pruebas; 
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otros nos arreglamos. Nosotros vamos a someter un docu-
mento que estamos preparando donde consta el arreglo"; 
"El puso una querella contra mí y entonces yo puse esta 
querella"; agregando que en esa virtud no aportaría prue-
ba alguna en relación con la querella presentada; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República que concluye así: "Que se pronuncie el de-
fecto contra el prevenido y se le descargue por no haber 
cometido el delito que se le imputa"; 

Autos Vistos: 

Resulta que en fecha 23 de marzo de 1971, Gerardo de 
Jesús Guzmán compareció por ante el Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Nacional y presentó querella contra 
Ramón Soriano Rivera. Diputado al Congreso Nacional, por 
el hecho de haber recibido de él, en una negociación que 
tenían. un cheque sin provisión de fondos, a sabiendas de 
que no había fondos, y negarse ahora a cumplir con los com-
promisos resultantes de la negociación realizada; 

Resulta que en fecha 6 de septiembre de 1971, el Ma-
gistrado Procurador General de la República, apoderó del 
caso a la Suprema Corte de Justicia, mediante oficio No. 
7749, que dice así: "Al: Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, Su Despacho.— Asunto: Sometimien-
to a cargo del Diputado al Congreso Nacional, señor Ramón 
Soriano Rivera, por violación a la Ley de Cheques, en agra-
vio del señor Gerardo de Jesús Guzmán.— Anexos: a) Ofi-
cio No. 1135, del 29 de marzo de 1971, del Procurador Fis-
cal de Distrito Nacional, y anexo que cita; b) Copia fotostá-
tica del cheque No. 935, de fecha 19 de enero de 1970, por 
valor de RD$688.83, a favor del Sr. Gerardo de Jesús Guz-
mán; y c) Interrrogatorios hechos en este Despacho a Ra-
món Soriano Rivera, Germán Almonte y a Rafael Bienveni-
do Brea.— 1.— Remitido, muy cortésmente, invitando su 
atención al expediente anexo.— 2.— De las piezas de dicho 
expediente se infiere que el señor Ramón Soriano Rivera, 
quien está investido de las funciones de Diputado al Congre- 
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SO Nacional, ha sido prevenido por el señor Gerardo de Je-
sús Guzmán, por violación a la Ley de Cheques vigente.-
3.— En vista de lo expuesto y de lo que dispone en inciso 
lro. del artículo 67 de la Constitución de la República, pro-
clamada el día 28 de noviembre de 1966, en nuestra cali-
dad de ministerio público ante ese elevado Organismo de 
Justicia, tramitamos el referido expediente para que el in-
dicado legislador sea juzgado por la infracción que se le 
imputa, de conformidad con la Ley.— Muy atentamente, 
Dr. Juan Aristides Taveras Guzmán, Procurador General 
de la República"; 

Resulta que por Auto de fecha lro. de octubre de 1971, 
el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia 
fijó la audiencia pública del día lunes 8 de noviembre de 
1971, para conocer del caso, pero no habiendo comparecido 

F ni el prevenido, ni el querellante, ni los testigos citados, 
dicha audiencia fue reenviada sine die; 

Resulta que por Auto de fecha 2 de febrero de 1972, el 
Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia fi-
jó de nuevo el caso para ser conocido en la audiencia públi-
ca del día 6 de marzo de 1972, a las nueve de la mañana, 
celebrándose esta audiencia con el resultado precedente-
mente expuesto; 

Resulta que en dicha audiencia se oyó según se ha ex-
puesto, al querellante y también el dictamen del Ministe- 
rio Público, y la Corte resolvió aplazar el fallo para una 
próxima audiencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se indican más ade-
lante; 

Considerando que en la especie ni el Ministerio Públi-
co, ni el querellante han aportado prueba alguna del hecho 
puesto a cargo del prevenido; que, por otra parte, el quere- 
llante le declaró a la Corte no tener ya interés en ninguna 
reparación; que, en tales condiciones es procedente descar-
ar al prevenido por falta de prUebas; 
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Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia, Ad-
ministrando Justicia en Nombre de la República y por au-
toridad de la ley y vistos los artículos 67, inciso primero de 
la Constitución; 185 y 191 del Código de Procedimiento Cri-
minal, que dicen así: Art. 67, inciso lo. de la Constitución: 
"Cc: responde exclusivamente a la Suprema Corte de Jus-
ticia, sin perjuicio de las demás atribuciones que le confie-
re la Ley: 1.— Conocer en única instancia de las causas pe-
nales seguidas al Presidente y al Vicepresidente de la Re-
pública, a los Senadores, Diputados, Secretarios de Estado, 
Subsecretarios de Estado, Jueces de la Suprema Corte de 
Justicia, Procurador General de la República, Jueces y Pro-
curadores Generales de las Cortes de Apelación, Abogado 
del Estado ante el Tribunal de Tierras, Jueces del Tribu-
nal Superior de Tierras, a los miembros del Cuerpo Diplo-
mático, de la Junta Central Electoral y de la Cámara de 
Cuentas"; Art. 185 del Código de Procedimiento Criminal: 
"Si el inculpado no compareciere, se le juzgará en defecto"; 
Art. 191 del mismo Código: "Si el hecho no se reputare de-
lito ni contravención de policía, el tribunal anulará la ins-
trucción, la citación y todo lo que hubiere seguido, descar-
gará al procesado y fallará sobre las demandas de daños y 
perjuicio"; 

FALLA: 

Primero: Pronuncia el defecto del prevenido Ramón 
Soriano Rivera; Segundo: Descarga a Ramón Soriano Rive-
ra del hecho puesto a su cargo de haber violado la Ley de 
Cheques, por falta de pruebas; Tercero: Declara las costas 
de oficio. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y rue 
firmada, leída y publicada por mía, Secretario tieneral, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia, Ad-
ministrando Justicia en Nombre de la República y por au-
toridad de la ley y vistos los artículos 67, inciso primero de 
la Constitución; 185 y 191 del Código de Procedimiento Cri-
minal, que dicen así: Art. 67, inciso lo. de la Constitución: 
"Corresponde exclusivamente a la Suprema Corte de Jus-
ticia, sin perjuicio de las demás atribuciones que le confie-
re la Ley: 1.— Conocer en única instancia de las causas pe-
nales seguidas al Presidente y al Vicepresidente de la Re-
pública, a los Senadores, Diputados, Secretarios de Estado, 
Subsecretarios de Estado, Jueces de la Suprema Corte de 
Justicia, Procurador General de la República, Jueces y Pro-
curadores Generales de las Cortes de Apelación, Abogado 
del Estado ante el Tribunal de Tierras, Jueces del Tribu-
nal Superior de Tierras, a los miembros del Cuerpo Diplo-
mático, de la Junta Central Electoral y de la Cámara de 
Cuentas"; Art. 185 del Código de Procedimiento Criminal: 
"Si el inculpado no compareciere, se le juzgará en defecto"; 
Art. 191 del mismo Código: "Si el hecho no se reputare de-
lito ni contravención de policía, el tribunal anulará la ins-
trucción, la citación y todo lo que hubiere seguido, descar-
gará al procesado y fallará sobre las demandas de daños y 
perjuicio"; 

FALLA: 

Primero: Pronuncia el defecto del prevenido Ramón 
Soriano Rivera; Segundo: Descarga a Ramón Soriano Rive-
ra del hecho puesto a su cargo de haber violado la Ley de 
Cheques, por falta de pruebas; Tercero: Declara las costas 
de oficio. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y me 
firmada, leída y publicada por mía, Secretario general, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrltu 
Judicial de La Vega de fecha 11 de Junio de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Magistrado Procurador Fiscal del Juzgado de Primer 

Instancia de La Vega, y Juan B. Espaillat. 

Interviniente: Dr. Andrés Valerio J. 
Abogado: Dr. Julio César de Peña Guzmán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de marzo del 1972, 
años 129' de la Independencia y 108' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega y por el prevenido Juan 
B. Espaillat, contra la sentencia dictada por el expresado 
Juzgado, en atribuciones correccionales, en fecha 11 de ju-
nio de 1971, cuyo dispositivo se transcribirá más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los respectivos recursos, levantadas 
en la Secretaría del Juzgado a-quo, en fechas 17 y 21 de ju-
nio de 1971, la primera a requerimiento del Dr. Hugo Al-
varez Valencia, abogado del prevenido Juan B. Espaillat, 
y la segunda a requerimiento del, propio funcionario recu-
rrente, actas en las cuales no se indica ningún medio de-
terminado de casación; 

Visto el escrito de intervención de Andrés Valerio J., 
suscrito por su abogado en fecha 25 de noviembre de 1971; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 74, inciso a) y 75 de la Ley No. 
241 de 1967; 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) que 
con motivo de una colisión de vehículos de motor, fueron 
sometidos a la acción de la justicia Juan Bautista Espaillat 
y Andrés Valerio Jerez, conductores de los mismos; b) que 
en fecha 15 de julio de 1969, el Juzgado de Paz de la Se-
gunda Circunscripción de La Vega, apoderado por el Mi-
nisterio Público, dictó en sus atribuciones correccionales, 
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Se 
declara culpable a Juan Bautista Espaillat y a Andrés Va-
lerio Jerez, por violación Ley 241, se condena al 1ro. a 
RD$10.00 de multa y al 2o. a RD$5.00 de multa y costas"; 
"c) que sobre los recursos de alzada interpuestos contra ese 
fallo, intervino una sentencia, cuyo dispositivo es el siguien- 

Oído al Dr. Guarionex 
ción del Dr. Julio César de 
identificación personal No. 
terviniente Andrés Valerio 
siones; 

García de Peña, en representa-
Peña, portador de la cédula de 
4020, serie 41, abogado del in-
J., en la lectura de sus conclu- 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju s

-ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
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años 129' de la Independencia y 108' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega y por el prevenido Juan 
B. Espaillat, contra la sentencia dictada por el expresado 
Juzgado, en atribuciones correccionales, en fecha 11 de ju-
nio de 1971, cuyo dispositivo se transcribirá más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
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siones; 

identificación personal No. 
terviniente Andrés Valerio 

ción del Dr. Julio César de 
Oído al Dr. Guarionex 

4020, serie 41, abogado del in-
J., en la lectura de sus conclu-

García de Peña, en representa-
Peña, portador de la cédula de 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los respectivos recursos, levantadas 
en la Secretaría del Juzgado a-quo, en fechas 17 y 21 de ju-
nio de 1971, la primera a requerimiento del Dr. Hugo Al-
varez Valencia, abogado del prevenido Juan B. Espaillat, 
y la segunda a requerimiento del,propio funcionario recu-
rrente, actas en las cuales no se indica ningún medio de-
terminado de casación; 

Visto el escrito de intervención de Andrés Valerio J., 
suscrito por su abogado en fecha 25 de noviembre de 1971; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 74, inciso a) y 75 de la Ley No. 
241 de 1967; 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) que 
con motivo de una colisión de vehículos de motor, fueron 
sometidos a la acción de la justicia Juan Bautista Espaillat 
y Andrés Valerio Jerez, conductores de los mismos; b) que 
en fecha 15 de julio de 1969, el Juzgado de Paz de la Se-
gunda Circunscripción de La Vega, apoderado por el Mi-
nisterio Público, dictó en sus atribuciones correccionales, 
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Se 
declara culpable a Juan Bautista Espaillat y a Andrés Va-
lerio Jerez, por violación Ley 241, se condena al lro. a 
RD$10.00 de multa y al 2o. a RD$5.00 de multa y costas"; 
"c) que sobre los recursos de alzada interpuestos contra ese 
fallo, intervino una sentencia, cuyo dispositivo es el siguien- 
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te: Falla: Primero: Se acoge como bueno y válido el recur-
so de Apelación interpuesto por los señores Dr. Juan B. 
Espaillat y Andrés Valerio Jerez por ser regular en la for-
ma; Segundo: En cuanto al fondo se confirma en todas sus 
partes la sentencia recurrida que condenó al Dr. Juan B. 
Espaillat al pago de una multa de RD$10.00 y al nombrado 
Andrés Valerio Jerez al pago de una multa de RD$5.00, in-
culpado de Violar la Ley 241;Tercero: Se condena además 
al pago de las costas"; d) que sobre recursos de casación in-
terpuestos por ambos prevenidos, la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó en fecha 18 de mayo de 1970, una sentencia con 
el siguiente dispositivo: "Por tales motivos: Primero: Casa 
en todas sus partes, la sentencia dictada en sus atribuciones 
correccionales por la Segunda Cámara Penal del Distrito 
Judicial de La Vega, en fecha 13 de agosto de 1969, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo, y envía el asunto ante la Primera Cámara Penal del 
mismo Distrito; y Segundo: Declara las costas de oficio"; el 
que en fecha 11 de junio de 1971, la Primera Cámara Penal 
del Distrito Judicial de La Vega, actuando como tribunal 
de envío, dictó la sentencia ahora impugnada, la que tiene 
el siguiente dispositivo: FALLA: PRIMERO: Se declara 
bueno y válido el recurso de Apelación interpuesto por los 
prevenidos Dr. Juan B. Espaillat y Andrés Valerio Jerez, 
contra sentencia No. 965 dictada por el Juzgado de Paz de 
la 2da. Circunscripción de La Vega, en fecha 15/7/71 que 
los condenó por viol. a la Ley No. 241, el primero a RD$ 
10.00 y al segundo a RD$5.00 de multas y al pago de las 
costas, en cuanto a la forma, por haberlo intentado confor-
me a las disposiciones legales.— SEGUNDO: En cuanto al 
fondo se revoca la sentencia recurrida y se descarga a An- 
drés Valerio Jerez, del hecho puesto a su cargo por no ha- 
ber cometido falta que sea imputable y se declara culpa- 
ble al Dr. Juan Espaillat y se condena al pago de una mul- 

ta de RD$5.00.— TERCERO: Se declaran las costas de ofi- 

cio a favor de Andrés Valerio Jerez.— CUARTO: Se con- 
dena al pago de las costas al Dr. Juan Espaillat";  

En cuanto al recurso del Magistrad o  Procurador Fiscal 
de La Vega: 

Considerando que según lo prescribe el artículo 37 de 
in Ley sobre Procedimiento de Casación, a pena de nulidad 
cuando el recurso sea intentado por el Ministerio Público, 
el depósito de un memorial con indicación de los medios 
de casación será obligatorio, si no se ha motivado el recur-
so en la declaración correspondiente; 

Considerando que del examen del acta del recurso del 
Procurador Fiscal de La Vega, no resulta que dicho recurso 
fuera motivado al hacerse la declaración correspondiente, 
ni que tampoco lo fuera posteriormente; que de consiguien-
te, dicho recurso es nulo; 

En cuanto a la intervención de Valerio Jerez: 

Considerando que su intervención en esta instancia ha 
sido con el fin de abogar por el mantenimiento de la senten-
cia impugnada, frente al recurso del Magistrado Procura-
dor Fiscal de La Vega, que como ese recurso ha sido decla-
rado nulo, la presente intervención no tiene que ser ponde-
rada por falta de interés del interviniente; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que el Juzgado a-quo dio por estableci 
do, mediante la ponderación de los elementos de juicio que 
fueron administrados en la instrucción de la causa; a) que 
en fecha 2 de mayo de 1969, ocurrió en La Vega una coli-
sión entre el carro placa privada No. 24519, manejado por 
Juan B. Espaillat Rodríguez, y el carro placa pública No. 
46462, manejado por Andrés Valerio Jerez; b) que la co-
lisión ocurrió en la intersección de las calles Sánchez, por 
la que transitaba de norte a sur Espaillat Rodríguez, y la 
avenida Imbert, por donde transitaba Valerio, de este a oes- 
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te: Falla: Primero: Se acoge como bueno y válido el recur-
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Andrés Valerio Jerez al pago de una multa de RD$5.00, in-
culpado de Violar la Ley 241;Tercero: Se condena además 
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contra sentencia No. 965 dictada por el Juzgado de Paz de 
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los condenó por viol. a la Ley No. 241, el primero a RD$ 
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te; c) que como consecuencia del choque resultaron ambos 
vehículos con varios desperfectos; d) que la localización de 
los sufridos por el carro público N9 46462, manejado por 
Valerio Jerez, denota que éste había casi cruzado la esqui-
na al momento del impacto, dada la circunstancia de que 
fue alcanzado por el carro conducido por Espaillat Rodrí-
guez", principalmente en la puerta trasera derecha; y e) 
que el accidente se debió a la imprudencia de Espaitlr.7 Ro-
dríguez, "al entrar a la calle Imbert sin tomar ninguna cla-
se de medida preventiva"; 

Considerando que los hechos así establecidos caracte-
rizan la infracción prevista por el artículo 74, inciso a) de 
la Ley No. 241 de 1967, según el cual toda persona que con 
duzca un vehículo por las vías Públicas, deberá: a) ceder 
el paso a todo vehículo que viniere de otra vía pública y 
ya hubiese entrado en la intersección", infracción sanciona-
da por el artículo 75 de la misma Ley, con multa no me-
nor de RD$5.00 ni mayor de veinticinco pesos (RD$25.00); 
que de consiguiente, al declarar el Juzgado a-quo a Juan 
B. Espaillat. culpable del delito que le fue imputado, y con-
denarlo a RD$5.00 de multa, hizo en el caso una correcta 
aplicación de la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
en cuanto concierne al interés del prevenido, la sentencia 
impugnada no contiene vicio alguno que justifique, su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Andrés Valerio Jerez; Segundo: Rechaza el recurso de 
casaCión interpuesto por el Magistrado Procurador Fiscal 
de La Vega, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Primera Cámara Penal del Distrito judi-
cial de La Vega, en fecha 11 de junio de 1971, cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; 
y Tercero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 
el prevenido Juan B. Espaillat contra la misma sentencia, 
y le condena al pago de las costas penales.  

(Firmados). —Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Cristóbal de fecha 21 de abril de 1971. 

Materia: Laborales. 

Recurrente: Dr. Rafael Rodriguez Largier. 
Abogado: Dr. Manuel Tomás Rodríguez. 

Recurrido: Enerio Batista. 
Abogado: Dr. Francisco L. Chía Troncoso. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de marzo del año 1972, 
años 129' de la Independencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Rodríguez Largier, dominicano, casado, odontólogo, domi-
ciliado en esta ciudad, cédula 4406, serie 31, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones laborales, por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris-
tóbal, en fecha 21 de abril de 1971, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Manuel Tomás Rodríguez, abogado del re-

currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído en su:, conclusiones, al Dr. Rafael Sierra C., en 
representación del Dr. Francisco L. Chía Troncoso, cédula 
4919 serie 31, abogado del recurrido, que lo es Enerio Ba-
tista, dominicano, mayor de edad, obrero, soltero, cédula 
5417 serie 41, domiciliado en esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito 
por su abogado, depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia el día 4 de junio de 1971, en• el cual se in-
vocan, contra la sentencia impugnada, los medios que lue-
go se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 20 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada, 
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó 
en fecha 29 de agosto de 1968, una sentencia cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza en todas sus partes 
las conclusiones del demandante, por ser justas y reposar 
sobre base legal; Segundo: Condena al Dr. Rafael Rodríguez 
Largier, a pagarle al señor Enerio Batista, la suma de 
RD$276.00, por concepto de diferencia de salarios dejados 
de pagar; Tercero: Condena al Dr. Rafael Rodríguez Lar-
gier, al pago de las costas del procedimiento"; b) que con-
tra dicha decisión recurrió en apelación el actual recurren-
te, y la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins- 
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tancia del Distrito Nacional, apoderada de dicho recurso, 
dictó en fecha 22 de julio de 1960, una sentencia cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular 
y válido e ncuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Rafael Rodríguez Largier contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacionai, 
de fecha 29 de agosto del 1968, dictada en favor del señor 
Enerio Batista, cuyo dispositivo figura copiado en parte 
anterior de esta misma sentencia; Segundo: Relativamen-
te al fondo, Confirma en todas sus partes dicha decisión 
impugnada; Tercero: Condena a la parte que sucumbe Dr. 
Rafael Rodríguez Largier, al pago de las costas del proce-
dimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley 
No. 302 del 18 de junio del 1964 y 691 del Código de Tra-
bajo, ordena su distracción en favor del Dr. Francisco L. 
Chía Troncoso, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; c) que contra ese fallo recurrió en casación Ro-
dríguez Largier, y en fecha 5 de junio de 1970, la Suprema 
Corte de Justicia dictó una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Primero: Casa la sentencia dictada por la Cá-
mara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 22 de julio de 1969, cuyo disposi-
tivo se ha transcrito en parte anterior del presente fallo, 
y .envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia 
de San Cristóbal, en sus atribuciones de Juzgado de Tra-
bajo de Segundo Grado; Segundo: Compensa las costas"; 
d) que sobre ese envío intervino la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo es el siguiente:— "Falla: Primero: 
Declarar como al efecto Declara regular en cuanto a la for-
ma el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Rafael 
Rodríguez Largier, contra la sentencia de fecha 29 de agos-
to de 1968, dictada en sus atribuciones laborales, como tri-
bunal de Primer Grado, por el Juzgado de Paz del Distri-
to Nacional; y en cuanto al fondo dicho recurso.— Segun-
do: Rechazar como al efecto Rechaza por improcedente y 
mal fundado por los motivos expuestos dicho recurso de 

alzada y en consecuencia, confirma en todas sus partes la 
sentencia impugnada.— Tercero: Condenar como al efecto 
Condena al recurrente al pago de las costas del presente 
recurso de alzada, distrayéndolas en provecho del Dr. 
Francisco L. Chía Troncoso, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: Violación del artículo 
660 del Código de Trabajo. Contradicción de motivos o mo-
tivos erróneos. Desnaturalización de los testimonios y de 
los documentos sometidos legalmente al debate. Falta de 
base legal. 

Considerando que en sus medios de casación, reunidos, 
el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: a) que aun-
que él es el propietario de la casa que sé estaba constru-
yendo, él siempre ha venido sosteniendo que no era el pa-
trono de Batista; que quien lo contrató como sereno de la 
Construcción, fue el Maestro Constructor de la Obra, señor 
Gilberto Hernández, quien, declaró en el Informativo ha-
ber despedido a Batista; que el Juez a-quo para declarar 
que el recurrente era el patrono se basó únicamente, en la 
declaración del testigo Angel Vásquez, declaración que no 
podía tomarse en cuenta por tratarse de un testigo falso a 
todas luces, y por haber admitido "vivir" en la misma ca-
sa" de Batista; b) que él ha alegado desde la fase de la con-
ciliación que la acción del trabajador Batista estaba pres-
crita, en razón de que la casa se terminó en marzo de 1967, 
y la demanda se intentó en diciembre de ese mismo año, 
esto es, después de los 3 meses que señala el artículo 660 
del Código de Trabajo; que la afirmación del recurrente re-
lativa a que la casa se terminó de construir en marzo del 
1967, y que él la ocupó en abril de ese mismo año, está co-
rroborada por las declaraciones de los testigos, el Maestro 
Constructor Gilberto Hernández y por su Ayudante Teodo-
ro Feliz; que, además, el recurrente depositó ante el Tri-
bunal a-quo, una serie de documentos para probar que él 
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había ocupado la casa en abril de 1967, documentos que el 
Juez no examinó; que esos documentos son los siguientes: 
"Factura expedida por el Acueducto de Santo Domingo, por 
medio de la cual realizó el pago de traslado o instalación 
del agua de dicha vivienda; una factura de la Corporarión 
Dominicana de Electricidad, por medio de la cual realiz<5 
el pago de traslado o instalación de dicho servicio; y un 
ejemplar del periódico "El Listín", donde se publica una 
reseña de la boda de una hija del recurrente"; que si el 
Juez a-quo hubiera ponderado tales documentos y los hu-
biera cotejado juiciosamente con las declaraciones del 
Maestro Constructor y de su Ayudante, a otra conclusión 
habría arribado en este caso; que con el periódico deposita-
do se prueba que el recurrente ocupaba dicha casa en el mes 
de abril de 1967, ya que, conforme se lee en dicho periódi-
co, en la parte subrayada con tinta, "La recepción de la bo-
da fue celebrada en la casa de los padres de la novia, sita 
en la avenida López de Vega"; que si Batista era sereno de 
esa misma casa en construcción, mal podía pretenderse que 
en el mes de agosto de 1967 se "echara el plato", y mucho 
menos que en el mes de diciembre de ese mismo año aún 
no se hubiera terminado dicha Construcción; que el juez 
a-quo desnaturalizó las declaraciones de los testigos Gil-
berto Hernández y Teodoro Feliz, pues estos testigos siem-
pre afirmaron que la casa fue ocupada por Rodríguez en 
abril de 1967, y no en otra fecha posterior como dice el Juez 

a-quo; 
Considerando a) que el examen del fallo impugnado 

pone de manifiesto que el juez .a-quo para declarar que el 
hoy recurrente era el patrono de Batista, expuso, lo si-
guiente: "que según declaraciones del testigo Angel Vás-
quez se ha establecido con lujo de detalles, no obstante la 
negativa del recurrente, que éste o sea el Dr. Rodríguez 
Largier, fue quien lo puso a trabajar como sereno en la ca-
sa en cuestión de su propiedad, que éste era quien le daba 
órdenes, quien le pagaba su salario, quien finalmente lo 
despidió .. . ; 
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Considerando que los jueces del fondo apreciaron so-
beranamente la sinceridad y el valor de los testimonios; 
que en la especie, nada se oponía a que el juez a-quo diera 
crédito al testigo Vásquez, pues en el expediente no hay 
constancia de que contra él se hubiese presentado tacha 
alguna; que, por tanto el alegato de que Rodríguez no era 
patrono de Batista, carece de fundamento y debe ser deses-
timado, salvo lo que se dirá más adelante respecto de la 
prescripción de la acción; 

Considerando b) que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que el juez a-quo rechazó el ale-
gato de la prescripción invocada por el recurrente, sobre 
la base de que tanto éste como los testigos indicados por él, 
incurrieron en "tantas contradicciones" que no le merecen 
ningún crédito "las declaraciones de esos testigos, ni las ver-
siones del patrono recurrente"; 

Considerando que, sin embargo, por la lectura de las 
declaraciones contenidas en el Acta del informativo efec-
tuado ante el Juez a-quo, se advierte que tanto esos testi-
gos como el recurrente han sostenido que la casa en cons-
trucción de la cual era sereno Batista, fue ocupada por su 
dueño Rodríguez, en abril de 1967; que esas declaraciones 
están robustecidas por una noticia publicada en el periódi-
co Listín Diario del día 2 de mayo de 1967, periódico depo-
sitado ante el Juez a-quo, según consta en el quinto Consi-
derando de la sentencia impugnada, donde se lee, que el pa-
trono recurrente "declaró se casó una hija suya en ese mes, 
y para darle fuerza a esa declaración depositó un ejemplar 
del Listín Diario del 2 de mayo de 1967, donde aparece 
una crónica del matrimonio de una hija suya, y alega que 
fue para su hija que hizo la casa o que fue ocupada por 
ella, éste es, dicho patrono trató de robustecer su declara-
ción de que ocupó la casa en abril de 1967, sin embargo el 
testigo expresa que fue en el mes de diciembre, el día diez, 
cuando el Dr. Rodríguez ocupó la casa, todo lo que hace 
descartable esas declaraciones"; 
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Considerando que como se advierte, el juez a-quo no 
creyó la versión de que la casa fue ocupada por su dueño 
en abril de 1967, sobre la base de que los testigos G .Her-
nández y Teodoro Féliz habían declarado que Rodríguez 
la ocupó el 10 de diciembre de 1967; que esa afirmación 
del juez a-quo está basada únicamente, en una parte de las 
declaraciones de los testigos Hernández y Feliz, prestadas 
ante el Juez de la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
nal, aseveración que no fue cotejada con las demás partes de 
dichas declaraciones, ni con las declaraciones que tales tes-
tigos prestaron ante el juez a-quo, en que consta que ellos 
afirmaron que Rodríguez ocupó la casa en abril de 1967, y 
no en diciembre de ese mismo año; que tampoco el juez 
a-quo ponderó, como era su deber la información apareci-
da en el periódico del 2 de mayo de 1967, a que se ha hecho 
referencia; que en esas condiciones, la sentencia impugna-
da debe ser casada en el punto relativo a la prescripción 
invocada, pues si se establece que la casa fue ocupada en 
abril de 1967 y que el sereno Batista dejó de prestar sus 
servicios en esa fecha, la demanda de éste intentada en di-
ciembre de ese mismo año, podría eventualmente estar 
prescrita, al tenor de lo dispuesto por el artículo 660 del 
Código de Trabajo; 

Considerando que cuando las partes sucumben en al-
gunos puntos de sus pretensiones, las costas pueden ser 
compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en lo relativo a la 
prescripción invocada, la sentencia dictada en sus atribu-
ciones laborales por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha 21 de Abril 
de 1971, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto así delimitado, ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Pedro de Macorís; Segundo: Rechaza el recurso de Rafael 
Rodríguez Largier contra la indicada sentencia en lo rela-
tivo a la calidad de patrono que discutía; Tercero: Com-
pensa las costas entre las partes. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

iffiR  certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
NI. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Dominé.) de • 

fecha 4 de noviembre de 1970. 

Materia: Correccional. 

Recurrenes: Estado Dominicano y Bienvenido Sasso. 
Abogado: Dra. Nancy de León López (abogado de Sasso). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secreta-
rio General. en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 22 de marzo del 1972, años 129' de la Independen-
cia y 108' de la Resturación, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Es-
tado Dominicano y Bienvenido Sasso, dominicano, casado, 
pintor, domiciliado en la calle San Martín No. 16, Barrio 
Domingo Savio, de esta ciudad, cédula No. 32394, serie 9 

lra.; contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, dictada en sus atribuciones correccionales, en fe-
cha 4 de noviembre de 1970, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oída a la Doctora Nancy de León López, cédula No. 

30568, serie 47, abogada del recurrente Bienvenido Sasso. 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la República; 
Vistas las actas de casación No. 120 de fecha 11 de di-

ciembre de 1970 y No. 46, de fecha 22 de septiembre de 
1971, en las cuales consta que la Doctora Nancy de León 
López, interpuso recurso de casación a nombre del Estado 
Dominicano y de Bienvenido Sasso, actas levantadas en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en las fechas señaladas y en 
las que no se indica ningún medio determinado de casa-
ción; 

Visto el memorial suscrito por la Doctora Nancy de 
León López a nombre de Bienvenido Sasso, de fecha 24 de 
enero de 1972, en el cual se invocan los medios que se co-
piarán más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos que se citarán más adelante, 
indicados por el recurrente Sasso, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un accidente ocasionado por un vehículo de 
motor ocurrido el 20 de febrero de 1968, en esta ciudad, ac-
cidente en el cual resultó Parmenio Espinal Matías, con le-
siones; la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, dictó, en fecha 11 de abril 
de 1969, una sentencia correccional, cuyo dispositivo figu-
ra inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los re-
curso de apelación interpuestos por el Procurador Fiscal y 
por Parmenio Espinal Matías, la Corte a-qua, dictó la sen-
tencia impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regulares y válidos los recursos de apelación 
interpuestos por el Procurador Fiscal y el Dr. Francisco L. 
Chía Troncoso, a nombre y en representación de la parte ci-
vil constituída, señor Parmenio Espinal Matías, contra sen-
tencia de la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 18 de abril de 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de casación No. 120 de fecha 11 de di-
ciembre de 1970 y No. 46, de fecha 22 de septiembre de 
1971, en las cuales consta que la Doctora Nancy de León 
López, interpuso recurso de casación a nombre del Estado 
Dominicano y de Bienvenido Sasso, actas levantadas en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en las fechas señaladas y en 
las que no se indica ningún medio determinado de casa-
ción; 

Visto el memorial suscrito por la Doctora Nancy de 
León López a nombre de Bienvenido Sasso, de fecha 24 de 
enero de 1972, en el cual se invocan los medios que se co-
piarán más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos que se citarán más adelante, 
indicados por el recurrente Sasso, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un accidente ocasionado por un vehículo de 
motor ocurrido el 20 de febrero de 1968, en esta ciudad, ac-
cidente en el cual resultó Parmenio Espinal Matías, con le-
siones; la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, dictó, en fecha 11 de abril 
de 1969, una sentencia correccional, cuyo dispositivo figu-
ra inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los re-
curso de apelación interpuestos por el Procurador Fiscal y 
por Parmenio Espinal Matías, la Corte a-qua, dictó la sen-
tencia impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regulares y válidos los recursos de apelación 
interpuestos por el Procurador Fiscal y el Dr. Francisco L. 
Chía Troncoso, a nombre y en representación de la parte ci-
vil constituida, señor Parmenio Espinal Matías, contra sen-
tencia de la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 18 de abril de 
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1965, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Se de-
clara al nombrado Bienvenido Sasso, de generales anota-
das, no culpable del delito de violación a la Ley 241, en 
perjuicio de Parmenio Espinal, y en consecuencia, se des-
carga de toda responsabilidad Penal por no haber cometi-
do falta alguna; Segundo: Se declaran las costas penales 
de oficio; Tercero: Se rechaza la constitución en parte civil 
hecha por el señor Parmenio Espinal Matías, contra el pre-
venido Bienvenido Sasso, en su calidad de prevenido; El 
Estado Dominicano, en su calidad de persona civilmente 
responsable y contra la Cía. Seguros San Rafael C. por A., 
por ser ésta la entidad aseguradora del vehículo que pro-
dujo el accidente, por improcedente y mal fundada; Cuar-
to: Se condena a la parte civil al pago de las costas civiles 
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Rafael 
Acosta, quien afirma estarlas avanzando en su mayor par-
te.'— SEGUNDO: Revoca en todas sus partes la sentencia 
apelada, y la Corte obrando por contrario imperio y auto-
ridad propia, declara al nombrado Bienvenido Sasso, cul-
pable del delito de violación a la ley No. 241 (golpes invo-
luntarios causados con el manejo de un vehículo de motor, 
que curaron después de veinte días), y en cons€uencia, lo 
condena al pago de una multa de $25.00 (veinticinco pesos), 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y apre-
ciando falta de la víctima;— TERCERO: Declara buena y 
válida, en la forma, la constitución en parte civil hecha por 
el agraviado Parmenio Espinal Matías, contra el prevenido 
Bienvenido Sasso y el Estado Dominicano, en su condición 
de comitente del prevenido;— CUARTO: Condena al pre-
venido Bienvenido Sasso y al Estado Dominicano, en sus 
respectivas calidades, al pago solidario de una indemniza-
ción de $1,000.00 (un mil pesos oro) en favor del señor Par-
menio Espinal Matías, parte civil constituida, como justa 
reparación de los daños morales y materiales por él sufri-
dos con motivo del hecho de que se trata, apreciando falta 
de la víctima;— QUINTO: Condena al prevenido y al Es-
tado Dominicano, al pago de los intereses legales sobre el 

monto de la indemnización, a partir de la fecha de la 
presente sentencia;— SEXTO: Condena al prevenido al 
pago de las costas penales;— SEPTIMO: Condena al pre-
venido y al Estado Dominicano, al pago de las costas 
civiles de ambas instancias ordenando su distraccióh en 
favor del Dr. Francisco L. Chía Troncoso, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad;— OCTAVO: Ordena que 
la presente sentencia sea oponible a la Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A., en su calidad de entidad asegu-
radora del vehículo causa del daño"; 

Considerando que el 'recurrente Bienvenido Sasso in-
voca en su memorial de casación, los siguientes medios: 
Primer Medio: Violación al artículo 49 de la Ley No. 241 
y 195 del Código de Procedimiento Criminal.— Desnatura-
lización de los hechos y circunstancias de la causa.— Fal-
ta de motivos y motivos contradictorios.— Segundo Medio: 
Violación de los Arts. 49, 67, 68 y 81 y siguientes de la Ley 
No. 241 de Tránsito de Vehículo, 1382 del Código Civil y 
141 del Código de Procedimiento Civil.— 

Considerando que el prevenido alega en síntesis en su 
primer medio, que la Corte a-qua, después de decir en el 
Considerando No. 1, letras f) y h) que el accidente se debió 
a faltas cometidas por' la víctima; dice en el Considerando 
No. 2 que Bienvenido Sasso, prevenido, violó reglas de trán-
sito, sin que se explique si esa violación podía ser causa ge-
neradora del accidente; que, además, aparte de lo contradic-
torio de esos dos considerandos, la sentencia desnaturaliza 
los hechos, "dejando sin base legal la sentencia recurrida"; 
que, en efecto, la afirmación de la Corte a-qua de que el 
prevenido trató de rebasar la guagua por su derecha, "no 
está robustecida por ninguna declaración, ni por circuns-
tancia alguna"; pues lo que informan los testigos es que la 
guagua rebasó al motor conducido por el prevenido; que, 
por todo lo dicho la sentencia debe ser casada; pero, 
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1969, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: Se de-
clara al nombrado Bienvenido Sasso, de generales anota-
das, no culpable del delito de violación a la Ley 241, e n 

 perjuicio de Parmenio Espinal, y en consecuencia, se des-
carga de toda responsabilidad Penal por no haber cometi-
do falta alguna; Segundo: Se declaran las costas penales 
de oficio; Tercero: Se rechaza la constitución en parte civil 
hecha por el señor Parmenio Espinal Matías, contra el pre-
venido Bienvenido Sasso, en su calidad de prevenido; El 
Estado Dominicano, en su calidad de persona civilmente 
responsable y contra la Cía. Seguros San Rafael C. por A., 
por ser ésta la entidad aseguradora del vehículo que pro-
dujo el accidente, por improcedente y mal fundada; Cuar-
to: Se condena a la parte civil al pago de las costas civiles 
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Rafael 
Acosta, quien afirma estarlas avanzando en su mayor par-
te.'— SEGUNDO: Revoca en todas sus partes la sentencia 
apelada, y la Corte obrando por contrario imperio y auto-
ridad propia, declara al nombrado Bienvenido Sasso, cul-
pable del delito de violación a la ley No. 241 (golpes invo-
luntarios causadós con el manejo de un vehículo de motor, 
que curaron déspués de veinte días), y en consecuencia, lo 
condena al pago de una multa de $25.00 (veinticinco pesos), 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes y apre-
ciando falta de la víctima;— TERCERO: Declara buena y 
válida, en la forma, la constitución en parte civil hecha por 
el agraviado Parmenio Espinal Matías, contra el prevenido 
Bienvenido Sasso y el Estado Dominicano, en su condición 
de comitente del prevenido;— CUARTO: Condena al pre-
venido Bienvenido Sasso y al Estado Dominicano, en sus 
respectivas calidades, al pago solidario de una indemniza-
ción de $1,000.00 (un mil pesos oro) en favor del señor Par-
menio Espinal Matías, parte civil constituida, como justa 
reparación de los daños morales y materiales por él sufri-
dos con motivo del hecho de que se trata, apreciando falta 
de la víctima;— QUINTO: Condena al prevenido y al Es-
tado Dominicano, al pago de los intereses legales sobre el 

monto de la indemnización, a partir de la fecha de la 
presente sentencia;— SEXTO: Condena al prevenido al 
pago de las costas penales;— SEPTIMO: Condena al pre-
venido y al Estado Dominicano, al pago de las costas 
civiles de ambas instancias ordenando su distracción en 
favor del Dr. Francisco L. Chía Troncoso, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad;— OCTAVO: Ordena que 
la presente sentencia sea oponible a la Compañía de Segu-
ros San Rafael, C. por A., en su calidad de entidad asegu-
radora del vehículo causa del daño"; 

Considerando que el recurrente Bienvenido Sasso in-
voca en su memorial de casación, los siguientes medios: 
Primer Medio: Violación al artículo 49 de la Ley No. 241 
y 195 del Código de Procedimiento Criminal.— Desnatura-
lización de los hechos y circunstancias de la causa.— Fal-
ta de motivos y motivos contradictorios.— Segundo Medio: 
Violación de los Arts. 49, 67, 68 y 81 y siguientes de la Ley 
No. 241 de Tránsito de Vehículo, 1382 del Código Civil y 
141 del Código de Procedimiento Civil.— 

Considerando que el prevenido alega en síntesis en su 
primer medio, que la Corte a-qua, después de decir en el 
Considerando No. 1, letras f) y h) que el accidente se debió 
a faltas cometidas por ' la víctima; dice en el Considerando 
No. 2 que Bienvenido Sasso, prevenido, violó reglas de trán-
sito, sin que se explique si esa violación podía ser causa ge-
neradora del accidente; que, además, aparte de lo contradic-
torio de esos dos considerandos, la sentencia desnaturaliza 
los hechos, "dejando sin base legal la sentencia recurrida"; 
que, en efecto, la afirmación de la Corte a-qua de que el 
prevenido trató de rebasar la guagua por su derecha, "no 
está robustecida por ninguna declaración, ni por circuns-
tancia alguna"; pues lo que informan los testigos es que la 
guagua rebasó al motor conducido por el prevenido; que, 
por todo lo dicho la sentencia debe ser casada; pero, 



688 	 DOLETIN JUDICIAL 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da revela que lo que el recurrente alega respecto a la su-
puesta contradicción entre lo dicho en el primer consideran-
do de la sentencia y en el segundo, y la alegada desnatura-
lización, no es más que una crítica a la apreciación sobera-
na de los hechos realizada por la Corte a-qua, de confor-
midad con los elementos de juicio del plenario; que no pue-
de considerarse como contradictorio el hecho de que la Cor-
te, en el primer considerando estima que el agraviado, al 
"lanzarse" imprudentemente de la guagua incurrió en fal-
ta y en el segundo considerando que el motorista preveni-
do, por su parte, cometió también una falta al seguir la 
marcha entre la acera y la guagua, lo que, unido a la falta 
del agraviado, concurrieron mancomunadamente al acci-
dente; que, por otra parte, la Corte .a-qua, no incurre tam-
poco en desnaturalización alguna cuando de los elementos 
de juicio del proceso, así como de la declaración de Carlos 
María Herrera, que expresó que en el momento en que se 
produjo el accidente, la guagua hacía dos esquinas que ha-
bía rebasado a la motocicleta, llegue a la conclusión de que 
en el momento del accidente el motor estaba entre la gua-
gua y la acera y que trató de rebasarla no obstante haber-
se detenido ésta y estar bajando de la misma un pasajero, 
lo que obligaba al motorista a detenerse para evitar todo 
encuentro con éste; por lo que, la expresada Corte no in-
currió en los vicios señalados al estimar, haciendo uso de 
su poder soberano de apreciación, que en el caso ocurrente 
hubo falta común; por lo que el medio que se examina, ca-
rece de fundamento en todos sus aspectos y debe ser deses-
timado; 

Considerando que el recurrente alega en síntesis, 
en su segundo y último medio, que al decir la Corte a-qua, 
que el prevenido trató de rebasar la guagua, sin especifi-
car la situación en que actuó éste y las condiciones de la 
calle frente a esas disposiciones; sin aclarar si era de una 
vía de uno o varios carriles, o si tenía más de dos, en una 
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sola dirección; situación que debió surgir de la instrucción 
de la causa, y no del conocimiento personal que pudieran 
tener los Jueces; que la Corte, además, no ponderó las de-
claraciones de los testigos, y que, no determinó si el recu-
rrente tenía espacio suficiente entre la guagua y el contén 
que permitiera seguir adelante sin peligro de colisión por 
su parte; pero, 

Considerando que, después de haber los Jueces descri-
to la situación en que ocurrieron los hechos en los conside-
randos uno y dos que se ponderaron al contestar el pri-
mer medio, era innecesario que se dieran mayores detalles 
respecto del hecho; por lo que el medio que se examina ca-
ree de pertinencia y por tanto debe ser desestimado; 

Considerando que la Corte a-qua, da por establecido lo 
siguiente: A) "que más o menos a las dos de la tarde del día 
20 de febrero de 1968, transitaba de oeste a este por la ca-
lle Padre Castellanos, de esta ciudad, el prevenido Bienve-
nido Sasso, conduciendo la motocicleta placa oficial No. 
403 marca B. S. A., modelo 1963, color rojo y blanco, pro-
piedad del Estado Dominicano y al servicio de la Secreta-
ría de Estado de Obras Públicas y Comunicaciones; B) que 
delante de él circulaba por la misma vía y en igual direc-
ción una guagua en la que viajaba el agraviado Parmenio 
Espinal Matías; C) Que esa guagua se detuvo para desmon-
tar pasajeros, dejando un espacio entre ella y la acera de 
su derecha; E) que por ese espacio pretendió rebasar a la 
guagua el conductor de la motocicleta; F) que cuando éste 
realizaba esa maniobra se lanzó de la guagua el agraviado 
yendo a estrellarse contra la motocicleta; G) que el agra-
viado se desmontó de la guagua sin antes observar si la vía 
estaba libre; H) que a consecuencia de ese accidente la víc-
tima sufrió lesiones que curaron después de treinta días; 
Que como se revela por los hechos relatados el accidente 
de que se trata tuvo su causa generadora y eficiente en la 
concurrencia de faltas cometidas tanto por el agraviado al 
desmontarse de la guagua sin percatarse si la vía se encon- 
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Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da revela que lo que el recurrente alega respecto a la su-
puesta contradicción entre lo dicho en el primer consideran-
do de la sentencia y en el segundo, y la alegada desnatura-
lización, no es más que una crítica a la apreciación sobera-
na de los hechos realizada por la Corte a-qua, de confor-
midad con los elementos de juicio del plenario; que no pue-
de considerarse como contradictorio el hecho de que la Cor-
te, en el primer considerando estima que el agraviado, al 
"lanzarse" imprudentemente de la guágua incurrió en fal-
ta y en el segundo considerando que el motorista preveni-
do, por su parte, cometió también una falta al seguir la 
marcha entre la acera y la guagua, lo que, unido a la falta 
del agraviado, concurrieron mancomunadamente al acci-
dente; que, por otra parte, la Corte .a-qua, no incurre tam-
poco en desnaturalización alguna cuando de los elementos 
de juicio del proceso, así como de la declaración de Carlos 
María Herrera, que expresó que en el momento en que se 
produjo el accidente, la guagua hacía dos esquinas que ha-
bía rebasado a la motocicleta, llegue a la conclusión de que 
en el momento del accidente el motor estaba entre la gua-
gua y la acera y que trató de rebasarla no obstante haber-
se detenido ésta y estar bajando de la misma un pasajero, 
lo que obligaba al motorista a detenerse para evitar todo 
encuentro con éste; por lo que, la expresada Corte no in-
currió en los vicios señalados al estimar, haciendo uso de 
su poder soberano de apreciación, que en el caso ocurrente 
hubo falta común; por lo que el medio que se examina, ca-
rece de fundamento en todos sus aspectos y debe ser deses-
timado; 

Considerando que el recurrente alega en síntesis, 
en su segundo y último medio, que al decir la Corte a-qua, 
que el prevenido trató de rebasar la guagua, sin especifi-
car la situación en que actuó éste y las condiciones de la 
calle frente a esas disposiciones; sin aclarar si era de una 
vía de uno o varios carriles, o si tenía más de dos, en una 
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sola dirección; situación que debió surgir de la instrucción 
de la causa, y no del conocimiento personal que pudieran 
tener los Jueces; que la Corte, además, no ponderó las de-
claraciones de los testigos, y que, no determinó si el recu-
rrente tenía espacio suficiente entre la guagua y el contén 
que permitiera seguir adelante sin peligro de colisión por 
su parte; pero, 

Considerando que, después de haber los Jueces descri-
to la situación en que ocurrieron los hechos en los conside-
randos uno y dos que se ponderaron al contestar el pri-
mer medio, era innecesario que se dieran mayores detalles 
respecto del hecho; por lo que el medio que se examina ca-
ree de pertinencia y por tanto debe ser desestimado; 

Considerando que la Corte a-qua, da por establecido lo 
siguiente: A) "que más o menos a las dos de la tarde del día 
20 de febrero de 1968, transitaba de oeste a este por la ca-
lle Padre Castellanos, de esta ciudad, el prevenido Bienve-
nido Sasso, conduciendo la motocicleta placa oficial No. 
403 marca B. S. A., modelo 1963, color rojo y blanco, pro-
piedad del Estado Dominicano y al servicio de la Secreta-
ría de Estado de Obras Públicas y Comunicaciones; B) que 
delante de él circulaba por la misma vía y en igual direc-
ción una guagua en la que viajaba el agraviado Parmenic 
Espinal Matías; C) Que esa guagua se detuvo para desmon-
tar pasajeros, dejando un espacio entre ella y la acera de 
su derecha; E) que por ese espacio pretendió rebasar a la 
guagua el conductor de la motocicleta; F) que cuando éste 
realizaba esa maniobra se lanzó de la guagua el agraviado 
yendo a estrellarse contra la motocicleta; G) que el agra-
viado se desmontó de la guagua sin antes observar si la vía 
estaba libre; H) que a consecuencia de ese accidente la víc-
tima sufrió lesiones que curaron después de treinta días; 
Que como se revela por los hechos relatados el accidente 
de que se trata tuvo su causa generadora y eficiente en la 
concurrencia de faltas cometidas tanto por el agraviado al 
desmontarse de la guagua sin percatarse si la vía se encon- 



traba libre para ese fin, como del prevenido al pretender 
rebasar a la guagua, por su derecha, cuando las reglas de 
tránsito mandan que esa operación se verifique por la iz-
quierda, salvo casos excepcionales que no se dan en el ca-
so ocurrido"; 

Considerando .que los hechos tal como han sido esta-
blecidos por la Corte a-qua, configuran el delito de golpes 
y heridas involuntarios ocurridos con el manejo de un ve-
hículo de motor, que causaron lesiones a Parmenio Espi-
nal Matías, en violación del artículo 49, letra c) de la Ley 
No. 241 de Tránsito de Vehículos; por lo que, al condenar-
lo al pago de una multa de $25.00, después de declararlo 
culpable y acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, aplicó una pena ajustada a la Ley; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles; 
que la Corte a-qua, estimó que el hecho a cargo del preve-
nido causó daños materiales y morales al agraviado, cons-
tituido en parte civil, cuyo monto apreció soberanamente 
en $1,000.00, teniendo en cuenta que la falta de la víctima 
"intervino en la misma proporción que la del autor" en el 
accidente; que, al concederle esa suma a la parte civil cons-
tituída a título de indemnización, hizo una correcta aplica-
ción del artículo 1383 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

En cuanto al recurso de casación del Estado Dominicano: 

Considerando que en el presente caso el Estado, como 
parte en causa como civilmente responsable, no ha cum-
plido con los requisitos y formalidades del artículo 37 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación al declarar su re-
curso en la Secretaría de la Corte correspondiente ni pos- 

teriormente, que exige la motivación de su recurso; por 
lo  que, éste está afectado de nulidad; 

Considerando que no ha lugar a estatuir sobre las cos-
tas civiles porque la parte civil constituída no ha interve-
nido en el recurso; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Bienvenido Sasso, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en fecha 4 de noviembre de 1970, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo y condena al prevenido al pago de 
las costas penales; y Segundo: Declara nulo el recurso del 
Estado Dominicano contra la indicada sentencia. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente. —Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Ma-
teo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada, por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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traba libre para ese fin, como del prevenido al pretender 
rebasar a la guagua, por su derecha, cuando las reglas de 
tránsito mandan que esa operación se verifique por la iz-
quierda, salvo casos excepcionales que no se dan en el ca-
so ocurrido"; 

Considerando .que los hechos tal como han sido esta-
blecidos por la Corte a-qua, configuran el delito de golpes 
y heridas involuntarios ocurridos con el manejo de un ve-
hículo de motor, que causaron lesiones a Parmenio Espi-
nal Matías, en violación del artículo 49, letra c) de la Ley 
No. 241 de Tránsito de Vehículos; por lo que, al condenar-
lo al pago de una multa de $25.00, después de declararlo 
culpable y acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes, aplicó una pena ajustada a la Ley; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles; 
que la Corte a-qua, estimó que el hecho a cargo del preve-
nido causó daños materiales y morales al agraviado, cons-
tituído en parte civil, cuyo monto apreció soberanamente 
en $1,000.00, teniendo en cuenta que la falta de la víctima 
"intervino en la misma proporción que la del autor" en el 
accidente; que, al concederle esa suma a la parte civil cons-
tituída a título de indemnización, hizo una correcta aplica-
ción del artículo 1383 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación;  

teriormente, que exige la motivación de su recurso; por 
lo que, éste está afectado de nulidad; 

Considerando que no ha lugar a estatuir sobre las cos-
tas civiles porque la parte civil constituida no ha interve- 
nido en a lrecurso;

elmotivos, 
    p  	

Primero: Rechaza el recurso de ca- 
sación interpuesto por Bienvenido Sasso, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
en fecha 4 de noviembre de 1970, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo y condena al prevenido al pago de 
las costas penales; y Segundo: Declara nulo el recurso del 
Estado Dominicano contra la indicada sentencia. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente. —Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— 
Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Ma-
teo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada, por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

En cuanto al recurso de casación del Estado Dominicano: 

Considerando que en el presente caso el Estado, como 
parte en causa como civilmente responsable, no ha cum-
plido con los requisitos y formalidades del artículo 37 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación al declarar su re-
curso en la Secretaría de la Corte correspondiente ni pos- 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 

fecha 18 de agosto de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Emilio Franco Pérez c. s. Gustavo Franco Vizcaíno. 

Interviniente: Santa Isabel Soto. 
Abogados: Dres. Milcíades Castillo V. y Luis E. Mejía Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de marzo del año 
1972, 129' de la ludependencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio 
Franco Pérez, dominicano, domiciliado y residente en Do-
ña Ana, Yaguate, Provincia Peravia, persona civilmente 
responsable, causa seguida a Gustavo Franco Vizcaíno, do-
minicano, mayor de edad, soltero, chófer, domiciliado y re-
sidente en Doña Ana, Yaguate, cédula No. 31375 serie 2da., 
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, de fecha 18 de agosto de 1971, dictada en atribuciones 

correccionales, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Se declaran regulares y válidos los recursos de apelación 
interpuestos por el prevenido Gustavo Franco Vizcaíno y 
por'el doctor Domingo Porfirio Rojas Nina, a nombre y re-
presentación del señor Emilio Franco Pérez, parte civil-
mente responsable puesta en causa, contra la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Peravia, de fecha 5 de junio del año 1970, cuyo 
dispositivo dice así:— 'Falla: Primero: Declara buena y vá-
lida la constitución en parte civil hecha por la nombrada 
Santa Isabel Soto V. a nombre y representación de su hi-
ja Martha Soto o Nerys Soto, por órgano de sus abogados 
constituídos Dres. Luis Ernesto Mejía Castillo y Milcíades 
Castillo Velázquez, contra los señores Gustavo Franco 
(Chófer) y Emilio Franco Pérez (comitente) por haberlo 
hecho conforme a la Ley; Segundo: Declara al nombrado 
Gustavo Franco Vizcaíno, culpable de violación Ley 241 
(Homicidio Involuntario), en perjuicio de Martha Soto o 
Nerys Soto, en consecuencia se condena a sufrir la pena de 
Seis (6) meses de prisión correccional y a pagar una multa 
de Cien Pesos Oro (RD$100.00); Tercero: Se condena al 
nombrado Gustavo Franco Vizcaíno (chófer) conjuntamen-
te con el señor Emilio Franco Pérez (comitente) a pagar una 
indemnización solidaria de Die Mil Pesos Oro (RD$10,- 
000.00) como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos por la demandante, en ocasión del homi-
cidio involuntario (Viol. Ley 241) cometido por el señor 
Gustavo Franco (Chófer) en la persona de su hija menor 
Martha Soto o Nerys Soto; Cuarto: Condenar como al efec-
to Condena a los señores Gustavo Franco y Emilio Franco 
Pérez al pago de las costas civiles con distracción en favor 
de los abogados constituidos Dres. Milcíados Castillo Ve-
lázquez y Luis Ernesto Mejía Castillo, por haberlas avan-
zado en su totalidad; Quinto: Se condena al nombrado Gus-
tavo Franco Vizcaíno al pago de las costas penales'; por ha-
berlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las for-
malidades legales; Segundo: Declara que Gustavo Franco 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1972. 
	 • 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 

fecha 18 de agosto de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Emilio Franco Pérez c. s. Gustavo Franco Vizcaíno. 

Interviniente: Santa Isabel Soto. 
Abogados: Dres. Milcíades Castillo V. y Luis E. Mejía Castillo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de marzo del año 
1972, 129' de la li.iependencia y 109' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emilio 
Franco Pérez, dominicano, domiciliado y residente en Do-
ña Ana, Yaguate, Provincia Peravia, persona civilmente 
responsable, causa seguida a Gustavo Franco Vizcaíno, do-
minicano, mayor de edad, soltero, chófer, domiciliado y re-
sidente en Doña Ana, Yaguate, cédula No. 31375 serie 2da., 
contra la sentencia de la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, de fecha 18 de agosto de 1971, dictada en atribuciones 
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correccionales, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Se declaran regulares y válidos los recursos de apelación 
interpuestos por el prevenido Gustavo Franco Vizcaíno y 
por el doctor Domingo Porfirio Rojas Nina, a nombre y re-
presentación del señor Emilio Franco Pérez, parte civil-
mente responsable puesta en causa, contra la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Peravia, de fecha 5 de junio del año 1970, cuyo 
dispositivo dice así:— 'Falla: Primero: Declara buena y vá-
lida la constitución en parte civil hecha por la nombrada 
Santa Isabel Soto V. a nombre y representación de su hi-
ja Martha Soto o Nerys Soto, por órgano de sus abogados 
constituidos Dres. Luis Ernesto Mejía Castillo y Milcíades 
Castillo Velázquez, contra los señores Gustavo Franco 
(Chófer) y Emilio Franco Pérez (comitente) por haberlo 
hecho conforme a la Ley; Segundo: Declara al nombrado 
Gustavo Franco Vizcaíno, culpable de violación Ley 241 
(Homicidio Involuntario), en perjuicio de Martha Soto o 
Nerys Soto, en consecuencia se condena a sufrir la pena de 
Seis (6) meses de prisión correccional y a pagar una multa 
de Cien Pesos Oro (RD$100.00); Tercero: Se condena al 
nombrado Gustavo Franco Vizcaíno (chófer) conjuntamen-
te con el señor Emilio Franco Pérez (comitente) a pagar una 
indemnización solidaria de Die Mil Pesos Oro (RD$10,- 
000.00) como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos por la demandante, en ocasión del homi-
cidio involuntario (Viol. Ley 241) cometido por el señor 
Gustavo Franco (Chófer) en la persona de su hija menor 
Martha Soto o Nerys Soto; Cuarto: Condenar como al efec-
to Condena a los señores Gustavo Franco y Emilio Franco 
Pérez al pago de las costas civiles con distracción en favor 
de los abogados constituídos Dres. Milcíados Castillo Ve-
lázquez y Luis Ernesto Mejía Castillo, púr haberlas avan-
zado en su totalidad; Quinto: Se condena al nombrado Gus-
tavo Franco Vizcaíno al pago de las costas penales'; por ha-
berlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las for-
malidades legales; Segundo: Declara que Gustavo Franco 
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Vizcaíno, es autor del delito de homicidio involuntario (vio-
lación Ley No. 241), en perjuicio de la menor Martha Soto 
o Nerys Soto, en consecuencia, modifica la sentencia ape-
lada en cuanto a la sanción penal impuesta y condena al 
susodicho prevenido a pagar una multa de Cien Pesos Oro 
(RD$100.00), moneda de curso legal, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes; Tercero: Admite la ratificación 
de la constitución en parte civil, hecha por la señora Santa 
Isabel Soto Vizcaíno, contra los señores Gustavo Franco -
Vizcaíno y Emilio Franco Pérez, en su calidad de madre de 
la víctima Martha Soto o Nerys Soto; Cuarto: Declara que 
los mencionados señores Gustavo Franco Vizcaíno y Emilio 
Franco Pérez, son personas civilmente responsables de los 
daños y perjuicios ocasionados en el accidente de que se 
trata, en consecuencia, modifica la sentencia recurrida en 
el aspecto civil y condena a dichas personas civilmente res-
ponsables puestas en causa, a pagar conjuntamente una in-
demnización ascendente a la cantidad de RD$5,000.00 (Cin-
co Mil Pesos Oro), moneda de curso legal, en favor de la in-
dicada parte civil constituída, como justa reparación de los 
daños ocasionados a dicha parte civil; Quinto:— Condena a 
Gustavo Franco Vizcaíno al pago de las costas penales; 
Sexto: Condena a Gustavo Franco Vizcaíno y a Emilio 
Franco Pérez, al pago de las costas civiles, ordenándose la 
distracción de estas costas, en provecho de los doctores Luis 
Ernesto Mejía Castillo y Milcíades Castillo Velázquez, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su mayor parte; Sépti-
mo: Rechaza las conclusiones de la parte civil constituída, 
en cuanto solicitó que se aumentara a Quince Mil Pesos 
la indemnización acordada por el tribunal de primer gra-
do, por ser improcedentes dichas pretensiones en razón de 
que la referida parte no es apelante de la sentencia dictada 
por el tribunal a-quo"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 16 de septiembre de 
1971, a requerimiento del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer el 
recurso de casación es de 10 días, contados desde la fecha 
del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estuvo 
presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada; que 
en todo otro caso, el plazo correrá a partir de la notifica-
ción de la sentencia; 

Considerando que en la especie, la sentencia impug-
nada fue dictada en ausencia del recurrente y notificada a 
éste en fecha primero de septiembre de 1971; y como el 
recurso de casación fue interpuesto en fecha 16 de septiem-
bre de 1971, es evidente que dicho recurso de casación es 
inadmisible por tardío; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por 
tardío el recurso de casación interpuesto por Emilio Fran-
co Pérez, persona civilmente responsable, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal en 
fecha 18 de agosto de 1971, en atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de 
las costas. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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Vizcaíno, es autor del delito de homicidio involuntario (vio-
lación Ley No. 241), en perjuicio de la menor Martha Soto 
o Nerys Soto, en consecuencia, modifica la sentencia ape-
lada en cuanto a la sanción penal impuesta y condena al 
susodicho prevenido a pagar una multa de Cien Pesos Oro 
(RD$100.00), moneda de curso legal, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes; Tercero: Admite la ratificación 
de la constitución en parte civil hecha por la señora Santa 
Isabel Soto Vizcaíno, contra los señores Gustavo Franco -
Vizcaíno y Emilio Franco Pérez, en su calidad de madre de 
la víctima Martha Soto o Nerys Soto; Cuarto: Declara que 
los mencionados señores Gustavo Franco Vizcaíno y Emilio 
Franco Pérez, son personas civilmente responsables de los 
daños y perjuicios ocasionados en el accidente de que se 
trata, en consecuencia, modifica la sentencia recurrida en 
el aspecto civil y condena a dichas personas civilmente res-
ponsables puestas en causa, a pagar conjuntamente una in-
demnización ascendente a la cantidad de RD$5,000.00 (Cin-
co Mil Pesos Oro), moneda de curso legal, en favor de la in-
dicada parte civil constituída, como justa reparación de los 
daños ocasionados a dicha parte civil; Quinto:— Condena a 
Gustavo Franco Vizcaíno al pago de las costas penales; 
Sexto: Condena a Gustavo Franco Vizcaíno y a Emilio 
Franco Pérez, al pago de las costas civiles, ordenándose la 
distracción de estas costas, en provecho de los doctores Luis 
Ernesto Mejía Castillo y Milcíades Castillo Velázquez, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su mayor parte; Sépti-
mo: Rechaza las conclusiones de la parte civil constituída, 
en cuanto solicitó que se aumentara a Quince Mil Pesos 
la indemnización acordada por el tribunal de primer gra-
do, por ser improcedentes dichas pretensiones en razón de 
que la referida parte no es apelante de la sentencia dictada 
por el tribunal a-quo"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso dé casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 16 de septiembre de 
1971, a requerimiento del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer el 
recurso de casación es de 10 días, contados desde la fecha 
del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estuvo 
presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada; que 
en todo otro caso, el plazo correrá a partir de la notifica-
ción de la sentencia; 

Considerando que en la especie, la sentencia impug-
nada fue dictada en ausencia del recurrente y notificada a 
éste en fecha primero de septiembre de 1971; y como el 
recurso de casación fue interpuesto en fecha 16 de septiem-
bre de 1971, es evidente que dicho recurso de casación es 
inadmisible por tardío; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por 
tardío el recurso de casación interpuesto por Emilio Fran-
co Pérez, persona civilmente responsable, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal en 
fecha 18 de agosto de 1971, en atribuciones correccionales, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de 
las costas. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 



696 	 BOLETIN JUDICIAL 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Juan de la Maguana de fecha 10 de agosto 
de 1971. 

Maeria: Correccional. 

Recurrente: Simeón Santiago. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju:;- 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín E. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua. 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Simeón 
Santiago, dominicano, mayor de edad, cédula No. 25362 
serie 12, soltero, agricultor, residente en la Sección de Las 
Charcas de Garabito, Municipio de San Juan de la Magua-
na, contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Juan de la Maguana, en fecha 10 de agos-
to de 1971, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Declara regulares y válidos los recursos de ape-
lación interpuestos por Simeón Santiago y Zeneida Rosado 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresadas, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada:  Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Juan de la Maguana de fecha 10 de agosto 
de 1971. 

Maeria: Correccional. 

Recurrente: Simeón Santiago. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju;;- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín E. Alvarez Pc-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Simeón 
Santiago, dominicano, mayor de edad, cédula No. 25362 
serie 12, soltero, agricultor, residente en la Sección de Las 
Charcas de Garabito, Municipio de San Juan de la Magua-
na, contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Juan de la Maguana, en fecha 10 de agos-
to de 1971, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Declara regulares y válidos los recursos de ape-
lación interpuestos por Simeón Santiago y Zeneida Rosado 
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contra la sentencia No. 1187 de fecha 11 de junio de 1971, 
del Juzgado de Paz de este Municipio que condenó al pri-
mero a dos años de prisión correccional y al pago de las 
costas por el delito de violación a la Ley No. 2402 en per-
juicio de tres menores que tiene procreados con la apelante 
y que le fijó una pensión de veinte pesos mensuales para la 
manutención de dichos menores, por haber sido intentada 
en tiempo hábil; Segundo: Confirma dicha sentencia en to-
das sus partes; Tercero: Condena al apelante Simeón San-
tiago al pago de las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha 10 de agosto de 1971, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; 
y 1, 36, 40 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una pe-
na que exceda de seis meses de prisión correccional no po-
drán recurrir en casación si no estuviesen presos o en li-
bertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente está en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad con 
los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto, el 
presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Simeón Santiago contra 
la sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
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Judicial de San Juan de la Maguana, en atribuciones correc-
sonales, de fecha 10 de agosto de 1971, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada pc,r los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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contra la sentencia No. 1187 de fecha 11 de junio de 1471, 
del Juzgado de Paz de este Municipio que condenó al pri-
mero a dos años de prisión correccional y al pago de las 
costas por el delito de violación a la Ley No. 2402 en per-
juicio de tres menores que tiene procreados con la apelante 
y que le fijó una pensión de veinte pesos mensuales para la 
manutención de dichos menores, por haber sido intentada 
en tiempo hábil; Segundo: Confirma dicha sentencia en to-
das sus partes; Tercero: Condena al apelante Simeón San-
tiago al pago de las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha 10 de agosto de 1971, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; 
y 1, 36, 40 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una pe-
na que exceda de seis meses de prisión correccional no po-
drán recurrir en casación si no estuviesen presos o en li-
bertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente está en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad con 
los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto, el 
presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Simeón Santiago contra 
la sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de San Juan de la Maguana, en atribuciones correc-
sonales, de fecha 10 de agosto de 1971, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada pc,r los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega de fecha 

6 de agosto de 1970. 

Recurrente: Andrés Morillo. 

Materia: Correccional. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés 
Morillo, dominicano, mayor de edad, casado, albañil, cédula 
No. 32905 serie 47, residente en La Vega, contra la senten-
cia dictada en atribuciones correccionales por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, en fecha 6 de agosto de 19701 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Primero: 
Se Declara regular y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el nombrado Andrés Morillo, contra la senten-
cia No. 88 de fecha 11 de marzo de 1970, rendida por el Juz- 

gado de Paz del Municipio de Constanza que lo condenó a 
sufrir 2 años de prisión correccional y a pagar una pensión 
alimenticia de RD$5.00 mensuales en favor del menor Fe-
lipe de Js. Infante, y al pago además de las costas por vio-
lación a la ley 2402, en cuanto a la forma. Segundo: En 
cuanto al fondo, se confirma con todas sus consecuencias de 
derecho la sentencia recurrida. Tercero: Se condena al 
nombrado Andrés Morillo, al pago de las costas del presen- 
te recurso"; 

Oído 
oao a  

Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha 10 de agosto de 1970, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 
1950; y 1, 36, 40 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuvieren presos o en li-
bertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha es-

' tablecido que dicho recurrente está en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad con 
los artículos 7 y 8 de la ley 2402 de 1950; que, por tanto, el 
presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re- 
' curso de casación interpuesto por Andrés Morillo contra 

la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juz- 
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve- 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega de fecha 
6 de agosto de 1970. 

Recurrente: Andrés Morillo. 

Materia: Correccional. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés 
Morillo, dominicano, mayor de edad, casado, albañil, cédula 
No. 32905 serie 47, residente en La Vega, contra la senten-
cia dictada en atribuciones correccionales por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, en fecha 6 de agosto de 19701 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Primero: 
Se Declara regular y válido el recurso de apelación inter-
puesto por el nombrado Andrés Morillo, contra la senten-
cia No. 88 de fecha 11 de marzo de 1970, rendida por el Juz- 

gado de Paz del Municipio de Constanza que lo condenó a 
sufrir 2 años de prisión correccional y a pagar una pensión 
alimenticia de RD$5.00 mensuales en favor del menor Fe-
lipe de Js. Infante, y al pago además de las costas por vio-
lación a la ley 2402, en cuanto a la forma. Segundo: En 
cuanto al fondo, se confirma con todas sus consecuencias de 
derecho la sentencia recurrida. Tercero: Se condena al 
nombrado Andrés Morillo, al pago de las costas del presen-
te recurso"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha 10 de agosto de 1970, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 
1950; y 1, 36, 40 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuvieren presos o en li-
bertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha es-
tablecido que dicho recurrente está en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad con 
los artículos 7 y 8 de la ley 2402 de 1950; que, por tanto, el 
presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Andrés Morillo contra 
la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Ve- 
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ga, en sus atribuciones correccionales, de fecha 6 de agosto 
de 1970, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Espaillat 
de fecha 20 de abril de 1971. 

Materia: Correccional. 

11ecurrente: Alvaro Salazar. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus• 
ticia. regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua. 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alvaro 
Salazar, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
cédula No. 5418 serie 61, residente en la Sección de Bejuco 
Blanco, Municipio de Gaspar Hernández, Provincia Espai-
llat, contra la sentencia de fecha 20 de abril de 1971, dic-
tada en sus atribuciones correccionales por el Juzgado de 
Primera Instancia de Espaillat, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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ga, en sus atribuciones correccionales, de fecha 6 de agosto 
de 1970, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior-
del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al 

pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. RavGlo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-

neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1972. 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Espaillat 
de fecha 20 de abril de 1971. 

gatería: Correccional. 

recurrente: Alvaro Salazar. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia. regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua. 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de marzo del año 
1972, años 129' de la Independencia y 109' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alvaro 
Salazar, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
cédula No. 5418 serie 61, residente en la Sección de Bejuco 
Blanco, Municipio de Gaspar Hernández, Provincia Espai-
llat, contra la sentencia de fecha 20 de abril de 1971, dic-
tada en sus atribuciones correccionales por el Juzgado de 
Primera Instancia de Espaillat, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 20 de abril de 1970, 
a requerimiento del Dr. Claudio Isidoro Acosta García (cé-
dula 38137, serie 31) a nombre del prevenido, en la cual no 
expcne ningún medio de casación en apoyo de su recurso; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
241, de 1967; 200 y siguientes del Código de Procedimiento 
Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: Que con motivo 
le un accidente automovilístico ocurrido el 27 de febrero 
de 1970, en la sección Sabaneta de Yásica, del Municipio 
de Gaspar Hernández, en el cual resultó muerto Armando 
Sixto Saladín, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat, regularmente apoderado del caso, 
dictó en fecha 20 de abril de 1971, la sentencia ahora im-
pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Se ordena el sobreseimiento del conocimiento del 
proceso hasta tanto la Suprema Corte de Justicia estatuya 
definitivamente sobre la excepción de incompetencia plan-
teada por la defensa del prevenido Alvaro Salazar; Segun-
do: Se reservan las costas para ser falladas conjuntamente 
con el fondo"; 

Considerando que en la especie, según resulta del exa-
men del fallo impugnado, el recurrente está prevenido del 
delito de haber producido la muerte por imprudencia con el 
manejo de un vehículo de motor, de una persona, hecho cas-
tigado con penas correccionales según el artículo 49 de la 
Ley No. 241, de 1967; y para cuyo conocimiento y fallo es 
competente el Juzgado de Primera Instancia; 

Considerando que de acuerdo con el artículo lo. de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación, sólo son suscepti-
bles de ese recurso las sentencias dictadas en última o úni-
ca instancia por los tribunales del orden judicial; 
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Considerando que el artículo 200 del Código de Proce-
dimiento Criminal establece que las sentencias pronuncia-
das en materia correccional son susceptibles de apelación; 

y no ha lugar a distinguir entre las sentencias definitivas 
sobre el fondo y las sentencias definitivas sobre cualquier 
incidente; 

Considerando que al juzgar el tribunal a-quo en la es-
pecie en materia correccional acerca de un hecho califica-
do como delito, la sentencia impugnada que se limitó a re-
solver un incidente de declinatoria por incompetencia, era 
apelable y no susceptible de casación; que, en tales condi-
ciones, el presente recurso resulta inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: tieclara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Alvaro Salazar, contra 
la sentencia de fecha 20 de abril de 1971, dictada en sus 
atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Espaillat, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua. —Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-qua, en fecha 20 de abril de 1970, 
a requerimiento del Dr. Claudio Isidoro Acosta García (cé-
dula 38137, serie 31) a nombre del prevenido, en la cual no 
expcne ningún medio de casación en apoyo de su recurso; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistes los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
241, de 1967; 200 y siguientes del Código de Procedimiento 
Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: Que con motivo 
Je un accidente automovilístico ocurrido el 27 de febrero 
de 1970, en la sección Sabaneta de Yásica, del Municipio 
de Gaspar Hernández, en el cual resultó muerto Armando 
Sixto Saladín, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat, regularmente apoderado del caso, 
dictó en fecha 20 de abril de 1971, la sentencia ahora im-
pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Se ordena el sobreseimiento del conocimiento del 
proceso hasta tanto la Suprema Corte de Justicia estatuya 
definitivamente sobre la excepción de incompetencia plan-
teada por la defensa del prevenido Alvaro Salazar; Segun-
do: Se reservan las costas para ser falladas conjuntamente 
con el fondo"; 

Considerando que en la especie, según resulta del exa-
men del fallo impugnado, el recurrente está prevenido del 
delito de haber producido la muerte por imprudencia con el 
manejo de un vehículo de motor, de una persona, hecho cas-
tigado con penas correccionales según el artículo 49 de la 
Ley No. 241, de 1967; y para cuyo conocimiento y fallo es 
competente el Juzgado de Primera Instancia; 

Considerando que de acuerdo con el artículo lo. de la 
Ley Sobre Procedimiento de Casación, sólo son suscepti-
bles de ese recurso las sentencias dictadas en última o úni-
ca instancia por los tribunales del orden judicial; 
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Considerando que el artículo 200 del Código de Proce-
dimiento Criminal establece que las sentencias pronuncia-
das en materia correccional son susceptibles de apelación; 

no ha lugar a distinguir entre las sentencias definitivas 
sobre el fondo y las sentencias definitivas sobre cualquier 
incidente; 

Considerando que al juzgar el tribunal a-quo en la es-
ecie en materia correccional acerca de un hecho califica-

do como delito, la sentencia impugnada que se limitó a re-
solver un incidente de deciinatoria por incompetencia, era 
apelable y no susceptible de casación; que, en tales condi-
ciones, el presente recurso resulta inadmisible; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Alvaro Salazar, contra 
la sentencia de fecha 20 de abril de 1971, dictada en sus 
atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Espaillat, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.• 
José A. Paniagua. —Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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dispone que la presente Resolución sea publicada en el Bo-
letín Judicial. 

Dado en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 23 
de marzo de 1972, años 129' de la Independencia y 109' de 
la Restauración. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente. —Manuel A Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-, 
tista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— José A. Paniagua. 

La presente resolución ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran más arriba el mismo día, mes 
v año en él expresados, lo que yo, Secretario General certi-
fico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo". 

Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante 
el mes de Marzo de 1972 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 16 
Recursos de casación civiles fallados 	  10 
:iecursos de casación penales conocidos 	 18 
Recursos de casación penales fallados 	 30 
Defectos ........ 	 2 
Exclusiones 	 1 
Recursos declarados caducos 	 1 
Inhibición 	 1 
Declinatorias 	 6 
Desistimientos 	 1 
Consulta  

	
1 

Juramentación de Abogados 	  5 
Nombramientos de Notarios 	  1 
Resoluciones administrativas 	  11 
Autos autorizando emplazamientos 	19 
Autos pasando expedientes para dictamen 	 58 
Autos fijando causas 	  42 

223 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Santo Domingo, D. N., 
30 de marzo de 1972. 
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